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INICIATIVAS 
 

DE LA DIPUTADA MARÍA CHÁVEZ PÉREZ CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 4 Y 8 

FRACCIÓN XVII, DE LA LEY DE VIVIENDA 

 

La que suscribe, María Chávez Pérez, diputada 

federal en la LXIV Legislatura del Honorable 

Congreso de la Unión, integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena, con fundamento en lo 

dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 

1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

someto a la consideración de esta soberanía la 

iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

reforma y adiciona los artículos 4 y 8 de la Ley de 

Vivienda, al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

A nivel mundial, todas las ciudades son 

vulnerables a impactos provocados por la 

naturaleza. En nuestros días, las ciudades y sus 

habitantes se enfrentan a más desafíos debido a los 

efectos de la urbanización masiva, el cambio 

climático y la inestabilidad política. Actualmente, 

el 50% de la población vive en ciudades y está 

previsto que esta cifra aumentará al 70% en 2050. 

Derivado de esto existe la necesidad apremiante de 

construir nuevas herramientas y planteamientos 

que den poder a los gobiernos locales y a los 

ciudadanos, así como que incrementen su 

capacidad para afrontar nuevos desafíos 

protegiendo mejor a los humanos, y a los activos 

económicos y naturales de nuestros pueblos y 

ciudades. 

 

El concepto resiliencia describe la habilidad de 

cualquier sistema urbano de mantener continuidad 

después de impactos o de catástrofes, mientras 

contribuye positivamente a la adaptación y la 

transformación hacía la resiliencia. Por tanto, una 

ciudad resiliente es aquella que avalúa, planea y 

actúa para preparar y responder a todo tipo de 

obstáculos, ya sean repentinos o lentos de origen, 

esperados o inesperados. De esta forma, las 

ciudades están mejor preparadas para proteger y 

mejorar la vida de sus habitantes, para asegurar 

avances en el desarrollo, para fomentar un entorno 

en el cual se pueda invertir, y promover el cambio 

positivo. 

 

En un escenario sísmico como el que enfrentó la 

Ciudad de México, el 19 de septiembre de 2017, 

se mostró la vulnerabilidad y la falta de 

preparación para enfrentar un riesgo sísmico de tal 

magnitud. Aunado a riesgos por el cambio 

climático, es importante desarrollar la resiliencia 

urbana de las personas, en los barrios y colonias 

para garantizar que todas las personas cuenten con 

la capacidad de gestionarse de manera rápida y 

eficiente antes, durante y después de una 

emergencia, con el objeto de lograr la rápida 

recuperación de la ciudad y sus habitantes en el 

menor plazo posible. 

 

La resiliencia alude a dos puntos fundamentales: 

 

1. La adaptación a la vulnerabilidad inmediata: 

protección de la población, acceso a los 

servicios de salud, alimento, etc. 

2. La recuperación de diferentes actividades, la 

cual depende de las características técnicas, 

organizacionales y sociales de la ciudad; por 

consiguiente, se necesita establecer la 

distribución espacial de los riesgos en la Ciudad 

de México. 

 

En este sentido, la resiliencia apuntala a la 

capacidad de los asentamientos humanos para 

resistir y recuperar rápidamente de cualquier 

peligro, asimismo, constituye una oportunidad 

para el desarrollo urbano, contemplando 

lineamientos generales transversales con una 

coordinación entre el gobierno central y las 

diferentes autoridades locales competentes, 

sociedad civil y sector privado, entre otros; con el 

objeto de establecer los mecanismos para la 

atención de una eventual contingencia en nuestro 

país. 

 

La vulnerabilidad urbana es la condición de 

susceptibilidad ante los riesgos y depende de la 
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capacidad de resiliencia del gobierno y la 

población.  

 

Hay que entender que la resiliencia está al centro 

del nexo entre la acción de desarrollo y la 

humanitaria ya que, en su esencia, tiene que buscar 

la mejora en la vida de las personas. Por tanto, 

promover la resiliencia debe significar reducir 

riesgos aumentando las capacidades y 

disminuyendo la fragilidad para implementar 

soluciones efectivas. 

 

La Ciudad de México es una urbe que, desde su 

fundación en tiempos prehispánicos, registra 

terremotos preocupantes. El trágico sismo de 1985 

marcó nuestro país, no solo por las devastadoras 

consecuencias sociales y económicas que dejaron 

tras de sí, sino por las modificaciones normativas 

a que dieron lugar en materia de ingenierías 

preventivas y protección civil. No obstante, a 

pesar de los nuevos estándares constructivos 

exigidos para los edificios levantados desde 

entonces, de nueva cuenta, la naturaleza puso a 

prueba a la sociedad mexicana con los lamentables 

movimientos telúricos de septiembre de 2017, los 

cuales devastaron asentamientos rurales y urbanos 

en los estados de Chiapas, Oaxaca, Puebla, 

Morelos, Estado de México, Guerrero y la propia 

Ciudad de México, pero, sobre todo, con la 

incomprensible y fatal sacudida del martes 19 de 

septiembre. 

 

El recuento, reporta David Viceño en Excélsior, de 

perjuicios ocasionados por estos sismos abarca 

360 decesos –con dos terceras partes ocurridos en 

la capital del país-, cerca de 184 mil viviendas 

siniestradas, 16,000 escuelas afectadas, 1,821 

edificios patrimoniales de valor cultural averiados, 

175 equipamientos hospitales y clínicas con 

percances, y 140 carreteras con deterioros. Según 

cálculos preliminares, la inversión económica 

necesaria para reparar los daños podría ascender a 

unos 48 mil millones de pesos. 

 

Siempre que existe un evento traumático de 

magnitudes como las de los sismos de septiembre, 

las afectaciones a la ciudad se convierten en 

cicatrices que permanecen por mucho tiempo y 

dejan su huella social, geográfica y económica. Es 

inevitable pensar que, cada vez que se emite una 

nueva política pública urbana que incide 

directamente en la ciudad y la transforma en 

muchos sentidos, debería hacerse el esfuerzo 

crítico de analizar no solo los objetivos y metas 

planteadas para largo plazo, sino también los 

efectos ulteriores, una vez que haya sido aplicada 

esta. 

 

Con ello, se podrían obtener aprendizajes sociales 

sobre los procesos de construcción de ciudad y así 

lograr una respuesta más eficiente y coordinada 

hacia la ciudad resiliente que tanto se requiere. 

 

La política aplicada, en materia de reconstrucción, 

identificó claramente dos momentos de atención: 

la emergencia posdesastre y la reconstrucción 

consiguiente. Ambas etapas respondieron a la idea 

de atender tres objetivos fundamentales: uno 

inicial, abocado a salvaguardar a la población 

brindando albergue temporal a los afectados y 

dictaminando los niveles de riesgo en las 

edificaciones; otro, orientado a emprender el 

restablecimiento urbano con acciones de 

recuperación, demolición, reparación y 

construcción de infraestructura urbana y edificios; 

y un último, pensando para conducir a la capital 

hacia nuevas dinámicas de desarrollo y 

consolidación. 

 

En materia de resiliencia urbana, la crisis telúrica 

puso a prueba los trabajos que el actual Gobierno 

de la Ciudad de México ha venido realizando. 

Debe recordarse que, desde 2013, la capital del 

país fue electa para integrarse a la iniciativa 

internacional 100 Ciudades Resilientes promovida 

por la Fundación Rockefeller. En este sentido, a 

partir de 2016 se venía avanzando en varios ejes 

estratégicos que resultaron insolventes por 

reducida capacidad para enfrentar la eventualidad 

de los terremotos. Así, dos de las principales áreas 

focales incluidas en la Estrategia de Resiliencia de 

la Ciudad de México no mostraron la efectividad 

de la estrategia institucional, pues ni se 

movilizaron suficientes equipos urbanos para 

atender peligros ni se tenían listos fondos mixtos 

para respaldar los apoyos urgentes.  
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En resumen, se aprecia que tanto en el caso de la 

Ciudad de México como en el resto de localidades 

del país, donde se registraron afectaciones por los 

movimientos telúricos de septiembre de 2017, los 

programas oficiales no logran abordar otras 

esferas inherentes a la resiliencia –como la gestión 

intersectorial de la vulnerabilidad, la 

instrumentación de actividades preventivas de 

desastres, la dotación de equipos, unidades y 

recursos o como la constitución de fondos 

económicos robustos- de forma tal que, cuando 

ocurren los percances disruptivos no se cuenta con 

la capacidad para mantener las funciones 

sociourbanas esenciales. En consecuencia, 

tampoco se disponen procesos transparentes y 

claros de canalización de recursos, ni una 

estrategia para reducir la vulnerabilidad de la 

ciudad más allá de la que ya han generado las 

tragedias previas. 

 

La crisis civil nacional que se generó con los 

desastres sísmicos puso en evidencia la reducida 

capacidad institucional del país y sus instancias 

para enfrentar graves eventualidades. También se 

refrendó el carácter solidario de la ciudadanía para 

solidarizarse con las víctimas. Algunos actores del 

sector productivo aprovecharon para reivindicarse 

ante la población, mientras que un reducido 

número de profesionales contribuyó sin reservas a 

paliar la situación con aportaciones muy valiosas. 

Sorprendió positivamente que las reformas 

normativas en materia de construcción y 

estructuras edificadas –instauradas a partir de los 

sismos de 1985- efectivamente nulificaron un 

desastre potencialmente mayor. Sin embargo, 

resultó muy lamentable constatar que, en el ámbito 

del desarrollo urbano, la obra pública y la 

ejecución de vivienda, aflorara la corrupción como 

una constante de la realidad nacional. En este 

orden de ideas, todo el sistema de la industria de 

la construcción padece irregularidades: a nivel 

oficial se consiguen autorizaciones y se facilitan 

trámites mediante dádivas, en el ámbito de los 

constructores se utilizan materiales de baja calidad 

y no se respetan especificaciones técnicas en las 

obras, en la dimensión vecinal hay violaciones a 

bandos, disposiciones y normas y no se asumen 

con seriedad las prácticas preventivas.

También se percibe que las políticas y planes son 

fragmentados y no se diseñan desde una 

perspectiva integral. Inclusive, muchas de las 

instancias y de los recursos instrumentados para 

estos casos acusan altos riesgos de perder el origen 

social para el que fueron creados.  

 

Adicionalmente, flota en el ambiente una amenaza 

mercantilista que fácilmente puede cooptar y 

secuestrar las situaciones de emergencia para 

aprovechar las ventajas, imponiendo fines 

particulares ilegítimos, es decir, hay una suerte de 

vacío intersectorial en el entorno que dificulta la 

coordinación entre ciudadanía y gobierno y, 

potencialmente, da lugar a la intervención de otros 

agentes con fines divergentes. 

 

Capacidad técnica existe, sin embargo, está 

afectada por la corrupción (licencias 

indebidamente otorgadas, obras fuera de norma, 

registro de técnicos fantasma), y por la impunidad 

(crecientes abusos cotidianos, no se cumple la ley, 

penalización reducida). 

 

Tocante a los riesgos urbanos, continúa vigente 

una insuficiente prevención y poco se hace para 

reducir las situaciones de amenaza ya conocidas.  

A pesar de contarse con metodologías claras de 

actuación en caso de sufrir algún evento 

extraordinario, no hay, en la práctica, una cultura 

ciudadana activa y comprometida con los 

protocolos adoptados. La planeación urbana a 

futuro no alcanza para intervenir en áreas 

vulnerables y parece muy lejano que pueda 

concretarse un nivel mínimo de resiliencia urbana. 

Mientras en materia de vivienda subyazcan 

poderosos intereses inmobiliarios conduciendo la 

actuación gubernamental, no podrá alcanzarse el 

estatuto de ciudad segura, próspera y resiliente.  

 

Pese a que en nuestro país se han tomado ciertas 

medidas de protección a la vivienda, es importante 

contemplar en la ley a la resiliencia, como una 

necesidad imperante de atención a la problemática 

ambiental y de vivienda que tenemos actualmente. 

 

Por lo anterior, es necesario contemplar en la ley 

este concepto. En ese sentido, hago la proposición 
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de la siguiente reforma, en la cual se modifican los 

artículos 4, adicionando una fracción XVI, y 8, de 

la Ley de Vivienda para quedar como sigue: 

 

Ley de Vivienda 

Artículo 4.- Para los 

efectos de esta Ley, se 

entenderá por: 

 

I… 

II… 

III… 

IV… 

V… 

VI… 

VII… 

VIII… 

IX… 

X… 

XI… 

XII… 

XIII… 

XIV… 

XV… 

Artículo 4.- Para los 

efectos de esta Ley, se 

entenderá por: 

 

I… 

II... 

III… 

IV… 

V… 

VI… 

VII… 

VIII… 

IX… 

X… 

XI… 

XII… 

XIII… 

XIV… 

XV… 

XVI. Resiliencia: 

espacio doméstico que 

tiene la capacidad de 

resistir, recuperarse y 

adaptarse ante 

condiciones adversas 

o cambios profundos. 

Artículo 8.- El 

Programa Nacional de 

Vivienda contendrá: 

 

I… 

II… 

III… 

IV… 

V… 

VI… 

VII… 

VIII… 

IX… 

X… 

XI… 

XII… 

XIII… 

XIV… 

XV… 

XVI…  

Artículo 8.- El 

Programa Nacional de 

Vivienda contendrá: 

 

I… 

II… 

III… 

IV… 

V… 

VI… 

VII… 

VIII… 

IX… 

X… 

XI… 

XII… 

XIII… 

XIV… 

XV… 

XVI… 

XVII. Los 

requerimientos 

mínimos que deban ser 

materia de 

coordinación con 

entidades federativas y 

municipios para la 

regulación de las 

construcciones para 

asegurar calidad, 

resiliencia, seguridad y 

habitabilidad de la 

vivienda, y 

XVIII… Los demás 

que señale el Plan 

Nacional de Desarrollo 

y otros ordenamientos 

legales. 

Las dependencias y 

entidades que 

participen en la 

instrumentación de las 

acciones previstas en 

este artículo, en el 

ámbito de sus 

respectivas 

competencias, se 

coordinarán con la 

Comisión para efectos 

de su ejecución. 

XVII. Los 

requerimientos 

mínimos que deban ser 

materia de 

coordinación con 

entidades federativas y 

municipios para la 

regulación de las 

construcciones para 

asegurar calidad, 

resiliencia, seguridad 

y habitabilidad de la 

vivienda, y 

XVIII… Los demás 

que señale el Plan 

Nacional de Desarrollo 

y otros ordenamientos 

legales. 

Las dependencias y 

entidades que 

participen en la 

instrumentación de las 

acciones previstas en 

este artículo, en el 

ámbito de sus 

respectivas 

competencias, se 

coordinarán con la 

Comisión para efectos 

de su ejecución. 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y 

ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 4 Y 8 DE LA 

LEY DE VIVIENDA 

 

Único.  Se adiciona una fracción XVI al artículo 4 

y se reforma la fracción XVII del artículo 8 de la 

Ley de Vivienda, para quedar como sigue: 

 

Artículo 4.- Para los efectos de esta Ley, se 

entenderá por: 

 

I… 

II... 

III… 

IV… 

V… 

VI… 

VII… 

VIII… 

IX… 
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X… 

XI… 

XII… 

XIII… 

XIV… 

XV.  

XVI. Resiliencia: espacio doméstico que 

tiene la capacidad de resistir, recuperarse y 

adaptarse ante condiciones adversas o 

cambios profundos. 

 

Artículo 8.- El Programa Nacional de Vivienda 

contendrá: 

 

I… 

II… 

III… 

IV… 

V… 

VI… 

VII… 

VIII… 

IX… 

X… 

XI… 

XII… 

XIII… 

XIV… 

XV… 

XVI… 

 

XVII. Los requerimientos mínimos que deban 

ser materia de coordinación con entidades 

federativas y municipios para la regulación de 

las construcciones para asegurar calidad, 

resiliencia, seguridad y habitabilidad de la 

vivienda, y 

 

XVIII… Los demás que señale el Plan 

Nacional de Desarrollo y otros ordenamientos 

legales. 

 

Las dependencias y entidades que participen en 

la instrumentación de las acciones previstas en 

este artículo, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, se coordinarán con la Comisión 

para efectos de su ejecución. 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 17 de febrero 

2020 

 

Diputada María Chávez Pérez  

(rúbrica) 

 

 

 
Notas: 

 

Resiliencia urbana y reconstrucción habitacional en la 

Ciudad de México. La atención gubernamental tras los 

terremotos de 2017 

https://rei.iteso.mx/bitstream/handle/11117/5354/S2.Resilie

ncia+urbana+y+reconstruccio%20n.pdf;jsessionid=E53960

D405372149886D289B229A9616?sequence=2 

¿Cómo desarrollar ciudades más resilientes? Un manual 

para líderes de los gobiernos locales. 

https://www.unisdr.org/files/26462_manualparalideresdelos

gobiernosloca.pdf 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

  

https://rei.iteso.mx/bitstream/handle/11117/5354/S2.Resiliencia+urbana+y+reconstruccio%20n.pdf;jsessionid=E53960D405372149886D289B229A9616?sequence=2
https://rei.iteso.mx/bitstream/handle/11117/5354/S2.Resiliencia+urbana+y+reconstruccio%20n.pdf;jsessionid=E53960D405372149886D289B229A9616?sequence=2
https://rei.iteso.mx/bitstream/handle/11117/5354/S2.Resiliencia+urbana+y+reconstruccio%20n.pdf;jsessionid=E53960D405372149886D289B229A9616?sequence=2
https://www.unisdr.org/files/26462_manualparalideresdelosgobiernosloca.pdf
https://www.unisdr.org/files/26462_manualparalideresdelosgobiernosloca.pdf
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DE LA DIPUTADA SILVIA LORENA 

VILLAVICENCIO AYALA CON PROYECTO DE 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL PÁRRAFO 

DÉCIMO CUARTO AL ARTÍCULO 4º DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS 

 

Quien suscribe, Silvia Lorena Villavicencio 

Ayala, diputada federal integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y en la fracción I, del numeral 1, del 

artículo 6, y los artículos 77 y 78, del Reglamento 

de la Cámara de Diputados, somete a la 

consideración de esta asamblea la iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se adiciona el 

párrafo decimocuarto al artículo 4º de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, por el que se eleva a rango 

constitucional el derecho de las niñas y las mujeres 

a una vida libre de violencia, de acuerdo con la 

siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

El día 25 de cada mes en México se realiza una 

campaña denominada “Día naranja”, el cual tiene 

como objeto realizar una toma de conciencia entre 

la sociedad civil, las instituciones del Estado y 

cualquier otro integrante de la sociedad, para 

prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres 

y las niñas; continuamente se transmiten mensajes 

en medios electrónicos, redes sociales, se exhiben 

carteles y anuncios, todos y cada uno de ellos, 

intentando hacer conciencia en la sociedad que 

continuamente están violentando, agrediendo y 

matando niñas y mujeres. 

 

Este no es un fenómeno aislado, en grupos sociales 

como la pertenencia étnica, la categoría de edad, 

la discapacidad, la región geográfica, el ingreso 

económico, la escolaridad o cualquier otra forma 

que pueda establecer categorías para clasificar a 

las niñas y mujeres. No se presenta en episodios 

temporales, ni tampoco tiene una curva de 

disminución y aumento relacionada con algún 

componente económico, político, cultural o social. 

La violencia contra las niñas y las mujeres es 

cotidiana, tan arraigada en la naturaleza de nuestra 

sociedad que, incluso, forma parte de rituales y 

apropiaciones culturales, donde permanece 

invisible. 

 

Se puede pensar que la violencia contra niñas y 

mujeres solo tiene que ver con feminicidios, 

violaciones sexuales y acoso en los distintos 

espacios de carácter público o privado, sin 

embargo, este fenómeno subyace al interior de los 

hogares, la vía pública, los centros de trabajo y las 

escuelas, en cada una de las relaciones sociales, 

económicas, políticas y laborales que niñas y 

mujeres construyen día con día. 

 

No existe un solo espacio que involucre una 

relación entre personas donde no coexista un 

fenómeno de violencia contra mujeres y niñas, en 

otras palabras, niñas y mujeres debemos aprender 

a sobrevivir con violencia en cada día y etapa de 

nuestra vida, no hay un lugar que pueda 

considerarse ajeno a la violencia por razones de 

género. Sin duda, existen millones de niñas y 

mujeres que viven episodios de violencia en el 

hogar, el trayecto en la calle o el transporte, en la 

escuela, el centro de trabajo, la institución pública, 

el hospital, la agencia del Ministerio Público, el 

centro cultural, etc. Esta violencia la ejerce lo 

mismo el padre, el hermano, el esposo, el novio, el 

ministro religioso, el profesor, el policía, el 

médico, el líder político, el patrón, el compañero 

de trabajo, el pasajero del autobús, el conductor 

del taxi e incluso el desconocido que en cualquier 

oportunidad agrede, intimida, acosa, viola y 

asesina niñas y mujeres, para todos ellos la 

impunidad se transforma en un manto que hace 

invisible la violencia. 

 

Así, desde niña, para poder sobrevivir, una tiene 

que aprender a protegerse, a renunciar a la 

identidad propia para ser invisible, callada, 

sumisa, abnegada. Soportar vejaciones, 

humillaciones, agresiones e incluso golpes y 

lesiones, porque no existe nada, ni nadie que 

ofrezca un mínimo de empatía y protección. Miles 

de mujeres al año mueren al practicarse legrados y 

abortos clandestinos, porque la justicia las 
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persigue, mientras que nadie habla de perseguir y 

enjuiciar a su violador, que muchas veces proviene 

de su entorno más cercano, como lo son padres, 

familiares varones, parejas sentimentales, 

ministros de culto religioso, patrones y 

compañeros de trabajo. Si para la sociedad está 

perfectamente bien que una mujer sea 

criminalizada por abortar y que su violador se 

escude en la falsa justicia. 

 

Hay que señalarlo con puntualidad tanto hay 

violencia por razones de género, como hay 

impunidad por razones de género, es decir, un 

hombre puede agredir a una mujer hasta su 

feminicidio y quedar impune ante la sociedad 

porque, al final, ella fue quien se lo buscó. Las 

instituciones de justicia aún tienen eufemismos 

para dirigirse a la violencia contra las mujeres, 

basta ver cómo se siguen comunicando los 

feminicidios, con el término crímenes pasionales, 

ejemplos en los medios de comunicación: “Fue 

violada, por provocar a su padrastro”, en vez 

de decir “El padrastro agredió sexualmente a su 

hija menor de edad”. Desde el lenguaje mismo la 

mujer es culpable de su propia pena, recordemos 

este mensaje transmitido en el “Día naranja”: 

“Hay mexicanas y mexicanos que piensan que 

las mujeres son violadas por provocar a los 

hombres”. No es raro que, en procesos judiciales, 

agentes del Ministerio Público, jueces y abogados 

defensores convenzan a la víctima de acusar por el 

delito de estupro, en vez del de violación porque 

“Ya pasó lo más difícil, ya el violador prometió 

portarse bien y casarse con todas las de la Ley”, 

el violador recibe impunidad por razones de 

género, la víctima menor de edad recibe en 

cambio matrimonio, embarazo y maternidad 

forzados, aunado a la cuota de violencia familiar 

que vivirá. 

 

Y, ¿cuáles son las medidas que toma el Estado 

para erradicar la violencia de género? A veces su 

única respuesta es la justicia punitiva, llenar la 

cárcel de agresores no ha resuelto el problema, tal 

como lo expresa la Dra. Catalina Pérez Correa, de 

                                                 
1 Pérez Correa, Catalina. “La Cadena de Jabba, la falacia 

punitiva”, Revista Nexos 1-06-2016, disponible en: 

https://www.nexos.com.mx/?p=28488  

la siguiente forma “Así, como en otros ámbitos de 

la vida social, el derecho penal se ha convertido 

en la principal herramienta para enfrentar este 

problema. ¿Puede el derecho penal ser una 

herramienta exitosa de igualación de género y/o 

de protección de las mujeres […] Adelanto la 

respuesta: no lo creo. El derecho penal no es una 

herramienta que vaya a permitir que las mujeres 

nos libremos de la mano masculina que nos acosa 

en el transporte público, en la calle, en la casa, en 

el trabajo o en la escuela. Tampoco será la razón 

por la que finalmente nos reconozcan como 

iguales los varones. Pero peor aún, nuestro 

derecho penal, que hoy es sinónimo de 

encarcelamiento, hace lo contrario: sirve para 

extorsionar, empobrecer y subyugar a miles de 

mujeres. Así, la herramienta de liberación que 

hemos buscado conquistar para frenar la 

violencia genera nuevas condiciones de violencia 

hacia las mujeres.”1 

 

Ahora bien, habiendo reconocido que nuestro país 

ha fracasado en la construcción de un andamiaje 

legal que permita a niñas y mujeres vivir libres de 

violencia, es necesario una reconstrucción de 

nuestro marco legal que permita a las autoridades 

competentes no reforzar, sino derribar y 

reconstruir, ciertamente preservando las escasas 

buenas prácticas, pero con la intención de reformar 

desde el origen las políticas públicas que deben 

proteger a niñas y mujeres de la violencia 

cotidiana en la que viven. 

 

Una nueva construcción donde la justicia punitiva 

no tenga la característica de única opción para las 

mujeres y que, al final, tal como lo menciona la 

Dra. Pérez Correa, no sirva como un aliciente para 

la impunidad y la corrupción de los dueños del 

sistema de justicia de nuestro país. 

 

Es por ello que la intención de la iniciativa tiene 

que ver, fundamentalmente, con elevar al rango 

constitucional el “derecho de las niñas y las 

mujeres a una vida libre de violencia”, lo cual 

deberá permear en la mejora de la ley general en 

https://www.nexos.com.mx/?p=28488
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materia, además de incluir una profunda reforma 

de todos los instrumentos legales, para que 

funcionen en un conjunto armónico y que la ley 

general no sea un ente aislado, de otros similares, 

como lo es el Código Penal, la Ley Federal para 

Prevenir y Erradicar la Discriminación, la Ley 

General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes, entre otras. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Esta reforma resulta indispensable, dada la 

estadística que se ha venido recopilando, que 

describe la realidad en la que viven niñas y 

mujeres, y que a efectos de los intereses que 

persigue la iniciativa se describe a continuación. 

 

De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre la 

Dinámica de las Relaciones en los Hogares 

(Endireh) 2016, realizada por el Instituto Nacional 

de Estadística y Geografía (Inegi), se tienen los 

siguientes datos: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 De las mujeres mayores de 15 años que respondieron la encuesta: 

 

o 66.1% han sufrido al menos un incidente de violencia emocional, económica, física, sexual o 

discriminación a lo largo de su vida en al menos un ámbito y ejercida por cualquier agresor. 

o 49.0% violencia emocional. 

o 41.3% violencia sexual. 

o 34.0% violencia física. 

o 29.0% violencia económica o patrimonial o discriminación en el trabajo. 

 

 Prevalencia de las formas de violencia en año de encuesta (porcentaje) 

 

Año/Tipo Total Emocional Física Sexual E. P. D.* 

2006 67.00 46.10 23.60 43.50 30.40 

2011 62.80 44.30 16.70 35.40 35.30 

2016 66.10 49.00 **34.00 **41.30 29.00 

*Económica, Patrimonial o Discriminación Laboral. 

** La ENDIREH, incorporó nuevas preguntas en el cuestionario. 

 

 Los mayores porcentajes de violencia total por entidad federativa en 2016, correspondieron a: Ciudad de 

México, Estado de México, Jalisco, Aguascalientes, Querétaro, todos con cifras superiores al 73%. 

 

 Violencias por ámbito. 

 

o Escolar:  

 A lo largo de su vida: 25.3% 

 En los últimos 12 meses: 17.4% 

o Pareja: 

 A lo largo de su relación actual o última: 43.9% 

 En los últimos 12 meses: 25.6% 

o Familiar: 

 En los últimos 12 meses: 10.3% 

o Laboral: 

 A lo largo de su vida: 26.6% 

 En los últimos 12 meses: 22.5% 
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o Comunitaria: 

 A lo largo de su vida: 38.7% 

 En los últimos 12 meses: 23.3% 

 Porcentaje de mujeres de 15 años y más que han experimentado violencia en la escuela por tipo de 

violencia, según periodo de referencia. 

 

Periodo/Tipo Total Física Sexual Emocional 

A lo largo de su vida 25.3 16.7 10.9 10.4 

En los últimos 12 meses 17.4 6.3 10.7 7.8 

 

 Prevalencias de violencia en el trabajo contra las mujeres de 15 años y más, que han trabajado alguna vez, 

por tipo de violencia y periodo de referencia. 

 

Periodo/Tipo Total Emocional Física Sexual Discriminación 

A lo largo de su vida 26.6 10.6 1.6 11.2 22.1 

En los últimos 12 meses 22.5 6.5 0.8 6.6 21.9 
 

 Entre 2011 y 2016, al 11.8% de mujeres que trabajaron les fue solicitada prueba de embarazo. 

 Prevalencias de violencia en la comunidad contra las mujeres de 15 años y más, por tipo de violencia y 

periodo de referencia 

 

Periodo/Tipo Total Emocional Física Sexual 

A lo largo de su vida 38.7 14.6 9.9 34.3 

En los últimos 12 meses 23.3 7.8 4.5 20.2 

 

 Prevalencias de violencia familiar contra las mujeres de 15 años y más en los últimos 12 meses, por tipo 

de violencia 

 

Periodo/Tipo Total Emocional Física Sexual Económica 

En los últimos 12 meses 10.3 8.1 2.8 1.1 3.1 

 

 En los últimos 12 meses 10.3% de las mujeres de 15 años y más, fue víctima de algún acto violento por 

parte de algún integrante de su familia, sin considerar al esposo o pareja. 

 Proporción de mujeres de 15 años y más que han experimentado violencia por parte de su actual o última 

pareja, esposo o novio, por tipo de violencia según periodo de referencia 

 

Periodo/Tipo Total Emocional Económica Física Sexual 

A lo largo de su vida 43.9 40.1 20.9 17.9 6.5 

En los últimos 12 meses 25.6 23.2 10.0 6.5 2.1 
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Ahora bien, el panorama en relación a la violencia 

feminicida es realmente alarmante, y cabe aquí 

una reflexión, el feminicidio no es un hecho 

aislado, es producto de ciclos de violencia que se 

repiten continuamente, las agresiones contra las 

niñas y mujeres que serán víctimas de este delito 

comienzan en su entorno más próximo, aislados 

son los casos de feminicidios que se producen por 

desconocidos en una sola oportunidad. Muchos de 

los casos provienen de los propios entornos de las 

mujeres, de su familia, centros de trabajo, escuela, 

y de las relaciones que van construyendo en cada 

etapa de su vida. Así, los datos que a continuación 

se presentan en materia de feminicidios no son 

indicadores aislados de lo que se ha reportado 

anteriormente con el resumen de la Endireh – 

2016, sino por el contrario son consecuencia de los 

mismos, y deben atenderse de forma integral.  

 

Dicho de otro modo, no puede atenderse 

solamente la violencia en la comunidad, sin 

acciones que reduzcan su impacto en la escuela, el 

hogar o el centro de trabajo. 

 

Por lo que, a continuación, se presentan diversos 

indicadores en materia de feminicidios:  

 

 En México son asesinadas 10.5 mujeres cada 

día, (Comisión Nacional de Derechos Humanos). 

 De enero a noviembre de 2019, 102,101 mujeres 

fueron víctimas de algún delito. 

o 59.47% lesiones dolosas. 

o 2.51% homicidios dolosos. 

o 0.90% feminicidios. 

 Número de feminicidios y homicidios dolosos 

de enero 2015 a noviembre 2019. 

(Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional 

de Seguridad Pública) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

o En dicho lapso de tiempo el feminicidio se 

incrementó en un 53% y el homicidio doloso en 

32%. 

 

 Las entidades que reportaron más feminicidios 

fueron: Veracruz – 152, México – 108, Nuevo León 

– 61, Ciudad de México – 60. 

 Las entidades que reportaron más homicidios 

dolosos fueron: México – 294, Guanajuato – 288, 

Jalisco – 220, Baja California – 216. 

 

El derecho de las niñas y las mujeres a una vida 

libre de violencia 

 

Los elementos que constituyen el derecho de niñas 

y mujeres a una vida libre de violencia 

comprenden dos aspectos fundamentales, en 

primer término, describir qué es la violencia en 

razón de género, identificando sus 

manifestaciones y efectos en la vida de las 

víctimas, incluso aquellas secuelas que quienes 

resienten este fenómeno en su integridad, no las 

consideran como acciones de violencia, y, por otra 

parte, los elementos normativos que debe proveer 

el Estado para promover, proteger, respetar y 

garantizar este derecho. 

 

De acuerdo con la Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra la Mujer “Convención de Belem do Para", 

en sus artículos 1 y 2, la violencia contra las 

mujeres se define de la forma siguiente: 

 
Artículo 1 

Para los efectos de esta Convención debe 

entenderse por violencia contra la mujer 

cualquier acción o conducta, basada en su 

género, que cause muerte, daño o sufrimiento 

físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en 

el ámbito público como en el privado. 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

Tipo/Año 2015 2016 2017 2018 Nov -2019 

Feminicidio 411 602 741 891 890 

Hom. 

Doloso 

1,735 2,190 2,536 2,773 2,564 
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Artículo 2 

Se entenderá que violencia contra la mujer 

incluye la violencia física, sexual y psicológica: 

 

a. que tenga lugar dentro de la familia o 

unidad doméstica o en cualquier otra relación 

interpersonal, ya sea que el agresor comparta 

o haya compartido el mismo domicilio que la 

mujer, y que comprende, entre otros, 

violación, maltrato y abuso sexual; 

b. que tenga lugar en la comunidad y sea 

perpetrada por cualquier persona y que 

comprende, entre otros, violación, abuso 

sexual, tortura, trata de personas, prostitución 

forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar 

de trabajo, así como en instituciones 

educativas, establecimientos de salud o 

cualquier otro lugar, y 

c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado 

o sus agentes, donde quiera que ocurra. 

 

Y, de acuerdo con la Convención sobre la 

Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus 

siglas en inglés), la discriminación contra la mujer 

debe interpretarse de acuerdo al texto de su 

artículo 1, que a la letra dice: 

 
Artículo 1 

A los efectos de la presente convención, la 

expresión "discriminación contra la mujer" 

denotará toda distinción, exclusión o restricción 

basada en el sexo que tenga por objeto o 

resultado menoscabar o anular el 

reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, 

independientemente de su estado civil, sobre la 

base de la igualdad del hombre y la mujer, de los 

derechos humanos y las libertades 

fundamentales en las esferas política, 

económica, social, cultural y civil o en cualquier 

otra esfera. 

 

El Estado debe asumir la interpretación conjunta 

de ambas definiciones, de modo que sea capaz de 

prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos de las niñas 

y las mujeres, con la mayor diligencia, 

                                                 
2 Convención de Belém do Pará, preámbulo y artículos 4 y 

6. La Comisión analizó las graves consecuencias que pueden 

tener la discriminación contra la mujer y los conceptos 

estereotipados de su papel en la sociedad, incluyendo el 

prontitud, de forma que “la relación que existe 

entre la discriminación y la violencia contra la 

mujer, indicando que dicha violencia es reflejo de 

relaciones de poder históricamente desiguales 

entre mujeres y hombres, y que el derecho de la 

mujer a una vida libre de violencia incluye el 

derecho a ser libre de toda forma de 

discriminación y a ser valorada y educada libre 

de patrones estereotipados del comportamiento”2. 

 

En ese sentido, la protección del Estado no se 

limita a la agresión violenta, sino a toda forma de 

discriminación por razones de género, lo cual debe 

interpretarse de la forma más amplia en todos los 

aspectos de la vida de niñas y mujeres, no solo en 

cuanto han sido víctimas de la violencia, es decir, 

la labor del Estado no debe situarse solamente en 

la investigación, sanción y reparación del daño 

causado por la violencia, sino primordialmente en 

la prevención de cualquier forma de 

discriminación que, con seguridad, se 

transformará con el paso del tiempo en una acción 

violenta en contra de niñas y mujeres. 

 

Más aún, la violencia contra las mujeres debe tener 

un efecto realmente garantista, ya que los derechos 

humanos permiten a las personas incorporarse y 

participar activamente en el desarrollo de sus 

comunidades y, con ello, disminuir la desigualdad, 

es decir: 

 
Ahora bien, analizando los derechos humanos 

desde la perspectiva del garantismo de Luigi 

Ferrajoli, debemos considerar que para Ferrajoli 

el derecho debe de servir de garantía de los más 

débiles frente a la acumulación del poder por 

parte de los entes públicos, quienes tratarán de 

librarse del derecho, o bien, de manipularlo para 

su beneficio. En este contexto, es necesario que 

exista un control que garantice plenamente el 

uso y disfrute de ciertos derechos. 

 

[…] 

 

efecto de fomentar la violencia contra las mujeres. Véase 

CIDH, Fondo, Informe Nº 4/01, María Eugenia Morales de 

Sierra (Guatemala), 19 de enero de 2001, párr. 44. 
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En este sentido, si consideramos como derecho 

humano el que las mujeres puedan vivir una vida 

libre de violencia ello implica desde la óptica de 

Ferrajoli, que existan los mecanismos para 

garantizar la eficacia de ese derecho como son la 

emisión de órdenes de protección, o bien la 

declaratoria de la alerta de género en las 

entidades federativas, que tiene como propósito 

impulsar políticas públicas dirigidas a erradicar 

este flagelo. 

 

Entre los mecanismos que se cuentan para hacer 

frente a la creciente violencia en referencia, se 

cuenta con la generación de políticas públicas 

con perspectiva de género, las que para su 

instrumentación requieren de estudios 

específicos que visibilicen la incidencia de 

violencia contra las mujeres, tanto a nivel 

público como privado, considerando el contexto 

de desigualdad en todos los ámbitos: económico, 

educativo, laboral, judicial, entre otros, para así 

poder determinar las causas de vulnerabilidad 

que colocan en situación de riesgo y desventaja 

a las mujeres.3 

 

Coligiendo lo anterior, se cumple que los 

elementos que definen la violencia contra las 

mujeres pertenecen a dos fenómenos 

intrínsecamente ligados, la discriminación y la 

agresión, los cuales deben ser prevenidos, 

sancionados, investigados y reparados en 

conjunto, no como acciones aisladas. Las políticas 

públicas que tengan como finalidad garantizar el 

derecho a una vida libre de violencia para las 

mujeres deben abarcar un ámbito holístico, en 

cuanto a la vida y las relaciones de las mujeres, 

que van construyendo en el tiempo y en cada etapa 

de su vida. Ejemplificando, no se puede 

simplemente crear programas contra el acoso en la 

vía pública en una comunidad si antes no se 

atienden las relaciones institucionales de los 

cuerpos de seguridad pública con las mujeres que 

la habitan. Más aún, las políticas públicas que se 

desarrollen deben contextualizar la violencia 

contra las mujeres, como un fenómeno, que puede 

manifestarse con sutileza en espacios que 

parecieran seguros para las mujeres como las 

                                                 
3 Sánchez Díaz, Ma. Fernanda “El derecho de las mujeres a 

una vida libre de violencia”, Revista Multidisciplina, No. 

25, septiembre-diciembre 2016, FES Acatlán, UNAM,  

agencias del Ministerio Público, los hospitales y 

cualquiera otra sede de instituciones públicas. 

 

Estas acciones también deben considerar las 

desventajas históricas y sistémicas que viven niñas 

y mujeres en un espacio determinado, donde 

elementos sociales o geográficos, como la 

ruralidad o la discapacidad, juegan un papel 

fundamental para situar en desventaja a las 

mujeres respecto a los varones, lo cual como ya se 

ha expuesto, mantiene la prevalencia de la 

discriminación y por ende de la violencia, incluso 

la feminicida. 

 

Otro aspecto a considerar es que la apropiación del 

lugar que nos corresponde a las mujeres, como 

parte integral de la sociedad, genera un clima de 

violencia por parte de los hombres que no aceptan 

el empoderamiento y el adelanto de las mujeres, 

ya que, como se ha mostrado, la violencia contra 

las mujeres no solo es un fenómeno particular de 

quienes están en desventaja, sino como la historia 

reciente lo ha mostrado, formas como la violencia 

política, tienen como intención disminuir la 

participación de las mujeres en las decisiones de 

gobierno y poder. 

 

Es por ello que se considera puntual la necesidad 

de elevar a rango constitucional el derecho de 

niñas y mujeres a una vida libre de violencia, para 

iniciar una nueva construcción de elementos 

normativos, creando un nuevo andamiaje 

institucional, en los tres niveles de gobierno, en los 

que se apropien las experiencias necesarias para 

garantizar este derecho. 

 

Por lo que, de acuerdo con los artículos citados en 

el proemio, que dan fundamento legal a la 

iniciativa, se presenta ante esta H. Soberanía el 

siguiente proyecto de:  
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DECRETO 

 

Único. Se adiciona el párrafo decimocuarto al 

artículo 4º de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, para quedar en los 

siguientes términos: 

 

Artículo 4º. … 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

 

Todas las niñas, adolescentes y mujeres tienen 

el derecho a una vida libre de violencia. El 

Estado tiene la responsabilidad irrenunciable 

de prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a sus derechos humanos. A través 

de la Ley se establecerán las competencias y 

acciones necesarias para promover, proteger, 

respetar y garantizar este derecho. 

 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputada Silvia Lorena Villavicencio Ayala  
(rúbrica) 

 

 

 

 
 

 

DEL DIPUTADO HERIBERTO MARCELO AGUILAR 

CASTILLO CON PROYECTO DE DECRETO QUE 

ADICIONA Y REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES 

DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL 

 

El suscrito, diputado Heriberto Marcelo Aguilar 

Castillo, integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena, en la LXIV Legislatura de la Cámara de 

Diputados, con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, 

fracción I, 77 y 78, del Reglamento de la Cámara 

de Diputados, someto a consideración de esta 

asamblea la iniciativa con proyecto de decreto por 

el que se adicionan y reforman diversas 

disposiciones de los artículos 107 Bis, 212 y 213 

Bis, todos del Código Penal Federal, en materia de 

imprescriptibilidad del delito de corrupción, al 

tenor de la siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

Considerando que la corrupción es uno de los 

problemas nacionales a los cuales se les atribuye 

costos, alcances e impactos en materia económico, 

de desarrollo social, política y, en general, 

trasciende a la vida cotidiana de las personas, 

debido a la generación de un esquema social en el 

que, producto de la práctica cotidiana de la 

corrupción, se generan ambientes en donde se 

distorsionan las condiciones de igualdad ante la 

ley y las posibilidades de acceder de forma lícita a 

mejores condiciones de vida, es decir que, con la 

corrupción articulan condiciones de favoritismo, 

las cuales terminan por sostener el sistema que no 

ha permitido a nuestra sociedad, y a quienes le 

integramos, desarrollarnos de manera armónica. 

 

Según el Índice Global de Impunidad 2015, 

nuestro país se ubica en el lugar número cinco de 

59, dentro de los países con niveles más altos de 

impunidad, Esto se refleja de manera concreta en 

la estadística que nos indica que 95% de los delitos 

de corrupción no son sancionados. Situación que 

patenta las deficiencias existentes en las leyes, el 

sistema judicial y las instituciones relacionadas 

con la imposición de sanciones. Esto al final 

conduce a un esquema en donde los servidores 
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públicos y los participantes en los delitos, dadas 

las condiciones de impunidad imperantes, ven un 

incentivo y no una limitación en el sistema entero 

de los esfuerzos en contra de la corrupción.  

 

Aunado a lo anterior, se tienen registros de la 

Organización Transparencia Internacional, en los 

cuales se tiene a México en el lugar 75 en materia 

de corrupción, superado por Nigeria y Etiopía. Y, 

si bien es cierto que el fenómeno no es privativo 

de nuestro país, en América Latina ocupamos el 

sexto lugar, apenas por encima de Guatemala, 

Haití y Venezuela. 

 

La más reciente Encuesta Nacional de Calidad e 

Impacto Gubernamental (ENCIG) realizada por el 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía 

(Inegi), muestra que el 91% de los mexicanos 

consideran que los actos de corrupción son 

frecuentes o muy frecuentes en su entidad 

federativa, y que la taza de víctimas de actos de 

corrupción, en al menos un trámite con servidores 

públicos, es de 14 mil por cada 100 mil 

habitantes1. Por otro lado, en el último Índice 

Nacional de Corrupción y Buen Gobierno 

publicado por Transparencia Mexicana, se 

identificaron 200 millones de actos de corrupción 

en el uso de servicios públicos provistos por 

autoridades federales, estatales, municipales, así 

como concesiones y servicios administrados por 

particulares.2 

 

De acuerdo con cifras de la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económicos 

(OCDE), la corrupción en México representa entre 

el 5 y el 10% del Producto Interno Bruto (PIB), la 

mitad está relacionada con la corrupción de los 

servidores públicos3 y de acuerdo con el Índice de 

Percepción de la Corrupción (IPC) 2018, de 

Transparencia International (TI), nuestro país 

ocupa el lugar 138 de 180 países evaluados4. 

 

Este diagnóstico nos ubica en una realidad que, a 

pesar de los esfuerzos por combatir la corrupción 

y la impunidad, estos persisten y el Poder 

Legislativo debe contribuir con las autoridades 

encargadas de sancionar los actos de corrupción 

actualizando el marco normativo para combatir 

con la deshonestidad de los servidores públicos. 

La iniciativa que hoy presento, tiene como 

objetivo evitar la impunidad en la comisión de 

delitos relacionados con actos de corrupción en el 

servicio público. 

 

Como antecedente, en 2015 se publicó una 

reforma constitucional que creó el Sistema 

Nacional Anticorrupción (SNA), como instancia 

de coordinación entre autoridades de todos los 

órdenes del gobierno. Adicionalmente, el 

Congreso de la Unión aprobó siete legislaciones 

secundarias para prevenir y combatir la 

corrupción: se crearon La Ley General del Sistema 

Nacional Anticorrupción, que establece las bases 

de coordinación del SNA, a nivel federal y local, 

así como las características del Sistema Nacional 

de Fiscalización y de la Plataforma Digital 

Nacional; la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas, que detalla las responsabilidades 

administrativas y la obligación de los servidores 

públicos, de presentar declaraciones patrimonial, 

de conflicto de intereses y fiscal; y la Ley de 

Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 

Federación, para fortalecer a la Auditoría Superior 

de la Federación para el combate de la corrupción.  

 

Además, se reformaron sustancialmente la Ley 

Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, que creó el Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, como órgano 

jurisdiccional con autonomía para emitir sus fallos 

y con jurisdicción plena; la Ley Orgánica de la 

Procuraduría General de la República, que dio pie 

a la creación de la Fiscalía Especializada de 

Combate a la Corrupción, como órgano autónomo 

para investigar y perseguir actos de corrupción; el 

Código Penal Federal, que establece las sanciones 

que serán acreditables a quienes cometan actos de 

corrupción: servidores públicos y  particulares; y 

la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal, que fortaleció a la Secretaría de la 

Función Pública para la prevención y combate de 

la corrupción. 

 

El objetivo de esta serie de reformas a leyes 

secundarias fue mejorar los mecanismos de 

combate a la corrupción a través de las siguientes 
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estrategias: primero, la coordinación. El Sistema 

Nacional Anticorrupción coordina a actores 

sociales y a autoridades de los distintos órdenes de 

gobierno, a fin de prevenir, investigar y sancionar 

la corrupción. Se crea un Comité Coordinador, 

encabezado por un ciudadano, también habrá un 

Comité de Participación Ciudadana, seleccionado 

por académicos reconocido; segundo, la 

prevención. El Sistema Nacional Anticorrupción 

cuenta con diversos mecanismos que buscan 

prevenir los actos de corrupción: Códigos de 

Ética, protocolos de actuación y mecanismos de 

autorregulación; tercero, el control. El Sistema 

Nacional Anticorrupción establece diversos 

instrumentos que permiten una rendición de 

cuentas clara y efectiva: La Plataforma Digital 

Nacional, conformada por el sistema de evolución 

patrimonial y de declaración de intereses; el 

Sistema Nacional de servidores públicos y 

particulares sancionados; el Sistema Nacional de 

Fiscalización; el directorio de servidores públicos 

que participan en contrataciones públicas y las 

denuncias públicas por faltas administrativas y 

hechos de corrupción. Y, finalmente, la sanción. 

Se establecen (en la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas) los actos u 

omisiones en que pueden incurrir tanto servidores 

públicos como particulares: Faltas 

Administrativas Graves (competencia del 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa) Faltas Administrativas no Graves 

y Actos de Particulares vinculados con Faltas 

Administrativas Graves. 

 

Esta soberanía aprobó en este año el Decreto por 

el que se reforma el artículo 19 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia de prisión preventiva oficiosa con el fin de 

ampliar el catálogo de delitos graves, incluyendo 

los delitos de corrupción realizados por servidores 

públicos, el cual fue publicado el 12 de abril de 

2019. 

 

Sin embargo, esta Legislatura no consideró un 

punto relevante: la imprescriptibilidad de los 

delitos relacionados con actos de corrupción, una 

medida necesaria para combatir a los gobernantes 

que desvíen o sustraigan para fines personales los 

recursos públicos a su disposición y que, en 

muchos casos, son protegidos por los gobernantes 

que los sustituyen.  

 

En este sentido, toma mayor valor el objetivo de 

esta reforma. Gamarra y Pérez consideran que en 

esta clase de delitos no debe existir barrera 

temporal alguna para llevar a cabo la persecución 

penal de los actos de corrupción, ya que la 

fundamentación de su prescripción radica más en 

razones de seguridad jurídica, que en 

consideraciones de estricta justicia material5. 

 

Para robustecer lo anterior Horvitz (2006) afirma 

que los servidores públicos que cometen este tipo 

de delitos no deben, ni pueden, beneficiarse con 

límites temporales para su persecución y sanción: 

“Más aún, cuando tales delitos son perpetrados en 

el seno de un aparato organizado de poder 

(paradigmáticamente, la estructura estatal), sus 

autores actúan contando con la impunidad de tales 

ilícitos, la que se expresa, en el caso de la 

prescripción, como omisión de la persecución 

penal por parte del mismo aparato de poder cuyos 

miembros cometieron los delitos”6. 

 

Asimismo, debe eliminarse el restrictivo término 

legal de un año en el procedimiento para iniciar un 

procedimiento administrativo o de juicio político 

a los servidores públicos que hayan dejado su 

cargo establecido en las leyes de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos y de 

Responsabilidades Administrativas. Es imperativo 

que los funcionarios públicos que realicen 

acciones contrarias al pueblo y sus instituciones, 

sean enjuiciados en el momento en que se tenga 

conocimiento del hecho. 

 

En esta iniciativa proponemos que el término legal 

para iniciar juicio político a servidores públicos 

pase de un año a siete, y que los procedimientos 

administrativos y las sanciones por faltas graves 

sean, también, imprescriptibles. 

 

En Morena consideramos que nada ha hecho más 

daño en México que la deshonestidad de sus 

gobernantes. La corrupción de los servidores 

públicos es un es un flagelo que se enraizó y se 
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extendió durante décadas y es un mal que no 

permite el sano desarrollo de las instituciones ni 

de la sociedad en general, atenta contra la 

democracia y es un obstáculo para combatir males 

como la pobreza, la falta de educación y salud. 

 

Esta Legislatura tiene la obligación moral de 

cambiar y mejorar las estructuras legales para 

procesar a delincuentes, pues como afirman 

Gamarra y Pérez, por la debilidad de las penas 

conminadas para los autores de delitos contra el 

patrimonio del Estado, la fuga de los involucrados 

y las demoras en los procesos penales (explicadas 

en parte por la actitud obstruccionista de los 

encausados y por la existencia de normas 

procesales inadecuadas para lidiar con actos 

complejos de corrupción), además de las 

formalidades de los tribunales que han limitado su 

acción, las investigaciones judiciales muchas 

veces son clausuradas vía la prescripción de los 

delitos y, sin duda, ello refuerza la sensación de 

impunidad y fomenta la reproducción de las 

prácticas corruptas. 

 

Esta Legislatura, la Legislatura del cambio 

verdadero está obligada a realizar una 

transformación de las estructuras políticas y 

ordenamientos legales para beneficio de las 

futuras generaciones. Ese es el mandato por el que 

la gente acudió y votó en las urnas, y ese es la 

esencia de esta Cuarta Transformación. 

 

Cuadro comparativo de la propuesta: 

 
Código Penal Federal 

Texto Vigente Texto propuesto 

Artículo 107 Bis. - El 

término de 

prescripción de los 

delitos previstos en el 

Título Octavo del 

Libro Segundo de este 

Código cometidos en 

contra de una víctima 

menor de edad, 

comenzará a correr a 

partir de que ésta 

cumpla la mayoría de 

edad.  

Artículo 107 Bis. - El 

término de 

prescripción de los 

delitos previstos en el 

Título Octavo del Libro 

Segundo de este 

Código cometidos en 

contra de una víctima 

menor de edad, 

comenzará a correr a 

partir de que ésta 

cumpla la mayoría de 

edad.  

En el caso de aquellas 

personas que no tengan 

la capacidad de 

comprender el 

significado del hecho o 

de personas que no 

tienen capacidad para 

resistirlo, correrá a 

partir del momento en 

que exista evidencia de 

la comisión de esos 

delitos ante el 

Ministerio Público.  

 

En los casos de los 

delitos contra la 

libertad y el normal 

desarrollo psicosexual, 

así como los previstos 

en la Ley para prevenir 

y sancionar la Trata de 

Personas, que hubiesen 

sido cometidos en 

contra de una persona 

menor de dieciocho 

años de edad, se 

observarán las reglas 

para la prescripción de 

la acción penal 

contenidas en este 

capítulo, pero el inicio 

del cómputo de los 

plazos comenzará a 

partir del día en que la 

víctima cumpla la 

mayoría de edad 

 

 

 

 

 

(Sin correlativo) 

En el caso de aquellas 

personas que no tengan 

la capacidad de 

comprender el 

significado del hecho o 

de personas que no 

tienen capacidad para 

resistirlo, correrá a 

partir del momento en 

que exista evidencia de 

la comisión de esos 

delitos ante el 

Ministerio Público.  

 

En los casos de los 

delitos contra la 

libertad y el normal 

desarrollo psicosexual, 

así como los previstos 

en la Ley para prevenir 

y sancionar la Trata de 

Personas, que hubiesen 

sido cometidos en 

contra de una persona 

menor de dieciocho 

años de edad, se 

observarán las reglas 

para la prescripción de 

la acción penal 

contenidas en este 

capítulo, pero el inicio 

del cómputo de los 

plazos comenzará a 

partir del día en que la 

víctima cumpla la 

mayoría de edad 

 

En los delitos por 

hechos de corrupción 

establecidos en el 

Título Décimo del 

presente 

ordenamiento, la 

responsabilidad penal 

y el ejercicio de la 

acción penal serán 

imprescriptibles. 

Artículo 212.- Para los 

efectos de este Título y 

el subsecuente, es 

servidor público toda 

persona que 

desempeñe un empleo, 

Artículo 212.- Para los 

efectos de este Título y 

el subsecuente, es 

servidor público toda 

persona que 

desempeñe un empleo, 
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cargo o comisión de 

cualquier naturaleza en 

la Administración 

Pública Federal 

centralizada o en la del 

Distrito Federal, 

organismos 

descentralizados, 

empresas de 

participación estatal 

mayoritaria, 

organizaciones y 

sociedades asimiladas 

a éstas, fideicomisos 

públicos, empresas 

productivas del Estado, 

en los órganos 

constitucionales 

autónomos, en el 

Congreso de la Unión, 

o en el Poder Judicial 

Federal, o que manejen 

recursos económicos 

federales. Las 

disposiciones 

contenidas en el 

presente Título, son 

aplicables a los 

Gobernadores de los 

Estados, a los 

Diputados, a las 

Legislaturas Locales y 

a los Magistrados de 

los Tribunales de 

Justicia Locales, por la 

comisión de los delitos 

previstos en este 

Título, en materia 

federal. 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

 

cargo o comisión de 

cualquier naturaleza en 

la Administración 

Pública Federal 

centralizada o en las 

entidades federativas, 

municipios, 
organismos 

descentralizados, 

empresas de 

participación estatal 

mayoritaria, 

organizaciones y 

sociedades asimiladas 

a éstas, fideicomisos 

públicos, empresas 

productivas del Estado, 

en los órganos 

constitucionales 

autónomos, en el 

Congreso de la Unión, 

o en el Poder Judicial 

Federal, o que manejen 

recursos económicos 

federales. Las 

disposiciones 

contenidas en el 

presente Título, son 

aplicables a los 

Gobernadores de los 

Estados, a los 

Diputados, a las 

Legislaturas Locales y 

a los Magistrados de 

los Tribunales de 

Justicia Locales, por la 

comisión de los delitos 

previstos en este 

Título, en materia 

federal. 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

 

Artículo 213-Bis.- 

Cuando los delitos a 

que se refieren los 

artículos 215, 219 y 

222 del presente 

Código, sean 

Artículo 213-Bis. - La 

prescripción de la 

acción penal no 

aplicará en los delitos 

previstos en este 

Título, cuando estos 

cometidos por 

servidores públicos 

miembros de alguna 

corporación policiaca, 

aduanera o migratoria, 

las penas previstas 

serán aumentadas hasta 

en una mitad. 

sean cometidos por un 

servidor público, 

conforme a lo previsto 

en el artículo 212 de 

este ordenamiento.  
 

Cuando los delitos a 

que se refieren los 

artículos 215, 219 y 

222 del presente 

Código, sean 

cometidos por 

servidores públicos 

miembros de la 

Guardia Nacional, de 

alguna corporación 

policiaca, aduanera o 

migratoria, las penas 

previstas serán 

aumentadas hasta en 

una mitad. 

 

En atención a lo anteriormente expuesto y 

fundado, someto a consideración de esta 

honorable asamblea el siguiente proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN Y 

REFOPRMAN DIVERSAS 

DISPOSICIONESDE LOS ARTÍCULOS 107 

BIS, 212 Y 213 BIS, TODOS DEL CÓDIGO 

PENAL FEDERAL 
 

Único. Se adiciona un cuarto párrafo al artículo 

107 bis, se reforma el párrafo primero del artículo 

212, se adiciona un párrafo primero, recorriendo el 

subsecuente al artículo 213 Bis, todos del Código 

Penal Federal, para quedar como sigue: 

 

Artículo 107 Bis. - …  

… 

… 

 

En los delitos por hechos de corrupción 

establecidos en el Título Décimo del presente 

ordenamiento, la responsabilidad penal y el 

ejercicio de la acción penal serán 

imprescriptibles. 

 

Artículo 212.- Para los efectos de este Título y el 

subsecuente, es servidor público toda persona que 
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desempeñe un empleo, cargo o comisión de 

cualquier naturaleza en la Administración Pública 

Federal centralizada o en las entidades 

federativas, municipios, organismos 

descentralizados, empresas de participación 

estatal mayoritaria, organizaciones y sociedades 

asimiladas a éstas, fideicomisos públicos, 

empresas productivas del Estado, en los órganos 

constitucionales autónomos, en el Congreso de la 

Unión, o en el Poder Judicial Federal, o que 

manejen recursos económicos federales. Las 

disposiciones contenidas en el presente Título, son 

aplicables a los Gobernadores de los Estados, a los 

Diputados, a las Legislaturas Locales y a los 

Magistrados de los Tribunales de Justicia Locales, 

por la comisión de los delitos previstos en este 

Título, en materia federal. 

 
… 

… 

… 

… 

… 

… 

 

Artículo 213-Bis. - La prescripción de la acción 

penal no aplicará en los delitos previstos en este 

Título, cuando estos sean cometidos por un 

servidor público, conforme a lo previsto en el 

artículo 212 de este ordenamiento.  

 

Cuando los delitos a que se refieren los artículos 

215, 219 y 222 del presente Código, sean 

cometidos por servidores públicos miembros de la 

Guardia Nacional, de alguna corporación 

policiaca, aduanera o migratoria, las penas 

previstas serán aumentadas hasta en una mitad. 

 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 17 de febrero 

de 2020 

 

Diputado Heriberto Marcelo Aguilar Castillo  

(rúbrica) 

Notas: 

1.- Inegi. 2017. Encuesta Nacional de Calidad e Impacto 

Gubernamental (ENCIG). 

2.- Transparencia Mexicana. 2010. Índice Nacional de 

Corrupción y Buen Gobierno (INCBG) 

3. Albarrán Elizabeth. Corrupción le cuesta a México entre 

el 5% y 10% del PIB: OCDE. El economista. 22 de 

noviembre de 2018.  

4.- Transparencia Internacional. 2018. Índice de 

Percepción de la Corrupción (IPC). En 

https://www.transparency.org/ 

5.- Gamarra Herrera, R. y Pérez Castañeda, J. La 

imprescriptibilidad de los delitos de corrupción. En 

http://www4.congreso.gob.pe/  

6.- Horvitz Lennon, M. 2006. Amnistía y Prescripción en 

Causas sobre Violación de Derechos Humanos en Chile. 

En: Anuario de Derechos Humanos N° 2 

 

 

 

 
 

 

 

DEL DIPUTADO VÍCTOR ADOLFO MOJICA 

WENCES CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 

QUE SE ADICIONA UN TERCER PÁRRAFO AL 

ARTÍCULO 10 DE LA LEY GENERAL PARA LA 

ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A PERSONAS CON LA 

CONDICIÓN DEL ESPECTRO AUTISTA 

 

El suscrito, Víctor Adolfo Mojica Wences, 

diputado de la LXIV Legislatura, integrante del 

Grupo Parlamentario de Morena, de conformidad 

con el artículo 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los 

artículos 6, 77 y 78, del Reglamento de la Cámara 

de Diputados, presenta iniciativa con proyecto de 

decreto por el que se modifica la Ley General para 

la Atención y Protección a Personas con la 

Condición del Espectro Autista, conforme a la 

siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

Mucho se ha propuesto sobre la detección 

temprana del autismo, el diagnóstico y 

tratamiento, pero lamentablemente en las 

instituciones con las que contamos en el país, las 

únicas que dan el tratamiento son el Hospital 

Psiquiátrico Infantil Dr. N. Navarro, la Fundación 

https://www.transparency.org/
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de Autismo Tato I.A.P., para el estudio y 

tratamiento del autismo en Colima, y la Clínica de 

Autismo en el Hospital del Niño del Sistema 

Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia 

(DIF), en la ciudad de Pachuca, Hidalgo, y 

Autismex, pero, considerando que son hospitales 

infantiles, el tratamiento a través de estas 

instituciones solamente se otorga hasta cumplir la 

mayoría de edad.  

 

En enero de 1980 se estructuró el servicio de 

terapia ambiental para atender, integralmente, 

todo tipo de trastorno del espectro autista en el 

Hospital Psiquiátrico Infantil Dr. Juan N. Navarro.  

 

En 1984 se fundó la Asociación Mexicana para el 

Estudio y Tratamiento del Autismo, I.A.P. 

(Autismex) con el fin de conseguir recurso, pues 

el hospital no contaba con los recursos suficientes 

y la mayoría de las personas que asisten son de 

escasos recursos. 

 

A pesar de que se cumplirán 40 años de 

experiencia, el Hospital Psiquiátrico Infantil Dr. 

Juan N. Navarro, en la actualidad, no cuenta con 

la posibilidad de continuar con la atención de los 

menores que fueron atendidos en este lugar 

durante su infancia, pues al cumplir la mayoría de 

edad, y debido al reglamento imperante en la 

institución, no se puede continuar con el 

tratamiento, pues ya se les considera adultos, 

dejando de lado el avance, así como la necesidad 

de continuar con el tratamiento, pues algunos 

pacientes que aún no han logrado incorporarse a la 

sociedad, continúan dependiendo de terceros. 

 

Las instituciones que tendrían que dar seguimiento 

son aquellas dedicadas a la salud mental, como el 

Hospital Psiquiátrico “Fray Bernardino Álvarez” 

de la Secretaría de Salud (SSa) y el Instituto 

Nacional de Psiquiatría “Ramón de la Fuente”, 

pero no tienen la infraestructura, ni el personal 

para la atención y seguimiento al tratamiento de 

las personas con Trastorno del Espectro Autista 

(TEA).  

                                                 
1 Instituto Nacional de la Salud Mental. Guía para padres 

sobre el Trastorno del Espectro Autista.  

La condición del espectro autista, hasta hoy, no se 

ha considerado una discapacidad, si tomamos en 

cuenta los establecido en el artículo 2, en las 

fracciones IX – XII. Se cumple con el concepto de 

discapacidad como una deficiencia o limitación, 

así como las características que se enumeran 

conforme a la discapacidad física, discapacidad 

mental y discapacidad intelectual 

 

El autismo es un grupo de trastornos del desarrollo 

cerebral, a los que se llama colectivamente el 

Trastorno del Espectro Autista (TEA). El término 

“espectro” se refiere a la amplia gama de síntomas, 

habilidades y niveles de deterioro o discapacidad 

que pueden tener los niños con el TEA. Algunos 

niños padecen un deterioro leve causados por sus 

síntomas, mientras que otros están gravemente 

discapacitados. 

 

El TEA se diagnostica de acuerdo con las pautas 

mencionadas en el Manual Diagnóstico y 

Estadístico de los Trastornos Mentales y, 

actualmente, el manual define el TEA como cinco 

trastornos: 

 

1) El trastorno autista (autismo clásico) 

2) El trastorno de Asperger (síndrome de 

Asperger) 

3) El trastorno generalizado del desarrollo no 

especificado (TGD-NE) 

4) El trastorno de Rett (síndrome de Rett) 

5) El trastorno degenerativo infantil (CDD, por 

sus siglas en inglés)1 

 

Clasificación y características de los trastornos 

generalizados del desarrollo que se incluyen en el 

TEA2: 

 
Clasificación Características 

Trastorno de Rett Afecta especialmente a 

pacientes pediátricos 

mujeres. El desarrollo 

motor es normal en los 

primeros seis meses. 

Posteriormente se 

2 Revista Mexicana de Neurociencia Vol. 18 núm. 5 

(septiembre – octubre de 2017). Publicación oficial de la 

Academia Mexicana de Neurobiología A.C. 
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observa pérdida 

progresiva de 

habilidades cognitivas 

y motoras, pérdida de 

presión propositiva, del 

lenguaje, de 

interacción social e 

interés por el entorno. 

Más tarde aparecen 

estereotipias que 

caracterizan al 

síndrome. 

Trastorno degenerativo 

infantil 

El desarrollo es normal 

hasta los dos años de 

edad. Antes de los diez 

aparece pérdida de 

habilidades adquiridas 

previas en lenguaje, 

sociales, interactivas y 

motoras. 

Trastorno generalizado 

del desarrollo no 

especificado 

Son los pacientes que 

no cumplen todas las 

manifestaciones del 

trastorno autista. 

Trastorno autista  Se cumplen los 

criterios para el 

trastorno autista. 

Trastorno de Asperger Se cumplen los 

criterios para el 

trastorno autista. 

 

Manifestaciones del autismo 

 
Manifestaciones Características 

Deterioro en las 

interacciones sociales. 
- Los pacientes 

pueden mostrar o no 

afecto al interactuar 

socialmente. 

- Los pacientes 

pediátricos de edad 

más grande a menudo 

no apuntan cosas, en su 

lugar ocupan el 

contacto visual. 

- Presentan falta de 

interés social, con 

ausencia de amigos 

acorde a su edad o 

preferir jugar solos. 

Deterioro en la 

comunicación. 
- En la primera 

infancia, algunos niños 

no balbucean y o 

pueden compensar este 

déficit del lenguaje con 

expresiones faciales o 

gestos. 

- Ecolalia inmediata 

o retardada. 

- Preocupación por 

partes específicas de 

los juguetes. 

Deterioro en patrones 

de comportamiento e 

intereses restringidos y 

repetitivos. 

- El comportamiento 

es restringido, 

repetitivo con intereses 

estereotipados (no 

cambian de juguetes u 

objetos). 

- Pueden demostrar 

comportamientos 

atípicos e impulsivos 

como gestos inusuales 

con los objetos y 

conductas autolesivas. 

- Repiten la misma 

pregunta varias veces, 

con independencia de 

la respuesta o 

participan en juegos 

repetitivos. 

- Presentan 

preocupación por su 

entorno familiar, 

escolar o rutinas. 

 

De acuerdo con el cuadro de manifestaciones del 

espectro autista hay características, como 

conductas autolesivas, que no permitirán la 

integración a la sociedad, ni ser independientes, 

para poder realizar sus actividades cotidianas, lo 

cual por sus características lo convierte en una 

discapacidad permanente, por ello, la finalidad de 

incluirlas en la ley para la inclusión de personas 

con discapacidad para que gocen de todos los 

derechos que establece el orden jurídico mexicano 

en favor de las personas con discapacidad.  

 

Partiendo de la definición que contempla las 

deficiencias de carácter físico que la propia ley 

general menciona para la inclusión de las personas 

con discapacidad, que a la letra dice: 
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X. Discapacidad Física. Es la secuela o 

malformación que deriva de una afección en el 

sistema neuromuscular a nivel central o 

periférico, dando como resultado alteraciones 

en el control del movimiento y la postura, y que 

al interactuar con las barreras que le impone el 

entorno social, pueda impedir su inclusión plena 

y efectiva en la sociedad, en igualdad de 

condiciones con los demás; 

 

XI. Discapacidad Mental. A la alteración o 

deficiencia en el sistema neuronal de una 

persona, que aunado a una sucesión de hechos 

que no puede manejar, detona un cambio en su 

comportamiento que dificulta su pleno 

desarrollo y convivencia social, y que al 

interactuar con las barreras que le impone el 

entorno social, pueda impedir su inclusión plena 

y efectiva en la sociedad, en igualdad de 

condiciones con los demás; 

 

XII. Discapacidad Intelectual. Se caracteriza 

por limitaciones significativas tanto en la 

estructura del pensamiento razonado, como en 

la conducta adaptativa de la persona, y que al 

interactuar con las barreras que le impone el 

entorno social, pueda impedir su inclusión plena 

y efectiva en la sociedad, en igualdad de 

condiciones con los demás; 

 

Partiendo de estos supuestos, las personas que no 

logran tener una evolución durante el tratamiento 

del espectro autista, y que tienen características 

que por su naturaleza se encuentran inmersos en 

una discapacidad física, mental o intelectual, que 

por la condición les impedirá integrarse a una vida 

normal, y que previo diagnóstico ya se haya 

determinado que es permanente. 

 

Consideraciones 

 

La Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, a la letra dice:  

 

“Toda persona tiene derecho a la protección de 

la salud. La Ley definirá las bases y 

modalidades para el acceso a los servicios de 

salud y establecerá la concurrencia de la 

Federación y las entidades federativas en 

                                                 
3 www.medigraphic.org.mx 

materia de salubridad general, conforme a lo 

que dispone la fracción XVI del artículo 73 de 

esta Constitución”. 

 

Esto es, el Estado tiene la obligación de 

proporcionar servicios de salud a toda persona, sin 

importar condición, genero, edad, raza, etcétera. 

 

Primero, debemos comprender que “el Trastorno 

del Espectro Autista” tiene un inicio en las etapas 

más tempranas de la vida. Se considera una 

etiología multifactorial, en donde la genética cobra 

gran importancia, ya que el autismo es tal vez la 

condición psiquiátrica con mayor heredabilidad, la 

cual es cercana al 100%. 

 

El trastorno del espectro autista tiene un origen 

neurobiológico que origina un curso diferente en 

el desarrollo de las áreas de la comunicación 

verbal y no verbal, las interacciones sociales, la 

flexibilidad de la conducta y de los intereses 

 

El Trastorno del Espectro Autista afecta a uno de 

cada 700 a 1000 personas, por lo general de tres a 

cuatro varones por cada niña a nivel mundial. 

 

Sus manifestaciones son principalmente 

cognitivas y comportamentales de gravedad 

variable, caracterizado por disfunción temprana de 

la comunicación e interacciones sociales, 

presencia de comportamiento repetitivo, 

restrictivo, estereotipado y pérdida de interés en 

distintas actividades. Se acompaña de 

impedimentos en la función adaptativa, desorden 

de procesamiento sensorial, agresión o autolesión. 

 
La causa principal del TEA se ignora, pero en 

las manifestaciones clínicas se ha demostrado 

las deficiencias y el deterioro persistentes en la 

comunicación e interacción social, patrones de 

comportamiento restringidos y repetitivos, así 

como se incluyen deficiencias en la reciprocidad 

socioemocional.3 

 

Sus características principalmente son alteración 

en el comportamiento social, déficit verbal y no 

verbal, intereses restrictivos y conductas 

http://www.medigraphic.org.mx/
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repetitivas, así como alteraciones en el margen de 

actividades. 

 

Persiste toda la vida y varía, desde modificaciones 

leves de la personalidad hasta discapacidad grave. 

 

El retraso en el diagnóstico se asocia al 

desconocimiento del trastorno principalmente por 

el personal de atención primaria. 

 

Es de suma importancia profesionalizar y dar 

capacitación continua al personal del sector salud 

para lograr una detención temprana, tener una 

intervención más oportuna y dar el 

acompañamiento necesario mientras así lo 

requiera quien padece el TEA, teniendo un 

impacto directo sobre el desarrollo y bienestar de 

la persona y su familia. 

 

El primer paso es realizar un diagnóstico 

diferencial, para descartar patologías que pueden 

presentar sintomatología similar. 

 

El tratamiento para el TEA, una vez que se cuenta 

con un adecuado diagnóstico, debe incluir la 

independencia funcional y la calidad de vida del 

paciente, buscando disminuir las consecuencias 

negativas del trastorno en sí, facilitar el desarrollo 

y aprendizaje del individuo, promover la 

socialización, reducir conductas disruptivas y el 

educar a familiares y docentes para contar con la 

participación activa de estos durante la 

intervención. 

 

El TEA no es curable y solo un porcentaje 

favorece el pleno desarrollo del potencial de los 

pacientes, su integración a la sociedad y mejoría 

en su calidad de vida, pues es difícil que logren 

valerse por sí mismos. 

 

Es demanda urgente, pues hasta la fecha no se 

cuenta con una legislación que contemple la 

protección integral de las personas en condición 

del Trastorno del Espectro Autista a cualquier 

edad y en el transcurso de toda su vida. 

 

Después de recibir una atención e intervención 

adecuada hay una reducción de la carga de la 

discapacidad en un 0.4 – 0.25, el beneficio de la 

intervención temprana no puede estimarse solo en 

la reducción de la carga de la morbilidad, sino una 

reducción de estrés familiar y un aumento en el 

afrontamiento del problema. 

 

Por los motivos antes expuestos, y con 

fundamento en el artículo 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y los artículos 6, 77 y 78, del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, se pone a 

su consideración el siguiente proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE MODIFICA LA 

LEY GENERAL PARA LA ATENCIÓN Y 

PROTECCIÓN A PERSONAS CON LA 

CONDICIÓN DEL ESPECTRO AUTISTA Y 

LA LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN 

DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

 

Primero. Se adicionan dos párrafos a la fracción 

XXII del artículo 10 de la Ley General para la 

Atención y Protección a Personas con la 

Condición del Espectro Autista, para quedar como 

sigue: 

 

Artículo 10 … 

 

I – XXI … 

 

XXII.- Los demás que garanticen …  

 

Cuando las personas con la condición del 

espectro autista no logren valerse por sí 

mismas, las instituciones tendrán la obligación 

de seguir dando tratamiento y asistencia social, 

aun hayan cumplido la mayoría de edad. 

 

Asimismo, estos derechos serán otorgados, 

mantenidos y respetados durante el tiempo que 

su condición lo requiera.  

 

Segundo. Se modifica el artículo 4 de la Ley 

General para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad, para quedar como sigue: 

 

Artículo 4. Las personas con discapacidad 

gozarán de todos los derechos que establece el 
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orden jurídico mexicano, sin distinción de origen 

étnico, nacional, género, edad, o un trastorno de 

talla, condición social, económica o de salud, 

religión, opiniones, estado civil, preferencias 

sexuales, embarazo, identidad política, lengua, 

situación migratoria o cualquier otro motivo u otra 

característica propia de la condición humana, que 

presenten trastorno del espectro autista y, 

dadas las características, dependan 

permanentemente de otra persona,  o que atente 

contra su dignidad. Las medidas contra la 

discriminación tienen como finalidad prevenir o 

corregir que una persona con discapacidad sea 

tratada de una manera directa o indirecta menos 

favorable que otra que no lo sea, en una situación 

comparable. 

 

… 

… 

… 

 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrara en vigor el día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputado Víctor Adolfo Mojica Wences 

(rúbrica) 

 

 

 
Bibliografía 
 

1.Grupo de Trabajo de Salud Mental PAPPS. Guía de 

Salud Mental en Atención Primaria. 

2. De la Fuente J.R., Heinze G. Salud Mental y Medicina 

Psicológica. México Mc Graw Hill, 2016.  

3.Revista Mexicana de Neurociencia. Vol. 18, núm. 5. 

 

 

 

 
 

 

 

DEL DIPUTADO FRANCISCO JORGE VILLARREAL 

PASARET CON PROYECTO DE DECRETO QUE 

ADICIONA DOS PÁRRAFOS AL ARTÍCULO 15 DE LA 

LEY FEDERAL DE SEGURIDAD PRIVADA Y 

REFORMA EL ARTÍCULO 150 DE LA LEY GENERAL 

DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD 

PÚBLICA 

 

El que suscribe, diputado Francisco Jorge 

Villarreal Pasaret, integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura 

del H. Congreso de la Unión, con fundamento en 

lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como en la fracción I, numeral 1, 

del artículo 6 y los artículos 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración de esta H. Cámara de Diputados la 

iniciativa con proyecto de decreto que adiciona 

dos párrafos a la fracción VII, del artículo 15, de 

la Ley Federal de Seguridad Privada, y reforma el 

párrafo primero, del artículo 150, de la Ley 

General del Sistema Nacional de Seguridad 

Pública, al tenor del siguiente: 

 

Planteamiento del Problema 

 

La seguridad, tanto pública como privada, son 

necesarias en nuestra sociedad, siendo esta última 

la razón por la cual actualmente existen un sinfín 

de personas físicas y morales, dedicadas a la 

prestación de servicios de seguridad privada. 

Algunos de ellos, por diferentes motivos, ofrecen 

sus servicios de forma indirecta, creando entre los 

prestadores de servicios de seguridad privada 

“actividades secundarias” que no son más que 

intermediarios, que utilizan sus actividades 

comerciales suministrando o proveyendo insumos 

a otros prestadores de servicios que manera directa 

se dedican a la seguridad privada, no obstante, la 

ley no establece dicha diferencia. 

 

Dicho de otra manera, son personas que tienen 

relación con las actividades de seguridad privada, 

pero que no participan de manera directa, 

resultado de las contradicciones que existen en las 

leyes de la materia, ya que, en algunos casos, las 

disposiciones federales se contraponen con las  
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leyes locales, creando de esta manera una sobrerregulación. 

 

1. Por un lado, las leyes federales de seguridad que regulan la prestación de servicios de 

seguridad privada establecen el pago de derechos por el permiso federal, a quien preste 

servicios de seguridad privada en dos o más entidades federativas. Mientras que algunas leyes 

estatales como la del estado de Chihuahua, cobran nuevamente por la prestación del servicio 

de manera interna, como a continuación se ilustra: 

 

Conceptos (federal) Monto Conceptos (Edo. Chihuahua) Monto 

Para prestar servicios de 

seguridad privada en los bienes. 

$17,779.00 

MXN 

Por la expedición de la 

autorización para la 

prestación de servicios de 

seguridad privada. 

$14,277.00 

MXN 

Para prestar servicios de 

seguridad privada en el traslado 

de bienes o valores. 

$17,488.00 

MXN 

Revalidación anual de la 

autorización para la 

prestación de los servicios de 

seguridad privada. 

$10,708.00 

MXN 

Para prestar servicios de 

seguridad privada a personas. 

$17,779.00 

MXN 

Modificación de la 

autorización para la 

prestación de servicios de 

seguridad privada, por 

cambio de modalidad. 

$14,277.00 

MXN 

Para prestar los servicios de 

sistemas de prevención y 

responsabilidades. 

$16,563.00 

MXN 

Inscripción de la autorización 

para prestar servicios de 

seguridad privada otorgada 

por la autoridad federal. 

$8,852.00 MXN 

Para prestar los servicios de 

seguridad de la información y 

por cualquier actividad 

vinculada con los servicios de 

seguridad privada. 

$16,563.00 

MXN 

Expedición de cada Cédula de 

Identificación del Personal 

Operativo, otorgada por la 

autoridad competente. 

$37.00 MXN 

Para prestar los servicios de 

seguridad de la información y 

por cualquier actividad 

vinculada con los servicios de 

seguridad privada. 

$16,563.00 

MXN 

Expedición de cada Cédula de 

Identificación del Personal 

Operativo, otorgada por la 

autoridad competente. 

$37.00 MXN 

Para prestar servicios de alarmas 

y monitoreo electrónico. 

$16,473.00 

MXN 

Inscripción de cada registro 

de personal operativo para la 

prestación de servicios de 

seguridad privada. 

$516.00 MXN 

Para fungir como Centro de 

Capacitación Privado. 

$16,473.00 

MXN 

Revalidación anual de la 

Cédula de Identificación del 

Personal Operativo de los 

servicios de seguridad 

privada. 

$246.00 MXN 
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Por lo que, analizando estos conceptos, 

podemos concluir que las legislaciones 

establecen el pago de derechos por los mismos 

supuestos, o por conceptos similares, con la 

diferencia de que uno te permite realizar 

actividades a nivel federal y otro a nivel local, 

creando una controversia y molestia económica 

tanto en personas físicas como morales, quienes 

optan por realizar las llamadas “actividades 

secundarias” de forma indirecta, mediante un 

intermediario que cumpla con los requisitos 

antes señalados; afectando a las personas 

físicas y morales que prestan sus servicios de 

seguridad privada que no cumplen con alguno 

de los conceptos establecidos, ya sean locales o 

federales, causadas por la sobrerregulación y el 

doble pago o tributación de estos derechos; 

escenario que aprovechan los intermediarios 

para contactar a estos afectados y de esta 

manera ellos poder ofertar de forma indirecta la 

prestación de servicios de seguridad privada. 

 

1. Por lo anterior, se pretende modificar las 

leyes a medida que las únicas leyes a considerar 

sean las federales, ya que, como hemos 

expuesto, causa una sobrerregulación, doble 

pago o tributación, corrupción y molestia entre 

las personas físicas y morales que prestan el 

servicio de seguridad privada. Es importante 

atender este tema ya que, sin duda, causan un 

detrimento económico, laboral y social para los 

micro, pequeños y medianos empresarios y 

personas participantes en la actividad de 

prestación de servicios de seguridad privada, ya 

que hasta la fecha se ha regulado 

adecuadamente este tipo de prácticas que 

                                                 
1 Ley Federal de Seguridad Privada. Cámara de Diputados 

del H. Congreso de la Unión, 6 de julio de 2006, visible en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFSP.pdf  

 

 

 

 

 

 

 

 

impiden el desarrollo directo de un oficio o 

profesión. 

 

2. La seguridad privada corresponde a los 

particulares, tal como lo establece el artículo 2, 

fracción I, de la Ley Federal de Seguridad 

Privada, siendo una actividad a cargo de los 

particulares, autorizada por el órgano 

competente, con el objeto de desempeñar 

acciones relacionadas con la seguridad en 

materia de protección, vigilancia, custodia de 

personas, información, bienes inmuebles, 

muebles o valores, incluidos su traslado; 

instalación, operación de sistemas y equipos de 

seguridad; aportar datos para la investigación 

de delitos y apoyar en caso de siniestros o 

desastres, en su carácter de auxiliares a la 

función de seguridad pública1. 

 

3. Por lo que, de esta manera, engloba diversos 

objetivos en su desempeño, cubriendo áreas 

que la seguridad pública no puede resguardar, 

dando oportunidad a los particulares, ya sean 

personas físicas o morales, aptas para realizar 

estas funciones, sin embargo, la 

sobrerregulación en leyes locales y federales ha 

causado controversia en estas legislaciones. 

 

4. El 8 de enero pasado llegó una carta de la 

empresa “Sistemas y servicios de 

comunicación S.A. de C.V. (Syscom), 

solicitando revisar el impacto que las empresas 

comercializadoras de equipos de seguridad 

tienen en relación a la actual Ley Federal de 

Seguridad Privada. Encontrando controversias 

y sobrerregulaciones en la normatividad sobre 

los registros federales y locales.  

Por la expedición de la 

revalidación.  

$5,334.00 MXN Por cada certificación, 

constancia o copia certificada 

de información contenida en 

el Registro Estatal de 

Empresas, Personal, 

Armamento y Equipo de 

Seguridad Privada.  

$410.00 MXN 
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5. Mientras que la Ley General del Sistema 

Nacional de Seguridad Publica regula la 

práctica de los servicios de seguridad privada 

con el objetivo de tener un registro y control de 

las personas que prestan servicios de seguridad 

privada, en dos o más entidades federativas, y/o 

en el ámbito federal, causando de igual manera 

controversia entre los principales actores. Por 

lo que debemos considerar el trabajo y labor 

que realizan estas personas físicas y morales, 

que por una u otra razón no cumplen, ya que 

son un complemento de las funciones de la 

seguridad pública. Contemplando un costo que 

es el que prevalece para cumplir y ejercer con 

esta profesión u oficio, que con esta 

sobrerregulación no se está respetando, 

volviendo inoperante las regulaciones que hay. 

 

Ordenamientos a modificar 

 

La presente iniciativa tiene por objeto evitar la 

doble tributación o doble pago de los derechos 

para las personas físicas y morales que se dedican 

a la prestación de servicios de seguridad privada, 

como se muestra a continuación: 

 

Ley Federal de Seguridad Privada 

Texto vigente Propuesta 

Artículo 15.- Es 

competencia de la 

Secretaría, por 

conducto de la 

Dirección General, 

autorizar los servicios 

de Seguridad Privada, 

cuando estos se presten 

en dos o más entidades 

federativas y de acuerdo 

a las modalidades 

siguientes: 

 

I. a VI… 

 

VII. Actividad 

vinculada con servicios 

de seguridad privada. 

Se refiere a la actividad 

relacionada directa o 

indirectamente con la 

Artículo 15.- Es 

competencia de la 

Secretaría, por 

conducto de la 

Dirección General, 

autorizar los servicios 

de Seguridad Privada, 

cuando estos se presten 

en dos o más entidades 

federativas y de acuerdo 

a las modalidades 

siguientes: 

 

I. a VI… 

 

VII. Actividad 

vinculada con servicios 

de seguridad privada. 

Se refiere a la actividad 

relacionada directa o 

indirectamente con la 

instalación o 

comercialización de 

sistemas de blindaje en 

todo tipo de vehículos 

automotores, y de los 

equipos, dispositivos, 

aparatos, sistemas o 

procedimientos 

técnicos especializados. 

instalación o 

comercialización de 

sistemas de blindaje en 

todo tipo de vehículos 

automotores, y de los 

equipos, dispositivos, 

aparatos, sistemas o 

procedimientos 

técnicos especializados.  

 

Dichas actividades 

deberán ser realizadas 

por personas físicas y 

morales, dedicadas a 

la seguridad privada, 

previamente 

autorizadas por la 

Secretaría e 

inspeccionadas por la 

Dirección General en 

todas las entidades 

federativas. 

 

Cuando los servicios 

de seguridad privada 

sean prestados en dos 

o más entidades 

federativas, estas 

quedaran exentas del 

cumplimiento de la 

regulación local, 

adecuándose a lo 

establecido en el 

artículo 150 de la Ley 

General del Sistema 

Nacional de Seguridad 

Pública. 

 

Ley General del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública 

Texto vigente Propuesta 

Artículo 150.- Además 

de cumplir con las 

disposiciones de la Ley 

Federal de Armas de 

Fuego y Explosivos, los 

particulares que presten 

servicios de seguridad, 

protección, vigilancia o 

custodia de personas, 

Artículo 150.- Además 

de cumplir con las 

disposiciones de la ley 

federal de armas de 

fuego y explosivos, los 

particulares que presten 

servicios de seguridad, 

protección, vigilancia o 

custodia de personas, 
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lugares o 

establecimientos, de 

bienes o valores, 

incluido su traslado y 

monitoreo electrónico; 

deberán obtener 

autorización previa de 

la Secretaría, cuando 

los servicios 

comprendan dos o más 

entidades federativas; o 

de la autoridad 

administrativa que 

establezcan las leyes 

locales, cuando los 

servicios se presten sólo 

en el territorio de una 

entidad. En el caso de la 

autorización de la 

Secretaría, los 

particulares 

autorizados, además 

deberán cumplir la 

regulación local, 

misma que no 

excederá los requisitos 

establecidos en la Ley 

Federal de Seguridad 

Privada, de 

conformidad con lo 

dispuesto en el párrafo 

noveno, del artículo 21 

de la Constitución 

Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

 

… 

lugares o 

establecimientos, de 

bienes o valores, 

incluido su traslado y 

monitoreo electrónico; 

deberán obtener 

autorización previa de 

la secretaría, cuando los 

servicios comprendan 

dos o más entidades 

federativas; o de la 

autoridad 

administrativa que 

establezcan las leyes 

locales, cuando los 

servicios se presten sólo 

en el territorio de una 

entidad. En el caso de la 

autorización de la 

Secretaría, los 

particulares 

autorizados, deberán 

cumplir los requisitos 

establecidos en la Ley 

Federal de Seguridad 

Privada, de 

conformidad con lo 

dispuesto en el párrafo 

noveno, del artículo 21 

de la Constitución 

Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

 

 

… 

 

Es por lo anteriormente expuesto, y con la 

finalidad de evitar una doble tributación para los 

prestadores de servicios de seguridad privada, que 

someto a la consideración de esta soberanía el 

siguiente proyecto de: 

 

DECRETO QUE ADICIONA DOS 

PÁRRAFOS A LA FRACCIÓN VII DEL 

ARTÍCULO 15 DE LA LEY FEDERAL DE 

SEGURIDAD PRIVADA Y REFORMA EL 

PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 150 

DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA 

NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA

Primero. Se adicionan dos párrafos a la fracción 

VII, del artículo 15, de la Ley Federal de 

Seguridad Privada, para quedar como sigue: 

 

Artículo 15.- Es competencia de la Secretaría, por 

conducto de la Dirección General, autorizar los 

servicios de Seguridad Privada, cuando estos se 

presten en dos o más entidades federativas y de 

acuerdo a las modalidades siguientes: 

 

I. a VI… 

 

VII. Actividad vinculada con servicios de 

seguridad privada. Se refiere a la actividad 

relacionada directa o indirectamente con la 

instalación o comercialización de sistemas de 

blindaje en todo tipo de vehículos automotores, y 

de los equipos, dispositivos, aparatos, sistemas o 

procedimientos técnicos especializados. 

 

Dichas actividades deberán ser realizadas por 

personas físicas y morales, dedicadas a la 

seguridad privada, previamente autorizadas 

por la Secretaría e inspeccionadas por la 

Dirección General en todas las entidades 

federativas. 

 

Cuando los servicios de seguridad privada sean 

prestados en dos o más entidades federativas, 

estas quedaran exentas del cumplimiento de la 

regulación local, adecuándose a lo establecido 

en el artículo 150 de la Ley General del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública. 

 

Segundo. Se modifica el párrafo primero, del 

artículo 150, de la Ley General del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública, para quedar como 

sigue: 

 

Artículo 150.- Además de cumplir con las 

disposiciones de la ley federal de armas de fuego 

y explosivos, los particulares que presten servicios 

de seguridad, protección, vigilancia o custodia de 

personas, lugares o establecimientos, de bienes o 

valores, incluido su traslado y monitoreo 

electrónico; deberán obtener autorización previa 

de la secretaría, cuando los servicios comprendan 

dos o más entidades federativas; o de la autoridad 
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administrativa que establezcan las leyes locales, 

cuando los servicios se presten sólo en el territorio 

de una entidad. En el caso de la autorización de la 

Secretaría, los particulares autorizados, deberán 

cumplir los requisitos establecidos en la Ley 

Federal de Seguridad Privada, de conformidad con 

lo dispuesto en el párrafo noveno, del artículo 21 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

… 

 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputado Francisco Jorge Villarreal Pasaret  

(rúbrica) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

DEL DIPUTADO FRANCISCO JORGE VILLARREAL 

PASARET CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 

QUE SE REFORMA LA LEY GENERAL DE 

EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL 

AMBIENTE 

 

El que suscribe, diputado Francisco Jorge 

Villarreal Pasaret, integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura 

del H. Congreso de la Unión, con fundamento en 

lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como en la fracción I, numeral 1, 

del artículo 6 y los artículos 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración de este órgano legislativo la 

iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

reforma la fracción XI del artículo 28 y se reforma 

el segundo párrafo, del artículo 56 Bis, de la Ley 

General del Equilibrio Ecológico y la Protección 

al Ambiente, en materia de preservación de las 

áreas naturales protegidas, al tenor del siguiente: 

 

Planteamiento del Problema 

 

La minería es una actividad económica del sector 

primario que consiste en la explotación o 

extracción de minerales del suelo y del subsuelo. 

En los últimos años se han puesto de manifiesto 

los graves impactos ambientales que produce la 

industria minera, entre estos se encuentran: 

destrucción de la corteza terrestre, contaminación 

de aguas, afectación a la flora y fauna del entorno 

próximo a las minas y daño a la salud humana; por 

ello, es necesario fortalecer las normas en materia 

de prevención y protección al ambiente para 

disminuir el impacto negativo que puede causar la 

minería, sobre todo en las denominadas Áreas 

Naturales Protegidas. 

 

Argumentos que sustentan la iniciativa 

 

1. Las Áreas Naturales Protegidas en México son 

zonas del territorio nacional y zonas sobre las que 

la nación ejerce su soberanía y jurisdicción, en 

donde los ambientes originales no han sido 

significativamente alterados por la actividad del 

ser humano o que requieren ser preservadas y 
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restauradas, por lo que, conforme a la Ley General 

del Equilibrio Ecológico y la Protección al 

Ambiente y su Reglamento, están sujetas a un 

régimen especial cuyo fin es evitar que exista un 

daño al equilibrio ecológico. 

 

2. El equilibrio ecológico es la relación de 

interdependencia entre los elementos que 

conforman el ambiente que hace posible la 

existencia, transformación y desarrollo del 

hombre y demás seres vivos; tal como lo define la 

Ley General del Equilibrio Ecológico y la 

Protección al Ambiente (artículo 3°, fracción 

XIV), se debe fortalecer el marco normativo que 

permita una política pública más eficaz, en materia 

de prevención, protección y preservación del 

medio ambiente. La preservación del medio 

ambiente es definido como el conjunto de políticas 

y medidas para mantener las condiciones que 

propicien la evolución y continuidad de los 

ecosistemas y hábitat naturales, así como 

conservar las poblaciones viables de especies en 

sus entornos naturales y los componentes de la 

biodiversidad fuera de sus hábitat naturales; por su 

parte, la prevención es el conjunto de 

disposiciones y medidas anticipadas para evitar el 

deterioro del ambiente; por último, entendemos 

por protección el conjunto de políticas y medidas 

para mejorar el ambiente y controlar su deterioro. 

 

3. La Ley General del Equilibrio Ecológico y la 

Protección al Ambiente considera de utilidad 

pública: el ordenamiento ecológico del territorio 

nacional; el establecimiento, protección y 

preservación de las áreas naturales protegidas 
y de las zonas de restauración ecológica; la 

formulación y ejecución de acciones de protección 

y preservación de la biodiversidad del territorio 

nacional y las zonas sobre las que la nación ejerce 

su soberanía y jurisdicción, así como el 

aprovechamiento de material genético; el 

establecimiento de zonas intermedias de 

salvaguardia, con motivo de la presencia de 

actividades consideradas como riesgosas; y la 

formulación y ejecución de acciones de mitigación 

y adaptación al cambio climático. 

 

4. Conforme a la misma ley que rige la materia del 

equilibrio ecológico y la protección al ambiente, la 

política ambiental debe observar, entre otros, los 

siguientes principios: 

 

● Los ecosistemas son patrimonio común de 

la sociedad y de su equilibrio dependen la 

vida y las posibilidades productivas del país;  
 

● Los ecosistemas y sus elementos deben ser 

aprovechados de manera que se asegure una 

productividad óptima y sostenida, 

compatible con su equilibrio e integridad;  

 

● Las autoridades y los particulares deben 

asumir la responsabilidad de la protección 

del equilibrio ecológico; quien realice obras 

o actividades que afecten o puedan afectar el 

ambiente, está obligado a prevenir, 

minimizar o reparar los daños que cause, así 

como a asumir los costos que dicha 

afectación implique.  
 

● La responsabilidad respecto al equilibrio 

ecológico, comprende tanto las condiciones 

presentes como las que determinarán la 

calidad de la vida de las futuras 

generaciones; 
 

● La prevención de las causas que los 

generan, es el medio más eficaz para evitar 

los desequilibrios ecológicos; 
 

● Los recursos naturales no renovables 

deben utilizarse de modo que se evite el 

peligro de su agotamiento y la generación de 

efectos ecológicos adversos; 

 

● Toda persona tiene derecho a disfrutar de 

un ambiente adecuado para su desarrollo, 

salud y bienestar.  

 

● Garantizar el derecho de las 

comunidades, incluyendo a los pueblos 

indígenas, a la protección, preservación, uso 

y aprovechamiento sustentable de los 

recursos naturales y la salvaguarda y uso de 

la biodiversidad;   
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● El control y la prevención de la 

contaminación ambiental, el adecuado 

aprovechamiento de los elementos naturales 

y el mejoramiento del entorno natural en los 

asentamientos humanos, son elementos 

fundamentales para elevar la calidad de vida 

de la población; 
 

● Es interés de la nación que las actividades 

que se lleven a cabo dentro del territorio 

nacional y en aquellas zonas donde ejerce su 

soberanía y jurisdicción, no afecten el 

equilibrio ecológico de otros países o de 

zonas de jurisdicción internacional. 

 

En los principios de la política ambiental del 

Estado mexicano enlistados anteriormente se 

recogen varias de las preocupaciones que motivan 

la presente propuesta legislativa: la primera, 

garantizar la preservación de las Áreas Naturales 

Protegidas, porque los ecosistemas son patrimonio 

común de la sociedad y de su equilibrio dependen 

la vida y las posibilidades productivas del país, y 

deben ser aprovechados de manera que se asegure 

la productividad pero que sea compatible con el 

equilibrio ecológico desde una óptica regional; 

además, se debe prevenir porque las actividades 

que se realicen determinarán la calidad de la vida 

de las futuras generaciones, también se debe 

cuidar que no se afecten el equilibrio ecológico de 

otros países o de zonas de jurisdicción 

internacional. 

 

Lo anterior pone de manifiesto que es importante 

el desarrollo económico, la obtención de la 

riqueza, la explotación de los recursos naturales, 

pero lo es aún más, la preservación del equilibrio 

ecológico, porque de éste depende la vida, la 

salud, la calidad de vida y la viabilidad de las 

comunidades. 

 

5. A nivel mundial los primeros intentos por 

evaluar el impacto ambiental surgieron en 1970, 

particularmente en Estados Unidos. En México, 

este instrumento se aplica desde hace más de 20 

años y durante este tiempo el procedimiento ha 

permanecido vigente como el principal 

instrumento preventivo para la gestión de 

proyectos o actividades productivas. 

 

Un elemento fundamental para garantizar la 

protección al ambiente y el equilibrio ecológico es, 

precisamente, la evaluación del impacto ambiental 

que es el procedimiento a través del cual la 

Secretaría del Medio Ambiente y Recursos 

Naturales establece las condiciones a que se 

sujetará la realización de obras y actividades que 

puedan causar desequilibrio ecológico o rebasar 

los límites y condiciones establecidos en las 

disposiciones aplicables para proteger el ambiente 

y preservar y restaurar los ecosistemas, a fin de 

evitar o reducir al mínimo sus efectos negativos 

sobre el medio ambiente.  

 

La ley de la materia establece que requerirán 

previamente la autorización de impacto ambiental 

tratándose de las siguientes obras o actividades: 

 

● Obras hidráulicas, vías generales de 

comunicación, oleoductos, gasoductos, 

carboductos y poliductos; 

● Industria del petróleo, petroquímica, 

química, siderúrgica, papelera, azucarera, del 

cemento y eléctrica; 

● Exploración, explotación y beneficio de 

minerales y sustancias reservadas a la 

Federación en los términos de las leyes 

Minera y Reglamentaria del artículo 27 

Constitucional en Materia Nuclear; 

● Instalaciones de tratamiento, confinamiento 

o eliminación de residuos peligrosos, así como 

residuos radiactivos; 

● Aprovechamientos forestales en selvas 

tropicales y especies de difícil regeneración;  

● Cambios de uso del suelo de áreas forestales, 

así como en selvas y zonas áridas; 

● Parques industriales donde se prevea la 

realización de actividades altamente riesgosas; 

● Desarrollos inmobiliarios que afecten los 

ecosistemas costeros; 

● Obras y actividades en humedales, 

ecosistemas costeros, lagunas, ríos, lagos y 

esteros conectados con el mar, así como en sus 

litorales o zonas federales.  
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● Obras y actividades en áreas naturales 

protegidas de competencia de la Federación; 

● Actividades pesqueras, acuícolas o 

agropecuarias que puedan poner en peligro la 

preservación de una o más especies o causar 

daños a los ecosistemas, y 

● Obras o actividades que correspondan a 

asuntos de competencia federal, que puedan 

causar desequilibrios ecológicos graves e 

irreparables, daños a la salud pública o a los 

ecosistemas, o rebasar los límites y condiciones 

establecidos en las disposiciones jurídicas 

relativas a la preservación del equilibrio 

ecológico y la protección del ambiente. 

 

Aquí tenemos dos elementos que sustentan la 

presente iniciativa, por una parte, la minería como 

una actividad económica que genera riesgos o 

impactos negativos al equilibrio ecológico y, por 

otra, la preservación del medio ambiente 

especialmente en áreas naturales protegidas, en 

ambas condiciones, la ley de la materia prevé la 

necesidad de que, quienes realicen dichas obras o 

actividades, deben obtener previamente la 

autorización de impacto ambiental que expide la 

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 

Naturales. 

 

Como vemos la Evaluación del Impacto 

Ambiental (EIA) es concebida como un 

instrumento de la política ambiental, analítica y de 

alcance preventivo, que permite integrar al 

ambiente un proyecto o una actividad 

determinada, que ofrece un conjunto de ventajas al 

ambiente y al proyecto. Estas ventajas se 

concretan en economías en las inversiones y en los 

costos de las obras, en diseños más perfeccionados 

e integrados al ambiente y en una mayor 

aceptación social de las iniciativas de inversión. 

 

6. El impacto ambiental es definido como: “...la 

modificación del ambiente ocasionada por la 

acción del hombre o de la naturaleza.” Además, se 

señala que el desequilibrio ecológico es “...La 

alteración de las relaciones de interdependencia 

entre los elementos naturales que conforman el 

                                                 
1 Cfr. https://www.animalpolitico.com/2019/07/grupo-

mexico-accidentes-impacto-ambiental-semarnat/ 

ambiente, que afecta negativamente la existencia, 

transformación y desarrollo del hombre y demás 

seres vivos”. 

 

Muchas de las actividades y obras que realizamos 

en las diferentes zonas del país representan riesgos 

para el equilibrio ecológico, sin embargo, esta 

propuesta legislativa pone especial énfasis en el 

caso de la minería. Son conocidos diversos casos 

en el pasado reciente, en los que la actividad 

minera ha provocado severos daños al ambiente, 

como el caso de Grupo México que derivado de su 

actividad minera y metalúrgica, el pasado 9 de 

julio derramó tres mil litros de ácido sulfúrico en 

el Mar de Cortés en Guaymas, Sonora1, por 

mencionar uno de los más recientes, sin otro afán 

que ilustrar el riesgo que representa la actividad 

minera, dejando claro que la presente propuesta 

busca que haya una minería sustentable y que se 

respeten las áreas naturales protegidas. 

 

Uno de los riesgos más notables que puede generar 

la actividad minera es la contaminación del agua, 

recurso natural sobre el que se puede producir los 

siguientes efectos: variación de la corriente 

fluvial, variaciones en las tasas de erosión-

sedimentación; incorporación de partículas sólidas 

en la corriente, ocupación de lagos, embalses, 

bahías; variaciones en el nivel freático, 

variaciones en el régimen de recarga y 

modificaciones en el flujo subterráneo por efectos 

barrera, drenajes inducidos, infiltración, 

compactación, modificación del relieve, 

deforestación; sobre explotación de acuíferos, 

entre otros. 

 

7. El marco normativo vigente establece que las 

personas físicas o morales interesadas en realizar 

actividades u obras podrán solicitar a la Secretaría 

de Medio Ambiente y Recursos Naturales, a través 

de la Manifestación de Impacto Ambiental (MIA), 

esta manifestación es el documento mediante el 

cual se da a conocer, con base en estudios, el 

impacto ambiental, significativo y potencial que 

generaría una obra o actividad, así como la forma 

de evitarlo o atenuarlo en caso de que sea negativo.  



Enlace Parlamentario 35  
 

Martes 18 de febrero de 2020 

Asimismo, establece que las Áreas Naturales 

Protegidas se constituirán mediante declaratoria 

del Ejecutivo Federal, dichas áreas tienen por 

objeto: preservar los ambientes naturales 

representativos de las diferentes regiones 

biogeográficas y ecológicas y de los ecosistemas 

más frágiles, así como sus funciones, para 

asegurar el equilibrio y la continuidad de los 

procesos evolutivos y ecológicos; salvaguardar la 

diversidad genética de las especies silvestres de las 

que depende la continuidad evolutiva; asegurar la 

preservación y el aprovechamiento sustentable de 

la biodiversidad del territorio nacional, en 

particular preservar las especies que están en 

peligro de extinción, las amenazadas, las 

endémicas, las raras y las que se encuentran 

sujetas a protección especial; asegurar la 

preservación y el aprovechamiento sustentable de 

los ecosistemas, sus elementos, y sus funciones; 

proporcionar un campo propicio para la 

investigación científica y el estudio de los 

ecosistemas y su equilibrio; generar, rescatar y 

divulgar conocimientos, prácticas y tecnologías, 

tradicionales o nuevas que permitan la 

preservación y el aprovechamiento sustentable de 

la biodiversidad del territorio nacional; proteger 

poblados, vías de comunicación, instalaciones 

industriales y aprovechamientos agrícolas, 

mediante zonas forestales en montañas donde se 

originen torrentes; el ciclo hidrológico en cuencas, 

así como las demás que tiendan a la protección de 

elementos circundantes con los que se relacione 

ecológicamente el área; y proteger los entornos 

naturales de zonas, monumentos y vestigios 

arqueológicos, históricos y artísticos, así como 

zonas turísticas, y otras áreas de importancia para 

la recreación, la cultura e identidad nacionales y 

de los pueblos indígenas. 

 

A su vez, el marco jurídico vigente y aplicable en 

materia de impacto ambiental y de las áreas 

naturales protegidas establece, conforme a la Ley 

General del Equilibrio Ecológico y la Protección 

al Ambiente, que cuando se trate de la realización 

de las obras o actividades de las mencionadas en 

el artículo 28 de la Ley (fracciones I a XIII), se 

requiere autorización de impacto ambiental. Por su 

parte, el artículo 56 Bis, señala que la Secretaría 

de Medio Ambiente y Recursos Naturales 

constituirá un Consejo Nacional de Áreas 

Naturales Protegidas, que estará integrado por 

representantes de la misma, de otras dependencias 

y entidades de la Administración Pública Federal, 

así como de instituciones académicas y centros de 

investigación, agrupaciones de productores y 

empresarios, organizaciones no gubernamentales 

y de otros organismos de carácter social o privado, 

así como personas físicas, con reconocido 

prestigio en la materia ambiental. 

 

Asimismo, la Ley de la materia estatuye que el 

consejo fungirá como órgano de consulta y 

apoyo de la Secretaría en la formulación, 

ejecución, seguimiento y evaluación de la 

política para el establecimiento, manejo y 

vigilancia de las áreas naturales protegidas de 

su competencia. 
 

Las opiniones y recomendaciones que formule 

el consejo deberán ser considerados por la 

Secretaría en el ejercicio de las facultades que 

en materia de áreas naturales protegidas le 

corresponden conforme a éste y otros 

ordenamientos jurídicos aplicables. 

 

Es decir, la Ley General del Equilibrio Ecológico 

y la Protección al Ambiente por una parte crea un 

Consejo especializado en materia de áreas 

naturales protegidas, que fungirá como órgano de 

consulta y apoyo, y que las opiniones y 

recomendaciones que formule deberán ser 

considerados por la Secretaría del Medio 

Ambiente y Recursos Naturales. 
 

En consonancia con lo anterior, el Reglamento de 

la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 

Protección al Ambiente en Materia de Áreas 

Naturales Protegidas establece que: 

 
Artículo 16.- El Consejo tendrá las siguientes 

atribuciones: 

 

I. Fungir como órgano de consulta y apoyo 

de la Secretaría en la formulación, ejecución, 

seguimiento y evaluación de la política para el 

establecimiento, manejo y vigilancia de las 
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áreas naturales protegidas de su 

competencia; 

 

II. Emitir opinión sobre el otorgamiento de la 

administración de las áreas naturales 

protegidas, a que se refiere el artículo 6o. del 

presente Reglamento; 

 

III. Emitir opiniones y recomendaciones 

para ser adoptadas por la Secretaría en el 

ejercicio de las facultades que en materia de 

áreas naturales protegidas le corresponden 

conforme a la Ley, a éste y a otros 

ordenamientos jurídicos aplicables; 

 

IV. Proponer a la Secretaría las ternas de los 

posibles candidatos a ocupar el cargo de 

Director de las Áreas Naturales Protegidas; 

 

V. Proponer criterios para: 

 

a) La formalización, seguimiento y 

evaluación de la política del Gobierno 

Federal para la creación, administración, 

descentralización, manejo y vigilancia de las 

áreas naturales protegidas; 

 

b) La integración y funcionamiento del 

Sistema Nacional de Áreas Protegidas, y 

 

c) El establecimiento o modificación de áreas 

naturales protegidas; 

 

VI. Promover acciones a nivel nacional, y en 

su caso, dentro de alguna de las áreas naturales 

protegidas en particular, para fomentar, en su 

caso, actividades de protección, restauración, 

preservación, conservación, investigación 

científica, educación ambiental y capacitación; 

 

VII. Elaborar y aprobar su normatividad 

interna; 

 

VIII. Apoyar el buen funcionamiento de los 

Consejos Asesores; 

 

IX. Fomentar la participación directa de las 

organizaciones de ciudadanos y personas físicas 

que habiten dentro y en las zonas de influencia 

de las áreas naturales protegidas, con el objetivo 

de conservar y preservar dichas áreas y 

recomendar, para los mismos efectos, la acción 

coordinada de la Federación, el Distrito Federal, 

los Estados y los Municipios; 

 

X. Recoger las opiniones del sector privado, 

universidades y organizaciones no 

gubernamentales, respecto al manejo y 

administración de alguna de las áreas naturales 

protegidas; 

 

X. Sugerir acciones para fomentar el 

financiamiento destinado al manejo de las áreas 

protegidas y las áreas prioritarias a las que deben 

aplicarse los recursos; 

 

XI. Emitir recomendaciones en las 

materias anteriormente mencionadas y las 

demás que se señalan en el presente 

Reglamento; 

 

XII. Proponer la vinculación de la Secretaría 

con otras dependencias cuando lo considere 

oportuno, y 

 

XIII. Realizar, a solicitud de la Secretaría, la 

evaluación de los directores de las áreas 

naturales protegidas. 

[el énfasis es propio] 

 

El suscrito, promovente de la presente iniciativa, 

tiene una preocupación que consiste en garantizar 

la preservación de las Áreas Naturales Protegidas, 

por ello, cabe la siguiente pregunta: ¿Por qué 

existe un Consejo especializado en materia de 

áreas naturales protegidas, y por qué sus 

atribuciones se limitan a opinar y recomendar y 

fungir como órgano de consulta?; la respuesta y 

propuesta es que dicho Consejo especializado en 

áreas naturales protegidas debe tener mayor fuerza 

en su actuación, y que su opinión debe ser 

vinculante para la Secretaría cuando se trate de 

expedir autorizaciones de impacto ambiental en 

áreas naturales protegidas, cuando se pretendan 

realizar obras o actividades que la propia Ley 

señala que se deberá contar con la autorización en 

materia de impacto ambiental que corresponda. 

 

Ordenamientos a modificar 

 

La presente iniciativa tiene por objeto hacer 

vinculante la opinión del Consejo Nacional de 

Áreas Naturales Protegidas cuando se trate de la 
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emisión de autorizaciones de impacto ambiental, 

por parte de la Secretaría de Medio Ambiente y 

Recursos Naturales para la realización de las obras 

o actividades señaladas en el artículo 28 de la Ley 

General del Equilibrio Ecológico y la Protección 

al Ambiente en las áreas naturales protegidas, por 

lo que se requiere reformar diversos artículos de 

la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 

Protección al Ambiente, como se muestra a 

continuación: 

 

Ley General del Equilibrio Ecológico y  

la Protección al Ambiente 

Texto normativo 

vigente 

Texto normativo 

propuesto 

Evaluación del 

Impacto Ambiental 

 

Artículo 28.- La 

evaluación del impacto 

ambiental es el 

procedimiento a través 

del cual la Secretaría 

establece las 

condiciones a que se 

sujetará la realización 

de obras y actividades 

que puedan causar 

desequilibrio ecológico 

o rebasar los límites y 

condiciones 

establecidos en las 

disposiciones aplicables 

para proteger el 

ambiente y preservar y 

restaurar los 

ecosistemas, a fin de 

evitar o reducir al 

mínimo sus efectos 

negativos sobre el 

medio ambiente. Para 

ello, en los casos en que 

determine el 

Reglamento que al 

efecto se expida, 

quienes pretendan 

llevar a cabo alguna de 

las siguientes obras o 

actividades, requerirán 

previamente la 

autorización en materia 

Evaluación del 

Impacto Ambiental 

 

Artículo 28.- La 

evaluación del impacto 

ambiental es el 

procedimiento a través 

del cual la Secretaría 

establece las 

condiciones a que se 

sujetará la realización 

de obras y actividades 

que puedan causar 

desequilibrio ecológico 

o rebasar los límites y 

condiciones 

establecidos en las 

disposiciones aplicables 

para proteger el 

ambiente y preservar y 

restaurar los 

ecosistemas, a fin de 

evitar o reducir al 

mínimo sus efectos 

negativos sobre el 

medio ambiente. Para 

ello, en los casos en que 

determine el 

Reglamento que al 

efecto se expida, 

quienes pretendan 

llevar a cabo alguna de 

las siguientes obras o 

actividades, requerirán 

previamente la 

autorización en materia 

de impacto ambiental de 

la Secretaría: 

 

Fracciones I a X… 

 

XI. Obras y actividades 

en áreas naturales 

protegidas de 

competencia de la 

Federación; 

 

 

 

 

 

 

Fracciones XII y XIII… 

 

… 

 

… 

de impacto ambiental de 

la Secretaría: 

 

Fracciones I a X… 

 

XI. Obras y actividades 

en áreas naturales 

protegidas de 

competencia de la 

Federación; en este 

supuesto, la opinión 

que en cada caso emita 

el Consejo será 

vinculante para la 

Secretaría. 
 

Fracciones XII y XIII… 

 

… 

 

… 

Artículo 56 Bis.- La 

Secretaría constituirá un 

Consejo Nacional de 

Áreas Naturales 

Protegidas, que estará 

integrado por 

representantes de la 

misma, de otras 

dependencias y 

entidades de la 

Administración Pública 

Federal, así como de 

instituciones 

académicas y centros de 

investigación, 

agrupaciones de 

productores y 

empresarios, 

organizaciones no 

gubernamentales y de 

otros organismos de 

carácter social o 

privado, así como 

personas físicas, con 

reconocido prestigio en 

la materia.  

 

El Consejo fungirá 

como órgano de 

consulta y apoyo de la 

Secretaría en la 

formulación, ejecución, 

Artículo 56 Bis.- La 

Secretaría constituirá un 

Consejo Nacional de 

Áreas Naturales 

Protegidas, que estará 

integrado por 

representantes de la 

misma, de otras 

dependencias y 

entidades de la 

Administración Pública 

Federal, así como de 

instituciones 

académicas y centros de 

investigación, 

agrupaciones de 

productores y 

empresarios, 

organizaciones no 

gubernamentales y de 

otros organismos de 

carácter social o 

privado, así como 

personas físicas, con 

reconocido prestigio en 

la materia.  

 

El Consejo fungirá 

como órgano de 

consulta y apoyo de la 

Secretaría en la 

formulación, ejecución, 
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seguimiento y 

evaluación de la política 

para el establecimiento, 

manejo y vigilancia de 

las áreas naturales 

protegidas de su 

competencia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Las opiniones y 

recomendaciones que 

formule el Consejo, 

deberán ser 

considerados por la 

Secretaría en el 

ejercicio de las 

facultades que en 

materia de áreas 

naturales protegidas le 

corresponden conforme 

a éste y otros 

ordenamientos jurídicos 

aplicables. 

 

El Consejo podrá invitar 

a sus sesiones a 

representantes de los 

gobiernos de las 

entidades federativas, 

los Municipios y las 

demarcaciones 

territoriales de la 

Ciudad de México, 

cuando se traten asuntos 

relacionados con áreas 

naturales protegidas de 

competencia federal 

que se encuentren 

dentro de su territorio. 

Asimismo, podrá invitar 

a representantes de 

ejidos, comunidades, 

propietarios, 

poseedores y en general 

a cualquier persona 

cuya participación sea 

seguimiento y 

evaluación de la política 

para el establecimiento, 

manejo y vigilancia de 

las áreas naturales 

protegidas de su 

competencia. La 

opinión del Consejo 

será vinculante para la 

Secretaría cuando se 

trate de la 

autorización de 

impacto ambiental en 

áreas naturales 

protegidas. 
 

Las opiniones y 

recomendaciones que 

formule el Consejo, 

deberán ser 

considerados por la 

Secretaría en el 

ejercicio de las 

facultades que en 

materia de áreas 

naturales protegidas le 

corresponden conforme 

a éste y otros 

ordenamientos jurídicos 

aplicables. 

 

El Consejo podrá invitar 

a sus sesiones a 

representantes de los 

gobiernos de las 

entidades federativas, 

los Municipios y las 

demarcaciones 

territoriales de la 

Ciudad de México, 

cuando se traten asuntos 

relacionados con áreas 

naturales protegidas de 

competencia federal 

que se encuentren 

dentro de su territorio. 

Asimismo, podrá invitar 

a representantes de 

ejidos, comunidades, 

propietarios, 

poseedores y en general 

a cualquier persona 

cuya participación sea 

necesaria conforme al 

asunto que en cada caso 

se trate. 

necesaria conforme al 

asunto que en cada caso 

se trate. 

 

Es por lo anteriormente expuesto, con la finalidad 

de garantizar la preservación de las áreas naturales 

protegidas, que someto a la consideración de esta 

honorable soberanía el siguiente proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA 

FRACCIÓN XI DEL ARTÍCULO 28 Y SE 

REFORMA EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL 

ARTÍCULO 56 BIS DE LA LEY GENERAL 

DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA 

PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

 

Único. Se reforma la fracción XI, del artículo 28, 

y se reforma el segundo párrafo, del artículo 56 

Bis, de la Ley General del Equilibrio Ecológico y 

la Protección al Ambiente, para quedar como 

sigue: 

 

Evaluación del Impacto Ambiental 

 

Artículo 28.- La evaluación del impacto 

ambiental es el procedimiento a través del cual la 

Secretaría establece las condiciones a que se 

sujetará la realización de obras y actividades que 

puedan causar desequilibrio ecológico o rebasar 

los límites y condiciones establecidos en las 

disposiciones aplicables para proteger el ambiente 

y preservar y restaurar los ecosistemas, a fin de 

evitar o reducir al mínimo sus efectos negativos 

sobre el medio ambiente. Para ello, en los casos en 

que determine el Reglamento que al efecto se 

expida, quienes pretendan llevar a cabo alguna de 

las siguientes obras o actividades, requerirán 

previamente la autorización en materia de impacto 

ambiental de la Secretaría: 

 

Fracciones I a X… 

 

XI. Obras y actividades en áreas naturales 

protegidas de competencia de la Federación; en 

este supuesto, la opinión que en cada caso 

emita el Consejo será vinculante para la 

Secretaría. 
 

Fracciones XII y XIII… 
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… 

 

… 

 

Artículo 56 Bis.- …  

 

El Consejo fungirá como órgano de consulta y 

apoyo de la Secretaría en la formulación, 

ejecución, seguimiento y evaluación de la política 

para el establecimiento, manejo y vigilancia de las 

áreas naturales protegidas de su competencia. La 

opinión del Consejo será vinculante para la 

Secretaría cuando se trate de la autorización de 

impacto ambiental en áreas naturales 

protegidas. 
 

… 

 

… 

 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputado Francisco Jorge Villarreal Pasaret  

(rúbrica) 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

DEL DIPUTADO EMMANUEL REYES CARMONA 

CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA EL ARTÍCULO 123 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS 

 

Quien suscribe, Emmanuel Reyes Carmona, 

diputado de la LXIV Legislatura del Congreso de 

la Unión, integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena, con fundamento en lo dispuesto en los 

artículos 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, 

numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de 

la Cámara de Diputados, someto a consideración 

del pleno de la Honorable Cámara de Diputados, 

la iniciativa con proyecto de decreto para reformar 

el párrafo segundo de la fracción VI, del artículo 

123, apartado A, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, al tenor del siguiente: 

 

Planteamiento del Problema 

 

La presente iniciativa pretende incorporar el 

reconocimiento del uso del lenguaje inclusivo a la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, ya que, al referirse únicamente al “jefe 

de familia”, excluye a las mujeres que desempeñan 

el papel de asumir la responsabilidad absoluta de 

la manutención de la familia. Por ello, es necesario 

el uso del lenguaje incluyente, a fin de combatir la 

discriminación, la desigualdad entre los géneros y 

la eliminación de roles y estereotipos tradicionales 

atribuidos a mujeres y hombres. 

 

Por ello, reconociendo que las sociedades se 

integran por hombres y mujeres, no es incorrecto 

ni redundante nombrar en femenino y en 

masculino. Una sociedad democrática requiere de 

un lenguaje incluyente, donde mujeres y hombres 

sean visibilizados. En este campo, hay un amplio 

número de alternativas por explorar para crear 

usos no sexistas del lenguaje que coadyuven a 

incrementar la equidad de género. 

 

Argumentos 

 

El lenguaje no es una mera herramienta mediante 

la cual expresamos y comunicamos nuestros 
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pensamientos. El lenguaje construye nuestro 

pensamiento y, a través de él, entendemos el 

mundo, construimos y extendemos nuestra 

cultura. El uso de ciertas palabras o la omisión de 

ellas para definir y dirigirnos a determinados 

colectivos pueden contribuir a su invisibilización 

o, por el contrario, a potenciar su reconocimiento 

e identificación1, hablamos en este caso de las 

jefas de familia. 

 

El uso del idioma es un reflejo de las sociedades: 

transmite ideología, modos, costumbres y valores. 

En las sociedades patriarcales el lenguaje está 

plagado de androcentrismo que se manifiesta en el 

uso del masculino como genérico, lo que produce 

un conocimiento sesgado de la realidad, 

coadyuvando a la invisibilidad y la exclusión de 

las mujeres en todos los ámbitos. 

 

Es importante que en esta LXIV Legislatura, de la 

paridad de género, impulsemos todas las 

precisiones necesarias y suficientes para 

visibilizar lingüísticamente a las mujeres en cada 

uno de los roles que desempeñan. 

 

En un país como México en el que la población del 

sexo femenino es de 61 millones2, se estima que 

69 de cada 100 hombres son jefes de familia y 49 

de cada 100 mujeres son jefas de familia. 

Existiendo solo una estrecha diferencia entre 

ambos sectores. 

 

Lo que representa que la dinámica social y 

económica, así como las necesidades expresadas 

en las familias mexicanas, han impulsado que las 

mujeres mexicanas tengan un incremento en la 

toma de decisiones y jefatura de las familias, 

conformándose estas como nucleares, 

monoparentales o de otro tipo.  

 

Resulta necesario realizar las modificaciones 

pertinentes para dar el amplio reconocimiento y 

                                                 
1 Aliaga, José; Lenguaje inclusivo con perspectiva de 

género; Gobierno de Aragón; Aragón, España. Recuperado 

el 17 de julio de 2019, en el sitio web: 

https://www.aragon.es/documents/20127/186069/Lenguaje

+inclusivo+con+perspectiva+de+g%C3%A9nero/ca98fdb6

-0d4c-563a-7f54-2ef933d5a60d?t=1549448641684 

visibilización que las mujeres se merecen. 

Entonces, el aprender a hablar y escribir con 

perspectiva integradora de género es una tarea de 

todas y todos, la cual requiere, de entrada, un 

proceso de reflexión consciente y crítico sobre 

hábitos verbales muy arraigados, propios y ajenos, 

y una adaptación de las alternativas de uso 

sustentada en el convencimiento del papel que 

desempeña la lengua en el mantenimiento del 

status quo (o, en sentido contrario, su 

modificación).  

 

En este sentido, es un imperativo categórico 

ejecutar las acciones pertinentes a fin de generar 

un leguaje incluyente que se convierta en una 

realidad palpable y normalizada para manejarnos 

en una adecuada sinergia de géneros, por lo que se 

propone la siguiente modificación al párrafo 

segundo de la fracción VI, del artículo 123, 

apartado A, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, a saber: 

 
Texto vigente Propuesta de 

reforma 

Artículo 123… 

 

A… 

I al V… 

VI… 

 

Los salarios mínimos 

generales deberán ser 

suficientes para 

satisfacer las 

necesidades normales 

de un jefe de familia, 

en el orden material, 

social y cultural, y para 

proveer a la educación 

obligatoria de los hijos. 

Los salarios mínimos 

profesionales se fijarán 

considerando, además, 

las condiciones de las 

Artículo 123… 

 

A… 

I al V… 

VI… 

 

Los salarios mínimos 

generales deberán ser 

suficientes para 

satisfacer las 

necesidades normales 

de un jefe o jefa de 

familia, en el orden 

material, social y 

cultural, y para proveer 

a la educación 

obligatoria de los hijos. 

Los salarios mínimos 

profesionales se fijarán 

considerando, además, 

2 Consulta de la encuesta interesal realizada por parte del 

Inegi en 2015; recuperado el 17 de julio de 2019 en el sitio 

web: 

http://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/mujeresyhombres.a

spx?tema=P 

https://www.aragon.es/documents/20127/186069/Lenguaje+inclusivo+con+perspectiva+de+g%C3%A9nero/ca98fdb6-0d4c-563a-7f54-2ef933d5a60d?t=1549448641684
https://www.aragon.es/documents/20127/186069/Lenguaje+inclusivo+con+perspectiva+de+g%C3%A9nero/ca98fdb6-0d4c-563a-7f54-2ef933d5a60d?t=1549448641684
https://www.aragon.es/documents/20127/186069/Lenguaje+inclusivo+con+perspectiva+de+g%C3%A9nero/ca98fdb6-0d4c-563a-7f54-2ef933d5a60d?t=1549448641684
http://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/mujeresyhombres.aspx?tema=P
http://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/mujeresyhombres.aspx?tema=P
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distintas actividades 

económicas.  

… 

las condiciones de las 

distintas actividades 

económicas.  

… 

 

Por lo anteriormente expuesto, presento iniciativa 

con proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL 

ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS 

 

Único. Se reforma el párrafo segundo de la 

fracción VI, del artículo 123, apartado A, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos para quedar como sigue:  

 

Artículo 123… 

 

A… 

I al V… 

VI… 

 

Los salarios mínimos generales deberán ser 

suficientes para satisfacer las necesidades 

normales de un jefe o jefa de familia, en el orden 

material, social y cultural, y para proveer a la 

educación obligatoria de los hijos. Los salarios 

mínimos profesionales se fijarán considerando, 

además, las condiciones de las distintas 

actividades económicas. 

… 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Salón de Sesiones del Congreso de la Unión, 18 

de febrero de 2020 

 

Diputado Emmanuel Reyes Carmona  

(rúbrica) 

 

 

 

DEL DIPUTADO MANUEL LÓPEZ CASTILLO CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA CÓDIGO NACIONAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES 

 

El suscrito, Manuel López Castillo, diputado 

federal en la LXIV Legislatura de la Cámara de 

Diputados, integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena, con fundamento en lo dispuesto en los 

artículos 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, 

fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara 

de Diputados, someto a la consideración de esta 

asamblea legislativa de lo federal la iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforma el 

párrafo cuarto del artículo 129 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, en materia 

de respeto al derecho constitucional del imputado 

a declarar o guardar silencio, al tenor de la 

siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

El Ministerio Público como ente garante en el 

proceso penal 

 

En la reforma constitucional en materia penal de 

2008 se le otorgó un enfoque novedoso y necesario 

en su naturaleza orgánica al Ministerio Público 

(MP), pasó de ser una institución de pesquisa 

delictiva, a ser un organismo de salvaguarde de los 

derechos de las partes intervinientes en el proceso 

penal, y la institución más importante en la 

protección y/o garantía de los bienes jurídicos 

tutelados en las leyes penales. 

 

Este cambio en la percepción del MP es 

sumamente necesario, ya que la imagen que trae 

aparejada esta institución es de corrupción, la 

practica a veces nos da la razón, sin embargo, se 

debe evolucionar en la medida en que esta 

concepción desaparezca, hecho que obliga a las 

propias fiscalías a conducirse de manera jurídica. 
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Tal y como comenta Hidalgo Murillo1, “el 

Ministerio Público fue pensado como una 

institución protectora de los derechos humanos, y 

no se ignora el hecho de que el mismo fue creado 

para proteger la esfera de aplicación del derecho 

penal, incluyendo los derechos humanos 

consagrados en la ley suprema”. 

 

El MP, en su estructura legislativa y práctica, debe 

salvaguardar a la víctima u ofendido, y coadyuvar 

al descubrimiento de la verdad para que se pueda 

sancionar el hecho ilícito que afectó el bien 

jurídico tutelado, por otra parte, también es su 

obligación proteger los derechos inherentes a los 

imputados sometidos a proceso penal, que dejando 

a un lado los prejuicios y siendo estrictamente 

apegados a derecho, no dejan de ser sujetos de 

derechos humanos. 

 

Derecho del imputado a declarar o guardar 

silencio 

 

Históricamente, podemos remontar como 

antecedente de las primeras luces de esta 

prerrogativa al caso de John Lilburne y la 

sentencia de la Corte Británica-Star Chamber, es 

preciso contextualizar que en dicha época la 

obligación de responder a un interrogatorio 

judicial era ampliamente generalizada, no fue 

hasta el año 1641 que la Cámara de los Comunes, 

del 4 de mayo, resolvió que “la sentencia de la 

Star Chamber contra John Lilburne es ilegal, y 

contraria a la libertad de la persona; y también 

sangrienta, cruel, malvada, bárbara y tiránica”, 

es decir, nadie está obligado a proceder en su 

propio perjuicio, instituyendo de igual forma que 

cada persona pueda “callar”. 

 

En Francia, las ordenanzas de agosto de 1536 y 

1539 permitieron el ejercicio constante del 

interrogatorio como medio de prueba, que se 

erigió definitivamente en la Ordenanza de 1670, 

que reserva un título entero a reglamentar la 

                                                 
1 Murillo, J. (2017). Ministerio Publico en el Proceso 

Acusatorio. En Los Sujetos del Proceso Acusatorio (p.475). 

México: Editorial Flores. 
2 Ferrajoli, L, Derecho y razón. Teoría del garantismo penal, 

Trota, Madrid, 2000, p. 608.  

práctica del interrogatorio. Posteriormente, por 

medio de un Edicto Real de 1788, y gracias a la 

presión popular, se vetó la tortura como medio 

para obtener la confesión y detectar a los 

cómplices, y en octubre de 1789 se proscribió el 

juramento del indagado. 

 

En México, nuestra Carta Magna incluye la 

denominada garantía de no autoincriminación, 

hoy en día, el derecho al silencio2, en su numeral 

20. Para García Ramírez3 el derecho al silencio se 

incluye dentro del marco jurídico mexicano a raíz 

de la reforma 1993, ya que trasciende más allá de 

la mera no autoincriminación, exponiendo que el 

texto anterior del articulo 20 establecía que el 

entonces denominado inculpado: “no podrá ser 

obligado a declarar en su contra”, resultando 

pues en la eliminación de la frase “en su contra”, 

quedando la fórmula jurídica en salva guardar 

únicamente a no ser obligado a declarar, lisa y 

llanamente. 

 

En el ámbito internacional, encontramos esta 

prerrogativa con los artículos 14.3, inciso g) del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos y 8.2, inciso g) de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos.   

 

También como indicador orientador lo resuelto 

por la Suprema Corte de Justicia de la Nación al 

establecer que la no autoincriminación “es un 

derecho específico de la garantía genérica de 

defensa que supone la libertad del inculpado para 

declarar o no, sin que de su pasividad oral o 

escrita se infiera su culpabilidad, es decir, sin que 

su derecho a guardar silencio sea utilizado como 

un indicio de responsabilidad en los hechos 

ilícitos que le son imputados", de tal manera que 

"el derecho de no autoincriminación debe ser 

entendido como el derecho que tiene todo 

inculpado a no ser obligado a declarar, ya sea 

confesando o negando los hechos que se le 

imputan; razón por la cual se prohíben la 

3 García Ramírez, Sergio, El nuevo procedimiento penal 

mexicano. La reforma 1993-1994, México, Porrúa, 1994, p. 

79. 
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incomunicación, la intimidación y la tortura e, 

incluso, se especifica que la confesión rendida 

ante cualquier autoridad distinta del Ministerio 

Público o del Juez, o ante éstos sin la presencia de 

su defensor, carecerá de valor probatorio". 

 

De tal forma, podemos concluir que el derecho 

humano consagrado en instrumentos 

internacionales y en nuestra Constitución se 

constituye como el derecho que le asiste a toda 

persona imputada a:  

 

 No colaborar con su propia condena 

(autoincriminarse). 

 O de decidir voluntariamente si le place 

introducir información al proceso penal. 

Observemos lo elemental del componente de la 

voluntariedad dentro de este derecho humano.  

 

Planteamiento de problema 

 

El artículo 129 de la ley adjetiva penal establece lo 

siguiente: 

 
“Articulo 129. Deber de objetividad y debida 

diligencia 

 

La investigación debe ser objetiva y referirse 

tanto a los elementos de cargo como de descargo 

y conducida con la debida diligencia, a efecto de 

garantizar el respeto de los derechos de las partes 

y el debido proceso.  

 

Al concluir la investigación complementaria 

puede solicitar el sobreseimiento del proceso, o 

bien, en la audiencia de juicio podrá concluir 

solicitando la absolución o una condena más 

leve que aquella que sugiere la acusación, 

cuando en ésta surjan elementos que conduzcan 

a esa conclusión, de conformidad con lo previsto 

en este Código. 

 

Durante la investigación, tanto el imputado 

como su Defensor, así como la víctima o el 

ofendido, podrán solicitar al Ministerio Público 

todos aquellos actos de investigación que 

consideraren pertinentes y útiles para el 

esclarecimiento de los hechos. El Ministerio 

Público dentro del plazo de tres días resolverá 

sobre dicha solicitud. Para tal efecto, podrá 

disponer que se lleven a cabo las diligencias que 

se estimen conducentes para efectos de la 

investigación.  

 

El Ministerio Público podrá, con pleno 

respeto a los derechos que lo amparan y en 

presencia del Defensor, solicitar la 

comparecencia del imputado y/u ordenar su 

declaración, cuando considere que es 

relevante para esclarecer la existencia del 

hecho delictivo y la probable participación o 

intervención.” 

 

El párrafo cuarto del artículo 129 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales (CNPP) no se 

ajusta a lo establecido en nuestra Carta Magna, 

puesto que trasgrede diversos derechos procesales 

del imputado y atenta contra garantías 

indispensables. Lo primero, y razón de este 

instrumento legislativo, es que contraviene lo 

establecido en el artículo 20, fracción II, de la 

Constitución, que a la letra de la norma sostiene lo 

siguiente: 

 
“Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y 

oral. Se regirá por los principios de publicidad, 

contradicción, concentración, continuidad e 

inmediación. 

 

A. … 

B. De los derechos de toda persona 

imputada: 

 

I. A que se presuma su inocencia mientras 

no se declare su responsabilidad mediante 

sentencia emitida por el juez de la causa; 

 

II. A declarar o a guardar silencio. Desde 

el momento de su detención se le harán saber 

los motivos de la misma y su derecho a 

guardar silencio, el cual no podrá ser 

utilizado en su perjuicio. Queda prohibida y 

será sancionada por la ley penal, toda 

incomunicación, intimidación o tortura. La 

confesión rendida sin la asistencia del 

defensor carecerá de todo valor probatorio; 

…” 

 

La cuarta porción normativa del 129 sostiene que 

el MP “podrá ordenar” la declaración del 

imputado cuando considere que es esencial para 

esclarecer hechos del delito y la participación del 
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supuesto sujeto activo, hecho totalmente 

desatinado ya que nuestra Constitución indica que 

uno de sus derechos es el de declarar o “guardar 

silencio”, asimismo, se pretende justificar en este 

supuesto que el ordenar la declaración es legal 

siempre y cuando sea realizada en presencia del 

defensor, pues no, ni estando la defensa se pude 

considerar jurídicamente correcto. 

 

Otra problemática que se plantea es que, de 

procederse conforme a lo esgrimido por el 129, 

estamos trasgrediendo el derecho a la defensa del 

imputado y, a su vez, violentamos el artículo 14 de 

la Constitución: 

 
“Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus 

propiedades, posesiones o derechos, sino 

mediante juicio seguido ante los tribunales 

previamente establecidos, en el que se cumplan 

las formalidades esenciales del procedimiento y 

conforme a las Leyes expedidas con anterioridad 

al hecho.” 

 

Al ordenar la declaración el MP priva de uno de 

sus derechos al imputado, siendo así que es 

totalmente factible señalar la violación al 14 

constitucional, además de que no existe 

autorización o declarativa por parte de órgano 

jurisdiccional competente para realizar dicho acto. 

 

Por otra parte, Pérez Loyo4, al reconocer las 

violaciones mencionadas en párrafos anteriores, 

también estima que se trasgrede el debido proceso 

del imputado, conllevando a la violación del 

artículo primero constitucional en sus párrafos 

primero y tercero: 

 
“En los Estados Unidos Mexicanos todas las 

personas gozarán de los derechos humanos 

reconocidos en esta Constitución y en los 

tratados internacionales de los que el Estado 

Mexicano sea parte, así como de las garantías 

para su protección, cuyo ejercicio no podrá 

restringirse ni suspenderse, salvo en los casos 

y bajo las condiciones que esta Constitución 

establece. 

                                                 
4 Pérez, E. (2016). Inconstitucionalidad del artículo 129 del 

Código Nacional de Procedimientos Penales. En 

Inconstitucionalidades e incongruencias del Código 

… 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus 

competencias, tienen la obligación de 

promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos de conformidad con los 

principios de universalidad, 

interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad. En consecuencia, el Estado 

deberá prevenir, investigar, sancionar y 

reparar las violaciones a los derechos 

humanos, en los términos que establezca la 

ley.” 

 

Ante tales consideraciones, se propone reformar el 

párrafo cuarto del artículo 129 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, en los 

términos siguientes: 

 
Código Nacional de Procedimientos Penales 

Texto Vigente Texto Propuesto 

Artículo 129.- Deber 

de objetividad y 

debida diligencia 

…  

… 

… 

El Ministerio Público 

podrá, con pleno 

respeto a los derechos 

que lo amparan y en 

presencia del Defensor, 

solicitar la 

comparecencia del 

imputado y/u ordenar 

su declaración, cuando 

considere que es 

relevante para 

esclarecer la existencia 

del hecho delictivo y la 

probable participación 

o intervención. 

Artículo 129.- Deber 

de objetividad y 

debida diligencia 

…  

… 

… 

Cuando el Ministerio 

Público considere 

relevante la 

declaración del 

imputado para el 

esclarecimiento de la 

existencia del hecho 

delictivo y su 

probable 

participación o 

intervención, podrá 

solicitar previa 

autorización del Juez 

de control la 

comparecencia del 

imputado 

acompañado de su 

Defensor, a efecto de 

hacer de su 

conocimiento si desea 

o no realizar su 

declaración 

Nacional de Procedimientos Penales (pp. 6-7). México: 

Editorial Flores. 
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Por lo expuesto y fundado, someto a consideración 

de las y los legisladores que integran esta 

soberanía, el siguiente proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL 

PÁRRAFO CUARTO DEL ARTÍCULO 129 

DEL CÓDIGO NACIONAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES 

 

Único. Se reforma el párrafo cuarto del artículo 

129 del Código Nacional de Procedimientos 

Penales, y se adiciona un párrafo quinto al mismo, 

para quedar como sigue: 

 

Artículo 129. Deber de objetividad y debida 

diligencia 

… 

… 

… 

 

Cuando el Ministerio Público considere 

relevante la declaración del imputado para el 

esclarecimiento de la existencia del hecho 

delictivo y su probable participación o 

intervención, podrá solicitar previa 

autorización del Juez de control la 

comparecencia del imputado acompañado de 

su Defensor, a efecto de hacer de su 

conocimiento si desea o no realizar su 

declaración.  

 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrara en vigor el día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputado Manuel López Castillo (rúbrica) 

 

 

 

 
 

 

DE LA DIPUTADA MIROSLAVA SÁNCHEZ GALVÁN 

CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

DECLARA EL 22 DE MAYO DE CADA AÑO COMO 

DÍA NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y 

ATENCIÓN DE LA PREECLAMPSIA 

 

La suscrita, Miroslava Sánchez Galván, diputada 

del Grupo Parlamentario de Morena, en ejercicio 

de la facultad conferida en la fracción II, del 

artículo 71, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad con 

lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción 

I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, someto a la consideración 

del pleno de la Honorable Cámara de Diputados, 

la iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

declara el 22 de mayo de cada año como “Día 

Nacional para la prevención y atención de la 

Preeclampsia”, al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

La preeclampsia es una complicación del 

embarazo caracterizada por presión arterial alta y 

signos de daños en otro sistema de órganos, más 

frecuentemente el hígado y los riñones. 

Generalmente, la preeclampsia comienza después 

de las 20 semanas de gestación en mujeres cuya 

presión arterial había sido normal. 

 

La preeclampsia se caracteriza por un desarrollo 

deficiente de la placenta y una isquemia 

placentaria (flujo sanguíneo reducido), lo cual 

hace que aquélla ya no pueda sostener el 

crecimiento del bebé. Si no se trata adecuada y 

oportunamente, la preeclampsia puede 

desencadenar complicaciones graves, incluso 

mortales, tanto para la mujer como para el 

producto.  

 

De acuerdo con la Organización Mundial de la 

Salud (OMS) la preeclampsia perdura como la 

primera causa de muerte materna en los países en 

vías de desarrollo y Latinoamérica; y, según una 

encuesta de la Secretaría de Salud (SSa), no ha 

dejado de ser la primera causa de muerte materna, 

fetal y perinatal en México. La misma Secretaría 

de Salud acepta que también es la causa número 
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uno de alteraciones permanentes o secuelas tanto 

en la madre como en los fetos. 

 

“La SSa estima que, más o menos, cuatro mil 

mujeres y 20 mil bebés mueren al año a causa de 

ella en el país”, señala Patricia Canto Cetina, 

investigadora de la Unidad de Investigación en 

Obesidad de la Facultad de Medicina de la 

UNAM, con sede en el Instituto Nacional de 

Ciencias Médicas y Nutrición Salvador Zubirán 

(INCMNSZ)1, también señala que para la OMS de 

2% a 8% de las embarazadas puede presentar esta 

complicación médica durante el embarazo; en 

tanto que, en México, su prevalencia es de 5% a 

10%. 

 

Lamentablemente, la preeclampsia se encuentra 

asociada a bajas condiciones económicas. Si bien 

la atención materno-fetal es prioritaria, en nuestro 

país muchas mujeres embarazadas que viven en 

lugares remotos no la reciben a tiempo y otras no 

asisten a revisiones médicas periódicas por 

prejuicios, y, cuando por fin consultan al médico, 

ya presentan bastantes problemas. 

 

La mortalidad materna y neonatal son dos de los 

indicadores más importantes de desigualdad social 

y de inequidad de género en nuestro país, afectan 

principalmente a la población de las entidades 

federativas y de los municipios con mayores 

rezagos socioeconómicos. La insuficiente 

nutrición, la falta de atención prenatal de las 

mujeres y la deficiente calidad de atención del 

parto, son algunos de los factores que contribuyen 

a incrementar el riesgo de fallecer durante el 

embarazo o el parto que repercuten directamente 

en la salud de los recién nacidos. 

 

Algunas de las principales acciones para disminuir 

la morbilidad y mortalidad materna por 

preeclamsia son la capacitación permanente al 

personal de los diferentes niveles de atención, así 

como la difusión de información entre las mujeres 

en edad reproductiva, y aquellas que están 

embarazadas a efecto de que conozcan las 

características de la preeclamsia y cuáles son 

                                                 
1 https://www.gaceta.unam.mx/preeclampsia-primera-

causa-de-muerte-materna/ 

algunos de los síntomas con los que se puede saber 

del riesgo de desarrollar este padecimiento, y se 

encuentran en posibilidades de acudir, de forma 

oportuna, a consulta para recibir el tratamiento que 

resulte adecuado. 

 

La preeclampsia continúa siendo una importante 

causa de morbilidad y mortalidad materno fetal, 

por los efectos y consecuencias que ocasiona en 

órganos y sistemas como el nervioso central, 

hígado, corazón, riñón y en la coagulación. 

Resulta fundamental la suma de esfuerzos, no solo 

de todas las instituciones del Sistema Nacional de 

Salud, sino también de las instituciones privadas y 

de las organizaciones no gubernamentales para 

alcanzar los objetivos de informar ampliamente a 

todos los estratos de la sociedad mexicana a efecto 

de concientizar de los riesgos de desarrollar este 

peligroso padecimiento que, como ya se 

mencionó, es una de las principales causas de 

muerte materno fetal y, por tanto, un verdadero 

problema de salud pública. 

 

De tal forma, el brindar información suficiente y 

oportuna permitirá reducir el riesgo y, en su 

defecto, ayudar a la detección y atención 

oportunas, detectando, mediante la atención 

prenatal y de calidad, los factores de riesgo que 

ayuden al diagnóstico en las unidades de primer 

nivel de atención. 

 

Así, se estará en condiciones de, en su caso, referir 

adecuada y oportunamente a los hospitales de 

segundo o tercer nivel de atención médica a 

aquellas pacientes que así lo necesiten para 

disminuir complicaciones y reducir riesgos, para 

disminuir la mortalidad materna y perinatal 

consecuencias de este padecimiento. 

 

Por ello, se estima primordial fortalecer estrategias 

de comunicación y difusión dirigidas, 

especialmente, a la población más vulnerable y 

que, por condiciones sociales, económicas y 

culturales, no reciben información necesaria que 

les ayude a llevar un control de su embarazo, lo 

cual, sumado a las limitadas condiciones de acceso 
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a servicios de salud han ayudado a que la 

mortandad materna, fetal y neonatal sea tan 

elevada. 

 

Si bien en la actualidad diferentes instancias 

públicas y privadas llevan a cabo acciones para 

difundir la importancia de la atención del 

embarazo, resulta innegable que no se están 

teniendo los resultados esperados, el número de 

casos de muerte materna, fetal y neonatal no 

disminuye y la preeclampsia se mantiene como 

una de las principales causas de muerte de mujeres 

embarazadas. Por ello, se estima necesario 

mejorar la coordinación entre organismos 

gubernamentales de los tres órdenes de gobierno, 

así como de organizaciones de la sociedad civil, 

instituciones de asistencia social y la iniciativa 

privada para elaborar, desarrollar e implementar 

campañas de difusión de información y 

concientización de la gravedad del problema y de 

la necesidad de que las mujeres embarazadas se 

acerquen a las instituciones de salud para llevar los 

controles médicos necesarios para dar un 

seguimiento puntual a su estado y así permitir el 

diagnóstico oportuno. 

 

En vista de lo anteriormente señalado, se exponen 

los siguientes: 

 

Argumentos 

 

La propuesta se compone de un artículo único por 

el que se declara el día 22 de mayo de cada año 

como el “Día Nacional para la Prevención y 

Atención de la Preeclampsia”. 

 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 4º 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, toda persona tiene derecho a la 

protección de la salud, para ello se debe garantizar 

el acceso a los servicios de salud, y la Federación 

y las entidades federativas establecerán la 

concurrencia en materia de salubridad general. 

 

Por su parte, la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa 

Rica”, dispone en su artículo 4, párrafo 1, que toda 

persona tiene derecho a que se respete su vida y 

que ese derecho está protegido a partir del 

momento de la concepción; en concordancia, el 

Protocolo Adicional a la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de 

San Salvador”, en su artículo 10, párrafos 1, 2, 

literales a, e y f, reconoce el derecho a la salud de 

toda persona y establece como obligación de los 

Estados parte hacer efectivo ese derecho y los 

compromete a garantizarlo a través de la atención 

primaria de la salud, la educación de la población 

sobre prevención y tratamiento de los problemas 

de salud y la satisfacción de las necesidades de 

salud de los grupos de más alto riesgo y que, por 

sus condiciones de pobreza sean más vulnerables. 

 

En tanto que la Convención sobre la Eliminación 

de todas las Formas de Discriminación Contra la 

Mujer, establece en sus artículos 10, inciso h) y, 

11, párrafo 1, inciso f, que los Estados Partes 

deberán adoptar medidas apropiadas para eliminar 

la discriminación contra la mujer y para ello 

habrán de asegurar la salud y el bienestar de la 

mujer y adoptar todas las medidas apropiadas para 

proteger la salud de la mujer en el ámbito laboral, 

incluso la salvaguardia de la función de la 

reproducción. 

 

Respecto a la protección de los derechos de la 

niñez, la Convención sobre los Derechos del Niño 

señala, en su artículo 24, párrafos 1 y 2, incisos a), 

b), d) y f), que son obligaciones de los Estados 

partes asegurar la atención en salud de los 

menores, reducir la mortalidad infantil, asegurar 

atención sanitaria prenatal y postnatal a las madres 

y desarrollar atención sanitaria preventiva, 

orientando a los padres de forma debida y 

oportuna. 

 

En concordancia con las disposiciones 

constitucionales y los instrumentos 

internacionales de los que el Estado mexicano es 

parte, la Ley General de Salud dispone la 

obligación de promover y proteger la salud 

materna, que incluye el periodo del embarazo, el 

parto y el postparto, así como prevenir la 

mortalidad materna e infantil. 
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Resulta importante señalar que, en nuestro país, la 

declaración de un día nacional reviste una gran 

importancia, porque en torno a dicha declaratoria 

se ejecutan acciones de promoción y difusión, no 

solo de la fecha en comento, sino de diferentes 

acciones llevadas a cabo en el marco de la 

conmemoración de dicha efeméride; en el caso del 

padecimiento de la preeclampsia, estas acciones 

serían el despliegue de campañas de propaganda y 

difusión de información alusiva, para reforzar las 

campañas permanentes de concientización entre la 

población, especialmente las mujeres 

embarazadas, pero también para aquellas que 

están planeando un embarazo, a efecto de que sean 

conscientes de los cuidados que deben tener 

durante el embarazo, la atención de la 

sintomatología y la importancia de acudir a las 

unidades médicas a llevar a cabo los controles 

necesarios de su embarazo. 

 

También se establecerán actos o eventos alusivos, 

organizados no solo por las autoridades y/o 

instituciones públicas de salud, sino también por 

organizaciones de la sociedad civil (ONG) y la 

iniciativa privada que participa en el sector, son lo 

que se reforzaría de forma importante el trabajo 

coordinado de los sectores público, privado y 

social, coordinación que, cada vez, resulta ser 

trascendental en la prevención de este y otros 

padecimientos. 

 

La atención primaria, piedra angular de la 

prevención y atención de la preeclamsia, no podría 

ser llevada de forma debida sin la difusión de 

información suficiente y completa relativa a los 

peligros que genera esta enfermedad, de ahí la 

importancia de dar la suficiente difusión a las 

medidas a adoptar para disminuir riesgos y, en su 

caso, dar la atención debida y en los momentos en 

que se requiere. 

 

Fundamento Legal 

 

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad 

de diputada federal integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura 

del H. Congreso de la Unión, con fundamento en 

la fracción II, del artículo 71, en las fracciones 

XVI y XXI del artículo 73, ambos de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y los artículos 6, numeral 1, fracción 

I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, someto a consideración del pleno de 

esta soberanía, la iniciativa con proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE DECLARA EL 

22 DE MAYO DE CADA AÑO COMO “DÍA 

NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y 

ATENCIÓN DE LA PREECLAMPSIA” 

 

Único. Se declara el 22 del mes de mayo de cada 

año como el “Día Nacional para la prevención y 

atención de la Preeclampsia”. 

 

Transitorios 

 

Primero. La Secretaría de Gobernación, la 

Secretaría de Salud, el Instituto Nacional de Salud 

para el Bienestar, el Instituto Mexicano del Seguro 

Social y el Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado, serán los 

responsables de organizar, convocar y coordinar la 

participación ciudadana, institucional, de la 

iniciativa privada y de organización de la sociedad 

civil para la conmemoración relacionada con esta 

efeméride nacional. 

 

Segundo. La presente reforma entrará en vigor un 

día después de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputada Miroslava Sánchez Galván  

(rúbrica) 
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DEL DIPUTADO ERWIN JORGE AREIZAGA URIBE 

CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL 

ARTÍCULO 52 DE LA LEY DE AVIACIÓN CIVIL 

 

Quien suscribe, Erwin Jorge Areizaga Uribe, en 

mi carácter de diputado federal  de la LXIV 

Legislatura del H. Congreso de la Unión, 

perteneciente al Grupo Parlamentario de Morena, 

con fundamento en lo dispuesto por los artículos 

71, fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, así como por el 6 

párrafo I, fracción I y 77, fracción I, del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a 

la consideración de esta soberanía iniciativa con 

proyecto de decreto que reforma el artículo 52 de 

la Ley de Aviación Civil, al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

La Ley de Aviación Civil publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 12 de mayo de 1995 es 

la que actualmente rige y regula al medio de 

transporte aéreo, la Secretaría de Comunicaciones 

y Transportes, mediante la Dirección General de 

Aeronáutica Civil, en su informe del año 2016 

posiciona a la aviación civil en México con un 

tráfico de más de 82 millones de pasajeros al año, 

esto equivale a un crecimiento de 10.7% más que 

el año anterior. Las empresas nacionales hasta el 

año 2016 lograron un crecimiento de 13.4% al 

pasar de 43.3 a 53.6 millones de pasajeros 

transportados en el año 2015 a 2016. 

 

En el rango histórico, desde 1991 los vuelos 

nacionales iniciaron con 17,667 pasajeros 

transportados, al 2016 eran 53,627 los pasajeros, 

es decir, la demanda es tres veces mayor según el 

reporte de la Secretaría de Comunicaciones y 

Transportes al año 1991. 

 

La Agencia Federal de Aviación Civil en México, 

dependiente también de la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes, la cual transforma 

a la Dirección General de Aeronáutica Civil, con 

todos sus recursos e infraestructura en un nuevo 

organismo desconcentrado, dependiente de la 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes, 

siendo su objetivo el desarrollo oportuno, seguro, 

eficiente, competitivo, permanente y uniforme de 

los servicios del transporte aéreo promoviendo 

altos niveles de seguridad de operación, 

regulación y control, y propondrá las políticas 

públicas y programas de aviación civil que 

fortalezcan la supervisión y verificación de los 

diversos concesionarios, permisionarios y 

prestadores de los servicios del sector aeronáutico. 

 

De acuerdo con la Dirección General de 

Aeronáutica Civil, en el año 2018, los pasajeros 

transportados por vía aérea marcaron un máximo 

histórico por séptimo año consecutivo, al llegar a 

97.3 millones de pasajeros. Lo anterior representa 

un incremento del 7.6% con respecto al año 2017, 

en donde se transportaron 90.5 millones de 

pasajeros. 

 

Del año 2013 al 2018 la transportación de 

pasajeros creció un 58.2% con una tasa media de 

crecimiento anual (TMCA) de 9.6%, siendo esta 

cifra la más alta de los últimos 25 años. 

 

Entre 1993 y 2018 la estructura del transporte 

aéreo en México cambió de manera importante. 

Hoy, prácticamente toda la demanda de transporte 

de pasajeros es satisfecha mediante servicios de 

transporte regular, sujetos a un itinerario y 

horarios fijos. 

 

Si esta información se traduce en cifras, de 

acuerdo con la dirección General de Aeronáutica 

Civil, hubo una diferencia de 22.2 millones de 

pasajeros entre los años 2003 a 2013, lo cual nos 

indica la gran demanda que el transporte aéreo 

tuvo en esa década; para el año 2018 la cifra 

aumentó a 97.3 millones en donde se ve reflejado 

un aumento de más del 400% en la mitad de los 

años. 

 

La Secretaría de Comunicaciones y Transportes 

determinó un indicador de variación de los 

pasajeros transportados en 2018 y 2019, este 

indica que hay una variación de 8.1% en un año, 

esto únicamente representada en aerolíneas 

comerciales mexicanas, lo cual nos indica que la 

industria aeronáutica en México ha registrado un 

crecimiento que cada año va en potencia, por lo 
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que es demandante las naves aéreas que se 

necesitan para transportar todos los particulares 

que requieren dichos servicios. Ahora, si esto se 

traslada a la flotilla con la que cuentan las 

aerolíneas para dicha demanda, podremos ver que 

no es la suficiente, a pesar de que la presencia de 

empresas de la industria aeronáutica se ha podido 

incrementar en estos últimos años. 
 

La composición de la aviación ha tenido grandes 

cambios en los últimos años, actualmente ya no 

existen aerolíneas que en el 2008 tenían un 40.5% 

del mercado aéreo, por lo que esta demanda se 

tuvo que repartir entre las aerolíneas restantes, esto 

hizo que la demanda de pasajeros aéreos 

aumentara pidiendo una mayor flota de aeronaves 

en el mercado. 
 

La Secretaría de Comunicaciones y Transportes 

informa que las aeronaves matriculadas han 

aumentado 52.3% en 25 años, pero esta cantidad 

no coincide con la demanda que tiene el transporte 

aéreo actualmente, la población supera a las 

flotillas aéreas, y a pesar de que los asientos 

ofrecidos por las aerolíneas han crecido 73.4% de 

1993 a 2018 aún no son los asientos suficientes 

para satisfacer la demanda presentada, es por ello 

que las aerolíneas suelen expedir boletos en 

exceso a la capacidad disponible de la aeronave.  
 

El artículo 52 de la ley en estudio les da la 

oportunidad a las aerolíneas de sobrevender 

boletos a los pasajeros y, si en determinado 

momento a estos se les niega el abordo a dicho 

embarque por motivos de sobrecupo, despliega 

tres soluciones para indemnizar a dichas personas. 

Pero la ley realmente no abarca la gravedad del 

perjuicio que esta venta excedente de boletos 

puede causar a los particulares, las cuales pueden 

ser económicas, educativas, laborales o incluso de 

salud, perjuicios que pueden llegar a ser 

irreparables y que las aerolíneas no pagan, debido 

a que la ley los protege y ellos simplemente se 

ubican en los supuestos que esta misma emana. 
 

Por otro lado, el artículo 52 Bis nos presenta otro 

supuesto, el cual es ofrecerle a algún otro pasajero 

renunciar al embarque a cambio de beneficios que 

acuerde directamente con la persona que no pudo 

abordar, debido al exceso de la capacidad 

disponible de la aeronave, siempre y cuando estos 

no sean inferiores a las opciones ofrecidas en el 

artículo 52, pero los particulares no tendrían por 

qué renegociar un derecho del cual ya eran 

titulares, ya que las aerolíneas están violando la 

esfera jurídica de las personas, las cuales no 

pueden reclamar el pago de una indemnización 

segura mayor, debido a que las aerolíneas se 

encuadran a las suposiciones que establece la Ley 

de Aviación Civil, la cual les faculta en los 

artículos ya mencionados. 
 

De la misma manera, en el Contrato de Prestación 

de Servicio de Transporte Aéreo Nacional Regular 

de Pasajeros del concesionario Volaris, en su 

cláusula octava, “Sobreventa o cancelación de 

vuelos” se basa en los artículos ya mencionados 

para llevar a cabo la sobreventa de boletos, sin 

pagar los perjuicios que puedan ocasionar a las 

personas, a las cuales se les niegue el acceso al 

embarque y únicamente se le dará el derecho a 

abordar si alguno de los pasajeros renuncia a su 

derecho de viajar en la aeronave y se postula en 

alguno de los supuestos que sus cláusulas 

establecen. 
 

Con el propósito de exponer de forma clara el 

contenido de la iniciativa, se adjunta el siguiente 

cuadro comparativo: 
 

   Ley de Aviación Civil 

Texto vigente Propuesta de 

Modificación 

Artículo 52. Cuando se 

hayan expedido boletos 

en exceso a la 

capacidad disponible 

de la aeronave y se 

tenga por consecuencia 

la denegación del 

embarque, el propio 

concesionario o 

permisionario, a 

elección del pasajero, 

deberá:  

 

 

 

 

Artículo 52. Queda 

prohibida la 

expedición de boletos 
en exceso a la 

capacidad disponible 

de la aeronave, en caso 

de negligencia por 

parte del 

concesionario y se 

tenga por consecuencia 

la denegación del 

embarque, el 

concesionario está 

obligado, a elección 

del pasajero, a 

restaurar el daño 
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I. Reintegrarle el 

precio del boleto o 

billete de pasaje o la 

proporción que 

corresponda a la parte 

no realizada del viaje;  

 

II. Ofrecerle, con todos 

los medios a su 

alcance, transporte 

sustituto en el primer 

vuelo disponible y 

proporcionarle, como 

mínimo y sin cargo, los 

servicios de 

comunicación 

telefónica o 

cablegráfica al punto 

de destino; alimentos 

de conformidad con el  

tiempo de espera que 

medie hasta el 

embarque en otro 

vuelo; alojamiento en 

hotel del aeropuerto o 

de la ciudad cuando se 

requiera pernocta y, en 

este último caso, 

transporte terrestre 

desde y hacia el 

aeropuerto, o  

 
 

 

 

 

III. Transportarle en la 

fecha posterior que 

convenga al mismo 

pasajero hacia el 

destino respecto del 

cual se denegó el 

embarque.  

 

 

 

 

 

 

generado según su 

elección:  

 

I. Reintegrarle el 

precio del boleto o 

billete de pasaje o la 

proporción que 

corresponda a la parte 

no realizada del viaje;  

 

II. Ofrecerle, con todos 

los medios a su 

alcance, transporte 

sustituto en el primer 

vuelo disponible no 

necesariamente la 

misma aerolínea que 

se contrató y 

proporcionarle, como  

mínimo y sin cargo, los 

servicios de 

comunicación 

telefónica o 

cablegráfica al punto 

de destino; alimentos 

de conformidad con el 

tiempo de espera que 

medie hasta el 

embarque en otro 

vuelo; alojamiento en 

hotel del aeropuerto o 

de la ciudad cuando se 

requiera pernocta y, en 

este último caso, 

transporte terrestre 

desde y hacia el 

aeropuerto,  

 

III. Transportarle en la 

fecha posterior que 

convenga al mismo 

pasajero hacia el 

destino respecto del 

cual se denegó el 

embarque y; 

 

IV. Poder solicitar 

en caso de daños y 

perjuicios mayores 

comprobables por el 

pasajero la 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
En los casos de las 

fracciones I y III 

anteriores, el 

concesionario o 

permisionario deberá 

cubrir, además, una 

indemnización al 

pasajero afectado que 

no será inferior al 

veinticinco por ciento 

del precio del boleto o 

billete de pasaje o de la 

parte no realizada del 

viaje. 

 

reintegración del 

daño económico al 

cien por ciento, más 

una indemnización 

del veinticinco por 

ciento de la suerte 

principal y en caso de 

existir, por parte del 

pasajero, una sanción 

económica por 

incumplimiento de 

algún contrato, el 

concesionario está 

obligado a cubrir en 

la totalidad ese daño. 

 

En los casos de las 

fracciones I y III 

anteriores, el 

concesionario o 

permisionario deberá 

cubrir, además, una 

indemnización al 

pasajero afectado que 

no será inferior al 

veinticinco por ciento 

del precio del boleto o 

billete de pasaje o de la 

parte no realizada del 

viaje. 

 

Por lo anteriormente expuesto, señalado y 

fundado, propongo a esta H. Asamblea, la 

siguiente iniciativa con proyecto de: 
 

DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 

52 DE LA LEY DE AVIACIÓN CIVIL 
 

Único. Se reforma el artículo 52 de la Ley de 

Aviación Civil, para que queden como sigue: 
 

Artículo 52. Queda prohibida la expedición de 

boletos en exceso a la capacidad disponible de la 

aeronave, en caso de negligencia por parte del 

concesionario y se tenga por consecuencia la 

denegación del embarque, el concesionario está 

obligado, a elección del pasajero, a restaurar el 

daño generado según su elección:   
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I. Reintegrarle el precio del boleto o billete de 

pasaje o la proporción que corresponda a la 

parte no realizada del viaje;  

II. Ofrecerle, con todos los medios a su alcance, 

transporte sustituto en el primer vuelo 

disponible no necesariamente la misma 

aerolínea que se contrató y proporcionarle, 

como mínimo y sin cargo, los servicios de 

comunicación telefónica o cablegráfica al 

punto de destino; alimentos de conformidad 

con el tiempo de espera que medie hasta el 

embarque en otro vuelo; alojamiento en hotel 

del aeropuerto o de la ciudad cuando se 

requiera pernocta y, en este último caso, 

transporte terrestre desde y hacia el aeropuerto,  

III. Transportarle en la fecha posterior que 

convenga al mismo pasajero hacia el destino 

respecto del cual se denegó el embarque y; 

IV. Poder solicitar en caso de daños y 

perjuicios mayores comprobables por el 

pasajero la reintegración del daño 

económico al cien por ciento, más una 

indemnización del veinticinco por ciento de 

la suerte principal y en caso de existir, por 

parte del pasajero, una sanción económica 

por incumplimiento de algún contrato, el 

concesionario está obligado a cubrir en la 

totalidad ese daño. 
 

En los casos de las fracciones I y III anteriores, el 

concesionario o permisionario deberá cubrir, 

además, una indemnización al pasajero afectado 

que no será inferior al veinticinco por ciento del 

precio del boleto o billete de pasaje o de la parte 

no realizada del viaje. 
 

Transitorio 
 

Único. Las presentes reformas entrarán en vigor el 

día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 
 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 17 de febrero 

de 2020 
 

Diputado Erwin Jorge Areizaga Uribe 

(rúbrica) 

                                                 
1 Lemus García, Raúl, Derecho agrario mexicano, editorial 

Porrúa, décima, México 1996, pp. 118-120.  

DEL DIPUTADO TEÓFILO MANUEL GARCÍA 

CORPUS CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 

QUE SE DEROGAN LOS ARTÍCULOS DEL TÍTULO 

DÉCIMO DE LA LEY AGRARIA, REGLAMENTARIA 

DEL ARTÍCULO 27 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Y SE EXPIDE EL CÓDIGO PROCESAL AGRARIO  
 

El suscrito, Teófilo Manuel García Corpus, 

diputado federal de la LXIV Legislatura de la 

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de 

la Unión e integrante del Grupo Parlamentario del 

Partido Morena, con fundamento en lo dispuesto 

por el artículo  71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 

como por los artículos 6° numeral 1, fracción l, 77 

y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

someto a consideración de esta Cámara, la 

iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

derogan los artículos que van del 163 al 200 y que 

componen el Título Décimo de la Ley Agraria, 

Reglamentaria del artículo 27 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y se 

expide el Código Procesal Agrario al tenor de la 

siguiente: 

  

Exposición de Motivos 
  

I. La justicia agraria en México en su contexto 

histórico 

 

En la historia de nuestro país, recordemos que el 

problema agrario constituyó una de las causas de 

la revolución de independencia, lo que en opinión 

de Raúl Lemus García1, contribuyó al éxito del 

movimiento insurgente, en mérito a que los 

campesinos aportaron el mayor contingente en la 

guerra de independencia.  

  

En efecto, la injusta distribución de la tierra, los 

despojos reiterados de las propiedades comunales, 

así como de los sistemas de explotación inhumana 

vigentes a las postrimerías de la Colonia, 

motivaron tal malestar en el medio rural que 

impulsaron al pueblo campesino a secundar la 
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revolución de Independencia. La mala 

organización territorial, el desamparo social y 

económico en que se encontraban los indios y las 

castas que sumaban 4 050 000 personas, que 

representaban el 90% de la población total en la 

Nueva España, hizo prever la revolución de 

Independencia, si el gobierno de la metrópoli no 

adoptaba reformas sociales prontas y eficaces para 

remediar la situación de miseria de la inmensa 

mayoría de la población.  

  

De la revolución de independencia destacan dos 

importantes personalidades don Miguel Hidalgo y 

Costilla y don José María Morelos y Pavón, 

auténticos precursores de la reforma agraria 

mexicana. En efecto, el cura Hidalgo decretó la 

devolución de las tierras comunales a los pueblos 

de indios, la abolición de la esclavitud y de los 

tributos que pesaban sobre indios y castas. La 

historia patria consigna en sus mejores páginas 

todo un programa de reformas económico-

sociales, inspiradas en el avanzado pensamiento de 

reformador social, del gran constructor de nuestra 

nacionalidad don José María Morelos y Pavón.   

  

En efecto, los principios esenciales que forman el 

sistema agrario mexicano responden a estas 

orientaciones básicas:  

  

a) Reafirman la soberanía del Estado sobre su 

territorio.  

b) Ordenan se promueva una distribución 

equitativa de la riqueza pública y se cuide de su 

conservación.   

c) Mandan restituir a los pueblos indígenas sus 

tierras comunales, por elemental justicia.   

d) Combaten el latifundismo, ordenando el 

reparto de la tierra entre los campesinos 

necesitados, liberándolos de la servidumbre 

feudalista.  

                                                 
2 Aunque fue redactados en San Antonio Texas, fue fechado 

el 10 de noviembre, último día que estuvo preso Madero en 

San Luis Potosí.   
3 Si bien es cierto dicho Plan establecía una fecha, puede 

considerarse como fecha del inicio de la Revolución, con el 

ataque que hace la policía a la casa de los hermanos Aquiles, 

Máximo y Carmen Serdán Alatriste, el día 18 de Noviembre, 

quienes apoyaban a Madero y desde su casa se estaba 

e) Imponen al derecho de propiedad el carácter 

de función social, por cuanto debe producir en 

beneficio de la sociedad.  

f) Autorizan la expropiación de la propiedad 

privada por motivos de interés social y 

mediante indemnización.  

 

Un siglo después, el 5 de octubre de 2010, 

Francisco I. Madero lanza el “Plan de San Luis”2, 

el cual señalaba a las 6 de la tarde del 20 de 

noviembre de ese año para el levantamiento 

armado3, es decir, el movimiento revolucionario.  

El 7 de junio de 1911 Porfirio Díaz se ve obligado 

a abdicar y salir al Puerto de Veracruz, para 

dirigirse hacia Europa. Madero entra a la capital 

siendo aclamado presidente y en octubre de ese 

año se preparan las nuevas elecciones y el día 15 

de ese mes Francisco I. Madero resulta vencedor 

al lado de José María Pino Suárez, como 

vicepresidente.  

 

Las nuevas elecciones no fueron suficientes para 

apaciguar al país, por un lado, Emiliano Zapata, 

entre otros líderes campesino, no ven con buenos 

ojos la buena voluntad de Madero, por su escasa 

disposición de reivindicar las demandas 

campesinas de restitución de tierras, por lo que 

suscriben el “Plan de Ayala”, que buscaba la 

entrega de la tercera parte de los latifundios a los 

campesinos y la confiscación total de las tierras de 

los hacendados que se opusieran al plan.  

 

Uno de los primeros actos agrarios de reparto 

agrario fue encausado por Lucio Blanco, el 30 de 

agosto de 1913, habiendo tomado Matamoros, 

Tamaulipas, procedió a efectuar el mismo entre 

sus revolucionarios al entregar la hacienda de “Los 

Borregos”, propiedad de Félix Diaz4, este hecho 

histórico es reconocido como muy importante.  

  

gestando dicho movimiento, ante el conocimiento por parte 

de las autoridades policiacas de que se estaba realizando 

dicha organización, por medio de una orden de cateo, atacan 

la casa localizada en la calle de Santa Clara, en el centro de 

la ciudad de Puebla, en donde resultan muertos todos ellos, 

constituyéndose en los primeros mártires de la Revolución.   
4 Hay que recordar que Félix Díaz, era general que apoyo a 

Victoriano Huerta y suscribió el “Pacto de la Ciudadela”.  
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Posteriormente, en Aguascalientes se reunieron 

los cuatro jefes revolucionarios: Emiliano Zapata, 

Francisco Villa, Álvaro Obregón y Venustiano 

Carranza, aunque sus opiniones divididas respecto 

al orden político coincidieron en atender el 

problema Agrario, reunión a la que se le conoce 

como “La Convención de Aguascalientes”, la 

conclusión de los trabajos de dicha Convención, 

estos se concretaron, proponiendo la restitución de 

las tierras a los pueblos privados de éstas, la 

disolución de los latifundios, y la formación de la 

pequeña propiedad mediante leyes agrarias.  

  

Para el 6 de enero de 1915 se emite el decreto que 

fue encargado a Luis Cabrera5, abogado y político 

poblano, que desde la Cámara de Diputados, 

estableció la necesidad de reivindicar los reclamos 

campesinos, reconociendo que la política agraria 

que se había llevado hasta ese momento a una 

crisis en el campo y en nada había beneficiado a la 

clase campesina, por un lado, los pueblos habían 

perdido la mayor parte de sus tierras, bosques y 

aguas, por lo que disponía que era necesario 

restituirle a los pueblos de ejidos6 y fundos legales.  

  

No obstante esta reforma legislativa, al triunfo de 

la revolución constitucionalista, los sectores 

revolucionarios no se conformaron con la 

restauración de los principios liberales e 

individualistas de la Constitución del 5 de febrero 

de 1857, vigente en la época, sino que se proclamó 

la necesidad de reformas estructurales y 

dogmáticas que llevaron a la creación de una 

nueva Constitución que para su época fue 

vanguardista por contemplar los derechos sociales 

más importantes en protección al grupo más 

nutrido que conformo las fuerzas básicas 

revolucionarias, que fueron los obreros y le gente 

del campo. Es por ello, que se da una de las 

innovaciones más importantes contenidas en esta 

                                                 
5 Luis Cabrera Lobato, originario de Zacatlán, Puebla, el 17 

de julio de 1876, egresado de la Escuela Nacional 

Preparatoria y de la Escuela Nacional de Jurisprudencia, de 

donde fue catedrático y director, destacándose por sus ideas 

liberales y antirreeleccionistas, siendo colaborador del 

periódico “El Ahuizote”, en contra de Porfirio Diaz, 

apoyando la causa de Francisco I. Madero y posteriormente 

Constitución, el “Principio de la Función Social de 

la Propiedad”, que contempla como uno de sus 

elementos, “la propiedad originaria”, como lo 

podemos observar el texto aprobado del artículo 

27 constitucional.  

  

A partir de la expedición de la Ley Agraria de 

1915, se reestructuró la Comisión Nacional 

Agraria, que tuvo la tarea de instrumentar el 

proceso de reforma agraria e impulsar el reparto de 

la tierra. La vía para efectuar esta regulación fue a 

través de la emisión de numerosas circulares que 

continuaron emitiéndose, incluso después de la 

promulgación de la Constitución de 1917.  

  

El presidente Álvaro Obregón determinó que era 

necesario establecer de manera más general y 

precisa los diversos problemas que se enfrentaba 

el proceso de dotación y restitución de tierras, 

motivo por el cual el 30 de diciembre de 1920 

expidió la “Ley de Ejidos”, que recoge la 

experiencia derivada de las circulares, 

sistematizándolas para establecer un cuerpo 

jurídico que atendiera este proceso de 

transformación a la propiedad social.  

  

Por decreto del 22 de noviembre de 1921, se 

deroga la Ley de Ejidos y se faculta al Ejecutivo 

de la Unión para dictar disposiciones necesarias 

para reorganizar y reglamentar el funcionamiento 

de las autoridades agrarias, conforme a los 

lineamientos de la Ley Agraria del 6 de enero de 

1915. Este decreto tiene como punto relevante la 

creación de la “Procuraduría de Pueblos”7; de 

igual manera, este decreto estrechó la vinculación 

entre derecho agrario, la legislación agraria, la 

reforma agraria, la política agraria y la Revolución 

de 1910. Con ella permitió acelerar los procesos de 

restitución y dotación de tierras.  

  

como diputado, quien conformo el bloque reformador, quien 

tenía una visión clara del problema agrario.    
6 Existió un desatino en la exposición al señalar la necesidad 

de otorgar a los pueblos de ejidos, cuando en realidad, lo que 

requerían era las tierras de común repartimiento con que 

contaban los pueblos originarios y respetados desde la 

colonia. 
7 este es un antecedente de la actual Procuraduría Agraria.  
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El 23 de abril de 1927 el presidente Plutarco Elías 

Calles expidió la “Ley de Dotación y Restitución 

de Tierras y Aguas”, reglamentaria del artículo 27 

constitucional, conocida como Ley Bassols, 

derogando las leyes y reglamentos anteriores, así 

como todos los acuerdo y circulares de la 

Comisión Nacional Agraria. Esta ley pretendió 

perfeccionar los procedimientos del reparto 

llevados a cabo por las autoridades agrarias y 

corregir las deficiencias que se estaban observando 

con motivo de la diversidad de amparos 

concedidos en contra de las resoluciones agrarias 

de dotación ampliación y restitución de tierras, lo 

que estaba generando un gasto importante al 

gobierno federal, desalentando a los campesinos 

que buscaban ese beneficio.  

 

Para el 15 de enero de 1934, con base a las 

reformas al artículo 27 constitucional, se creó el 

Departamento Agrario, que sustituye a la 

Comisión Nacional Agraria y el 22 de marzo de 

1934, el presidente Abelardo L. Rodríguez 

promulgó el primer Código Agrario que tuvo la 

virtud de unificar las distintas disposiciones que en 

materia agraria se encontraban vigentes, 

incorporándolas en un solo cuerpo de ley, de tal 

manera que fueron superadas las disposiciones 

contenidas en la Ley de Dotación y restitución de 

Tierras y Aguas, del 21 de marzo de 1929; la Ley 

del Patrimonio ejidal del 25 de agosto de 1927; la 

Ley de Nuevos Centros de Población Agrícola del 

30 de agosto de 1932, entre otras.  

 

Después de diversas reformas que sufrió el Código 

Agrario de 1934 y aprovechando las experiencias 

que había significado el reparto vigoroso que se 

estaba realizando y las giras realizadas por Lázaro 

Cárdenas, promulga un nuevo Código Agrario el 

23 de septiembre de 1940. Este código no tuvo 

gran vigencia, pero mejora la técnica legislativa al 

ordenar en mejor forma los temas agrarios y la 

técnica jurídica en los procedimientos agrarios.  

 

Por decreto del 30 de diciembre de 1942, 

publicado el 27 de abril de 1943, el presidente 

                                                 
8 Resumen histórico proporcionado por el Doctor Georg 

Rubén Silesky Mata, de su libro “Las acciones en materia 

agraria. En edición por editorial Porrúa.  

Manuel Ávila Camacho expidió el tercer Código 

Agrario, que tuvo una vigencia de 29 años, el cual 

substancialmente repite las figuras jurídicas del 

código anterior, diferenciando las competencias 

del Departamento Agrario que sería el encargado 

de la administración agraria, como responsable 

como responsable de dirigir y ejecutar la política 

en la materia, y la Secretaria de Agricultura, como 

responsable de las actividades de la producción 

agropecuaria. Reiterando la supremacía del 

presidente de la República como máxima 

autoridad agraria. La vigencia del Código Agrario 

de 1942 comenzó en la presidencia de Manuel 

Ávila Camacho, continuó con Miguel Alemán, el 

periodo de Adolfo Ruiz Cortines, el de Adolfo 

López Mateos, hasta la presidencia de Gustavo 

Díaz Ordaz.  

 

Para el 16 de abril de 1971 se publica la Ley 

Federal de Reforma Agraria que estaba compuesta 

de siete libros, coincide con los temas importantes 

que conforman el problema agrario a decir: el 

ejido: organización económica del ejido; 

redistribución de la propiedad agraria; registro y 

planeación agraria; responsabilidades, y más de 20 

procedimientos agrarios para resolver las 

necesidades agrarias de los campesinos, ésta 

legislación constituyó  el último ordenamiento que 

contempló el reparto agrario8.  

 

El 26 de febrero de 1992, se realiza la 

transformación legislativa más importante de los 

últimos tiempos, la reforma constitucional al 

artículo 27 constitucional en materia agraria, se da 

por concluido la era del reparto agrario, para 

iniciar una nueva era del sector agrario, en donde 

la reforma constitucional se ve acompañada de su 

ley reglamentaria en esta materia, en donde 

fundamentalmente se le da personalidad jurídica a 

los núcleos de población y se regulan nuevas 

formas organizativas de producción y da las pautas 

a seguir para consolidar la autonomía de los 

núcleos agrarios y la transformación de la 

propiedad social, estableciéndose mecanismos 

para regularizar zonas urbanas, así como la 
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aportación de tierras a sociedades o la adquisición 

del dominio pleno de las parcelas, haciéndose 

patente la vigilancia del Estado en las asambleas 

generales de ejidatarios o comuneros a través de la 

Procuraduría Agraria, para garantizar los 

beneficios a sus integrantes. 

  

Esta nueva forma de ver la propiedad social hizo 

necesario la creación del primer órgano 

constitucional autónomo para resolver las 

controversias que surgieran por la aplicación de 

dicha ley, naciendo los Tribunales Agrarios. Los 

juicios agrarios fueron los instrumentos 

contemplados por la Ley Agraria para resolver 

todos los asuntos que surgieran por las 

controversias en la aplicación de esta ley. No 

obstante, las bondades de tener un solo 

procedimiento, se incurrió en el error de pensar 

contemplar un procedimiento ágil y sencillo, debía 

estar regulado en unos cuantos artículos, dejando 

un gran vacío jurídico, dejando en la supletoriedad 

del Código Federal de Procedimientos Civiles la 

reglamentación de muchas de las figuras jurídicas, 

lo que hizo más tardado el procedimiento, para las 

distintas interpretaciones que se le dio a sus 

preceptos legales.  

 

II. Estadística   
 

Ahora bien, los datos estadísticos proporcionados 

por la FAO9 los cuales son muy relevantes, de los 

que podemos observar que existe una estrecha 

relación entre marginación y ruralidad que se 

expresa en la magnitud y la intensidad de la 

pobreza extrema en zonas rurales. En México, 

poco más del 50% de la población en pobreza 

extrema habitan en localidades rurales y la tasa de 

pobreza extrema es notoriamente superior en 

zonas rurales (17.4%) que en zonas urbanas 

(4.4%). La pobreza extrema de los hogares rurales 

se expresa en diferentes rezagos: entre más 

pequeña es la localidad existe un mayor porcentaje 

de personas analfabetas; que no asisten a la 

escuela; que habitan viviendas con piso de tierra, 

sin energía eléctrica, que no tienen acceso al agua, 

                                                 
9 México Rural del siglo XXI. Organización de las Naciones 

Unidas para la Alimentación y la Agricultura FAO. Ciudad 

de México, 2018 

y que utilizan leña o carbón para cocinar (Inegi, 

1990-2010). A manera de ejemplo se tiene el 

acceso al agua de los hogares. En localidades 

rurales, 80.5% de los hogares tiene acceso al agua 

mientras que en localidades semiurbanas o urbanas 

el acceso es de 95.8%. Asimismo, sólo dos de cada 

tres hogares en zonas rurales tienen acceso a agua 

de forma diaria. Si bien el nivel de pobreza rural 

es alto, se observa una tendencia a la baja desde 

2010. En el periodo 2010-2016, la población en 

situación de pobreza extrema en localidades 

rurales disminuyó, al pasar de 26.5 a 17.4%, 

mientras que la población en situación de pobreza 

moderada prácticamente se mantuvo alrededor de 

40% (Coneval, 2017)”. 

 

Por otro lado, según datos del Registro Agrario 

Nacional10, en México existen 32,121 núcleos 

agrarios —29,728 son ejidos y 2,393, 

comunidades— propietarios de casi 100 millones 

de hectáreas, (alrededor del 51 %), al treinta y uno 

de diciembre dos mil dieciocho, 4´959,283 

mexicanos con calidad agraria, de los cuales 

1´013,998 son comuneros, 3´120,704 son 

ejidatarios, 135,610 avecindados y 688,971 son 

posesionarios reconocidos por la asamblea.   

 

Por su parte, a 27 años de que la justicia agraria en 

México sea impartida por un órgano constitucional 

autónomo, como son los Tribunales Agrarios, 

quienes atienden no solo a los ejidatarios y 

comuneros, sino también a sujetos particulares, ya 

sean personas físicas o morales, que tienen 

conflictos con ejidos y comunidades o ejidatarios 

y comuneros, así como a los familiares de los 

sujetos con calidad agraria, cuando está en disputa 

o comprometida la tierra social, de ahí que el 

número de justiciables a los que los Tribunales 

Agrarios sirven sea mucho mayor.  

 

Por otro lado, según el informe de labores de los 

25 años de los Tribunales Agrarios, en el Tribunal 

Superior Agrario estaban pendientes de resolución 

14 asuntos de acciones de dotación, ampliación y 

nuevos centros de población ejidal. Se 

http://www.fao.org/3/i9548es/I9548ES.pdf.  
10 http://www.ran.gob.mx/ran/index.php/sistemas-de-

consulta/estadistica-agraria  

http://www.fao.org/3/i9548es/I9548ES.pdf
http://www.fao.org/3/i9548es/I9548ES.pdf
http://www.ran.gob.mx/ran/index.php/sistemas-de-consulta/estadistica-agraria
http://www.ran.gob.mx/ran/index.php/sistemas-de-consulta/estadistica-agraria
http://www.ran.gob.mx/ran/index.php/sistemas-de-consulta/estadistica-agraria
http://www.ran.gob.mx/ran/index.php/sistemas-de-consulta/estadistica-agraria
http://www.ran.gob.mx/ran/index.php/sistemas-de-consulta/estadistica-agraria
http://www.ran.gob.mx/ran/index.php/sistemas-de-consulta/estadistica-agraria
http://www.ran.gob.mx/ran/index.php/sistemas-de-consulta/estadistica-agraria
http://www.ran.gob.mx/ran/index.php/sistemas-de-consulta/estadistica-agraria
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regularizaron los derechos de propiedad de poco 

más de 30 mil ejidos y comunidades, lo que 

evidenció una vez más que la propiedad ejidal y 

comunal está destinada mayoritariamente al uso 

común, con un 70 % de las tierras certificadas, un 

29 % como tierras parceladas y un 1 % como 

tierras para el asentamiento humano.  

 

De igual forma, de acuerdo al informe rendido por 

la entonces magistrada presidente del Tribunal 

Superior Agrario, en relación al ejercicio 2018, el 

Tribunal Superior Agrario recibió 880 asuntos; por 

su parte, la carga de trabajo atendida por los 

tribunales unitarios agrarios fue de 101,293 

expedientes. Un trabajo importante que han 

realizado estos órganos jurisdiccionales con 

mucho éxito son los programas de justicia 

itinerante en donde se le da cercanía, en este 

sentido, durante el mismo año 2018 se realizaron 

202 itinerancias en 3,130 poblados de 1,097 

municipios, celebrándose 14,862 audiencias, por 

lo que desde el año del 2007 al 2018 se han 

realizado 1,671 itinerancias en 19,891 poblados de 

7,564 municipios, habiéndose celebrado 109,774 

audiencias11.  

 

III. Necesidad de contar con un Código Agrario 
 

Nuevamente, a dos siglos de la independencia, a 

más de un siglo de que iniciara el movimiento 

revolucionario, nos encontramos en una época 

revolucionaria, tanto en lo social, como en lo 

político e internacional, las herramientas que ahora 

utilizamos para comunicarnos son distintas ya que 

los medios electrónicos y el internet han 

sofisticado nuestra interacción, haciendo que la 

información fluya de manera vertiginosa, estos 

cambios que se producen en el mundo no están al 

margen de la esfera del derecho, con las reformas 

constitucionales de junio de 2011 en materia de 

derechos humanos, se busca garantizar el respeto 

a esos derechos, la última reforma del 9 de agosto 

del año 2019, que reconoce los pueblos 

afromexicanos; la Convención 169 de la 

Organización Internacional del Trabajo sobre los 

                                                 
11 

https://www.tribunalesagrarios.gob.mx/ta/docs/informes/inf

orme_2018r2.pdf  

pueblos indígenas y tribales; y demás tratados de 

los que México es parte, nos conminan a ser una 

sociedad incluyente, equitativa y justa.  

 

Sin embargo, pese a todo ello, en este preciso 

momento histórico, en materia agraria no vemos 

reflejada toda esa evolución a la que se encamina 

nuestro país, pues nuestros campesinos siguen 

apareciendo en las estadísticas como la clase social 

más empobrecida, carente de servicios, de vías de 

comunicación, que los alejan y apartan del acceso 

a la educación, preparación para enfrentarse a la 

rapidez con que se mueve y transforma el país, 

todo ello siguen siendo factores determinantes que 

los reducen a formar parte de grupos vulnerables, 

por su color de piel, idioma, género, edad, 

capacidades diferentes, preferencia sexual; y es 

precisamente a esta realidad a la que tenemos que 

responder, es momento de que la justicia agraria 

sea prioridad, nuestros justiciables deben ser 

atendidos con dignidad, deben ser escuchados por 

tribunales especializados en la materia agraria, que 

prevean los mecanismos para la impartición de 

justicia y se les garantice el acceso efectivo a esta, 

para ello, impera la necesidad de que se cuente con 

un Código más claro que regule los 

procedimientos a que se someten aquellos que 

trabajan y poseen más de la mitad del territorio del 

país.  

 

Ahora bien, la normatividad sustantiva agraria no 

se ha visto reformada substancialmente, obligando 

a los Tribunales Agrarios a aplicar los escasos 

artículos del Título Décimo de la Ley Agraria con 

la supletoriedad del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, el cual por su rigidez, no 

permite que el desarrollo de los procedimientos 

sean ágiles para hacer efectiva una justicia pronta 

y expedita, más aún si contamos que las sentencias 

de los Tribunales Agrarios son revisadas por los 

Tribunales Colegiados de Circuito, por la 

interposición de los juicios de amparo directo que 

se presentan en contra de sus fallos, y los 

integrantes de dichos órganos de justicia, por su 

formación, son menos sensibles a la problemática 
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agraria y más formalistas, lo que provoca un 

retraso en la definitividad de las sentencias que se 

emiten en los juicios agrarios. En adición a lo 

anterior, la última reforma a las disposiciones 

sustantivas de la Ley Agraria fue del 27 de marzo 

de 2017, sin que ninguna modificación a dicho 

ordenamiento jurídico haya tenido una 

importancia vital para el mejor desarrollo del 

juicio agrario, lo que constituye un reclamo por 

parte de los justiciables, que son los campesinos de 

México.  

 

Uno de los efectos negativos de la sencillez del 

articulado de la actual Ley Agraria, es que la 

deficiente regulación, da a los que se encargan de 

aplicar la norma, un panorama muy holgado para 

su interpretación, pesándose que la escasez de 

preceptos legales que regulen el procedimiento 

agrario lo hace más sencillo, sin embargo no es así, 

por el contrario, lo hace más obscuro, 

encontrándose verdaderas lagunas que ni la 

supletoriedad del Código Federal de 

Procedimientos Civiles lo resuelve, es por ello que 

se requiere de normas más completas y precisas 

que rijan todas figuras jurídicas procesales que 

sean aplicables en materia agraria.  

 

Es por ello que se propone realizar una reforma 

estructural a las norma sustantiva de la Ley 

Agraria, no solo la reforma de algunos preceptos 

legales que pudieran dar una mejora, se trata de 

verdaderamente de un Código Procesal Agrario 

que contemple toda la actividad jurisdiccional, 

para que los funcionarios de los Tribunales 

Agrarios, de la Procuraduría Agraria los abogados 

postulantes e incluso los campesinos, sepan con 

precisión sus derechos procesales y no dejarlos a 

la interpretación de los estudiosos del derecho.  

 

En este sentido, después de un análisis exhaustivo 

de diversas normas procesales de otros órdenes 

jurídicos, tanto de la Federación y los estados, se 

tiene este resultado, que seguramente con la 

discusión en comisiones, podrá ser mejorado para 

el beneficio de los justiciables.   

IV. Contenido del proyecto de Código Procesal 

Agrario 
 

El proyecto de Código está compuesto por cinco 

títulos, el primero que contempla disposiciones 

generales aplicables a todos los procedimientos 

agrarios; el segundo, todo lo relativo al 

procedimiento que se debe seguir en el juicio 

agrario; el tercero, de los medios alternativo de 

solución de controversias; el cuarto del 

procedimiento no contencioso; y el último, de los 

procedimientos especiales.  

 

Ahora bien, en el Título Primero se establecen las 

reglas fundamentales y los principios que deben 

ser respetados por todas las instituciones agrarias, 

reconociéndose el derecho de los pueblos y 

comunidades indígenas a tener sus propias normas 

para la solución de las controversias, el derecho 

que tienen sus integrantes de contar en todo 

momento con un traductor que conozca su lengua 

y especificidades culturales; de igual manera se 

rescata que recientemente se reconoció, la 

condición de que la nación mexicana también está 

conformada por pueblos afromexicanos; sin que se 

pierda de vista que en todos los procedimientos en 

que participen grupos vulnerables, se deben 

observar sus derechos bajo el principio de justicia 

distributiva.  

 

De igual forma se fijan las formalidades que deben 

prevalecer en todos los procedimientos agrarios, 

así como los lineamientos de las actuaciones de las 

autoridades agrarias, de tal manera que la claridad 

de estos formalismos, le dará seguridad jurídica, 

porque se estará respetando las formalidades 

esenciales del procedimiento, como una de los 

derechos fundamentales más importantes para la 

seguridad jurídica de los campesinos de México. 

En este sentido, se reitera la oralidad como un 

principio de actuación de los Tribunales Agrarios, 

el derecho de las personas que se auto adscriban 

como indígenas y personas vulnerables que no 

hablan, el derecho que tienen de ser asistidos de un 

traductor, entre otras formalidades; por otro lado, 

para hacer efectivo el orden con que debe actuar 

los integrantes de los Tribunales Agrarios, los 

mecanismos con que pueden contar para hacer 
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cumplir sus determinaciones y el respeto que se les 

debe guardar como autoridad jurisdiccional, se 

establecen las medidas de apremio y correcciones 

disciplinarias que pueden ser aplicadas.  

 

También es importante delimitar la jurisdicción 

agraria para conocer el ámbito de actuación de los 

Tribunales Agrarios. Como uno de los elementos 

novedosos de este Código es la jurisdicción 

concurrente en asuntos planteados por particulares 

en que se encuentre en controversia la tenencia de 

tierras de carácter agropecuario, que se surta tanto 

a la jurisdicción común, como a los Tribunales 

Agrarios y la forma como deben ser resueltos los 

conflictos de competencia; de esta manera también 

debe delimitarse cuales son los impedimentos que 

tienen fundamentalmente los magistrados agrarios 

y la forma como deben excusarse de conocer algún 

asunto; o en su caso, el procedimiento de 

recusación, si el servidor público no lo hizo.  

 

Para delimitar la temporalidad de las actuaciones 

judiciales, se establece un capítulo sobre los 

términos y plazos, dejando claro que solo con esta 

precisión, se garantiza el acceso de las partes a la 

justicia, porque sabrán con exactitud los días y 

horas en que los Tribunales Agrarios podrán 

atender sus peticiones y en qué momento podrán 

presentar promociones.   

 

Un capítulo importante es el de medios de 

comunicación procesal para poder identificar 

como se comunican entre autoridades judiciales; 

como es la comunicación entre las autoridades 

judiciales con autoridades administrativas y la 

comunicación de la autoridad judicial con los 

particulares; sobre el particular, el proyecto que se 

presenta hace las precisiones entre notificaciones 

por lista y cuál debe ser su contenido; las 

notificaciones personales en el domicilio procesal, 

que como obligación de las partes al señalar un 

domicilio en donde se encuentre la sede el tribunal 

agrario; las notificaciones personales en su 

domicilio personal, que en el caso son los 

emplazamientos y citaciones a terceros, 

determinándose cuáles son sus efectos; la forma y 

términos en cómo deben ser publicados los edictos 

y el caso en que proceden; por último, los oficios 

que constituyen el medio de comunicación con una 

autoridad administrativa.  

 

En el presente proyecto cobra importancia la 

delimitación de quienes son las partes en un juicio 

agrario y cuáles son sus obligaciones dentro del 

proceso; quién es un tercero interesado y cuál es su 

participación en el procedimiento judicial agrario; 

en qué consiste el interés jurídico, para poder saber 

el carácter con que participa en el proceso; la 

capacidad, para fijar los términos de la actuación 

de los núcleos agrarios, los menores e incapaces y 

su representación. De igual manera es importante 

establecer las reglas de la sustitución procesal, que 

como lenguaje jurídico procesal es poco utilizado 

por los participantes en el proceso, en donde 

claramente se reconoce que esta figura procesal de 

da por disposición de la ley; por disposición de una 

de las partes; y, por fallecimiento de una de ellas.  

 

De igual manera, se reglamenta las causas de 

suspensión, interrupción y caducidad del proceso; 

haciéndose la precisión, de la primer figura 

procesal es distinta a las causas de suspensión de 

la audiencia; las causas de interrupción de proceso, 

que también son distintas a la de la suspensión de 

proceso y lo relativo a la caducidad procesal, que 

implica la extinción del mismo; todas estas figuras 

procesales, al estar contempladas en este Código 

dan claridad en los lineamientos a seguir, por 

ejemplo en caso del fallecimiento de una de las 

partes y cuál es la determinación que debe tomar 

el tribunal agrario, sin que estas acepciones 

implique un retraso en los juicios agrarios, sino 

que son disposiciones procesales para garantizar, 

el equilibrio procesal, el derecho de audiencia y la 

definitividad de los procesos como factor de la 

seguridad jurídica.   

 

El proyecto que se presenta es más preciso sobre 

las diligencias precautorias y suspensión de actos 

de autoridad, comparativamente con las 

disposiciones contenidas en la Ley Agraria, 

evitando así la supletoriedad del Código Federal 

de Procedimientos Civiles, adecuándose a la 

realidad de los campesinos. De igual forma se 

regula lo relativo a los incidentes que se presenta 

en los juicios agrarios para hacerlos ágiles, dado 
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que la omisión de no regularlos con anterioridad 

provocaba confusión en la forma de actuar de los 

tribunales. Por último, se define los lineamientos 

para la acumulación de actuaciones y la 

determinación de conexidad, las cuales evitan 

emitir sentencias contradictorias en casos 

análogos.  

 

Por su parte, el Título Segundo relativo al juicio 

agrario, desarrolla todo el procedimiento, 

definiendo que son las acciones, cuales son éstas, 

sus reglas generales, detallando en qué consisten 

las acciones de condena, declarativas y 

constitutivas, retomando las acciones precautorias, 

relacionadas a las medidas que se deben adoptar 

sobre ellas, la acumulación de las acciones, 

estableciendo quienes son las personas facultadas 

para ejercerlas y la distinción entre las acciones 

principales y accesorias. De igual manera, se hacer 

la definición de lo que son las excepciones y como 

operan. Mas adelante, se expone como debe ser 

presentada una demanda, los requisitos que deben 

tener, el plazo mínimo en que debe realizarse el 

emplazamiento para garantizar la debida defensa 

de la parte demandada; de igual forma se hace el 

anuncio de los requisitos que debe contener la 

contestación de demanda.  

 

Posteriormente se detalla los pasos que debe 

adoptar el tribunal agrario en la audiencia de ley, 

manteniendo el principio de oralidad e 

inmediación procesal, estableciéndose los 

aspectos generales de la audiencia, 

independientemente de las formalidades que debe 

tener dicha actuación que se señaló en capítulos 

anteriores; las causas de suspensión de esta, y la 

forma como debe ser desarrollada dicha actuación, 

fijándose las diversas hipótesis que puedan 

presentarse. De los elementos a resaltarse son la 

protección del equilibrio procesal, tanto en la 

asistencia jurídica, como el contar con traductor en 

caso de los campesinos monoparlantes que hablan 

una lengua indígena, así como de las personas 

vulnerables con discapacidad que no pueden 

hablar; de igual forma, se establece la 

obligatoriedad del magistrado para exhortar a la 

conciliación de las partes, como un medio 

alternativo de la solución de la controversia, en 

donde forme parte activa de la misma, 

estableciéndose que el convenio debe resolver de 

fondo el asunto y las cláusulas del convenio deben 

estar apegadas a derecho; en el caso de que no 

pueda resolverse el asunto mediante la 

conciliación, se abra la etapa contenciosa del 

juicio; de igual manera, se realiza una descripción 

de la ruta que debe seguirse a partir de la 

ratificación de la demanda hasta la citación para 

sentencia.  

 

Uno de los objetivos importantes de este proyecto 

es precisamente buscar que los procedimientos 

agrarios sean ágiles, por lo que se integra un 

capítulo de pruebas muy detallado, evitando la 

supletoriedad del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, que como sabemos es 

rígido, por lo que el desarrollo del procedimiento 

agrario lo hacía lento, de tal manera que éste 

capítulo dividido en secciones, da esa prontitud; en 

éstos  se enumera los medios de prueba, no de 

forma limitativa, solo enunciativa, se establecen 

las reglas generales de éstas, tomando importancia 

la facultad del magistrado el desecha pruebas 

inconducentes a la litis.  

 

Sobre los medios de pruebas previstos en el 

proyecto, se fija la libertad de preguntas entre las 

partes al señalarse como un medio de prueba la 

declaración de parte, a diferencia de la prueba 

confesional que prevé el código sustantivo civil; 

por otro lado, se describe las pruebas 

documentales públicas y privadas; de igual forma, 

se regula la prueba pericial, la cual constituye 

precisamente una piedra angular de los juicios 

agrarios, pero que provoca tardanza en el proceso, 

por lo que el proyecto presentado reglamenta de 

manera clara la mejor forma de desahogar la 

probanza, eliminando los obstáculos que la hacían 

retardada, determinando las responsabilidad del 

magistrado agrario de estar pendiente de su 

desahogo para obtener el mejor resultado, sin 

limitar el derecho de las partes para intervenir en 

ella; por otro lado, se reglamenta la prueba 

testimonial estableciendo la responsabilidad que 

tienen al intervenir en el proceso, y reglamentando 

los casos en que los testigos no puedan presentarse 

o en su caso, no hablen el español; de igual 
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manera, se da las pautas a seguir para el desahogo 

de la prueba de inspección judicial, lo que 

constituye la prueba presuncional, admitiéndose 

los medios probatorios aportados por la ciencia; 

por último se establece una sección relativa al 

sistema de valoración de pruebas, que es el de libre 

apreciación, el cual permite una justicia pronta, sin 

rigorismos que limiten la actuación del juzgador.  

 

En este sentido, se establece un capítulo sobre la 

sentencia para delimitar la temporalidad en que se 

debe dictar, se regula el único medio de 

impugnación que es el recurso de revisión, 

ampliándose la competencia del Tribunal Superior 

Agrario para el efecto de que conozca mediante 

este medio de impugnación de los recursos que se 

interpongan en contra de las sentencias que afecten 

los intereses colectivos del núcleo agrario, lo cual 

es conveniente dado que al ser un órgano 

especializado, a diferencia de los Tribunales 

Colegiados, permite que la justicia agraria sea 

impartida bajo la perspectiva social; por último, se 

reglamenta lo relativo a la ejecución de las 

sentencia como una obligación de los órganos 

jurisdiccionales para hacerlas cumplir, sin que se 

deje de lado la posibilidad de que los fallos sean 

cumplidos voluntariamente o a través de un 

avenimiento, e incluso, un cumplimiento sustituto.  

 

Este proyecto de Código contiene dentro del Título 

Tercero lo relativo a los medios alternativos de 

solución de conflictos, como son la conciliación, 

en donde se reconoce la intervención de la 

Procuraduría Agraria como órgano conciliador, 

reconociéndose igualmente la posibilidad de la 

solución de conflictos al interior de los núcleos 

agrarios, conforme a su reglamento interno o 

estatuto comunal;  se regula la mediación en donde 

también los representantes ejidales o comunales 

juegan un papel importante; de igual manera se 

reglamente el arbitraje que en gran medida recae 

en la responsabilidad de la Procuraduría Agraria, 

como órgano de procuración de justicia en esta 

materia, cuyos laudos podrán ser homologados a 

sentencia ejecutoriada ante el Tribunal Agrario.  

 

Por su parte, el Título Cuarto contempla el 

procedimiento de jurisdicción voluntaria, medio 

que ha sido muy eficaz para declarar los derechos 

sucesorios cuando no existe controversia en esta 

materia, siendo muy ágil este procedimiento para 

la transmisión de los derechos por causa de 

muerte, o cualquier otro asunto no litigioso que 

requiera una declaración del Tribunal Agrario, 

cuyas resoluciones, al no causar estado, pueden ser 

combatidas por medio del mismo juicio agrario.  

 

Al final de este proyecto se contempla como Título 

Quinto lo relativo a los procedimientos especiales, 

destacándose lo relativo a la validación de 

contratos relativos al uso y ocupación superficial 

de tierras ejidales o comunales para las industrias 

de hidrocarburos y energía eléctrica, la 

calificación de convenios conciliatorio y la venta 

de derechos agrarios por sucesión, procedimientos 

que no estaban contemplados en la Ley agraria, 

pero que hacen necesaria su regulación por la 

actualidad con la que se presentan.  

 

Por lo anteriormente expuesto someto a 

consideración de esta soberanía la siguiente 

iniciativa con proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE DEROGAN LOS 

ARTÍCULOS QUE VAN DEL 163 AL 200 Y 

QUE COMPONEN EL TÍTULO DÉCIMO DE 

LA LEY AGRARIA, REGLAMENTARIA 

DEL ARTÍCULO 27 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS Y SE EXPIDE EL CÓDIGO 

PROCESAL AGRARIO  
 

Artículo primero. Se derogan los artículos que 

van del 163 al 200 de la Ley Agraria para quedar 

como sigue: 

 

Ley Agraria 

 

Art.  163 al 200 se derogan.  

 

Artículo Segundo. Se expide el Código Procesal 

Agrario en los siguientes términos: 

 

TÍTULO PRIMERO 

Disposiciones Generales 
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Capítulo I 

Reglas fundamentales 

 

Artículo 1°. - Este Código es reglamentario de la 

fracción XIX del artículo 27 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 

otorga a los Tribunales Agrarios plena autonomía 

y jurisdicción para que impartan y administren 

justicia en materia agraria, con la finalidad de 

garantizar la seguridad jurídica en la tenencia de la 

tierra ejidal, comunal y de la pequeña propiedad. 

 

Son juicios agrarios los que tienen por objeto 

sustanciar, dirimir y resolver las controversias que 

se susciten con motivo de la aplicación de las 

disposiciones contenidas en la Ley Agraria y otras 

leyes, cuando los actos que se realicen sean de 

naturaleza agraria. 

 

Artículo 2º.- Los juicios que se promuevan ante 

los Tribunales Agrarios, se regirán por las 

disposiciones de esta ley, sin perjuicio de lo 

dispuesto por los tratados internacionales de que 

México sea parte. Su servicio será gratuito por lo 

que quedan prohibidas las costas judiciales.  

 

A falta de disposición expresa se aplicará 

supletoriamente el Código Federal de 

Procedimientos Civiles, siempre que la 

disposición de este último ordenamiento no 

contravenga las que regulan el juicio agrario que 

establece esta ley.  

 

Los particulares a fin de resolver sus controversias 

podrán elegir los medios alternativos a que se 

refiere esta ley.  

 

Artículo 3º.- Para los efectos de esta ley se 

entiende por:  

 

I. Actos de naturaleza agraria. Aquellos que 

constituyan, alteren, modifiquen, transmitan o 

extingan un derecho o una obligación en favor o  

en contra de los sujetos agrarios, en términos de lo 

dispuesto por la Ley Agraria o sus reglamentos;  

II. Autoridades agrarias. Aquellas que realicen 

actos que constituyan, alteren, modifiquen o 

extingan derechos o determinen la existencia de 

obligaciones, respecto de los sujetos agrarios y sus 

bienes, protegidos por el régimen jurídico agrario.  

III. Bienes agrarios. Las tierras, bosques y 

aguas que han sido dotados a los núcleos ejidales 

o comunales o que hubieren adquirido por 

cualquier otro título y hayan sido incorporadas al 

régimen jurídico ejidal o comunal. 

IV. Régimen jurídico agrario. El conjunto de 

leyes, reglamentos y demás ordenamientos que 

regulan los bienes, derechos y obligaciones de los 

sujetos señalados en la fracción V, así como las 

que regulan la impartición de la justicia agraria.  

V. Sujetos agrarios:  

a. Los ejidatarios y sus sucesores, así como los 

aspirantes a serlo; 

b. Los comuneros y sus sucesores, así como los 

aspirantes a serlo;  

c. Los avecindados en la zona urbana del 

poblado;  

d. Los poseedores de parcelas;  

e. Los posesionarios de tierras del núcleo 

agrario;  

f. Los colonos;  

g. Los poseedores de terrenos nacionales; 

h. Los pequeños propietarios y los poseedores 

de terrenos de propiedad privada;  

i. Los jornaleros agrícolas, los terceristas y los 

aparceros y, en general, todos los que se 

encuentren vinculados por un contrato de 

aprovechamiento de tierras ejidales o 

comunales;  

j. Los núcleos de población ejidal;  

k. Los núcleos de población comunal;  

l. Las colonias agrícolas, ganaderas y 

agropecuarias;  

m. Las sociedades agrarias y las propietarias de 

tierras agrícolas,  

ganaderas o forestales, a las que se refiere la 

Ley Federal Agraria; y 

n. Las entidades o individuos que pertenecen al 

régimen jurídico agrario, conforme a la Ley 

Federal Agraria y los reglamentos que deriven 

de ésta.  

VI. Tribunales Agrarios. - Los Tribunales 

Unitarios Agrarios y el Tribunal Superior Agrario. 

VII. Grupos vulnerables. - Persona o grupo 

que, por sus características de desventaja por edad, 

sexo, estado civil; nivel educativo, origen étnico, 
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situación o condición física y/o mental; requieren 

de un esfuerzo adicional para incorporarse al 

desarrollo y a la convivencia. Los grupos 

vulnerables son aquellos grupos que por sus 

condiciones sociales, económicas, culturales o 

psicológicas pueden sufrir maltratos contra sus 

derechos humanos. Dentro de este grupo se 

encuentran insertas las personas de la tercera edad, 

personas con discapacidades, mujeres, niños, 

pueblos indígenas, personas con enfermedades 

mentales, personas con VIH/SIDA, trabajadores 

migrantes, minorías sexuales y personas 

detenidas.  

 

Capítulo II 

Principios 

 

Artículo 4°.–  El tribunal está obligado a observar 

y a vigilar que se respeten los principios 

contenidos en esta ley y todos aquellos que rigen 

en materia procesal, poniendo especial énfasis en 

la suplencia de la queja y búsqueda de la verdad 

material sobre la formal. 

 

Para hacer efectiva la igualdad entre las partes se 

aplicarán el principio de justicia distributiva y de 

igualdad de armas que significa buscar un 

equilibrio entre los contendientes, siempre y 

cuando se encuentren en una notoria 

diferenciación, ya sea por un estado de 

desigualdad económica o de otra índole que haga 

nugatorio el ejercicio eficaz de los derechos 

procesales del justiciable. 

 

Artículo 5°.- Esta ley es igual para todos; por lo 

tanto, la mujer y el hombre son iguales ante la ley. 

Cuando el empleo gramatical de los términos 

refiera a un género, se entenderán comprendidos 

ambos, para todos los efectos legales.  

 

Artículo 6°.- Se reconoce el derecho de los 

pueblos y comunidades indígenas, así como de los 

pueblos afro-mexicanos, de aplicar sus propios 

sistemas normativos en la regulación y solución de 

sus conflictos internos, conforme a lo dispuesto 

por el artículo 2° constitucional, las disposiciones 

contenidas en esta ley y los estatutos comunales.  

 

En los procedimientos en que intervengan 

indígenas o integrantes de grupos vulnerables, el 

Estado en todo caso los proveerá de asesoría 

jurídica gratuita y en su caso técnica, así como de 

intérpretes que tengan conocimiento de su lengua, 

cultura y costumbres. 

 

Artículo 7°.- Los Tribunales Agrarios, en su 

función jurisdiccional garantizarán el acceso a la 

justicia pronta, completa, gratuita, imparcial y 

honesta, acorde a los principios contenidos en los 

artículos 17 y 27 fracción XIX de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Artículo 8°.- Los Tribunales Agrarios, realizarán 

jornadas de justicia itinerante, para garantizar el 

acceso a la justicia de ejidos, comunidades y sus 

integrantes, preferentemente en los ejidos y 

comunidades que pertenecen a pueblos indígenas 

que habitan en zonas remotas. 

 

Capítulo III 

De las formalidades y actuaciones 

 

Artículo 9.- Los Tribunales Agrarios dejarán 

constancia en autos de todas sus actuaciones, en 

las cuales deberán intervenir el magistrado y el 

secretario de acuerdos, autorizando este último 

con su firma las actuaciones.  

 

Artículo 10.- Las promociones de las partes y 

terceros, así como los informes y comunicaciones 

de las autoridades, deberán presentarse por escrito 

en idioma español, sin abreviaturas y contener la 

firma autógrafa del promovente.  

 

En las actuaciones judiciales y en los escritos, las 

fechas y cantidades se escribirán con letra y los 

artículos con su número. En las diligencias y 

resoluciones judiciales no se emplearán 

abreviaturas, ni se rasparán las frases equivocadas, 

sobre las que sólo se pondrá una línea delgada que 

permita su lectura, salvándose al fin con toda 

claridad y precisión el error cometido. 

 

Artículo 11.- En el caso de las promociones que 

presenten los pueblos o comunidades indígenas o 

los indígenas en lo individual, en su lengua, 
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dialecto o idioma, no necesitarán acompañarse de 

su traducción al español. El Tribunal Agrario las 

traducirá de oficio, con cargo a su presupuesto.  

 

Las partes o sus asesores jurídicos podrán 

presentar y suscribir promociones por medios 

electrónicos, mediante la firma electrónica o algún 

otro componente que conforme a los avances de la 

tecnología resulte más apropiado. Para tal efecto, 

deberán manifestar ante el tribunal su voluntad y 

cumplir con los requisitos de encriptación que 

establezcan las leyes o las disposiciones 

reglamentarias que para tal fin emita el Tribunal 

Superior Agrario. 

 

Artículo 12.- Para cada asunto se formará un 

expediente con los documentos relativos al 

mismo, que podrá ser consultado por cualquier 

persona que esté acreditada legalmente para ello; 

todas las actuaciones serán autorizadas por el 

magistrado del tribunal y el secretario de acuerdos, 

teniendo derecho los interesados de firmar o 

estampar su huella dactilar, si así lo desean, en las 

actas de audiencia correspondientes.  

 

El tribunal, en su primer auto, solicitará a las 

partes autorización para hacer públicos sus 

nombres en caso de consultas previstas por la Ley 

Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental.  

 

Artículo 13.- Las partes, en cualquier etapa del 

procedimiento, podrán solicitar la expedición de 

copias simples de expedientes en que sean parte, 

sin sujeción a formalidad alguna, las que serán 

expedidas a su costa, sin mayor trámite que dejar 

razón en autos; el mismo trámite deberá cumplirse 

para obtener imágenes fotográficas de alguna 

actuación judicial.  

 

Lo mismo se observará cuando soliciten copias 

certificadas, en cuyo caso el secretario que las 

autorice, bajo su más estricta responsabilidad, 

asentará razón en el expediente de la expedición y 

en la copia misma de que se trata, que es total o 

parcial y en el último caso, anotará el estado que 

guarda el procedimiento.  

Quien solicite una copia certificada parcial de 

actuaciones, se le deberá dar vista a su contraria 

para que adicione las que estime conducentes; y en 

el caso de que la emplee en forma maliciosa o 

indebida será sancionado por la autoridad, una vez 

que ésta tenga conocimiento, con una multa de 

cien unidades de medida y actualización UMA`s, 

sin perjuicio de las responsabilidades civiles o 

penales que le resulten. 

 

Artículo 14.- Los documentos fundatorios de la 

acción o de la excepción, podrán devolverse a 

quien los presentó si éste no fue declarado nulo, 

una vez concluido el juicio. 

 

Artículo 15.- Los documentos y objetos 

presentados por las partes les serán devueltos sólo 

si así lo solicitan, tomándose razón de ello en el 

expediente, previa copia certificada que de los 

mismos se agregue a los autos.  

 

Si la parte contraria manifestare su oposición a la 

devolución de las constancias, el tribunal resolverá 

de plano y, en su caso, negará la devolución hasta 

la solución definitiva del asunto.  

 

Artículo 16.- No se entregarán los autos a las 

partes en confianza. La frase "dar vista" significa 

dejar los autos en la secretaría, para que las partes 

se enteren de los mismos, sin que por ningún 

motivo puedan entregárseles, ni ellas retirarlos del 

tribunal.  

 

Artículo 17.- Para la facilidad y rapidez en el 

despacho, los emplazamientos, citatorios, órdenes, 

actas y demás documentos necesarios, se 

extenderán de preferencia en formatos impresos 

que tendrán los espacios que su objeto requiera y 

los cuales se llenarán haciendo constar en breve 

extracto claro y legible, lo indispensable para la 

exactitud y precisión del documento.  

 

Artículo 18.- Las audiencias se desarrollarán de 

forma oral, pudiendo auxiliarse las partes con 

documentos o con cualquier otro medio. En la 

práctica de las actuaciones procesales se utilizarán 

los medios técnicos disponibles que permitan 

darle mayor agilidad, exactitud y autenticidad a las 
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mismas, sin perjuicio de conservar registro de lo 

acontecido. 

 

De igual forma, la audiencia podrá ser 

videograbada, para lo cual el secretario de 

acuerdos dará fe de dicha circunstancia, haciendo 

constar el tiempo de duración de dicha grabación, 

quedando bajo resguardo de la misma secretaria el 

medio dactilar en que se guarde, para que pueda 

ser consultada por las partes si así lo desean; de 

igual manera, las partes podrán solicitar una copia 

dactilar, a su costa, de dicha audiencia, previa 

conformidad de su contraria.  

 

Cualquier otra grabación que sea tomada de la 

audiencia sin la previa autorización por el 

magistrado, carecerá de efecto jurídico alguno, 

para lo cual el secretario de acuerdo vigilará que 

personas ajenas no tomen imágenes o audios de las 

personas que participan en las audiencias, para el 

efecto de proteger su privacidad, conforme al 

artículo 6o., Base A y 16, segundo párrafo, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de protección de datos 

personales en posesión de sujetos obligados y  6º 

de su ley reglamentaria. 

 

Artículo 19.- Las personas serán interrogadas en 

idioma español, cuando las personas no hablen o 

no entiendan el idioma español, deberá proveerse 

traductor o intérprete, y se les permitirá hacer uso 

de su propia lengua o idioma, al igual que las 

personas que tengan algún impedimento para 

darse a entender. En el caso de que las partes no 

hablen o entiendan el idioma español, deberán ser 

asistidos por traductor o intérprete, el cual podrá 

ser nombrado por el propio interesado dentro de 

las personas de su confianza, por su cuenta. 

 

Si se trata de una persona con algún tipo de 

discapacidad, tiene derecho a que se le facilite un 

intérprete o aquellos medios tecnológicos que le 

permitan obtener de forma comprensible la 

información solicitada o, a falta de éstos, a alguien 

que sepa comunicarse con ella. En los actos de 

comunicación, los Tribunales Agrarios deberán 

tener certeza de que la persona con discapacidad 

ha sido informada de las decisiones judiciales que 

deba conocer y de que comprende su alcance. Para 

ello deberá utilizarse el medio que, según el caso, 

garantice que tal comprensión exista. 

 

Artículo 20.- El órgano jurisdiccional celebrará 

las audiencias en la sala que corresponda, excepto 

si ello puede provocar una grave alteración del 

orden público, no garantiza la defensa de alguno 

de los intereses comprometidos en el 

procedimiento u obstaculiza seriamente su 

realización, en cuyo caso se celebrarán en el lugar 

que para tal efecto designe el magistrado y bajo las 

medidas de seguridad que éste determine, de 

conformidad con lo que establezca la legislación 

aplicable. 

 

Artículo 21.- Previo a cualquier audiencia, se 

llevará a cabo la identificación de toda persona que 

vaya a declarar, para lo cual, se le informará de las 

sanciones penales que la ley establece a los que se 

conducen con falsedad, se nieguen a declarar o a 

otorgar la protesta de ley; acto seguido se le 

tomará protesta de decir verdad y se procederá a 

tomar sus generales, como son su nombre, 

apellidos, edad, domicilio, grado de estudios y 

ocupación. Dicho registro lo llevará a cabo el 

personal auxiliar de la sala, dejando constancia de 

la manifestación expresa de la voluntad del 

declarante de hacer públicos, o no, sus datos 

personales. 

 

Artículo 22.-Los usos, costumbres y 

especificidades culturales de los pueblos, 

comunidades indígenas y poblaciones afro 

mexicanas serán observados en los términos del 

artículo 2º de la Constitución Política. 

 

Artículo 23.- El tribunal podrá ordenar de oficio o 

a petición de parte y hasta antes de dictar 

sentencia, que se subsane toda omisión o 

irregularidad que se hubiere cometido en la 

substanciación del juicio con el único fin de 

regularizar el procedimiento. 

 

Artículo 24.- El Tribunal Agrario podrá, por 

razones de orden o seguridad en el desarrollo de la 

audiencia, prohibir el ingreso a: 
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I. Personas armadas, salvo que cumplan 

funciones de vigilancia o custodia; 

II. Personas que porten distintivos gremiales o 

partidarios; 

III. Personas que porten objetos peligrosos o 

prohibidos o que no observen las disposiciones 

que se establezcan; o, 

IV. Cualquier otra que el magistrado 

considere como inapropiada para el orden o 

seguridad en el desarrollo de la audiencia. 

 

El Tribunal Agrario podrá limitar el ingreso del 

público a una cantidad determinada de personas, 

según la capacidad de la sala de audiencia, así 

como de conformidad con las disposiciones 

aplicables. 

 

Los periodistas, o los medios de comunicación 

acreditados, deberán informar de su presencia al 

magistrado con el objeto de ubicarlos en un lugar 

adecuado para tal fin y solo podrán grabar y 

transmitir lo acontecido en la sala, previa 

autorización del magistrado y consulta de las 

partes. 

 

Capítulo IV 

De las medidas de apremio y correcciones 

disciplinarias 

 

Artículo 25.- Los magistrados agrarios tienen el 

deber de mantener el buen orden, y de exigir que 

se les guarde el respeto y consideración debidos 

tanto a ellos como a los demás miembros del 

tribunal, por parte de los litigantes y personas que 

ocurran a los tribunales y sancionarán 

inmediatamente, con correcciones disciplinarias, 

cualquier acto que contravenga este precepto. Si 

algún acto llegare a constituir delito, se levantará 

acta circunstanciada y se dará vista a la Fiscalía 

General de la República. 

 

La imposición de la corrección disciplinaria se 

decretará en cuaderno por separado. 

 

Artículo 26.- Son correcciones disciplinarias: 

 

I. Apercibimiento; y 

II. Multa que no exceda de diez unidades de 

medida y actualización UMA’s. 

 

Artículo 27.- Los Tribunales Agrarios, para hacer 

cumplir sus determinaciones, pueden emplear, a 

discreción, los siguientes medios de apremio: 

 

I. Multa hasta de veinte unidades de medida y 

actualización UMA’s; 

II. El auxilio de la fuerza pública; y 

III. Arresto hasta por treinta y seis horas. 

 

Si fuere insuficiente el apremio, se levantará acta 

circunstanciada y se dará vista a la Fiscalía 

General de la República. 

 

Capítulo V 

De la jurisdicción y competencia 

 

Artículo 28.- Son de jurisdicción federal agraria 

todas las cuestiones que tiendan a garantizar la 

seguridad jurídica en la propiedad, posesión o 

disfrute de bienes y derechos agrarios, ya sean de 

carácter ejidal, comunal y de la pequeña 

propiedad; y en general, todas las cuestiones que 

tiendan a la administración de justicia agraria, 

tutelados por ésta y otras leyes relacionadas 

directamente con el régimen jurídico agrario.  

 

Artículo 29.- En los términos de los artículos 124 

y 104, fracción II, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, los pequeños 

propietarios y las sociedades y asociaciones 

integradas por éstos, podrán elegir entre un 

Tribunal Agrario o uno del fuero local, cuando 

sólo se afecten intereses de carácter patrimonial 

y/o personal, para que conozcan de las 

controversias que afecten la seguridad jurídica en 

la tenencia de sus tierras, que no repercuta en el 

núcleo ejidal o comunal al que pertenece.  

 

Artículo 30.- Los tribunales unitarios conocerán, 

por razón de territorio, de las acciones que se les 

presenten con relación a controversias que se 

susciten con motivo de la aplicación de la Ley 

Agraria y de aquellas otras cuya aplicación afecte 

a los bienes, derechos y tierras de los sujetos 



Enlace Parlamentario 67  
 

Martes 18 de febrero de 2020 

agrarios, conforme a la competencia y jurisdicción 

concurrente que les confiere este Código.  

 

Lo anterior, sin perjuicio de que las partes puedan 

acudir al Tribunal Agrario más cercano a su 

poblado o predio en controversia. 

 

Artículo 31.- La competencia de los Tribunales 

Agrarios se determinará por la materia del asunto, 

el grado de la instancia y el territorio dentro del 

cual se ubiquen los bienes o derechos agrarios 

relativos.  

 

Artículo 32.- Las cuestiones de competencia 

podrán promoverse por declinatoria o por 

inhibitoria.  

 

Artículo 33.- Lo actuado ante el tribunal 

incompetente será nulo de pleno derecho, salvo 

cuando se trate de incompetencia por razón de 

territorio.  

 

Artículo 34.- Cuando el tribunal, al recibir la 

demanda o en cualquier estado del procedimiento 

agrario, se percate de que el litigio o asunto no 

litigioso no es de su competencia, en razón de 

corresponder a tribunal de diversa jurisdicción o 

competencia por razón de la materia, grado o 

territorio, suspenderá de plano el procedimiento y 

remitirá lo actuado al tribunal que considere 

competente. 

 

Artículo 35.- Los conflictos de competencia 

territorial entre tribunales unitarios los resolverá el 

Tribunal Superior Agrario declarando competente 

al tribunal dentro de cuya jurisdicción se encuentra 

el bien o derecho controvertido.  

 

Capítulo VI 

Impedimentos 

 

Artículo 36.- Fijada la competencia de un 

magistrado o conforme a lo dispuesto por el 

capítulo precedente, conocerá del negocio en que 

se haya fijado, si no se encuentra comprendido en 

los siguientes casos de impedimento: 

 

I. Tener interés directo o indirecto en el 

negocio; 

II. Tener dicho interés su cónyuge, sus 

parientes consanguíneos en línea recta, sin 

limitación de grado, los colaterales dentro del 

cuarto y los afines dentro del segundo;  

III. Tener, el funcionario de que se trate, su 

cónyuge o sus hijos, relación de intimidad   con 

alguno de los interesados, nacida de algún acto 

religioso o civil, sancionado o respetado por la 

costumbre;  

IV. Ser pariente, por consanguinidad o 

afinidad, del abogado o procurador de alguna 

de las partes en los mismos grados a que se 

refiere la fracción II;  

V. Ser, él, su cónyuge o alguno de sus hijos 

heredero, legatario, donante, donatario, socio, 

acreedor, deudor, fiado, fiador, arrendatario, 

arrendador, principal, dependiente o comensal 

habitual de alguna de las partes, o 

administrador actual de sus bienes;  

VI. Haber hecho promesas o amenazas, o 

manifestado de otro modo su odio o afecto por 

alguno de los litigantes; 

VII. Haber asistido a convites que diere o 

costeare especialmente para él alguno de los 

litigantes, después de comenzado el negocio, o 

tener mucha familiaridad con alguno de ellos, o 

vivir con él, en su compañía, en una misma 

casa;  

VIII. Admitir, él, su cónyuge o alguno de sus 

hijos, dádivas o servicios de alguna de las 

partes, después de empezado el negocio;  

IX. Haber sido abogado o procurador, perito o 

testigo, en el negocio de que se trate;  

X. Haber, por cualquier motivo externado, 

siendo funcionario judicial, su opinión, antes 

del fallo;  

XI. Haber conocido como juez, magistrado o 

ministro, árbitro o asesor; resolviendo algún 

punto que afecte el fondo de la cuestión, en la 

misma instancia o en alguna otra;  

XII. Seguir, él o alguna de las personas de que 

trata la fracción II, contra alguna de las partes, 

un proceso civil, como actor o demandado, o 

una causa criminal, como acusador, querellante 

o denunciante;  
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XIII. Haber sido, alguna de las partes o sus 

abogados o patronos, denunciante, querellante 

o acusador del funcionario de que se trate o de 

alguna de las personas mencionadas en la 

fracción II; 

XIV. Ser, él o alguna de las personas de que 

trata la fracción II, contrario de cualquiera de 

las partes, en negocio administrativo que afecte 

sus derechos;  

XV. Seguir, él o alguna de las personas de que 

trata la fracción II, algún proceso civil o 

criminal en que sea juez, fiscal, árbitro o 

arbitrador, alguno de los litigantes;  

XVI Ser tutor o curador de alguno de los 

interesados; y 

XVII.- Estar en una situación que pueda afectar 

su imparcialidad en forma análoga o más grave 

que las mencionadas.  

 

Artículo 37.- No podrán emitir opinión 

extrajudicial, el servidor público que le resulte 

algún impedimento, con excepción de las 

opiniones que se requieran para exhortar a las 

partes a una composición amigable que motive la 

resolución de fondo de la cuestión debatida.  

 

Artículo 38.- Lo dispuesto en el artículo 36 es 

aplicable a los secretarios jefes de unidad jurídica 

y de control y seguimiento, así como a los 

actuarios.  

 

Artículo 39.- No es aplicable a los magistrados, lo 

dispuesto en el artículo 36, en los siguientes casos:  

 

I. En las diligencias preparatorias del juicio o 

de la ejecución;  

II. En la cumplimentación de exhortos o 

despachos;  

III. En las diligencias de mera ejecución, 

entendiéndose por tales aquellas en las que el 

tribunal no tenga que resolver cuestión alguna 

de fondo;  

IV. En las diligencias precautorias, y  

V. En los demás casos que no radiquen 

jurisdicción ni entrañen conocimiento de causa.  

Capítulo VII 

Excusas 

 

Artículo 40.- Los magistrados, secretarios, jefes 

de unidad y actuarios tienen el deber de excusarse 

del conocimiento de los negocios en que ocurra 

alguno de los impedimentos señalados en el 

artículo 36, expresando concretamente en qué 

consiste el impedimento. 

 

Artículo 41.- Si el impedimento está comprendido 

en cualquiera de las dieciséis primeras fracciones 

del artículo 36, la resolución en que se declare 

impedido será irrevocable, y, en su lugar, conocerá 

del negocio quien deba substituir al impedido 

conforme a la Ley Orgánica de los Tribunales 

Agrarios. En los casos de las mismas fracciones, si 

el impedido fuese el secretario o actuario, 

propondrá su excusa al tribunal que conozca del 

negocio, para que resuelva quién debe substituirlo.  

 

Artículo 42.- Si el impedimento se fundase en la 

fracción XVII del artículo 36, sólo será irrevocable 

la resolución si se conformaren con ella las partes; 

en caso contrario, resolverá la oposición quien 

deba conocer de la excusa, conforme a la Ley 

Orgánica de los Tribunales Agrarios, 

acompañando, para el efecto, un informe sobre el 

particular, el excusado. Con el informe del que se 

declaró impedido y con el escrito de oposición, 

resolverá el tribunal, y remitirá, en su caso, los 

autos, a quien deba conocer, según el sentido de su 

resolución. Si la excusa fuere de un magistrado, se 

procederá, desde luego a substituirlo en el 

conocimiento del negocio, en los términos de la 

mencionada Ley Orgánica, sin admitirse 

oposición de las partes. Si la excusa fuere de un 

secretario o actuario, la propondrá al tribunal del 

conocimiento, el que, con audiencia de las partes, 

resolverá si se acepta o no, designando, en caso 

afirmativo, a quien deba substituir al impedido.  

 

Artículo 43.- Entretanto se resuelve una excusa, 

quedará en suspenso el procedimiento. La 

resolución que decida una excusa no es recurrible.   



Enlace Parlamentario 69  
 

Martes 18 de febrero de 2020 

Capítulo VIII 

Recusaciones 

 

Artículo 44.- Las partes pueden recusar a los 

funcionarios de que trata este capítulo, cuando 

estén comprendidos en alguno de los casos de 

impedimento. La recusación se interpondrá ante el 

tribunal que conozca del negocio.  

 

Artículo 45.- Puede interponerse la recusación en 

cualquier estado del juicio. En los procedimientos 

de ejecución, no se dará curso a ninguna 

recusación antes de practicar el aseguramiento o 

de hacer el embargo o desembargo, en su caso. 

Tampoco se dará curso a la recusación cuando se 

interponga en el momento de estarse practicando 

una diligencia, sino hasta que ésta termine.  

 

Artículo 46.- Interpuesta la recusación, se 

suspende el procedimiento hasta que sea resuelta, 

para que se prosiga el negocio ante quien deba 

seguir conociendo de él.  

 

Artículo 47.- Interpuesta la recusación, la parte no 

podrá desistirse de ella en ningún tiempo, ni variar 

la causa, a menos de que sea superveniente.  

 

Artículo 48.- Los magistrados que conozcan de 

una recusación, son irrecusables para este solo 

efecto.  

 

Artículo 49.- Toda recusación interpuesta con 

violación de alguno de los preceptos anteriores, se 

desechará de plano. 

 

Artículo 50.- Dada entrada a una recusación, si se 

tratare de un secretario, jefe de unidad o de un 

actuario, la resolverá, previo el informe del 

recusado, el tribunal que conozca del negocio, por 

el procedimiento incidental. En la resolución se 

determinará quién debe seguir interviniendo. Si el 

recusado fuere un magistrado, enviará el asunto a 

quien deba conocer de la recusación, acompañado 

de un informe; la falta de éste establece la 

presunción de ser cierta la causa de la recusación. 

Si la causa debiere constar auténticamente, no se 

admitirá si no se prueba en dicha forma. Recibido 

el negocio en el tribunal que debe decidir la 

recusación, se resolverá por el procedimiento 

incidental. En todo caso, la resolución que decida 

una recusación es irrevocable. 

 

Capítulo IX 

Términos y plazos 

 

Artículo 51.- Las actuaciones ante los tribunales 

se efectuarán en días y horas hábiles y en las 

actuaciones de los funcionarios agrarios no habrá 

días ni horas inhábiles. 

 

Son días hábiles para la promoción, 

substanciación y resolución de los juicios agrarios 

todos los del año, con excepción de los sábados y 

domingos, uno de enero, cinco de febrero, 

veintiuno de marzo, uno y cinco de mayo, catorce 

y dieciséis de septiembre, doce de octubre, veinte 

de noviembre y veinticinco de diciembre, así como 

aquellos en que se suspendan las labores en el 

Tribunal Agrario ante el cual se tramite el juicio 

agrario, o cuando no pueda funcionar por causa de 

fuerza mayor. 

 

Artículo 52.- El despacho de los Tribunales 

Agrarios comenzará diariamente a las nueve de la 

mañana y continuará hasta la hora necesaria para 

concluir todos los negocios citados y que se hayan 

presentado durante el curso del día. 

 

Artículo 53.- Los plazos fijados por la presente 

ley, comenzarán a correr al día siguiente al en que 

surta efectos el emplazamiento o notificación, y se 

contará en ellos, el día del vencimiento. En ningún 

plazo se contarán los días en que no puedan tener 

lugar las actuaciones judiciales. 

 

Artículo 54.- La presentación de las demandas o 

promociones de término en forma impresa podrá 

hacerse hasta las cinco de la tarde ante la oficialía 

de partes correspondiente. 

 

Capítulo X 

Medios de comunicación procesal 

 

Sección Primera 

Notificaciones y emplazamiento 
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Artículo 55.- La notificación es el acto procesal 

mediante el cual los tribunales dan a conocer el 

contenido de una resolución judicial a las partes.  

 

La citación es un llamamiento hecho al 

destinatario para que comparezca o acuda a la 

práctica de alguna diligencia judicial.  

 

El requerimiento es el medio a través del cual los 

tribunales conminan a las partes o a terceros para 

que cumplan con un mandato judicial.  

 

Salvo disposición expresa en esta ley, las 

notificaciones surten efectos el día en que se 

practican.  

 

Artículo 56.- Por su forma, las notificaciones son:  

I.- Por lista;  

II.- Personales en el domicilio procesal;  

III.- Personales en su domicilio personal;  

IV.- Por edictos; y  

V.- Por oficio.  

 

Artículo 57.- Deben firmar las razones de 

notificación, las personas que las practican y 

aquellas que las reciban; si éstas no supieren, no 

quisieren o no pudieren firmar, se asentará en 

autos ésta circunstancia.  

 

Artículo 58.- Los servidores públicos, inclusive 

los notarios, serán notificados y emplazados en su 

oficina, a través de su empleado receptor, por 

medio de oficio.  

 

Artículo 59.- Es una carga procesal de los 

interesados concurrir al Tribunal Agrario para ser 

notificados de las resoluciones e imponerse de los 

autos; de igual manera las partes en su primer 

escrito o comparecencia ante el Tribunal Agrario 

deberán señalar domicilio para oír y recibir 

notificaciones personales, en el lugar en donde 

tenga su sede el Tribunal Agrario, autorizando a la 

persona o personas para que las reciban en su 

nombre, en el entendido que, de no hacerlo así, las 

notificaciones que se les practiquen, se realicen 

por lista. 

Artículo 60.- El actuario, a más tardar a las nueve 

horas del día siguiente en que se pronuncie 

resolución, fijará la lista en lugar visible del 

tribunal. La lista permanecerá por un término de 

veinticuatro horas, al finalizar dicho plazo, surtirá 

sus efectos. El actuario deberá formar un legajo 

mensual con las listas de notificación. También se 

practicarán por lista las notificaciones que deban 

ser domiciliarias, si los interesados omiten señalar 

en su primer escrito o actuación, lugar para ese 

efecto. Quienes concurran a las audiencias, se 

tendrán por enterados de las resoluciones que en 

ellas se emitan, sin necesidad de que se publiquen 

en la lista, de que se asiente razón en autos o 

ulterior notificación.  

 

Artículo 61.- La lista de notificación contendrá:  

 

I. Número de expediente;  

II. Nombre del poblado;  

III. Persona a la que se notifica;  

IV. La naturaleza del juicio;  

V. Extracto de la resolución que se notifique;  

VI. La fecha en que se dictó;  

VII. La fecha en que se fija y retira la lista, y  

VIII. El sello, nombre y firma del actuario o 

secretario de acuerdos. 

 

Artículo 62.- Deben practicarse de forma personal 

en el domicilio procesal: 

I. El auto que admite la demanda; 

II. Los requerimientos y prevenciones; 

III. Las sentencias definitivas o 

interlocutorias; 

IV. Las resoluciones que concedan o nieguen 

medidas cautelares o suspensivas; 

V. La aclaración de sentencias ejecutorias; 

VI. Las resoluciones que desechen la 

demanda o la tengan por no interpuesta; 

VII. Las resoluciones que a juicio del Tribunal 

Agrario lo ameriten. 

 

Artículo 63.- Las notificaciones personales en el 

domicilio personal se harán de acuerdo con las 

siguientes reglas: 

 

Cuando obre en autos el domicilio de la persona, 

o se encuentre señalado uno para recibir 
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notificaciones, ubicado en el lugar en que resida el 

órgano jurisdiccional que conozca del juicio: 

I. El actuario se cerciorará de ser el domicilio, 

asentando los medios que utilizó para tal efecto; 

II. Buscará a la persona que deba ser notificada, 

o cualquier persona autorizada y se cerciorará 

de su identidad, le hará saber el órgano 

jurisdiccional que ordena la notificación y el 

número de expediente y le entregará copia 

autorizada de la resolución que se notifica y, en 

su caso, de los documentos a que se refiera 

dicha resolución. Si la persona se niega a recibir 

o a firmar la notificación, la negativa se 

asentará en autos y aquélla se tendrá por hecha; 

III. Si no se encuentra a la persona que deba 

ser notificada, el actuario se cerciorará de que 

es el domicilio y le dejará cédula que contendrá 

un extracto del proveído, mismo que dejará con 

la persona que se encuentre en el domicilio; si 

la persona con la que entienda la diligencia se 

niega a recibir la misma, la notificación se hará 

por lista; 

IV. Si el actuario encuentra el domicilio 

cerrado y ninguna persona acude a su llamado, 

se cerciorará de que es el domicilio correcto, lo 

hará constar y fijará cedula de notificación en 

la puerta y además se notificará por lista. El 

referido órgano podrá tomar las medidas 

necesarias para lograr la notificación personal 

si lo estima pertinente. 

 

En todos los casos a que se refieren los incisos 

anteriores, el actuario asentará razón 

circunstanciada en el expediente. 

 

Artículo 64.- Se practicará personalmente el 

emplazamiento, el que consiste en dar a conocer al 

demandado, que existe un juicio iniciado en su 

contra y que se le concede un plazo para que 

comparezca a deducir sus derechos.  

 

Artículo 65.- El emplazamiento se efectuará al 

demandado en el lugar que el actor designe para 

ese fin, y que podrá ser: 

 

I. El domicilio del demandado, su finca, su 

oficina, o principal asiento de negocios o el 

lugar en que labore; o 

II. Su parcela u otro lugar que frecuente y en 

que sea de creerse que se halle al practicarse el 

emplazamiento. 

 

Artículo 66.- El emplazamiento fuera del recinto 

judicial se practicará por quien deba hacerlo, con 

sujeción a las formalidades siguientes:  

 

I. Se hará personalmente al interesado en la 

residencia designada entregándole copia simple 

con el sello del Tribunal Agrario de la 

resolución que se notifica, de la demanda y sus 

anexos, quedando a su disposición los 

originales en la secretaría para su consulta; 

II. Quien lo practique debe cerciorarse por 

cualquier medio, de que la persona que deba ser 

emplazada tiene su domicilio en la casa 

designada de lo cual asentará en autos, la razón 

correspondiente;  

III. Si el actuario no encuentra al demandado en 

cualquiera de los lugares señalados en el 

artículo anterior, deberá cerciorarse de manera 

fehaciente de que el domicilio señalado 

corresponde a éste, en cuyo caso dejará cédula 

de emplazamiento con una persona capaz que 

se encuentre en dicho domicilio, a quien se le 

entregará la cédula del emplazamiento, con la 

copia de la demanda y sus anexos, surtiendo así 

sus efectos el emplazamiento; 

IV. Si el actuario, encuentra cerrado el lugar 

señalado para el emplazamiento, se niegan a 

abrir o no encontrare presente persona capaz, 

cerciorado previa y plenamente de que en el 

mismo tiene su domicilio el demandado, fijará 

la cédula en la puerta de acceso; 

V.- Si el lugar para el emplazamiento se tratase 

de alguno de los previstos por la fracción II del 

artículo anterior, se abstendrá de practicar el 

emplazamiento.  

VI. En el caso de que la persona que deba ser 

emplazado no hablare español y solo hablare 

una lengua indígena, extranjera o el lenguaje de 

señas, lo hará constar así y se auxiliará de un 

traductor que en ese momento designe el propio 

actuario, quien deberá ser debidamente 

identificado y firmará el acta respectiva.  
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VII. En autos se asentará razón de haberse 

cumplido lo que disponen las fracciones 

anteriores. 

 

Artículo 67.- Los efectos del emplazamiento son:  

I. Prevenir el juicio a favor del tribunal que 

primero lo hace;  

II. Sujetar al demandado a seguir el juicio ante 

el tribunal que lo emplazó;  

III. Producir todas las consecuencias de la 

interpelación judicial, y 

IV. Imponer a las partes el deber de presentarse 

ante el tribunal, cuando durante el juicio sean 

citados o requeridos por éste. 

 

Artículo 68.- Previa certificación de que no pudo 

hacerse la notificación personal y habiéndose 

comprobado fehacientemente que alguna persona 

no tenga domicilio fijo o se ignore dónde se 

encuentre y hubiere que emplazarla a juicio o 

practicar por primera vez en autos una notificación 

personal, el tribunal acordará que el 

emplazamiento o la notificación se hagan por 

edictos. 

 

Para lo cual el tribunal deberá realizar las 

gestiones necesarias para su localización, 

bastando para ello la exhibición de constancia 

indistinta del Registro Federal de Electores, 

Ayuntamiento del poblado de que se trate o 

Dependencias Públicas, mediante la que se 

justifique esa circunstancia. 

 

Artículo 69.- El edicto mediante el cual se manda 

emplazar al demandado, contendrá: 

 

I. El Tribunal que manda practicar la diligencia;  

II. El nombre del promovente;  

III. El tipo y naturaleza del procedimiento;  

IV. El número del expediente;  

V. El nombre de la persona a quien ha de 

convocarse;  

VI. La resolución que se notifique, en su caso 

una breve síntesis de la demanda y del 

emplazamiento; 

VII. La razón de quedar en la secretaría a su 

disposición, copia de la demanda, sus anexos y 

del auto admisorio, y  

VIII. El requerimiento para comparecer a 

contestar la demanda en los términos y 

condiciones que establece esta Código, con las 

prevenciones respectivas. 

 

Artículo 70.- Los edictos se publicarán por dos 

veces dentro de un plazo de diez días, en uno de 

los diarios de mayor circulación en la región en 

que esté ubicado el inmueble relacionado con el 

procedimiento agrario y en el periódico oficial del 

Estado en que se encuentre localizado dicho 

inmueble, así como en la oficina de la Presidencia 

Municipal que corresponda y en los estrados del 

tribunal.  

 

Las notificaciones practicadas en la forma antes 

prevista surtirán efectos una vez transcurridos 

quince días, a partir de la fecha de la última 

publicación por lo que, cuando se trate de 

emplazamiento, se deberá tomar en cuenta este 

plazo al señalar el día para la celebración de la 

audiencia de ley.  

 

Si el interesado no se presenta dentro del plazo 

antes mencionado, o no comparece a la audiencia 

de ley, las subsecuentes notificaciones se le harán 

en los estrados del tribunal. Sin perjuicio de 

realizar las notificaciones en la forma antes 

señalada, el tribunal podrá, además, hacer uso de 

otros medios de comunicación masiva, para 

hacerlas del conocimiento de los interesados.  

 

Sección Segunda 

Exhortos y despachos 

 

Artículo 71.- El emplazamiento, requerimiento, 

citación o diligencia y demás que estime 

necesarias el tribunal, que deban practicarse fuera 

del lugar del juicio, deberán efectuarse mediante 

exhorto al tribunal del lugar que deba actuar en 

auxilio de las labores del de origen.  

 

Artículo 72.- Tratándose de diligencias como 

solicitudes de informes a particulares o 

autoridades y otras análogas, podrán practicarse en 

forma directa por medio de oficio o comunicación 

escrita por el tribunal que las decrete, aun cuando 

la persona o autoridad a que se dirijan resida fuera 
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de la jurisdicción territorial del tribunal del 

conocimiento.  

 

Las autoridades administrativas de orden federal 

auxiliarán sin excusa alguna a los Tribunales 

Agrarios en la conciliación, ejecución de las 

sentencias que dicten y, en general, en la 

realización de las diligencias y actuaciones en que 

se requiera su participación.  

 

Artículo 73.- Si la notificación o diligencia debe 

practicarse en el extranjero, se realizarán mediante 

cartas rogatorias conforme a las disposiciones 

contenidas en la legislación federal respectiva.  

 

En los exhortos y anexos que remitan las 

autoridades judiciales del Estado al extranjero, 

deberán adjuntar, la traducción del español al 

idioma oficial existente en el país de la autoridad 

exhortada, debiendo para tal efecto el juzgador 

proporcionar traductor, de conformidad con los 

convenios que con las instancias se tengan. 

 

Artículo 74.- La práctica de diligencias en país 

extranjero, para surtir efectos en juicios que se 

tramiten ante las autoridades judiciales del Estado, 

sin perjuicio de lo que dispongan las leyes 

federales, podrán encomendarse, a juicio del 

tribunal, a los miembros del Servicio Exterior 

Mexicano conforme a las disposiciones de este 

Código y dentro de los límites que se permitan en 

la esfera internacional. 

 

Artículo 75.- Los exhortos y despachos se 

expedirán al día siguiente al en que cause estado 

el acuerdo que los prevenga.  

 

Los exhortos y despachos que se reciban se 

acordarán dentro de los tres días siguientes a su 

recepción y se diligenciarán dentro de los cinco 

días siguientes.  

 

Artículo 76.- Para el exacto desahogo de sus 

despachos, el Tribunal Superior Agrario puede 

encomendar la práctica de toda clase de 

diligencias a cualquier Tribunal Agrario.  

Capítulo XI 

De las partes 

 

Sección Primera 

Del interés 

 

Artículo 77.- Es parte en el juicio quien tenga 

interés en que la autoridad judicial agraria declare 

o constituya un derecho o imponga una condena, 

y quien tenga el interés contrario. 

 

Artículo 78.- Son partes en el juicio agrario:  

 

I. El actor. - Es la persona física o moral que 

acredite su interés jurídico en el proceso y 

ejercite alguna acción agraria;  

II. El demandado. - Es la persona física o moral 

en contra de la cual el actor haya ejercitado la 

acción agraria y que puede oponer excepciones 

o defensas.  

 

Artículo 79.- Es tercero con interés aquel que 

mantenga una relación jurídica con alguna de las 

partes en juicio sobre los bienes o derechos en 

litigio, siempre que pueda resentir algún perjuicio 

con el fallo que en su oportunidad se emita. Si el 

tercero interesado coadyuva con alguna de las 

partes, deben litigar unidos y nombrar un 

representante común.  

 

Artículo 80.- Las partes en juicio o los 

promoventes en un procedimiento no litigioso, 

tendrán derecho a los que les confieran este 

Código, la Ley Agraria y otras disposiciones 

relacionadas con el régimen jurídico agrario.  

 

Artículo 81.- Las partes en juicio o los 

promoventes en un procedimiento no litigioso 

tendrán las obligaciones siguientes:  

 

I. Cumplir con la normatividad procesal agraria 

y con los requerimientos del tribunal, para la 

correcta prosecución del juicio o procedimiento 

no litigioso;  

II. Conducirse con probidad y respeto en el 

desarrollo del proceso, con su contraparte y con 

los servidores judiciales agrarios.   



Enlace Parlamentario 74  
 

Martes 18 de febrero de 2020 

III. Abstenerse de interponer actuaciones, 

incidentes o recursos maliciosos o 

notoriamente improcedentes, que obstaculicen 

el proceso agrario. Cuando se advierta que una 

de las partes realizó promociones con el 

propósito de retrasar la solución del asunto, 

entorpecer u obstaculizar la actuación de la 

autoridad judicial, se impondrá a dicho 

promovente o a sus representantes legales, o a 

ambos, una multa en términos del artículo 26 de 

este Código, tomando en cuenta las 

circunstancias del caso.  

 

Sección Segunda 

De la capacidad 

 

Artículo 82.- Sólo puede iniciar un procedimiento 

judicial o intervenir en él, quien tenga interés en 

que la autoridad judicial declare o constituya un 

derecho o imponga una condena, y quien tenga el 

interés contrario.  

 

Actuarán, en el juicio, los mismos interesados o 

sus representantes o apoderados, en los términos 

de la ley. En cualquier caso, los efectos procesales 

serán los mismos, salvo prevención en contrario. 

 

Se exceptúan de lo señalado en los párrafos 

anteriores, cuando el derecho o interés de que se 

trate sea difuso, colectivo o individual de 

incidencia colectiva. En estos casos, se podrá 

ejercitar en forma colectiva, en términos de la Ley 

Federal de Responsabilidad Ambiental. 

 

Artículo 83.- Los ejidatarios, comuneros, 

avecindados y posesionarios cuentan con 

capacidad para ejercitar sus derechos individuales 

sin que se requiera la conformidad de la asamblea 

general.  

 

Artículo 84.- Los núcleos agrarios tendrán 

capacidad de ejercicio, la que ejercerán a través 

del comisariado ejidal o de bienes comunales, 

quien actuará de manera conjunta, salvo que exista 

acuerdo de asamblea general que autorice su 

representación por uno de los integrantes de sus 

comisariados. 

La facultad de otorgar o revocar poderes o 

mandatos a favor de terceros corresponde 

exclusivamente a la asamblea general. 

 

Sección Tercera 

De la representación 

 

Artículo 85.- Podrán actuar en el juicio los 

directamente interesados y sus representantes o 

apoderados legales. En cualquier caso, los efectos 

procesales serán los mismos.  

 

Artículo 86.- Las partes podrán designar asesores 

jurídicos, quienes podrán promover a nombre de 

sus asistidos, siempre y cuando haya sido 

ratificada la demanda o contestación, según 

corresponda, teniendo efectos de mandatario 

judicial, pero no podrán sustituir o delegar dichas 

facultades en un tercero; de igual manera, tal 

representación está limitada a promover todo lo 

que les favorezca a sus asistidos, más no así, a 

convenir o desistirse. 

 

Para el efecto que se considere esta representación, 

el asesor jurídico deberá contar con cédula 

profesional de licenciado en derecho y haber 

protestado ante el Tribunal Agrario el leal 

desempeño de su encargo, proporcionando sus 

generales. 

 

Las personas autorizadas en los términos de este 

artículo serán responsables de los daños y 

perjuicios que causen ante el que los autorice, de 

acuerdo con las disposiciones aplicables del 

Código Civil Federal, relativas al mandato y las 

demás conexas. Los autorizados podrán renunciar 

a dicha calidad, mediante escrito presentado al 

tribunal, haciendo saber las causas de la renuncia. 

 

Los tribunales llevarán un libro de registro de 

cédulas profesionales de abogados, en donde 

podrán registrarse los profesionistas autorizados.  

 

Las partes podrán designar personas solamente 

autorizadas para oír notificaciones e imponerse de 

los autos, a cualquiera con capacidad legal, quien 

no gozará de las demás facultades a que se refieren 

los párrafos anteriores.   
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El magistrado al acordar lo relativo a la 

autorización a que se refiere este artículo deberá 

expresar con toda claridad el alcance con el que se 

reconoce la autorización otorgada. 

 

Artículo 87.- Para efectos de la representación del 

ejido o comunidad, los integrantes de los 

comisariados ejidales o de bienes comunales, por 

disposición de la Ley Agraria tienen la 

representación legal de los núcleos a que 

pertenecen, por lo que no requieren de acuerdo de 

asamblea general que les autorice a ejercitar 

acción en defensa de los derechos del propio 

núcleo, sin que pueda ser delegada, a menos que 

previamente sea autorizado por la asamblea 

general de ejidatarios o comuneros, según sea el 

caso.  

 

De igual manera la representación del ejido o 

comunidad podrá ser acreditada mediante el poder 

o mandato que haya sido otorgado por la asamblea 

general de ejidatarios o comuneros conforme a ley. 

 

Artículo 88.- En aquellos casos en que se 

controvierte el régimen de propiedad ejidal o 

comunal o que pueda haber una afectación al 

interés colectivo, el comisariado ejidal o de bienes 

comunales no podrá desistirse, allanarse o firmar 

convenio que resuelva el fondo del juicio, sin 

previo consentimiento de la asamblea general de 

ejidatarios o comuneros con formalidades 

especiales.  

 

Artículo 89.- Siempre que dos o más personas 

ejerciten la misma acción u opongan idéntica 

excepción en un mismo juicio, deberán litigar 

unidas y con una representación común, salvo que 

los colitigantes tengan intereses opuestos.  

 

El representante común tendrá todas las facultades 

y obligaciones de un mandatario judicial.  

 

Artículo 90.- Si se trata de la parte actora, el 

nombramiento de representante común deberá 

hacerse en el escrito de demanda o al inicio de la 

audiencia de ley.  

En el caso de la parte demandada, el 

nombramiento se hará en el escrito de contestación 

o en la audiencia a que se ha hecho mención. Si el 

nombramiento no lo hacen las partes con la 

oportunidad señalada, el Tribunal Agrario lo hará 

eligiendo de entre los propios interesados.  

 

Artículo 91.- La designación del representante 

común surtirá efectos a partir del acuerdo del 

Tribunal Agrario, el cual sólo por excepción se 

dictará al inicio de la audiencia del procedimiento 

de que se trate.  

 

Artículo 92.- Las partes podrán revocar en 

cualquier momento la designación de 

representante común, siempre que la promoción 

sea suscrita por la mayoría de los actores o 

demandados. 

 

Artículo 93.- Cuando exista una controversia 

sobre un derecho agrario individual y el titular de 

este haya fallecido, será suplido conforme a las 

reglas establecidas en la sustitución procesal 

previstas en este Código. 

 

Sección Cuarta 

De la personalidad 

 

Artículo 94.- Los ejidatarios y los comuneros 

acreditarán su calidad agraria con cualquiera de 

los siguientes documentos:  

 

I. Certificado de derechos agrarios;  

II. Certificado parcelario;  

III. Certificado de derechos sobre tierras de uso 

común;  

IV. Certificado de miembro de comunidad;  

V. Acta de asamblea donde se le haya 

reconocido tal carácter 

VI. Constancia que expida el Registro Agrario 

Nacional;  

VII. Resolución agraria; y  

VIII. Cualquier otro documento fehaciente.  

 

Artículo 95.- Los posesionarios y los avecindados 

acreditarán su personalidad con el acta de 

asamblea o sentencia del Tribunal Agrario que les 

reconoció dicha calidad, el certificado que les haya 
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expedido el Registro Agrario Nacional o cualquier 

otro documento que haga prueba fehaciente.  

 

Artículo 96.- Los pequeños propietarios, los 

colonos, los poseedores a título de dueño, así como 

los de terrenos nacionales, las sociedades 

propietarias de tierras y las demás figuras 

asociativas, acreditarán su personalidad con los 

títulos, escrituras constitutivas o cualquier otro 

documento que establezca la ley y que a juicio del 

tribunal sea suficiente. 

 

Artículo 97.- La personalidad de los integrantes 

de los órganos de representación y vigilancia de 

los núcleos agrarios se acreditará con el original o 

copia certificada del acta de asamblea en la que 

hayan sido electos para sus respectivos cargos o 

con las credenciales o constancias que expida el 

Registro Agrario Nacional.  

 

Artículo 98.- La personalidad de las partes en el 

juicio agrario será acreditada, a más tardar, al 

inicio de la audiencia de ley. De no acreditar el 

actor su personalidad, el Tribunal Agrario deberá 

prevenirlo para que lo haga en el término de cinco 

días; de no hacerlo, se desechará la demanda. En 

el supuesto de que se trate de la parte demandada, 

se tendrá por no contestada la demanda.  

 

Artículo 99.- Cuando se trate de núcleos agrarios 

o sus integrantes, éstos deberán demostrar al 

magistrado que el medio de acreditación de la 

personalidad no se les ha expedido por el órgano, 

la entidad o la autoridad competente, en cuyo caso, 

el tribunal deberá solicitar a las mismas la 

constancia correspondiente.  

 

Artículo 100.- Todas las personas físicas que 

acrediten algún carácter ante los Tribunales 

Agrarios, además de la documentación señalada 

en los artículos que anteceden, se identificarán 

mediante credencial expedida por el Registro 

Agrario Nacional, credencial de elector o 

cualquier otro documento oficial vigente con 

fotografía, a satisfacción del tribunal. 

  

Artículo 101.- Las personas físicas que no puedan 

acreditar de manera documental el carácter con el 

que se ostenten ante los Tribunales Agrarios, 

podrán hacerlo mediante otras pruebas que a juicio 

del magistrado sean suficientes para dicho fin, 

siempre y cuando establezcan las causas de la 

imposibilidad para hacerlo en términos de las 

disposiciones anteriores. 

  

Artículo 102.- Las personas morales acreditarán 

su personalidad con los documentos públicos que 

establezcan las leyes conforme a las cuales fueron 

constituidas.  

 

Artículo 103.- Las autoridades y los servidores 

públicos en general acreditarán su carácter con la 

constancia de su nombramiento.  

 

Sección Quinta 

De la sustitución procesal 

 

Artículo 104.- Las partes que intervienen en el 

proceso pueden ser sustituidas por otras, de 

acuerdo con las siguientes reglas: 

 

I. Por disposición de la ley; 

II. Por disposición de una de las partes; y. 

III. Por fallecimiento de una de ellas.  

 

Artículo 105.- El Tribunal Agrario reconocerá la 

sustitución procesal conforme a las normas que 

rigen la representación de la persona moral que 

intervenga en el juicio; en el mismo sentido 

procede cuando exista una persona sujeta a 

interdicción o patria potestad. 

 

En los casos de los núcleos agrarios, se deberá 

reconocer la personalidad de los nuevos órganos 

de representación, conforme a las normas 

previstas por la Ley Agraria. No podrá 

desconocerse la personalidad de los representantes 

ejidales o comunales, aun cuando haya vencido el 

término para el que fueron electos, si no se ha 

hecho nueva elección, en la inteligencia de que el 

Tribunal Agrario podrá continuar con el 

procedimiento hasta antes del dictado de la 

sentencia debiéndose suspender el dictado de la 

misma hasta en tanto la asamblea general de 

ejidatarios o comuneros elija nuevos 

representantes o mandatario judicial.   
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Las personas que representes a las entidades 

morales públicas serán sustituidas en el proceso, 

conforme a las normas que rijan su organización, 

debiendo acreditarlo con el nombramiento 

respectivo conforme al artículo 81 de este Código.  

 

Artículo 106.- Un ejidatario o comunero que haya 

cedido su derecho parcelario amparado en un 

certificado de esta naturaleza, puede ser sustituido 

procesalmente por su cesionario, a quien se le 

deberá reconocer su personalidad, previa 

acreditación de haberse cumplido las formalidades 

previstas por la Ley Agraria, y manifestación 

expresa de haber adquirido un derecho litigioso.  

 

En ningún caso procede la sustitución procesal en 

los conflictos posesorios sobre superficies no 

regularizadas o conflictos posesorios en tierras de 

uso común.  

 

Artículo 107.- Un ejidatario o comunero fallecido 

podrá ser sustituido en juicio por su sucesor, 

siempre y cuando la controversia afecte 

directamente el derecho individual del finado y se 

encuentre legalmente reconocido este derecho 

ante el Registro Agrario Nacional; es este sentido, 

será llamado a juicio el sucesor preferente inscrito 

en el Registro Agrario Nacional; y a falta de él, el 

sucesor legítimo conforme al orden de preferencia 

previsto por la Ley Agraria, en caso de ser más de 

uno los que se encuentren en el mismo orden de 

preferencia, conforme al artículo 18 de la Ley 

Agraria, deberán designar representante común; 

en el supuesto de inexistencia de sucesores, se 

llamará a juicio a los representantes ejidales o 

comunales. 

 

Artículo 108.- Un ejidatario o comunero que haya 

sido declarado desaparecido, conforme a la 

declaración formal de ausencia prevista por la Ley 

General en Materia de Desaparición Forzada de 

Personas, Desaparición Cometida por Particulares 

y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas, 

podrá ser sustituido por el sucesor, conforme lo 

dispuesto por la Ley Agraria. 

Capitulo XII 

Suspensión, interrupción y caducidad del 

proceso 

 

Sección Primera 

Suspensión 

 

Artículo 109.- El proceso se suspende cuando el 

tribunal del juicio no está en posibilidad de 

funcionar por un caso de fuerza mayor, y cuando 

alguna de las partes o su representante procesal, en 

su caso, sin culpa alguna suya, se encuentra en la 

absoluta imposibilidad de atender al cuidado de 

sus intereses en el litigio. Los efectos de esta 

suspensión se surtirán de pleno derecho, con 

declaración judicial o sin ella.  

 

Artículo 110.- El proceso se suspende cuando se 

advierta la falta de representantes ejidales o 

comunales en los términos del artículo 105 de este 

Código. 

 

Artículo 111.- El proceso se suspenderá cuando 

no pueda pronunciarse la decisión, sino hasta que 

se pronuncie una resolución en otro negocio, y en 

cualquier otro caso especial determinado por la 

ley.  

 

Artículo 112.- El estado de suspensión se hará 

constar mediante declaración judicial, a instancia 

de parte o de oficio. Igual declaración se hará 

cuando hayan desaparecido las causas de la 

suspensión.  

 

Artículo 113.- Con excepción de las medidas 

urgentes y de aseguramiento, todo acto procesal 

verificado durante la suspensión es ineficaz, sin 

que sea necesario pedir ni declarar su nulidad.  

 

 El tiempo de la suspensión no se computa en 

ningún término.  

 

Sección Segunda 

Interrupción 

 

Artículo 114.- El proceso se interrumpe cuando 

muere o se extingue, antes de que se dicte 

sentencia, una de las partes.   
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Artículo 115.- La interrupción durará el tiempo 

indispensable para que se apersone, en el juicio el 

causahabiente de la desaparecida o su 

representante, conforme a las reglas de sustitución 

procesal contenidas en este Código. 

 

Artículo 116.- En caso de muerte de una las 

partes, la interrupción cesará tan pronto como 

comparezca la persona que lo supla, conforme a 

las reglas de la sustitución procesal.  

 

Artículo 117.- Es aplicable, al caso de 

interrupción, lo dispuesto por el artículo 112.  

 

Sección Tercera 

Caducidad 

 

Artículo 118.- El proceso caduca en los siguientes 

casos:  

 

I.- Por cualquier causa que haga desaparecer 

substancialmente la materia del litigio;  

II.- Por desistimiento de la prosecución del 

juicio, aceptado por la parte demandada. No es 

necesaria la aceptación cuando el desistimiento 

se verifica antes del emplazamiento;  

III.- Por cumplimiento voluntario de la 

reclamación antes de la sentencia, y  

IV.- Fuera de los casos previstos en las 

fracciones precedentes, la inactividad procesal 

o la falta de promoción del actor tendente a 

activar el procedimiento durante el plazo de 

cuatro meses producirá la caducidad. Bajo el 

principio dispositivo y de iniciativa de parte, no 

caduca un procedimiento agrario, una vez que 

ha sido ratificada la demanda inicial, salvo lo 

dispuesto en las fracciones I, II y III del 

presente dispositivo. 

 

El término debe contarse a partir de la fecha en que 

se haya realizado el último acto procesal o en que 

se haya hecho la última promoción.  

 

Artículo 119.- Si, en los casos de las fracciones I 

a III, del artículo que precede, no se comprenden 

todas las cuestiones litigiosas para cuya resolución 

se haya abierto el proceso, éste continuará 

solamente para la decisión de las cuestiones 

restantes.  

 

Artículo 120.- En los casos de las fracciones I a 

III del artículo 118, la resolución que decrete la 

caducidad la dictará el tribunal, a petición de parte 

o de oficio, luego que tenga conocimiento de los 

hechos que la motiven.  

 

En el caso de la fracción IV del mismo artículo, la 

caducidad operará de pleno derecho, sin necesidad 

de declaración, por el simple transcurso del 

término indicado. 

 

En cualquier caso, en que hubiere caducado un 

proceso, se hará la declaración de oficio por el 

tribunal, o a petición de cualquiera de las partes. 

 

Artículo 121.- La caducidad, en los casos de las 

fracciones II y IV, tiene por efecto anular todos los 

actos procesales verificados y sus consecuencias; 

entendiéndose como no presentada la demanda, y, 

en cualquier juicio futuro sobre la misma 

controversia, no puede invocarse lo actuado en el 

proceso caduco. 

 

Esta caducidad no influye, en forma alguna, sobre 

las relaciones de derecho existentes entre las 

partes que hayan intervenido en el proceso. 

 

Capítulo XIII 

De las diligencias precautorias y suspensión de 

actos de autoridad 

 

Artículo 122.- Los Tribunales Agrarios 

proveerán, a petición de parte, medidas de 

aseguramiento necesarias para mantener la 

situación de hecho existente y conservar la 

integridad de la materia del litigio, con el objeto 

de proteger a los interesados en los bienes y 

derechos agrarios controvertidos. 

 

Artículo 123.- Las medidas de aseguramiento sólo 

podrán decretarse de oficio cuando pueda verse 

afectado el interés colectivo de los núcleos 

agrarios. 
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Artículo 124.- Las medidas de aseguramiento 

únicamente pueden ser decretadas una vez 

iniciado el juicio y hasta antes de dictarse la 

sentencia.  

 

Artículo 125.- Al resolver sobre el otorgamiento 

o la negativa de una medida de aseguramiento, el 

tribunal deberá:  

 

I. Apreciar su necesidad y disponerla de manera 

total o parcial, pudiendo diferir su aplicación y 

ordenar su sustitución o cese;  

II. Establecer con precisión su alcance y sus 

limitaciones; y  

III. Determinar su vigencia y las demás 

modalidades que estime aplicables para 

asegurar los efectos de la medida sobre el fondo 

del asunto. 

 

Artículo 126.- La suspensión de actos de 

autoridad en materia agraria podrá decretarse de 

oficio o a petición de parte cuando el acto, de 

llegar a consumarse, haga imposible volver las 

cosas al estado en que se encontraban. 

 

Artículo 127.- Promovida la suspensión, el 

tribunal pedirá informe a la autoridad 

correspondiente, quien deberá rendirlo dentro del 

término de setenta y dos horas, transcurrido el 

cual, se resolverá de plano lo relativo a la 

suspensión; en su caso, se notificará de inmediato 

a la autoridad para su cumplimiento.  

 

Artículo 128.- Los efectos de la suspensión 

únicamente consistirán en ordenar que cesen los 

efectos del acto y se mantengan las cosas en el 

estado en que se encuentran hasta en tanto se 

resuelva en definitiva el juicio, siempre y cuando 

no se siga perjuicio al interés general, ni se 

contravengan disposiciones de orden público. 

  

Artículo 129.- Al conceder las medidas de 

aseguramiento o suspensión de actos de autoridad, 

el tribunal procurará fijar la situación en que 

habrán de quedar las cosas y tomará las medidas 

pertinentes para conservar la materia del juicio 

hasta su terminación definitiva.  

Artículo 130.- En los casos en que procedan 

medidas de aseguramiento o suspensión de actos 

de autoridad, pero pueda ocasionar daño o 

perjuicio a tercero, se concederá si el peticionario 

otorga garantía bastante para reparar el daño e 

indemnizar los perjuicios que con ellos se 

causaren si no obtuviese sentencia favorable en el 

juicio.  

 

La fijación de la garantía la determinará el tribunal 

tomando en consideración las condiciones 

económicas de las partes y el valor objetivo de los 

bienes y derechos controvertidos.  

 

Artículo 131.- La parte contraria a la que haya 

obtenido la suspensión podrá solicitar al 

magistrado le fije una contragarantía que permita 

la ejecución de los actos impugnados, siempre y 

cuando el procedimiento no quede sin materia, la 

cual deberá ser suficiente para volver las cosas al 

estado que guardaban antes de la petición de 

suspensión.  

 

Artículo 132.- La garantía y la contragarantía se 

harán efectivas a través del incidente de daños y 

perjuicios, en el que el promovente deberá 

acreditar haber sufrido uno u otro o ambos. 

 

Artículo 133.- El incidente deberá promoverse 

dentro de los seis meses siguientes al día en que se 

notifique a las partes que la sentencia que resuelva 

el fondo del asunto ha causado ejecutoria. En caso 

contrario, el tribunal pondrá a disposición del 

otorgante la garantía o contragarantía presentada y 

autorizará su cancelación. 

 

Capítulo XIV 

De los incidentes 

 

Artículo 134.- Las cuestiones incidentales que se 

susciten ante los Tribunales Agrarios, se 

resolverán conjuntamente con lo principal, a 

menos que por su naturaleza sea forzoso decidirlas 

antes, o que se refieran a la ejecución de la 

sentencia, pero en ningún caso se formará artículo 

de previo y especial pronunciamiento, sino que se 

decidirán de plano. 
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Artículo 135.- Las excepciones de incompetencia 

y personalidad, deben ser substanciadas 

previamente por vía incidental.  

 

Artículo 136.- En la substanciación de todos los 

incidentes, no habrá mayor formalidad que la de 

respetar el derecho de audiencia de las partes. 

 

Capítulo XV 

De la acumulación y conexidad 

 

Artículo 137.- La acumulación en materia agraria 

procederá cuando en dos o más juicios que estén 

tramitándose ante el mismo tribunal, exista 

identidad de partes, identidad de acciones e 

identidad de causa, a fin de que no se dicten 

sentencias contradictorias.  

 

En el caso de que un juicio esté relacionado a un 

procedimiento de jurisdicción voluntaria, 

únicamente se declarara la conexidad para que 

sean resueltos en forma conjunta, de igual manera 

se hará dicha declaración cuando dos o más 

procesos tengan íntima relación por tener un 

objeto común y la causa pretendida, pero no exista 

identidad de partes. 

 

TÍTULO SEGUNDO 

Del juicio agrario 

 

Capítulo I 

Las acciones 

 

Sección Primera 

Reglas generales 

 

Artículo 138.- Acción es el derecho que asiste a 

las personas, para acudir ante los tribunales a 

solicitar la intervención de la actividad judicial.  

 

Artículo 139.- La demanda es el medio para 

ejercer la acción, sujeta a las formalidades que 

establece este Código.  

 

Artículo 140.- La acción procede en juicio aun 

cuando no se exprese su nombre o se exprese 

equivocadamente, si se determina con claridad la 

clase de prestación que se exija del demandado y 

el título o causa de aquélla. El título o causa de la 

acción, es el acto o hecho jurídico, fundamento del 

derecho que se debate en el proceso.  

 

Artículo 141.- Al ejercitarse una acción, se 

determinará con claridad la prestación que se 

exige, el título o causa de la acción y la disposición 

legal aplicable. 

 

Artículo 142.- Las acciones toman su nombre del 

contrato o hechos a que se refieren.  

 

Artículo 143.- Mediante el ejercicio de la acción 

podrá perseguirse:  

 

I.- Que se condene al demandado a realizar una 

determinada prestación;  

II.- Que se declare la existencia o inexistencia 

de un interés legítimamente protegido o de un 

hecho, acto o relación jurídica, o la autenticidad 

o falsedad de un documento;   

III.- La constitución, modificación o extinción 

de un estado o situación jurídica, y 

IV.- La aplicación de normas jurídicas cuyo 

objeto sea:  

1.- Defender cualquier situación de hecho o 

de derecho favorable al actor;  

2.- Reparar el daño sufrido o el riesgo 

probable de un derecho personal o de un 

bien propio o ajeno que se esté en la 

obligación de salvaguardar; o  

3.- Retener o restituir la posesión de un bien 

o bienes determinados.  

 

Artículo 144.- Por razón de su objeto las acciones 

en materia agraria son:  

 

I.- Reales; y  

II.- Personales. 

 

Artículo 145.- Son acciones reales:  

 

I.- Las que tienen por objeto la reclamación de 

un bien propiedad del demandante; 

 II.- Las que tienen por objeto la reclamación de 

una servidumbre;   
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III.- Las que tienen por objeto la declaración de 

que un predio está libre de una servidumbre o 

de un gravamen;  

IV.- Las que tienen por objeto la reclamación 

de los derechos de usufructo;  

V.- Las de posesión.  

 

Artículo 146.- Son personales las acciones que 

tienen por objeto exigir el cumplimiento de una 

obligación personal, ya sea que exista una fuente 

legítima de esta o se trate de enriquecimiento sin 

causa.  

 

Artículo 147.- Las acciones personales pueden 

ejercitarse contra el mismo obligado o contra los 

que legalmente le suceden en la obligación.  

 

Artículo 148.- Pueden entablarse separada o 

simultáneamente respecto de un mismo asunto, 

una acción personal y una acción real cuando al 

que entabla una acción real le competa igualmente 

el derecho para exigir indemnizaciones o 

intereses. 

 

Artículo 149.- Cuando las acciones reales afecten 

la propiedad de los núcleos agrarios, para su 

desistimiento se requerirá el acuerdo de la 

asamblea general de ejidatarios o comuneros, 

según sea el caso y que cumpla con formalidades 

especiales. 

 

Artículo 150.- Salvo disposición legal en 

contrario, las acciones duran en tanto subsista la 

obligación a que corresponden.  

 

Sección Segunda 

Acciones de condena 

 

Artículo 151.- La procedencia de las acciones de 

condena requiere que haya un derecho violado o 

que el derecho cuya protección se pide sea 

exigible.  

 

Artículo 152.- Los efectos de las sentencias que 

se dicten respecto de las acciones de condena, 

salvo disposición de la Ley en otro sentido, se 

retrotraen en general al día de la demanda.  

Artículo 153.- En los contratos de prestaciones 

periódicas, cualquiera que sea el estado del juicio 

y sin necesidad de nueva demanda, podrá pedirse 

que se acumulen a las ya demandadas, las que se 

venzan durante aquél, con objeto de que la 

sentencia resuelva sobre ellas.  

 

Artículo 154.- Procede el ejercicio de una acción 

de condena, respecto de una prestación futura, 

aunque el derecho no sea aún exigible, en los casos 

siguientes:  

 

I.- Cuando se pida la entrega de un bien o 

cantidad de dinero o el desalojo de un fundo, 

casa o local, pactados para un día determinado, 

excepto tratándose de arrendamiento de 

inmuebles para habitación;  

II.- Cuando la acción tenga por objeto 

prestaciones periódicas y se hubiere faltado al 

cumplimiento de alguna de ellas, para el efecto 

de que la sentencia se ejecute a sus respectivos 

vencimientos;  

III.- Cuando se trate de obligación condicional 

y el obligado impida voluntariamente el 

cumplimiento de la condición;  

IV.- Cuando después de contraída la obligación 

resulte insolvente el deudor; y,  

V.- Cuando el deudor no otorgue al acreedor las 

garantías a que estuviere comprometido, o 

cuando por actos propios del mismo deudor o 

por caso fortuito hubieren disminuido o 

desaparecido aquellas garantías, después de 

establecidas.  

 

Artículo 155.- En los supuestos de obligación 

condicional, de insolvencia o de falta de garantías, 

a que refiere esta sección, el actor deberá probar el 

derecho a la prestación y el motivo que causa el 

temor fundado, de que no se cumplirá la 

obligación a su vencimiento.  

 

Sección Tercera 

Acciones declarativas 

 

Artículo 156.- En las acciones declarativas 

tendrán aplicación las disposiciones siguientes:  
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I.- Se considerará como susceptible de 

protección legal, la declaración de existencia de 

cualquier relación jurídica, de un derecho 

subjetivo, de la prescripción de un derecho 

sobre relaciones jurídicas sujetas a condición;  

II.- Deberá justificarse la necesidad de obtener 

la declaración judicial que se pida, y  

III.- Los efectos de la sentencia podrán 

retrotraerse al tiempo en que se produjo el 

estado de hecho o de derecho, sobre el que 

verse la declaración.  

 

Sección Cuarta 

Acciones constitutivas 

 

Artículo 157.- En las acciones constitutivas 

tendrán aplicación las disposiciones siguientes:  

 

I.- Para la procedencia de estas acciones se 

requerirá que la Ley condicione el cambio de 

situación jurídica a la declaración contenida en 

una sentencia; y 

II.- En esta clase de acciones, la sentencia que 

se dicte sólo surtirá efecto para el futuro, salvo 

los casos en que la Ley disponga en otro 

sentido.  

 

Sección Quinta 

Disposición común a las acciones declarativas 

y constitutivas 

 

Artículo 158.- El demandado o los demandados 

en las acciones declarativas o en las constitutivas 

serán quienes tengan un interés contrario al actor.  

 

Sección Sexta 

Acciones precautorias 

 

Artículo 159.- En las acciones precautorias 

tendrán aplicación las disposiciones siguientes:  

 

I.- Los efectos de esta clase de acciones 

quedarán sujetos a lo que disponga la sentencia 

definitiva que se dicte en el juicio 

correspondiente; y 

II.- Las resoluciones que se dicten con motivo 

del ejercicio de esta clase de acciones no 

tendrán fuerza de cosa juzgada.  

Sección séptima 

Acumulación de acciones 

 

Artículo 160.- Cuando haya varias acciones en 

contra de la misma persona y que provengan de 

una misma causa, deben intentarse en una sola 

demanda todas las que no sean contradictorias, 

contrarias o incompatibles. Cuando no se proceda 

en los términos del párrafo anterior, se 

considerarán extinguidas por preclusión, todas 

aquellas que no se hubiesen intentado, con 

excepción a las que afecten la propiedad de los 

núcleos agrarios.  

 

Artículo 161.- No podrán ejercitarse en la misma 

demanda acciones incompatibles y, en caso de que 

así se haga, el Tribunal Agrario deberá requerir al 

promovente para que manifieste por cuál de las 

acciones opta, apercibiéndolo que de no hacerlo se 

tendrá por no presentada la demanda o la 

reconvención, en su caso.  

 

Artículo 162.- Las acciones son contradictorias, 

cuando en una se afirma lo que en otra se niega.  

 

Artículo 163.- Las acciones son contrarias o 

incompatibles, cuando el ejercicio de una 

necesariamente excluye a las demás.  

 

Sección octava 

Personas facultadas para ejercer las acciones 

 

Artículo 164.- Las acciones serán ejercitadas por 

su titular o por el representante de éste.  

 

Artículo 165.- Sólo cuando la ley lo permita 

expresamente, puede ejercitar la acción una 

persona distinta a las mencionadas en el artículo 

anterior.  

 

Artículo 166.- El cotitular de derechos parcelarios 

podrá ejercitar las acciones relativas a la 

cotitularidad, salvo pacto en contrario. 

 

Sección Novena 

Acciones principales y accesorias 
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Artículo 167.- Todas las acciones son principales; 

y son accesorias a ellas, las siguientes:  

 

I.- Las que nacen de una obligación que 

garantiza otra; 

II.- Las que tienen por objeto reclamar la 

responsabilidad civil por daños y perjuicios; y,  

III.- Aquéllas a las que la ley da ese carácter.  

 

Artículo 168.- Extinguida la acción principal, no 

puede hacerse valer en juicio la accesoria; pero la 

acción principal puede ejercitarse se haya o no 

extinguido la accesoria.  

 

Capítulo II 

Excepciones 

 

Artículo 169.- Se llaman excepciones las defensas 

que el demandado puede emplear para impedir, 

modificar o destruir la acción.  

 

Artículo 170.- Para defenderse de una demanda e 

impugnarla, el demandado podrá: 

  

I.- Negar o contradecir todos o parte de los 

puntos de hecho o derecho en que se funde 

aquélla; y,  

II.- Aducir hechos que tiendan a impedir, 

modificar o destruir la acción.  

 

Artículo 171.- Para oponer válidamente una 

excepción, no bastará con que ésta se enuncie, es 

necesario además, se determine con precisión el 

hecho en que se hace consistir.  

 

Artículo 172.- La oposición de excepciones 

requiere tener interés en ellas.  

 

Artículo 173.- Después de contestada la demanda, 

no se admitirá excepción alguna que no se origine 

en causa superveniente, ni se admitirá al 

demandado que cambie la excepción opuesta.  

 

Artículo 174.- La renuncia anticipada mediante 

contrato entre las partes, respecto del derecho de 

impugnar la acción o de oponer excepciones, no 

producirá efectos.  

Artículo 175.- Las excepciones son procesales y 

sustanciales.  

 

Artículo 176.- Son excepciones procesales: 

  

I.- La incompetencia del Tribunal Agrario;  

II.- La litispendencia;  

III.- La conexidad en la causa;  

IV.- La falta de legitimación, de personalidad o 

de capacidad en el actor;  

V.- El defecto en el modo de proponer la 

demanda;  

VI.- La improcedencia de la vía;  

VII.- El compromiso arbitral o de mediación;  

VIII.- La falta de cumplimiento del plazo o la 

condición a que esté sujeta la acción intentada, 

salvo que se trate de las acciones de condena, 

respecto de prestaciones futuras procedentes, 

aunque el derecho no sea exigible y a que se 

refiere este Código;  

IX.- La falta de declaración administrativa 

previa, en los casos en que se requiera 

conforme a la ley;  

X.- Las que impidan la constitución y 

desarrollo válido del procedimiento, y  

XI.- Todas las demás que impidan dictar 

sentencia de fondo o a las que den ese carácter 

la Ley Agraria.  

 

Artículo 177.- Son excepciones sustanciales, 

aquellas que destruyen la acción.  

 

Capítulo III 

De la demanda 

 

Artículo 178- El actor puede presentar su 

demanda por escrito o por comparecencia, en cuyo 

caso se solicitará a la Procuraduría Agraria 

coadyuve en su formulación por escrito, de manera 

clara y concisa. En su actuación, dicho organismo 

se apegará a los principios de objetividad e 

imparcialidad debidas.  

 

Artículo 179.- La demanda contendrá:  

 

I. El tribunal ante el cual se promueve;  
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II. El nombre del actor, el domicilio para recibir 

notificaciones en la sede del tribunal y las 

personas autorizadas para tal efecto;  

III. El nombre del demandado y el domicilio 

donde deberá ser emplazado;  

IV. Las pretensiones materia u objeto de su 

demanda;  

V. Los hechos en que el actor funde su petición, 

narrándolos sucintamente con claridad y 

precisión; 

VI. El nombre y domicilio de los terceros 

interesados, expresando las razones por las que 

se les imputa dicho carácter; y  

VII. Los fundamentos de derecho en que 

sustente su acción y pretensión. 

VIII. Las pruebas en que el actor acredite su 

acción y pretensión; 

IX. La firma o huella dactilar del promovente. 

 

Artículo 180.- En caso de que el actor no sepa o 

no pueda firmar, asentará su huella dactilar, sin 

que se requiera su ratificación para la admisión 

porque la demanda será ratificada en la audiencia 

de ley. 

 

Artículo 181.- Con la demanda deberán 

acompañarse las copias necesarias para el traslado 

y presentarse los documentos en que el actor funde 

su acción. Si no los tuviere a su disposición, 

señalará el archivo, la dependencia o lugar en que 

se encuentren, acreditando que hizo solicitud 

previa a la interposición de la demanda, a efecto 

de que el tribunal requiera la expedición de las 

copias certificadas, a costa del solicitante. 

 

Artículo 182.- Presentada la demanda, el tribunal 

la examinará y si hubiera imprecisiones en la 

misma u omisiones de alguno de los requisitos 

previstos legalmente, prevendrá al promovente 

para que las subsane dentro del término de ocho 

días a partir del día siguiente al en que surta 

efectos la notificación.  

 

Artículo 183.- Transcurrido el plazo señalado en 

el artículo anterior, si el promovente nada 

manifestare o la prevención no fuera desahogada 

en los términos requeridos, se tendrá por no 

interpuesta, quedando a disposición del 

promovente los documentos aportados, previa 

razón que obre en autos, y se ordenará archivar el 

expediente como concluido, dejando expedito el 

derecho del interesado para promoverla 

nuevamente. 

  

Artículo 184.- En el auto que admita la demanda 

se hará constar de manera clara y concisa lo 

siguiente: 

 

I. Número de expediente con el que se radica;  

II. Nombre del actor y el carácter con el que 

comparece;  

III. Fecha de presentación de la demanda;  

IV. Prestaciones que se reclaman;  

V. Nombre, carácter y domicilio del 

demandado, así como la orden de su 

emplazamiento a juicio;  

VI. Nombre y domicilio de los terceros 

interesados, expresando las razones por las que 

se les imputa dicho carácter, así como la orden 

de su citación al juicio;  

VII. Fecha, hora y lugar de la audiencia; 

VIII. El apercibimiento a la parte demandada 

que en caso de que no conteste la demanda 

instaurada en su contra, se le tendrá por confesa 

de los hechos de la misma, así como se le tendrá 

por perdido su derecho para ofrecer pruebas de 

su intención. 

IX. Requerimiento a las partes de:  

a. Presentar en la audiencia a los testigos y 

peritos que deseen ofrecer como prueba de 

los hechos en que funden sus acciones o 

excepciones;  

b. Asistir legalmente asesorado o en su 

defecto, acudir a la Procuraduría Agraria a 

solicitar que se les brinde el servicio 

correspondiente. 

X. El requerimiento a las partes del derecho que 

tiene para no hacer públicos sus datos 

personales. 

 

Capítulo IV 

Del emplazamiento 

 

Artículo 185.- El emplazamiento deberá 

practicarse cuando menos con cinco días de 

anticipación a la audiencia de ley, excepto cuando, 
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por razón de la distancia y dificultades de acceso a 

la población en que deba ser emplazado el 

demandado, en cuyo caso el magistrado podrá 

ampliar dicho plazo. 

 

Capítulo V 

De la contestación 

 

Artículo 186.- La contestación de demanda debe 

contener lo siguiente:  

 

I. Número de expediente; 

II. Tribunal ante el cual se promueve;  

III. Nombre del demandado y el domicilio para 

recibir y oír notificaciones en la población en 

donde tenga su sede el tribunal, así como los 

nombres de las personas autorizadas para ello;  

IV. Referencia a todos y cada uno de los hechos 

comprendidos en la demanda, pudiendo 

afirmarlos, negarlos, señalar los que ignore por 

no ser propios o narrarlos como crea que 

tuvieron lugar;  

V. Excepciones y defensas; 

VI. Las pruebas con las que acredite aquellas; 

VII. Los fundamentos de derecho que se 

sustente.  

 

Artículo 187.- Si el demandado opusiere 

reconvención en contra del actor en el principal, lo 

hará precisamente al contestar la demanda y nunca 

después, debiendo contener los requisitos 

señalados en el artículo 179 de este Código.  

 

Artículo 188.- A la demanda reconvencional 

deberán acompañarse las copias para traslado 

necesario. 

 

Con las copias de traslado se notificará a la parte 

demandada reconvencional para que dé 

contestación en el término de diez días hábiles, 

excepto cuando el reconvenido manifieste su 

conformidad de contestar la demanda 

reconvencional en la misma audiencia, en ese caso 

proseguirá el juicio.  

 

Artículo 189.- El demandado podrá confesar la 

demanda en todas o en algunas de sus partes. Para 

que ésta sea válida, deberá:  

I. Ser expresada por el titular del derecho 

controvertido;  

II. Ser verosímil a juicio del magistrado;  

III. Estar apegada a derecho;  

IV. Estar vinculada a otros elementos de prueba 

apreciables en ese momento procesal; y  

V. Ser explicada a las partes por el magistrado, 

en todas sus consecuencias.  

 

Artículo 190.- Cuando la confesión, a juicio del 

magistrado, sea válida, citará a las partes para oír 

sentencia; en caso contrario se continuará con la 

audiencia de ley.  

 

Artículo 191.- No será válida la confesión 

formulada por el representante o apoderado de los 

ejidatarios o comuneros, en su caso, de los núcleos 

agrarios. Cuando se trate del comisariado ejidal o 

de bienes comunales, y se afecten los intereses 

colectivos del núcleo agrario, la confesión o el 

allanamiento será válida si es aprobada 

previamente por la asamblea general.  

 

Capítulo VI 

De la Audiencia 

 

Sección Primera 

Aspectos generales 

 

Artículo 192.- Las audiencias serán públicas, 

excepto cuando a criterio del magistrado se 

pudiera perturbar el orden o generar violencia. Si 

en la hora fijada para la celebración de una 

audiencia no se hubiere terminado la anterior, las 

personas citadas deberán permanecer en el 

tribunal hasta que llegue el turno del asunto 

respectivo, siguiendo rigurosamente el orden que 

les corresponda según la lista del día, la que debe 

estar fijada en los estrados del tribunal con una 

semana de anticipación.  

 

Artículo 193.- El tribunal deberá programar las 

audiencias vigilando que su celebración no 

registre dilaciones.  

 

Sección Segunda 

De la suspensión de la audiencia 
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Artículo 194.- La audiencia se suspenderá en los 

casos siguientes:  

 

I. Cuando no concurran las partes procesales; 

II. Cuando no concurra el actor y sí el 

demandado, solo en el caso de que la demanda 

aun no haya sido ratificada durante la misma. 

III. Cuando una de las partes ocurra sin 

asistencia jurídica y se advierta que no existe 

equilibrio procesal; 

IV. Cuando se advierta que una o ambas partes 

no hablan ni entienden el idioma español, o 

cuando necesiten tutor legal; 

V. A petición de ambas partes, por encontrarse 

en pláticas conciliatorias que puedan poner fin 

al juicio; 

VI. cuando se advierta que es necesario llamar 

a terceras personas, ya sea por existir 

litisconsorcio o afectación de derechos de 

terceros, para darles su derecho de audiencia 

con dicho carácter; 

VII. Cuando sea necesario conceder tiempo a 

las partes para contestar una ampliación de 

demanda o reconvención o para el desahogo de 

alguna diligencia, a criterio del propio tribunal; 

VIII. Cuando el tribunal no esté en 

posibilidades de funcionar por caso fortuito o 

de fuerza mayor; 

IX. Cuando alguna de las partes se encuentre 

imposibilitada para atender el cuidado de sus 

intereses. La ausencia deberá justificarse a 

satisfacción del tribunal previamente a la 

audiencia, en la inteligencia que solo se 

admitirá el mismo medio de prueba por una 

sola vez y de tratarse por una misma causa, se 

le requerirá mayores elementos de convicción. 

 

 Artículo 195.- Las nuevas fechas que se señalen 

con motivo de estas causas, el magistrado 

procurará que la nueva fecha que se señale sea en 

un término prudente conforme a la carga de trabajo 

del Tribunal, evitando dilaciones innecesarias que 

afecten el derecho de una justicia pronta y 

expedita. 

 

Sección Tercera 

Del desarrollo de la audiencia 

Artículo 196.- La audiencia se verificará en la 

hora y fecha que se haya señalado en autos, esta 

será presidida por el magistrado que actuará con el 

secretario de acuerdos; de la misma se levantará el 

acta correspondiente.  

 

Artículo 197.- El secretario de acuerdos deberá 

verificar que las partes hayan sido debidamente 

notificadas de la celebración de la audiencia para 

determinar si tuvieron conocimiento de la misma 

y lo asentará en la misma acta.  

 

Artículo 198.- En caso de incomparecencia de 

ambas partes, se ordenará la suspensión de la 

audiencia y no se señalará nueva hora y fecha, sino 

a solicitud de la parte interesada; de ser así, se 

señalará nueva fecha para el desahogo de la 

audiencia y se apercibirá al actor de que en caso 

de inasistencia a esta nueva audiencia, su demanda 

se tendrá por no interpuesta, ordenándose el 

archivo del asunto; de igual forma se le hará saber 

a la parte demandada que subsistirán los 

apercibimientos contenidos en el auto admisorio. 

 

Artículo 199.- En el caso de la inasistencia de la 

parte actora y la asistencia de la parte demandada, 

se impondrá a la primera una multa equivalente a 

una hasta diez unidades de medida y actualización 

UMA`s. 

 

Pagada la multa, se señalará nueva fecha para el 

desahogo de la audiencia y se harán los 

apercibimientos referidos en el precepto legal 

precedente. 

 

Artículo 200.- En el caso de que una de las partes 

pretenda justificar su inasistencia a la audiencia de 

ley, antes o después de su celebración, solo se le 

permitirá tal justificación con una documental 

expedida por autoridad competente que acredite 

esa imposibilidad que tuvo para atender el cuidado 

de sus intereses; en el caso de ser expedida por un 

particular, deberá ser ratificada; y en el caso de que 

se trate de una segunda o ulterior inasistencia, el 

tribunal deberá tomar las medidas que estime 

conducentes para evitar diferimientos que retarden 

la administración de justicia. 
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Artículo 201.- Cuando concurran las partes y solo 

una de ellas se encuentre asesorada, el magistrado 

interrogará a ésta última si es su deseo ser asistida 

por un abogado de la Procuraduría Agraria; en 

caso de renunciar a este derecho, lo consignará así 

en el acta respectiva, ordenando la suspensión de 

la audiencia y requerirá a dicha persona para que 

en la nueva fecha que se señale se presente con su 

abogado particular, apercibiéndola que de no 

hacerlo así, se continuará la audiencia, aun cuando 

se presente sin asesor jurídico y se presumirá haber 

sido asesorada. 

 

En el caso de que la persona desee ejercitar este 

derecho, suspenderá la audiencia y señalará nueva 

fecha para la celebración de la misma, ordenando 

girar oficio a la Procuraduría Agraria, para que 

designe abogado agrario, a quien se le concederá 

cinco días para que se imponga de los autos.  

 

Artículo 202.- Cuando se advierta que una o 

ambas partes no hablan ni entienden el idioma 

español, o se trata de una persona con algún tipo 

de discapacidad que le limite su comunicación, se 

cumplirán las formalidades previstas por el 

artículo 19 de este Código. 

 

Cuando se aprecie que una de las partes requiere 

de tutor legal, se suspenderá la audiencia y se 

procederá conforme al Capítulo XII, Sección 

Primera de este Código. 

 

Artículo 203.- De encontrarse presente la parte 

actora y la demandada no, el magistrado verificará 

que haya estado debidamente emplazado y de ser 

así, declarará abierta la audiencia, concediendo el 

derecho al actor para que ratifique su demanda y 

ofrezca las pruebas para acreditar sus 

pretensiones. 

 

Artículo 204.- Declarada abierta la audiencia y 

con la asistencia de las partes, en cualquier 

momento del procedimiento, el magistrado 

exhortará a la conciliación, como un medio 

alternativo de solución de conflictos, en donde el 

magistrado orientará a los interesados los efectos 

jurídicos de sus propuestas, tomando parte activa 

de la solución de la controversia.

En el caso de que las partes deseen suscribir un 

convenio, los interesados podrán solicitar la 

suspensión de la audiencia las veces que estimen 

necesarias para tal efecto. 

 

Artículo 205.- Si se lograra la avenencia, se dará 

por terminado el juicio y se suscribirá el convenio 

respectivo. El convenio que se formule se sujetará 

a los siguientes requisitos:  

 

I. Deberá referirse y resolver el fondo de la litis.  

II. El magistrado verificará que las partes que 

lo suscriban tengan la capacidad de disponer 

del derecho en litigio;  

III. En caso de que se encuentren involucrados 

los intereses colectivos de un núcleo agrario se 

necesitará, previa a la calificación, la 

aprobación de la asamblea general 

correspondiente;  

IV. Una vez calificado y, en su caso, aprobado 

por el tribunal, se elevará a la categoría de 

sentencia ejecutoriada. 

 

Artículo 206.- Previa constancia de que no fue 

posible que la controversia fuera resuelta por la vía 

conciliatoria, se abrirá la etapa contenciosa del 

juicio, concediendo el derecho a la parte actora 

para que ratifique, modifique o amplíe su demanda 

y en dicho momento deberá ofrecer todas las 

pruebas de su intención. 

 

No le serán admitidas alguna otra prueba para 

justificar su pretensión, a menos que correspondan 

a nuevos hechos desconocidos narrados por su 

contraria. 

 

Artículo 207.- Si la parte actora solo se concreta a 

ratificar el escrito de demanda inicial y en su caso 

el escrito aclaratorio que haya presentado, el 

Tribunal Agrario, sin mayor proveído, concederá 

el uso de la voz a la parte demandada para que, de 

contestación a la demanda, la cual deberá contener 

los requisitos previstos por el artículo 186 de este 

Código, ofreciendo todas las pruebas para 

acreditar sus excepciones y defensas. 

 

Artículo 208.- En el caso de que la parte actora 

haya modificado la demanda inicial, el Tribunal 
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Agrario suspenderá la audiencia y ordenará correr 

traslado a la demandada para que en la nueva fecha 

conteste la misma. 

 

Artículo 209.- En el supuesto de que la parte 

actora haya ampliado la demanda en contra de un 

tercero, el Tribunal Agrario calificará la 

procedencia de la misma y en caso de ser 

procedente, suspenderá la audiencia, emplazará en 

ese momento a la parte demandada que se 

encuentre presente y ordenará el emplazamiento a 

los demandados contemplados en dicha 

ampliación. 

 

Artículo 210.- En la nueva fecha señalada y previa 

verificación de que las partes hayan estado 

debidamente notificadas, se declarará abierta la 

audiencia y se concederá el uso de la voz a la parte 

demandada para que de contestación a la demanda 

y ofrezca las pruebas para acreditar sus 

excepciones o defensas. 

 

No le serán admitidas alguna otra prueba para 

justificar su defensa, a menos que tengan el 

carácter de supervinientes. 

 

Artículo 211.- Contestada la demanda, el Tribunal 

Agrario dará vista a la parte actora, quien tendrá 

derecho a analizar si se introdujeron hechos 

nuevos que desconocía, de ser así, lo manifestará, 

pudiendo solicitar el diferimiento de la audiencia 

para garantizar su debida defensa, lo que pondrá 

especial cuidado el magistrado para determinar la 

procedencia de su petición, de no ser así se 

continuará con la siguiente etapa procesal. 

 

Artículo 212.- Cuando el demandado en su 

contestación niegue los hechos y señale en contra 

de quién deba ejercerse la acción litigiosa, de ser 

procedente, el magistrado suspenderá la audiencia 

y emplazará a la persona señalada por el 

demandado para que comparezca a deducir sus 

derechos frente al demandante, fundando y 

motivando su determinación.  

 

Artículo 213.- La parte demandada al dar 

contestación a la demanda podrá reconvenir, 

ejercitando una acción que se encuentre 

directamente relacionada a la controversia. 

 

Presentada la demanda reconvencional, el 

Tribunal Agrario verificará que la misma cumpla 

con los requisitos de la demanda inicial y se hayan 

acompañado las copias de traslado respectivas, y 

en caso de existir alguna omisión u obscuridad en 

la misma, procederá como lo dispone el artículo 

182 de la Ley Agraria. 

 

De no existir omisión alguna, el Tribunal Agrario 

admitirá la misma y ordenará correr traslado a la 

parte demandada reconvencional, requiriéndola 

para que de contestación a la demanda y ofrezca 

las pruebas de su intención, quien podrá ejercitar 

ese derecho dentro de la misma audiencia o 

solicitar se le conceda un término prudente para 

que de contestación a la misma. 

 

Artículo 214.- La demanda reconvencional solo 

podrá ejercitarse en contra del actor, sin embargo, 

cuando de acuerdo a la naturaleza del asunto se 

advierta que se requiera el ejercicio de una acción 

en contra de terceros, para no dividir la 

continencia de la causa, se admitirá la demanda en 

la vía directa por lo que se refiere a ellos, 

ordenándose su emplazamiento respectivo. 

 

Artículo 215.- Contestada la demanda, el Tribunal 

Agrario procederá a fijar la litis, resaltando los 

puntos controvertidos conforme a lo alegado por 

las partes, dando vista a las partes para su 

conocimiento. 

 

Artículo 216.- Una vez fijada la litis, procederá a 

admitir las pruebas ofrecidas por las partes y 

ordenará su inmediato desahogo. 

 

Solo en el caso que por su naturaleza no sea 

posible desahogar alguna probanza en dicha 

audiencia, podrá ordenar su diferimiento y tomar 

las medidas necesarias para su eficaz desahogo. 

 

Artículo 217.- Desahogadas las pruebas, se 

declarará cerrado el periodo probatorio y se 

concederá inmediatamente el derecho a las partes 

para formular alegatos.  
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Las partes podrán solicitar se les conceda un plazo 

de tres días para elaborarlos por escrito, por lo que 

una vez transcurrido dicho plazo, se citará a las 

partes para oír sentencia 

 

Capítulo VII 

De las pruebas 

 

Sección Primera 

Reglas generales 

 

Artículo 218.- Las partes asumirán la carga de la 

prueba de los hechos constitutivos de sus 

pretensiones o defensas. 

 

Artículo 219.- El juzgador tiene la facultad de 

hacer uso de cualquier prueba para conocer la 

verdad; puede valerse de cualquiera persona, sea 

parte o tercero, y de cualquiera cosa o documento, 

ya sea que pertenezca a las partes o a un tercero, 

sin más limitaciones que las pruebas tengan 

relación inmediata con los hechos controvertidos.  

 

Los tribunales no tienen límites temporales para 

ordenar la aportación de las pruebas que juzguen 

indispensables para formar su convicción respecto 

del contenido de la litis; por lo tanto, el magistrado 

podrá acordar de oficio, en todo tiempo, la 

práctica, ampliación o perfeccionamiento de 

cualquier diligencia probatoria, girar oficios a las 

autoridades para que expidan documentos y 

apremiar a las partes o a terceros para que exhiban 

los que tengan en su poder o para que comparezca 

cualquier persona que tenga conocimiento de los 

hechos controvertidos, e incluso realizar careos 

entre las partes o éstos con los testigos de su 

contraparte.  

 

En la práctica de estas diligencias, el magistrado 

actuará apegándose a los principios de objetividad 

e imparcialidad debidas para obtener el mejor 

resultado de ellas, sin lesionar el derecho de las 

partes, oyéndolas y procurando siempre su 

igualdad.  

 

Artículo 220.- Los terceros están obligados, en 

todo tiempo, a prestar auxilio a los tribunales, en 

las averiguaciones de la verdad. Deben, sin 

demora, exhibir documentos y cosas que tengan en 

su poder, cuando para ello fueren requeridos.  

  

Los tribunales tienen la facultad y el deber de 

compeler a los terceros, por los medios de apremio 

más eficaces, para que cumplan con esta 

obligación; pero, en caso de oposición, oirán las 

razones en que la funden, y resolverán sin ulterior 

recurso.  

 

Artículo 221.- Sólo los hechos estarán sujetos a 

prueba; los usos y costumbres invocados por las 

partes deberán ser probados. Los hechos notorios 

pueden ser invocados por el magistrado, aunque 

no hayan sido alegados ni probados por las partes. 

Se consideran hechos notorios:  

 

I.- Lo público y sabido por todos;  

II.- Aquello cuyo conocimiento forma parte de 

la cultura normal propia de un círculo social al 

momento en que se pronuncie la resolución;  

III.- Los acontecimientos históricos y 

fenómenos naturales, y  

IV.- Las costumbres universalmente aceptadas. 

 

Artículo 222.- En el juicio agrario son admisibles 

todo tipo de pruebas; sin embargo, las pruebas que 

no se encuentren relacionadas con la materia del 

juicio, o hayan sido hechos reconocidos por las 

partes, se desecharán, fundando y motivando 

dicha determinación.  

 

Artículo 223.- Se reconocen como medios de 

prueba los siguientes: 

 

I. Declaración de parte sobre hechos propios o 

ajenos;  

II. Documental;  

III. Pericial;  

IV. Testimonial;  

V. Inspección judicial;  

VI. Instrumental de autos;  

VII. Presuncional;  

VIII. Medios de prueba aportados por la 

ciencia, y  

IX. En general todos aquellos que no sean 

contrarios a la ley y a la moral, que estén 
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relacionados directamente con los hechos 

materia de la controversia.  

 

Sección segunda 

De la declaración de parte 

 

Artículo 224.- Las partes están obligadas a 

declarar, bajo protesta de decir verdad, sobre 

hechos propios o ajenos que sean de su 

conocimiento, relacionados con la litis; las que 

sólo pueden declarar una vez en juicio.  

 

Artículo 225.- La prueba a que se refiere esta 

sección, se desahogará en la audiencia, con la 

comparecencia de ambas partes, con la 

prevención, al oferente, que de no comparecer se 

declarará desierta y al declarante, que de observar 

igual conducta, se le tendrán por ciertos los hechos 

sobre los que se le cuestione y por existente una 

fundada razón de su dicho.  

 

Artículo 226.- Para el desahogo de la prueba de 

declaración de parte, podrá exhibirse el pliego 

cerrado que contenga las preguntas desde el 

ofrecimiento de la prueba y deberá guardarse así 

en el secreto del tribunal, asentándose la razón 

respectiva en la cubierta, que firmará el secretario 

de acuerdos. Llegado el día del desahogo de la 

prueba, el tribunal abrirá el pliego y calificará las 

preguntas. 

 

Artículo 227.- Los representantes o mandatarios 

judiciales, sólo podrán responder a nombre de su 

representado las preguntas que les conste, siempre 

que estén autorizados para ello. Si el mandatario, 

manifiesta ignorar los hechos, será requerido su 

mandante. 

 

Artículo 228.- En el desahogo de la prueba de 

declaración de parte se observarán las reglas 

siguientes:  

 

I. Las preguntas deben articularse en términos 

claros y precisos; no han de ser insidiosas; 

deben ser afirmativas, procurando que cada una 

no tenga más de un hecho y esté relacionado 

con la controversia. Se tienen por insidiosas las 

preguntas que se dirigen a ofuscar la 

inteligencia del que ha de responder, con objeto 

de obtener una confesión contraria a la verdad.  

Lo anterior, sin perjuicio de que puedan 

formularse preguntas haciendo uso de 

adverbios de tiempo modo y lugar. 

II. Si son varios los que han de ser interrogados 

al tenor de un mismo cuestionario, las 

diligencias se practicarán separadamente y en 

un mismo día, siempre que fuere posible, 

evitando que los que absuelvan primero se 

comuniquen con los que hayan de absolver 

después.  

III. En ningún caso se permitirá que la parte que 

ha de ser interrogado esté asistida por su asesor 

legal u otra persona; ni se le dará traslado de las 

preguntas. Si no habla o entiende el español, 

deberá ser asistido por un intérprete cuyo 

servicio le será proporcionado por el tribunal.  

IV. Tomada la protesta de ley al absolvente, el 

tribunal procederá al interrogatorio. Las 

contestaciones serán categóricas, en sentido 

afirmativo o negativo, pero podrá agregar las 

explicaciones que considere necesarias, y, en 

todo caso, dará las que el tribunal le solicite. Si 

la parte contraria al oferente estima ilegal una 

pregunta, podrá manifestarlo al tribunal, a fin 

de que vuelva a calificar. Si se declara 

procedente, se le repetirá para que la conteste, 

apercibida de tenerla por confesa si no lo hace.  

V. Si el interrogado se niega a contestar, 

contesta con evasivas, o dice ignorar los hechos 

propios, el tribunal la apercibirá de tenerla por 

confesa, si insiste en su actitud.  

 

Artículo 229.- Terminado el interrogatorio, la 

parte que lo formuló puede articular nuevas 

preguntas al declarante, oral y directamente en el 

mismo acto, previa autorización del tribunal. En 

este caso, cuando el tribunal considere que una 

pregunta formulada no se ajusta a lo dispuesto por 

el artículo anterior, no la calificará de legal y 

advertirá al absolvente, que no tiene obligación de 

contestarla, lo cual se asentará en autos si así lo 

desea el oferente.  

 

Artículo 230.- La parte que tenga que responder 

será tenida por confesa cuando:  
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I. Sin causa justificada no comparezca, en cuyo 

caso el tribunal abrirá el pliego de posiciones y 

las calificará antes de hacer la declaración;  

II. Insista en negarse a contestar o lo haga con 

evasivas, y  

III. Manifieste en forma reiterada, ignorar los 

hechos propios.  

 

Artículo 231.- Las autoridades, las entidades y 

organismos que formen parte de la Administración 

Pública Federal o local, absolverán posiciones por 

medio de oficio, en el que se insertarán las 

preguntas que quiera hacerle la contraparte, para 

que, por vía de informe, sean contestadas dentro 

del término que señale el tribunal. En el oficio se 

apercibirá a la parte absolvente de tenerla por 

confesa si no contesta dentro del término que se le 

haya fijado, o si no lo hace categóricamente 

afirmando o negando los hechos.  

 

Sección Segunda 

De la prueba documental 

 

Artículo 232.- Las partes podrán ofrecer como 

prueba documentos públicos o privados 

preexistentes o bien solicitar que se les expidan en 

vía de informe de autoridad las constancias que 

prueben los hechos que funden su reclamación.  

 

Artículo 233.- Son documentos públicos aquellos 

expedidos por un servidor público en ejercicio de 

sus atribuciones, que contengan sellos, firmas u 

otros signos exteriores que prevengan las leyes. 

Son documentos privados los que no reúnen 

dichas condiciones.  

 

Artículo 234.- Los documentos públicos 

expedidos por autoridades competentes, federales, 

estatales y municipales, harán prueba plena en el 

juicio, sin necesidad de legalización.  

 

Artículo 235.- Los documentos que se presenten 

en lenguas indígenas o que hayan sido expedidos 

en la época colonial, deberán acompañarse de su 

traducción y de un dictamen pericial sobre su 

autenticidad y alcance legal. El dictamen 

mencionado deberá ser realizado por el experto 

que designe alguna institución oficial con 

atribuciones en la materia.  

 

Artículo 236.- Los litigantes podrán solicitar la 

expedición de copias certificadas o testimonios de 

todo o parte de un documento que obre en oficinas 

públicas o bien la compulsa de dichos 

documentos, cuando no les sea posible exhibirlos.  

 

Artículo 237.- Los documentos privados se 

presentarán en original y cuando formen parte de 

un libro, expediente o legajo, se exhibirán para que 

se compulse la parte que señalen los interesados.  

 

Artículo 238.- La autenticidad de los documentos 

podrá ser objetada por las partes dentro de los tres 

días hábiles siguientes a aquél en que se les haya 

dado vista de los mismos, siempre que ofrezcan las 

pruebas necesarias para acreditar la objeción que 

formulen.  

 

Cuando se sostenga la falsedad de un documento 

el tribunal concederá un término no mayor de diez 

días hábiles para que las partes ofrezcan las 

pruebas correspondientes. 

 

Artículo 239.- Para acreditar la autenticidad de un 

documento, las partes podrán solicitar el cotejo de 

firmas, letras o huellas dactilares, designando el 

documento que se considerará indubitado con el 

que deba hacerse el cotejo o bien solicitar al 

tribunal que se cite al interesado para que en su 

presencia se estampe la firma, letra o huella 

dactilar para el cotejo o, en su caso, reconozca si 

es suya la que se impugna o ratifique el contenido 

del documento.  

 

Artículo 240.- Se considerarán indubitados para el 

cotejo:  

 

I. Los documentos que las partes de común 

acuerdo reconozcan como tales;  

II. Los documentos privados cuya letra o firma 

haya sido reconocida en juicio por aquél a 

quien se atribuya la letra o firma dudosa;  

III. Los documentos cuya letra, firma o huella 

dactilar haya sido judicialmente declarada 

propia de aquél a quien se atribuya la dudosa, 
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exceptuando el caso en que la declaración haya 

sido hecha en rebeldía;  

IV. El escrito impugnado, en la parte en que 

reconozca la letra como suya aquél a quien 

perjudique, y  

V. Las firmas o huellas dactilares puestas en 

actuaciones judiciales, en presencia del 

secretario del tribunal o de quien haga sus 

veces, por la parte cuya firma, letra o huella 

dactilar se trate de comprobar, así como las 

puestas ante cualquier otro funcionario 

revestido de fe pública.  

 

Sección Tercera 

De la prueba pericial 

 

Artículo 241.- La prueba pericial tendrá lugar en 

cuestiones que requieran el conocimiento 

especializado de alguna ciencia, técnica, arte u 

oficio, para valorar hechos y circunstancias 

relevantes en el proceso o adquirir certeza sobre 

ellas; y en los casos, que expresamente lo 

prevenga la ley.  

 

Artículo 242.- Los peritos contarán con título en 

la ciencia, técnica o arte sobre la cuestión en que 

ha de oírse su opinión, si aquel estuviera 

legalmente reglamentado; si no está o estándolo no 

hubiera peritos en el lugar, podrán ser nombradas 

cualesquiera personas entendidas en la materia, a 

juicio del tribunal, aun cuando no tengan título.  

 

Artículo 243.- El magistrado deberá proveer las 

medidas que estime necesarias para obtener un 

resultado objetivo de dicha probanza que le 

permita conocer las particularidades del caso, 

otorgándole el derecho a las partes de su 

participación para garantizarles una debida 

defensa. 

 

Artículo 244.- Cada parte nombrará un perito, a 

no ser que se pusieren de acuerdo en el 

nombramiento de uno solo, pudiendo recaer el 

cargo en el perito adscrito al Tribunal Agrario sin 

costo alguno para las partes.  

 

Si una de las partes está integrada por dos o más 

personas, deberán nombrar un solo perito; si no 

pudieran ponerse de acuerdo, el tribunal designará 

uno de entre los que propongan los interesados.   

 

Artículo 245.- La parte que ofrezca prueba 

pericial deberá presentar a su perito en la primera 

audiencia, para los efectos señalados en el artículo 

anterior, y exhibir por escrito las preguntas o 

puntos sobre los que deberá dar respuesta.  

 

Artículo 246.- Si el oferente de la prueba no 

presenta a su perito o éste no acepta el cargo, el 

tribunal tendrá por desierta la prueba; en caso 

contrario, el tribunal concederá a la contraparte el 

término de cinco días para que adicione el 

cuestionario con lo que le interese, previniendo 

para que, en el mismo término, nombre a su perito.  

 

Si cumplido el plazo, la contraparte no propone al 

tribunal el nombramiento de su perito, el 

magistrado lo tendrá por conforme con el 

dictamen que ofrezca su contraria. 

 

Artículo 247.- Los interrogatorios exhibidos por 

las partes deberán tener las siguientes 

características: 

 

I. Deben estar relacionadas con la controversia. 

II. Deben tratarse de opiniones técnicas sobre la 

pericia de que se trate, omitiendo 

cuestionamientos subjetivos. 

III. Deben ser claras y precisas. 

 

Artículo 248.- Exhibidos los interrogatorios por 

las partes, el Tribunal Agrario examinará cada uno 

de ellos, y calificará la pertinencia de cada 

pregunta, pudiendo adicionar preguntas que 

permitan conocer elementos más precisos sobre la 

controversia. 

 

Artículo 249.- Si el juicio se lleva en rebeldía y la 

parte actora ofrece dicha probanza, la misma se 

llevará a efecto con el perito designado por el 

oferente, debiendo el magistrado cumplir con los 

lineamientos previstos por el artículo 243 de este 

Código, 

 

Artículo 250.- Los peritos, al aceptar su encargo, 

deberán protestar que en su actuación observarán 
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los principios de objetividad, profesionalismo, 

lealtad al proceso, independencia e imparcialidad, 

y que no tengan impedimento alguno. 

 

Artículo 251.- El Tribunal Agrario podrá ordenar 

que la prueba pericial se realice en forma conjunta 

con algún otro medio de prueba que le permita dar 

certeza, que ambos peritos tienen la misma 

información para emitir su dictamen. 

 

Artículo 252.- señalará a los peritos un término 

prudente para que presenten su dictamen, sin que 

este exceda de treinta días hábiles.  

 

Artículo 253.- En el supuesto de que el perito 

designado por alguna de las partes, que haya 

aceptado y protestado el cargo conferido, no 

presente su dictamen pericial en el término 

concedido, se entenderá que dicha parte acepta 

aquél que se rinda por el perito de la contraria, y la 

pericial se desahogará con ese dictamen.  

 

Si los peritos de ambas partes no rinden su 

dictamen dentro del término concedido se 

declarará desierta la prueba, sin perjuicio de que si 

el tribunal lo estima trascendente, ordene el 

desahogo de dicha prueba con el perito adscrito al 

Tribunal Agrario. 

 

Artículo 254.- Rendidos cada uno de los 

dictámenes el Tribunal Agrario dará vista a las 

partes para que hagan las observaciones que 

estimen pertinentes. 

 

Con los escritos de las partes o sin ellos, el 

Tribunal Agrario deberá examinar los dictámenes 

y determinar si se ajustaron a los requerimientos 

de la prueba, de no ser así, requerirá al omiso para 

que en un plazo máximo de 10 días cumpla 

cabalmente con su cargo y rinda su dictamen 

conforme a los interrogatorios de las partes y del 

Tribunal Agrario. De no rendir su dictamen en los 

términos requeridos, se tendrá por conforme con 

el peritaje rendido por el perito de la contraria. 

 

Artículo 255.- En caso de estimarlo necesario, el 

tribunal convocará a una junta de peritos en la que 

las partes y el propio tribunal podrán solicitar las 

aclaraciones que estimen pertinentes, haciéndose 

constar que ambos peritos tomaron en cuenta la 

misma información documental o técnica para 

emitir su dictamen.  

 

Los peritos no están obligados a adoptar el criterio 

de su contraria, sin embargo están obligados a 

exponer al tribunal las razones técnicas por las 

cuales tuvo un resultado distinto, para lo cual 

deberá analizar el dictamen que haya presentado la 

otra parte. 

 

Artículo 256.- Rendidos los dictámenes, dentro de 

los tres días siguientes del último presentado, el 

tribunal los examinará y si discordaren en alguno 

de los puntos esenciales sobre los que debe versar 

el parecer pericial, y advertida su importancia para 

la resolución de la litis, mandará de oficio el 

desahogo de un dictamen tercero en discordia, 

entregándole las copias de los dictámenes de las 

partes y otorgándole un término prudente para que 

rinda el suyo.  

 

Si el término fijado no bastare, el tribunal podrá 

acordar a petición del perito que se le amplíe.  

 

El perito tercero no está obligado a adoptar alguna 

de las opiniones de los otros peritos, pero si podrá 

realizar las observaciones que estime pertinentes 

que ilustren al magistrado las razones de sus 

diferencias.  

 

Artículo 257.- Los honorarios de cada perito serán 

pagados por la parte que lo nombró o en cuya 

rebeldía lo hubiere nombrado el tribunal y los del 

tercero, por los Tribunales Agrarios, conforme a 

su presupuesto.  

 

Sección Cuarta 

De la prueba testimonial 

 

Artículo 258.- En la primera audiencia, el oferente 

de la prueba testimonial deberá presentar a sus 

testigos, que no podrán exceder de tres por cada 

uno de los hechos controvertidos; cuando una de 

las partes, bajo protesta de decir verdad, no pueda 

presentar a sus testigos, los ofrecerá como hostiles 

y deberán ser citados a declarar, con 
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apercibimiento de aplicación de medidas de 

apremio si no asisten con causa justificada.  

 

Los gastos que hagan los testigos y los perjuicios 

que sufran por presentarse a declarar, serán 

cubiertos por la parte que los ofrezca.  

 

Artículo 259.- Cuando se acredite que las 

personas que deban rendir testimonio estén 

incapacitadas para comparecer al tribunal 

personalmente, el magistrado podrá autorizar al 

secretario de acuerdos o al actuario para recibir su 

declaración en el lugar en que se encuentren, con 

la presencia de las partes y sus asesores, si así lo 

estiman conducente.  

 

Artículo 260.- En el desahogo de la prueba 

testimonial se observarán las reglas siguientes:  

 

I. Una vez tomada al testigo la protesta de 

conducirse con verdad y de advertirlo de las 

penas en que incurre el que se conduce con 

falsedad, se hará constar su nombre, edad, 

estado civil, lugar de residencia, ocupación, 

domicilio; si es pariente consanguíneo o afín de 

alguno de los litigantes y en qué grado; si tiene 

interés directo en el juicio o en otro semejante, 

y si es amigo íntimo o enemigo de alguna de las 

partes, se procederá al examen;  

II. Para el examen de los testigos podrán 

presentarse interrogatorios escritos. Las 

preguntas serán formuladas verbal y 

directamente por las partes o sus asesores 

legales, previa calificación. Primero interrogará 

el oferente de la prueba y a continuación las 

demás partes, pudiendo el tribunal permitir que, 

con motivo de una respuesta, hagan las demás 

partes las repreguntas relativas a ella o 

formularlas el propio tribunal;  

III. Las preguntas y repreguntas deben estar 

articuladas en términos claros y precisos, en 

forma afirmativa o inquisitiva y conducente a 

la cuestión debatida. Las que no satisfagan 

estos requisitos, serán desechadas de plano;  

IV. Los testigos serán examinados separada y 

sucesivamente, sin que unos puedan presenciar 

ni escuchar las declaraciones de los otros.  

V. Cada respuesta del testigo se hará constar en 

autos, en forma tal que al mismo tiempo se 

comprenda en ella el sentido o términos de la 

pregunta formulada;  

VI. Los testigos están obligados a dar la razón 

de su dicho y el tribunal deberá exigirla, y  

VII. El testigo firmará al pie de su declaración 

y al margen de las hojas en que se contenga.  

 

Artículo 261.- Si el testigo no habla español, 

rendirá su declaración por medio de intérprete, por 

lo que el Tribunal Agrario proveerá las diligencias 

necesarias para su asistencia. El intérprete deberá 

rendir la protesta de ley, previo el desempeño de 

su encargo.  

 

Artículo 262.- Las partes pueden atacar el dicho 

del testigo en el acto del examen por cualquier 

circunstancia que, en su concepto, afecte su 

credibilidad, lo que será valorado por el 

magistrado al emitir sentencia.  

 

Sección Quinta 

De la inspección judicial 

 

Artículo 263.- La inspección ocular tendrá por 

objeto aclarar o fijar hechos relativos a la 

contienda, percibidos por los sentidos, que no 

requieran conocimientos técnicos especiales; ésta 

se llevará a cabo previa citación a las partes, 

señalando el lugar de reunión, día y hora.  

 

Artículo 264.- La inspección judicial podrá ser 

ofrecida por las partes o dispuesta por el 

magistrado para el reconocimiento de objetos, 

documentos o cualquier otro aspecto que no 

requiera conocimientos técnicos especiales. 

 

Artículo 265.- No obstante lo dispuesto por el 

artículo anterior, podrá ordenar que esta probanza 

se realice con la presencia de algún perito, para 

que auxilie al servidor público que realice la 

diligencia y se localicen vértices y se tome lectura 

de posicionamiento geo satelital, ubique predios o 

cualquier otra diligencia necesaria que permita la 

agilidad del proceso.  
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Artículo 266.- La parte que ofrezca la inspección 

judicial deberá precisar el propósito y materia de 

la misma, así como señalar la ubicación del bien 

que deba examinarse y proporcionar los medios 

requeridos para el desahogo de la prueba. 

  

Artículo 267.- De la inspección se levantará acta 

circunstanciada que firmarán todos los que en ella 

intervengan. Para el caso de que alguno de los que 

intervinieron en la diligencia se niegue a firmarla, 

el funcionario judicial a cargo de esta asentará 

dicha negativa.  

Las partes, sus asesores legales o ambos, podrán 

concurrir a la inspección y hacer las observaciones 

que estimen oportunas.  

 

Artículo 268.- Cuando una de las partes se oponga 

a la inspección judicial ordenada, se podrán aplicar 

en su contra las medidas de apremio que sean 

necesarias para asegurar el desahogo de la prueba. 

Lo mismo se hará si una de las partes no exhibe 

para la inspección ordenada por el tribunal, el 

objeto o documento que tenga en su poder o del 

que pueda disponer.  

 

Sección Sexta 

De la prueba presuncional 

 

Artículo 269.- Las presunciones legales y 

humanas se deducen de los hechos comprobados. 

La parte que alegue una presunción sólo debe 

probar los supuestos de la misma, lo que deberá 

ser tomado en cuenta por el tribunal al emitir 

sentencia.  

 

Artículo 270.- La presunción puede ser 

consecuencia de una disposición legal o producto 

de la deducción de un hecho conocido para 

averiguar la verdad material o histórica de otro 

desconocido.  

 

Artículo 271.- La presunción legal 

necesariamente será establecida en forma expresa 

por la ley. La presunción será lógica y humana 

cuando, de un hecho debidamente probado, se 

deduce otro como consecuencia de aquél.  

Sección Séptima 

De los medios probatorios aportados por la 

ciencia 

 

Artículo 272.- Los demás elementos de prueba 

derivados de los descubrimientos de la ciencia, 

tendrán como objeto acreditar hechos o 

circunstancias en relación con la litis planteada; en 

el caso, en que se necesiten conocimientos 

técnicos especiales para la apreciación de estos 

medios de prueba oirá el tribunal el parecer de un 

perito nombrado por él, cuando así lo juzgue 

conveniente.  

 

Artículo 273.- Las partes podrán acreditar los 

hechos o circunstancias relacionados con la 

controversia mediante la presentación de 

fotografías, grabaciones de audio o de video, así 

como de toda la clase de elementos probatorios 

aportados por la ciencia y la tecnología.  

 

Artículo 274.- La parte que ofrezca como prueba 

los elementos derivados de descubrimientos 

científicos o tecnológicos, deberá acompañar los 

instrumentos necesarios para la apreciación de 

este tipo de pruebas, tales como cámaras 

especiales, equipos de audio o de video, 

proyectores u otros equipos que se requieran para 

su reproducción o análisis.  

 

Sección Octava 

Apreciación y valoración de las pruebas 

 

Artículo 275.- El tribunal gozará de plena libertad 

en la apreciación y valoración de las pruebas con 

el propósito de encontrar la verdad material o 

histórica de los hechos sometidos a su 

jurisdicción, analizando los autos en conciencia y 

a verdad sabida, con criterio lógico y objetivo, 

fundando y motivando su apreciación.  

 

Capítulo VIII 

De la sentencia 

 

Artículo 276.- El Tribunal Agrario citará a las 

partes para oír sentencia en el término que estime 

conveniente, sin que el mismo exceda de treinta 
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días hábiles, pudiendo duplicarse en los casos que 

así lo ameriten.  

 

Artículo 277.- Sólo una vez puede pedirse la 

aclaración de sentencia, promoviéndose ante el 

tribunal del conocimiento dentro de los tres días 

hábiles siguientes al en que surta efectos su 

notificación, expresándose con toda claridad la 

contradicción, ambigüedad u oscuridad de las 

palabras cuya aclaración se solicite.  

 

El tribunal resolverá dentro de los tres días hábiles 

siguientes lo que estime procedente, sin que pueda 

variar el fondo de la resolución. El auto que 

resuelva sobre la aclaración de una resolución será 

parte integrante de ésta.  

 

Artículo 278.- En ningún caso el tribunal podrá 

aclarar su sentencia de oficio, sino hasta que haya 

transcurrido el plazo para su impugnación, ya sea 

en la vía de revisión ante el Tribunal Superior 

Agrario o ante el órgano de control constitucional 

correspondiente, siempre y cuando, la aclaración 

no varíe el fondo de la sentencia.  

 

Capítulo IX 

Del recurso de revisión 

 

Artículo 279.- El recurso de revisión en materia 

agraria procede contra la sentencia de los 

tribunales unitarios que resuelvan en primera 

instancia sobre:  

 

I. Controversias por límites de terrenos entre 

dos o más núcleos de población ejidal o 

comunal, y de éstos con pequeños propietarios, 

sociedades o asociaciones, o viceversa;  

II. Restitución de tierras, bosques y aguas a los 

núcleos de población ejidal o comunal, contra 

actos de autoridades administrativas o 

jurisdiccionales, fuera de juicio, o contra actos 

de particulares, o viceversa;  

III. Nulidad de resoluciones dictadas por las 

autoridades agrarias que alteren, modifiquen o 

extingan un derecho o determinen la existencia 

de una obligación;  

IV. Reversión de tierras;  

V. Controversias derivadas de la constitución, 

funcionamiento y liquidación de las sociedades 

a que se refiere la Ley Agraria;  

VI. Controversias relativas a terrenos baldíos, 

nacionales y demasías;  

VII. Controversias relativas a la expropiación 

de terrenos ejidales y comunales e 

indemnización correspondiente;  

VIII. Controversias que se susciten por actos o 

actividades que deterioren las tierras, aguas u 

otros recursos naturales de los núcleos agrarios, 

generando un daño patrimonial y un perjuicio a 

las características del ecosistema y equilibrio 

ecológico, así como aquellos que obstaculicen 

el oportuno aprovechamiento o explotación y 

realización de las actividades productivas de 

los núcleos agrarios;  

IX. Los asuntos en que se involucren los 

intereses colectivos de los núcleos agrarios.  

 

Artículo 280.- La revisión debe presentarse ante 

el tribunal que haya pronunciado la resolución 

recurrida dentro del término de diez días hábiles 

contados a partir del día siguiente al en que surta 

sus efectos la notificación. Para su interposición, 

bastará un simple escrito que exprese los agravios.  

 

Artículo 281.- El Tribunal Agrario podrá tener 

por no interpuesto el recurso de revisión, 

únicamente cuando haya sido presentado de 

manera extemporánea, previa certificación del 

secretario de acuerdos del propio tribunal, sin 

necesidad de correr traslado ni dar vista a la parte 

contraria.  

 

Asimismo, el tribunal deberá proveer lo 

conducente, cuando el promovente del recurso de 

revisión se desista de su interposición, previa 

ratificación de tal desistimiento.  

 

Artículo 282.- El tribunal dará vista a la 

contraparte del recurrente dentro de los tres días 

siguientes a la interposición del recurso, para que 

en un plazo de cinco días exprese lo que a su 

interés convenga. Hecho lo anterior, remitirá 

inmediatamente el expediente, el original del 

escrito de agravios y la promoción de los terceros 

interesados al Tribunal Superior Agrario, el cual 
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resolverá en un término de treinta días hábiles 

contados a partir de la fecha de su recepción.  

 

Capítulo X 

De la ejecución de la sentencia 

 

Artículo 283.- Los Tribunales Agrarios están 

obligados a proveer a la eficaz e inmediata 

ejecución de sus sentencias y para ese efecto 

podrán dictar todas las medidas necesarias, 

incluidas las de apremio, en la forma y términos 

que, a su juicio, fueren procedentes. 

 

Artículo 284.- Pronunciada la sentencia, y una vez 

que haya sido declarada ejecutoriada, cualquiera 

de las partes podrá solicitar al tribunal a un 

avenimiento para que los contendientes 

determinen la mejor forma de ejecutarla, incluso 

convenir un cumplimiento sustituto. 

 

El vencido en juicio podrá proponer garantía o 

fianza de institución autorizada para garantizar la 

obligación que se le impone, y el tribunal, con 

audiencia de la parte que obtuvo, calificará la 

garantía o fianza según su arbitrio y, si la aceptare, 

podrá conceder un término hasta de quince días 

para el cumplimiento y mayor tiempo si el que 

obtuvo estuviera conforme con ella. Si 

transcurrido el plazo no hubiere cumplido, se hará 

efectiva la fianza o garantía correspondiente. 

 

Artículo 285.- El convenio que determine un 

cumplimiento sustituto deberá ser calificado por el 

tribunal, y en la que resolverá si el mismo cumple 

los requisitos de la ley. 

 

Dicho convenio y su calificación podrá constituir 

título ejecutivo en caso de que el mismo contemple 

una obligación de pago. 

 

Artículo 286.- Si no es posible el avenimiento o 

no es solicitado por las partes, ordenará la 

ejecución forzosa de la sentencia. 

 

Si existiera alguna imposibilidad material o 

jurídica para ejecutar una sentencia relativa al 

establecimiento de límites o restitución de tierras, 

la parte que obtuvo sentencia favorable podrá 

aceptar la superficie deslindada en ejecución, o 

bien, obtener el cumplimiento sustituto a su 

satisfacción, en cuyo caso, la sentencia se tendrá 

por ejecutada, dejándose constancia de tal 

circunstancia en el acta que para el efecto se 

levante.  

 

TÍTULO TERCERO 

De los medios alternativos de solución de 

conflictos 

 

Capítulo I 

De la conciliación 

 

Artículo 287.- Las partes podrán conciliar sus 

intereses antes de juicio; durante la tramitación del 

mismo; en la substanciación del recurso de 

revisión; o, en la ejecución de la sentencia. En todo 

caso, antes de pronunciar su fallo, los Tribunales 

Agrarios, exhortarán a las partes a una 

composición amigable. 

  

Artículo 288.- Cuando las partes concilien sus 

intereses fuera de juicio, deberá levantarse 

convenio, pudiendo ser auxiliados por la 

Procuraduría Agraria para su elaboración, 

siguiendo los lineamientos previstos por la sección 

segunda del capítulo IX del Reglamento Interior 

de la Procuraduría Agraria, para que se les 

explique los efectos jurídicos de su acuerdo de 

voluntades y los alcances jurídicos. 

 

Artículo 289.- Los convenios conciliatorios que 

se suscriban con la intervención de la Secretaría de 

Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; la 

Procuraduría Agraria; los gobiernos de los 

estados; cualquier otra instancia gubernamental o 

notario público, mediante los cuales se ponga fin a 

conflictos agrarios o de tenencia de la tierra, 

deberán ser sometidos a la consideración de los 

Tribunales Agrarios para ser calificados de legales 

y en su caso, elevados a la categoría de sentencia 

ejecutoriada, conforme al procedimiento previsto 

en este Código.  

 

Artículo 290.- La regulación y solución de 

conflictos individuales internos de los pueblos y 

comunidades indígenas, obtenidas en aplicación 
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de sus propios sistemas normativos, deberán ser 

regulados por sus estatutos comunales y podrá 

presentarse al Tribunal Agrario para su 

calificación. 

 

Artículo 291.- Los convenios que suscriban los 

núcleos agrarios y que afecten su propiedad, deben 

ser aprobados por la asamblea general de 

ejidatarios o comuneros, según sea el caso y se 

cumpla con formalidades especiales. 

 

De tratarse de pueblos indígenas en donde se hable 

una legua distinta al español, deberá quedar 

consignado en el acta de asamblea respectiva, que 

la misma se llevó a cabo en su lengua y que se 

escribió el acta en español, informándole a los 

integrantes del núcleo esta circunstancia. 

 

Para que tengan plena eficacia, deben ser 

calificados por el Tribunal Agrario e inscribirse en 

el Registro Agrario Nacional. 

 

Artículo 292.- Los convenios que afecten 

derechos agrarios, deben ser inscritos en el 

Registro Agrario Nacional. 

 

Artículo 293.- Los estatutos comunales y los 

reglamentos internos, según sea el caso, podrán 

contemplar mecanismos alternativos de solución 

de conflictos para obtener la conciliación de 

intereses. 

 

Capítulo II 

De la mediación 

 

Artículo 294.- En los juicios agrarios las partes 

podrán acordar que un tercero participe como 

mediador, sin suspensión del procedimiento, a fin 

de alcanzar un acuerdo que resuelva la 

controversia. 

 

En caso de que se encuentren involucrados los 

intereses colectivos de un núcleo agrario se 

necesitará, además, la aprobación de la asamblea 

general correspondiente. 

 

Artículo 295.- El mediador deberá aceptar y 

protestar su encargo ante el tribunal que conozca 

del asunto, obligándose a observar 

confidencialidad, flexibilidad, neutralidad, 

imparcialidad, equidad, legalidad y honestidad en 

el desempeño de su encargo.  

 

Artículo 296.- Podrán fungir como mediadores el 

comisariado ejidal, el consejo de vigilancia, las 

autoridades tradicionales de los pueblos indígenas, 

en el caso de comunidades agrarias, jueces 

municipales, notarios públicos, la Procuraduría 

Agraria o cualquier instancia de gobierno.  

 

Artículo 297.- Iniciada la mediación, si el asunto 

se pone en estado de resolución, no podrá dictarse 

la sentencia, salvo renuncia al procedimiento de 

mediación. En caso de llegar a un acuerdo, deberá 

elaborarse el convenio respectivo.  

 

Capítulo III 

Del arbitraje 

 

Artículo 298.- Los conflictos agrarios podrán ser 

sometidos al arbitraje conforme a las atribuciones 

que norman la actividad de la Procuraduría 

Agraria previstas por la sección tercera del 

capítulo IX del Reglamento Interior de la 

Procuraduría Agraria.  

 

Artículo 299.- Las partes podrán designar de 

común acuerdo al árbitro, quien decidirá la 

controversia apegándose a los principios de 

legalidad, equidad e igualdad.  

 

Artículo 300.- El compromiso arbitral debe 

otorgarse por escrito, haciéndose constar:  

 

I. Las partes que lo celebran;  

II. El negocio sujeto al arbitraje;  

III. El árbitro al que se someten; y, 

IV. El procedimiento que ha de observarse, los 

plazos en que han de substanciarse y 

concluirse. 

 

Artículo 301.- El árbitro dará a conocer el 

procedimiento a seguir en el procedimiento 

arbitral conforme a las disposiciones de este 

Código o, en su defecto, a la legislación federal 
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aplicable, y al Reglamento de la Procuraduría 

Agraria, atendiendo las reglas siguientes:  

 

I. Fijará las cuestiones objeto del arbitraje, 

señalando día y hora para la celebración de una 

audiencia, la que se llevará a efecto en un 

término no menor a cinco días ni mayor a diez 

días siguientes a la firma del compromiso 

arbitral;  

II. Durante la audiencia las partes podrán 

aportar cualquier tipo de pruebas permitidas 

por la ley para fundar su dicho;  

III. Por la naturaleza del procedimiento arbitral 

las pruebas deberán tener relación con el asunto 

controvertido, en caso contrario el árbitro podrá 

desechar aquellas que no reúnan ese requisito;  

IV. En la audiencia se desahogarán las pruebas 

cuya naturaleza así lo permitan. Para el 

desahogo de las pruebas restantes se señalará 

fecha y término;  

V. Concluido el desahogo de las pruebas, las 

partes formularán sus alegatos lo cual puede ser 

dentro de la misma audiencia, o bien se 

concederá término que no excederá de treinta 

días, hecho que sea, se dará por concluida la 

instrucción;  

VI. El árbitro dictará su laudo apreciando las 

pruebas en un término que no excederá de diez 

días hábiles.  

 

Artículo 302.- Los laudos serán notificados a las 

partes dentro de los cinco días siguientes a aquel 

en que se hubieran dictado, los que deberán ser 

sometidos al Tribunal Agrario correspondiente en 

un plazo máximo de veinte días hábiles, para su 

calificación y homologación a sentencia y en su 

caso ejecución.  

 

De no presentarse para su calificación y 

homologación, su cumplimiento quedará a 

voluntad de las partes. No obstante, dicho laudo 

podrá ser nulificado por el Tribunal Agrario si se 

demanda su nulidad. 

 

Artículo 303.- El Tribunal Agrario calificará de 

legal el laudo siempre y cuando se cumplan 

siguientes requisitos: 

I. Que se hayan cumplido las formalidades 

esenciales del procedimiento; y 

II. Que el laudo haya resuelto el fondo de la 

controversia y que tal determinación se 

encuentre apegada a derecho.  

 

Artículo 304.- Las partes de la controversia y la 

Procuraduría Agraria en un escrito conjunto, 

solicitarán a los Tribunales Agrarios la 

homologación del laudo, acompañando el original 

del expediente integrando, el que invariablemente 

debe contener la acreditación de la personalidad de 

las partes, el compromiso arbitral, las constancias 

del desahogo del proceso y el laudo emitido.  

 

Artículo 305.- El Tribunal Agrario, presentada la 

solicitud de homologación, podrá determinar:  

 

I. Admitir y turnar a la secretaría de estudio y 

cuenta para elaborar el proyecto de resolución.  

II. Prevenir a la Procuraduría Agraria, por faltar 

elementos que permitan la emisión de la 

resolución correspondiente, estableciendo el 

término de 8 días hábiles para solventar la 

prevención, la cual de no ser subsanada se 

archivará el expediente y se pondrá a 

disposición de dicha institución las constancias 

originales aportadas.  

 

En caso de que se haya subsanado, se procederá 

conforme la fracción I de este artículo.  

 

Artículo 306.- El Tribunal Agrario emitirá su 

resolución en el plazo de hasta veinte días hábiles, 

salvo que estime que, por la complejidad del 

asunto y la integralidad del proceso, se requiera un 

plazo mayor.  

 

En los casos que sea procedente la homologación, 

la Procuraduría Agraria promoverá la inmediata y 

eficaz ejecución del laudo homologado.  

 

TÍTULO CUARTO 

De los procedimientos no contenciosos 

 

Capítulo Único 

De la jurisdicción voluntaria 
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Artículo 307.- Los Tribunales Agrarios conocerán 

en la vía de jurisdicción voluntaria de los asuntos 

no litigiosos o que no exista contención o 

controversia que les sean planteados y proveerán 

lo necesario para proteger los intereses de los 

promoventes.  

 

Artículo 308.- Si a la solicitud promovida se 

opusiere parte legítima, se dará por terminada la 

vía de jurisdicción voluntaria y se dejarán los 

derechos de los interesados a salvo. 

 

Si la oposición se hiciere por quien no tenga 

legitimación ni interés para ello el tribunal la 

desechará de plano.  

 

Artículo 309.- No procede la acumulación de un 

expediente de jurisdicción voluntaria y otro de 

jurisdicción contenciosa, en todo caso, al estar en 

trámite el primero, deberá darse por terminado y 

continuar el segundo.  

 

Artículo 310.- En todos los casos en que la 

jurisdicción voluntaria se trate de sucesión 

legítima sobre derechos agrarios, será citado en 

comisariado ejidal o de bienes comunales, según 

sea el caso. 

 

Artículo 311.- Las resoluciones que recaigan en 

este tipo de procedimientos no causan estado, por 

lo que la parte que estime que se hayan afectado 

sus derechos con la emisión de dicho fallo, podrán 

demandar su nulidad ante el mismo Tribunal 

Agrario que la haya dictado.  

 

TÍTULO QUINTO 

De los procedimientos especiales 

 

Capítulo I 

De la validación de contratos relativos al uso y 

ocupación superficial de tierras ejidales o 

comunales para las industrias de 

hidrocarburos y energía eléctrica 

 

Artículo 312.- El asignatario o contratista y/o el 

titular de los derechos ejidales o comunales, 

deberán presentar al Tribunal Agrario para su 

validación el contrato signado para el uso y 

ocupación de tierras ejidales o comunales, en un 

plazo de hasta 90 días hábiles, conforme los 

lineamientos emitidos por la Secretaría de Energía 

para el caso de la industria de hidrocarburos y de 

la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 

Urbano, para la industria eléctrica.  

 

A la promoción se deberá adjuntar la escritura 

pública que contenga el contrato, con sus anexos, 

entre los que destacan:  

 

I. Acreditación de la personalidad de las partes.  

II. Acreditación del interés jurídico de las 

partes.  

III. Síntesis del proyecto a desarrollar.  

IV. Constancia de interés para celebrar el 

contrato de uso y ocupación superficial 

entregada por el asignatario o contratista al 

titular de los derechos agrarios.  

V. Aviso de inicio de negociación a la 

Secretaría de Energía si se trata de industria de 

hidrocarburos o a la Secretaría de Desarrollo 

Agrario, si se trata de industria eléctrica.  

VI. Superficie requerida y el plano 

correspondiente conforme a las normas 

técnicas del Registro Agrario Nacional.  

VII. Tabuladores municipales emitidos por el 

Instituto de Administración y Avalúos y de 

Bienes Nacionales, considerando el valor 

comercial de la tierra.  

VIII. En caso de que las partes lo hayan 

acordado, avalúo maestro y en su caso 

específico, emitido por un valuador del 

Instituto de Administración y Avalúos de 

Bienes Nacionales de la sección específica de 

reforma energética, que contenga los factores 

que resulten aplicables previstos en el artículo 

104 de la Ley de Hidrocarburos y 77 de la Ley 

de la Industria Eléctrica.  

IX. Documentales que acrediten el 

consentimiento de las partes contratantes.  

X. En caso de ser necesario, las evaluaciones de 

impacto social e impacto ambiental y el 

resultado de la consulta a comunidades 

pertenecientes a un pueblo indígena y en su 

caso el consentimiento previo, libre e 

informado.  
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Artículo 313.- El Tribunal Agrario recibida la 

promoción podrá acordar:  

 

I. Admitir la promoción y establecer fecha para 

audiencia la que deberá realizarse en un plazo 

de hasta 30 días hábiles, a la que deberán asistir 

el asignatario o contratista y el núcleo agrario, 

con sus representantes legales, con el objeto de 

garantizar que los titulares de los derechos 

ejidales o comunales, conozcan los alcances del 

proyecto, los posibles impactos positivos y 

negativos, el monto de la contraprestación por 

tierra y por bienes distintos a la tierra, la 

duración del contrato y la superficie que 

comprende. Invariablemente se citará a la 

audiencia a la Procuraduría Agraria para 

asesorar al núcleo agrario de que se trate.  

II. Prevenir a la parte que presentó la 

promoción para que en el plazo de ocho días 

hábiles complemente la documentación 

presentada en su promoción inicial, con el 

apercibimiento que de no presentarla se dictará 

el archivo del expediente y se pondrán a su 

disposición las constancias originales 

aportadas.  

 

Artículo 314.- El Tribunal Agrario desahogará la 

audiencia de ley con la presencia de las partes 

contratantes, asistidas por sus representantes 

legales. En la audiencia el Tribunal Agrario se 

cerciorará del conocimiento que los representantes 

del núcleo agrario tengan sobre el contrato y sus 

alcances. En caso de que lo determine procedente, 

ordenará la publicación de un extracto del acuerdo 

alcanzado a costa del asignatario o contratista en 

un periódico de circulación local y en los lugares 

más visibles del ejido o comunidad, lo que deberá 

certificar un notario público.  

 

Artículo 315.- Cualquiera de las partes deberá 

acreditar al Tribunal Agrario la publicación del 

extracto del acuerdo, lo que una vez acreditado y 

que hayan transcurrido al menos 15 días de la 

primera publicación, el tribunal procederá a emitir 

la sentencia que determine si es o no procedente la 

validación del contrato, la cual deberá de emitirse 

en un plazo de hasta veinte días hábiles, siempre 

que no tenga conocimiento de la existencia de un 

juicio pendiente que involucre los terrenos, bienes 

o derechos en cuestión. 

 

Artículo 316.- Contra la sentencia emitida, solo 

procederá el juicio de amparo. De no interponer 

dentro del plazo regulado, se declarará firme la 

resolución y se ordenará su inscripción en el 

Registro Agrario Nacional.  

 

Acreditado lo anterior se decretará el archivo del 

expediente como concluido.  

 

Capítulo II 

De la calificación de convenios conciliatorios 

 

Artículo 317.- Las controversias que concluyan 

con convenio conciliatorio suscrito ante la 

Procuraduría Agraria u otra institución, podrán 

presentarse ante el Tribunal Agrario para su 

ratificación y calificación, para lo cual el tribunal 

citará a las partes a una audiencia. 

  

Artículo 318.- El Tribunal Agrario se cerciorará 

que las partes conozcan los alcances del convenio 

suscrito, procederá a su ratificación y emitirá la 

calificación correspondiente en un plazo de hasta 

veinte días hábiles.  

 

Para los casos en que sea calificado de legal, la 

sentencia adquirirá el carácter de cosa juzgada.  

 

En el supuesto de no ser calificado de legal porque 

alguna de sus cláusulas no se encuentre apegada a 

derecho, se le hará saber a las partes dicha 

determinación y se archivará el asunto como 

concluido, dejando expedito el derecho de las 

partes para suscribir un nuevo convenio conforme 

a la ley. 

 

Capítulo III 

De la venta de derechos agrarios por sucesión 

 

Artículo 319.- La venta de los derechos 

parcelarios o de derechos sobre las tierras de uso 

común a que se refieren los artículos 18, parte final 

y 19 de la Ley Agraria se realizará conforme a las 

disposiciones de este Código. 
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Artículo 320.- Determinado por el Tribunal 

Agrario la procedencia de la sucesión de derechos 

agrarios conforme al artículo 18 de la Ley Agraria, 

y establecido que los sucesores no se han puesto 

de acuerdo quien conservará el derecho agrario, 

encontrándose en un mismo orden de preferencia, 

o establecido por parte del Tribunal Agrario la 

inexistencia de sucesores conforme al artículo 19 

del mismo ordenamiento jurídico, el Tribunal 

Agrario ordenará la venta de estos. 

 

Artículo 321.- El Tribunal Agrario procederá a 

identificar el haber hereditario del extinto 

ejidatario o comunero; esto es, cuáles fueron sus 

derechos parcelarios o de uso común que tuvo al 

momento de su fallecimiento. 

 

Artículo 322.- De existir un parcelamiento 

económico o de hecho sobre las tierras de uso 

común, procederá a identificar la parcela o 

parcelas que tenía en posesión el finado ejidatario 

o comunero; para tal efecto, procederá a solicitar 

tanto a los sucesores, como a los representantes 

ejidales, informen cuáles son estas y la forma de 

su identificación. 

 

Artículo 323.- Una vez identificadas las parcelas 

correspondientes a los derechos parcelarios o 

sobre tierras de uso común que le correspondían al 

ejidatario o comunero, procederá a ordenar el 

avalúo correspondiente, conforme a los 

lineamientos de la prueba pericial prevista en éste 

Código. 

 

En el caso de tener valores distintos en los 

dictámenes, el Tribunal Agrario resolverá cual 

será el valor de remate de los citados derechos. 

 

Artículo 324.- Obtenido el valor de remate, 

ordenará su venta en subasta en donde participarán 

únicamente, sucesores, ejidatarios, posesionarios 

y avecindados del núcleo agrario de que se trate. 

 

Artículo 325.- La publicación de la almoneda 

deberá contener:  

1. número de juicio agrario. 

2. poblado y municipio. 

3. nombre del extinto ejidatario o comunero 

titular de derechos sujeto a remate. 

4. número de parcelas a rematar, número de 

certificados parcelarios o de derecho de tierras 

de uso común; superficie de las mismas y de ser 

posible los datos de identificación. 

5.  valor de remate por cada uno de los derechos 

parcelarios y derechos sobre tierras de uso 

común. 

6. lugar, fecha y hora en donde deberá de 

realizarse la postura. 

7. forma en cómo se deberá considerar la 

postura legal. 

 

Artículo 326.- La almoneda deberá de 

comunicarse a los representantes ejidales o 

comunales, para el efecto de que convoquen a una 

asamblea en donde se dé a conocer dicha venta, 

para el efecto de que los integrantes del núcleo 

agrario puedan intervenir como postores. 

 

De igual manera dicha almoneda deberá ser 

publicada en los lugares más visibles del poblado, 

bajo la responsabilidad de mismo Tribunal 

Agrario, en donde se deberá dejar asentado cuales 

fueron éstos y el motivo por el cual se consideró 

ser los más visibles del mismo. 

 

También será publicado en la Presidencia 

municipal del poblado de que se trate, residencia 

de la Procuraduría Agraria más cercana y los 

estrados del Tribunal Agrario, sin perjuicio de que 

el magistrado pueda ordenar algún otro medio de 

comunicación para darle publicidad a dicha venta. 

 

Artículo 327.- Las posturas se exhibirán en la 

audiencia y se harán:  

 

I.- Por escrito manifestando bajo protesta de 

decir verdad el nombre, edad, capacidad legal, 

estado civil, ocupación, domicilio del postor y 

la declaración de encontrarse dentro de las 

personas que pueden ser postores conforme al 

artículo 324 de este Código;  

II.- Señalando la cantidad que se ofrezca por el 

derecho;  
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III.- Exhibiendo el billete de depósito (BIDE) 

de Banco del Ahorro Nacional y Servicios 

Financieros, S.N.C.  

 

Artículo 328.- Las pujas podrán hacerse 

verbalmente en la audiencia, sin formalidad 

alguna, debiendo el mejor postor, exhibir el 

numerario o billete de depósito (BIDE) de 

depósito correspondiente que ampare su mejora, 

para que válidamente se finque el remate en su 

favor.  

 

Artículo 329.- En el desarrollo de la audiencia, el 

magistrado resolverá las cuestiones que hubieren 

surgido con motivo del remate y declarará en favor 

de quien se finca éste.  

 

Artículo 330.- Si por cualquier motivo se 

suspende la diligencia, se procederá a señalar 

nuevo día y hora para su continuación.  

 

Artículo 331.- Si en la audiencia solo se obtiene 

postura sobre uno de los derechos parcelarios o 

sobre el derecho de tierras de uso común de que se 

trate, se declarará legal dicha postura dejando a 

salvo los derechos de los sucesores, para que 

soliciten las almonedas subsecuentes hasta lograr 

el remate o adjudicación de los demás derechos. 

 

Artículo 332.- Si en la audiencia de remate no se 

presenta postura legal, se procederá a concluir la 

misma, dejando a salvo los derechos de los 

sucesores, para que soliciten las almonedas 

subsecuentes hasta lograr el remate o adjudicación 

de los bienes, sin perjuicio de que los sucesores 

propongan algún mecanismo alterno para buscar 

la adjudicación del derecho de que se trate. 

 

Artículo 333.- En el caso de tratarse de la venta de 

derechos por inexistencia de sucesores, conforme 

a lo dispuesto por el artículo 19 de la Ley Agraria, 

los representantes del núcleo agrario podrán 

solicitar al Tribunal Agrario declarar vacante este 

derecho, para que en su oportunidad sea 

adjudicado por la asamblea general de ejidatario o 

comuneros, según sea el caso. 

Artículo 334.- De no encontrarse suspendida la 

ejecución del auto que declare fincado el remate o 

habiendo causado estado el mismo, se aplicarán 

las siguientes disposiciones:  

 

I.- Dentro de los quince días siguientes al en 

que se determine fincado el remate, se ordenará 

girar oficio al Registro Agrario Nacional para 

que expida los nuevos certificados a el o los 

nuevos adjudicatarios. 

II.- Se dará posesión material al comprador 

siempre que lo pida, a cuya diligencia se citará 

a los representantes del núcleo agrario de que 

se trate, colindantes, arrendatarios y demás 

interesados; quedando a cargo del adquirente 

proporcionar los datos necesarios para ese fin. 

 

Transitorios 

 

Primero. Este decreto entrará en vigor a los treinta 

días siguientes de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación.  

 

Segundo. Todos los juicios en tramitación a la 

fecha de entrada en vigor este Decreto, 

continuarán rigiéndose por las disposiciones 

anteriores hasta su conclusión. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputado Teófilo Manuel García Corpus 

(rúbrica) 
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DE LA DIPUTADA MARÍA CHÁVEZ PÉREZ CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL PARA 

PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LOS 

DELITOS EN MATERIA DE TRATA DE PERSONAS Y 

PARA LA PROTECCIÓN Y ASISTENCIA A LAS 

VÍCTIMAS DE ESTOS DELITOS 

 

La que suscribe, diputada federal María Chávez 

Pérez de la LXIV Legislatura del Honorable 

Congreso de la Unión, integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido Morena, con 

fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, 

fracción I, 77 numeral 1 y 78 del Reglamento de 

la Cámara de Diputados, someto a la 

consideración de esta Soberanía la siguiente 

iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

reforman y adicionan diversas disposiciones de 

Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar 

los Delitos en Materia de Trata de Personas y para 

la Protección y Asistencia a las víctimas de estos 

delitos. 

 

Exposición de Motivos 

 

En nuestro país, la cultura informática ha tenido 

un desarrollo impresionante en todos los ámbitos, 

a nivel gubernamental, por ejemplo, se ha 

propiciado el manejo de los medios electrónicos, 

tan es así que el sistema de contratación 

gubernamental se efectúa, a través del programa 

denominado “CompraNet”, que es el sistema 

electrónico de información pública gubernamental 

en materia de contrataciones públicas, el cual 

resultó ganador y obtuvo un premio a nivel 

internacional equiparable al premio Nobel, en el 

año de 1999,entregado en Estocolmo, pues es un 

programa de vanguardia que ha propiciado 

diversos acuerdos con otros países, a efecto de 

instalarlo.  

 

Todo lo anterior es novedoso, importante y 

trascendente, pero para centrarnos en el tema que 

ahora nos inquieta e interesa, y que es 

específicamente el de los delitos en que se incurre 

con la mala aplicación y acceso a las redes e 

internet de las nuevas generaciones, 

principalmente en menores de edad y 

adolescentes. 

 

Ante dicha situación, varios países han tomado las 

previsiones jurídicas necesarias a fin de evitar y 

proteger a los usuarios. En nuestro país el avance 

tecnológico es enorme, pues desde la llegada del 

internet a México en el año 1989 y su 

comercialización en 1994, se abrió una puerta al 

avance y desarrollo tecnológico, así como de 

comunicación. Al respecto nuestra Carta Magna 

en el artículo 6o garantiza el derecho a la 

información: 

 
“Artículo 6o. La manifestación de las ideas no 

será objeto de ninguna inquisición judicial o 

administrativa, sino en el caso de que ataque 

a la moral, la vida privada o los derechos de 

terceros, provoque algún delito, o perturbe el 

orden público; el derecho de réplica será 

ejercido en los términos dispuestos por la ley. 

El derecho a la información será garantizado 

por el Estado. 

Toda persona tiene derecho al libre acceso a 

información plural y oportuna, así como a 

buscar, recibir y difundir información e ideas 

de toda índole por cualquier medio de 

expresión. 

El Estado garantizará el derecho de acceso a 

las tecnologías de la información y 

comunicación, así como a los servicios de 

radiodifusión y telecomunicaciones, incluido 

el de banda ancha e internet. Para tales 

efectos, el Estado establecerá condiciones de 

competencia efectiva en la prestación de 

dichos servicios.” 

 

Así es como se ha desarrollado lo que en la 

actualidad se conoce como derecho informático, 

sin embargo, el manejo de internet ha provocado 

que en todos los ámbitos como son el jurídico, 

cultural, social, etcétera, se vean afectados. Pues 

en México, este avance detonó que a inicios del 

siglo XXI en nuestro país existieran cifras con 

estimaciones de la Cofetel, en donde 

aproximadamente se tenían 14 millones 290 mil 

usuarios de internet, de los cuales la mayoría eran 
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67% hombres y 33% mujeres, con un rango de 

edad de entre 18 y 34 años.1 

 

Mientras que hoy en día, el Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía (Inegi), en colaboración 

con la Secretaría de Comunicaciones y 

Transportes (SCT) y el Instituto Federal de 

Telecomunicaciones (IFT), dio a conocer la 

Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de 

Tecnologías de la Información en los Hogares, en 

el cual destacan que en México hay 74.3 millones 

de usuarios de internet, con una edad de seis años 

o más, representan un 65.8% de la población en 

ese rango de edad, además, otro dato relevante es 

que ahora el 51.5% de los internautas son mujeres 

y 48.5% son hombres.2  

 

La cifra y edad han variado significativamente, y 

el uso de esta herramienta está al alcance de niños 

y adolescentes que pueden acceder a la red en una 

computadora o dispositivo móvil con mucha 

facilidad. 

 

A pesar de las enormes ventajas que el uso del 

internet trae consigo, tales como son el 

intercambio de bienes y servicios, educación, 

cultura, información, entre otros, también es 

utilizado para la comisión de diversos delitos. El 

problema central recae en que no todo el contenido 

está regulado y los avances exponenciales de la 

información y el internet están al alcance de los 

niños y adolescentes que cuentan con acceso a la 

red, y que no cuentan con una supervisión y mucho 

menos restricción en cuanto al uso de la 

información y su difusión. 

   

Los contenidos de imágenes, audios o textos, no 

cuentan con una regulación o restricción respecto 

de determinados contenidos digitales, en forma 

análoga a lo que sucede con la difusión 

audiovisual o acceso a través de los poderes 

públicos o de órganos de control autorizados con 

la difusión audiovisual.3 

 

Por delito informático, suele entenderse toda 

aquella conducta susceptible de ser sancionada por 

                                                 
1 (Cofetel, 2003) 
2 (Inegi, 2018) 

el derecho penal, consistente en el uso indebido de 

cualquier medio informático. 

 

Organismos internacionales lo definen como: 

cualquier conducta, no ética o no autorizada, que 

involucra el procesamiento automático de datos 

y/o la transmisión de datos. Hay información en la 

red que es ilícita entre las que destacan la 

pornografía infantil, la provocación o incitación al 

odio de una raza, etnia o grupo, la difamación en 

las redes claramente maliciosa y la distribución de 

material soez que viola la dignidad humana, y que 

no cuentan actualmente con una pena lo 

suficientemente severa que permita la disminución 

de los mismos, y otras conductas que sólo 

envuelven un ilícito civil como sería la violación 

de la intimidad de los datos personales o la 

vulneración de los derechos de autor. 

 

En cualquier caso, la noción de contenido de lo 

ilícito y lo nocivo en internet en ningún caso es 

uniforme, ya que ésta se refiere esencialmente a 

información y, por lo tanto, en su calificación hay 

que atender a conceptos éticos y jurídicos que 

pueden variar dependiendo las circunstancias, el 

modo, tiempo y lugar de cada persona. 

 

Sin embargo, que pasa cuando estos aspectos se 

juntan y llegan a manos de los menores de edad y 

adolescentes, y al hacer mal uso de la información 

y difusión de la misma se tiene como consecuencia 

la comisión de actos ilícitos, y muchas de las veces 

las consecuencias son irreversibles, pues no se 

encuentran plenamente regulados y tipificados en 

nuestras leyes.  

 

El antecedente de ello es lo realizado el 22 de 

marzo de 2012 en la Cámara de Diputados, cuando 

se aprobó la Ley General para Prevenir, Sancionar 

y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de 

Personas y para la Protección y Asistencia a las 

Víctimas de estos Delitos.4 

 

Dicha ley prohibió en su artículo 106 cualquier 

anuncio hecho a través de cualquier medio masivo 

que promueva servicios sexuales porque podrían 

3 (H. Cámara de Diputados, 2006) 
4 (H. Cámara de Diputados, 2018) 
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prestarse a la actividad de la trata de personas, 

además, dichos anuncios se encontraban en las 

secciones de clasificados de periódicos como El 

Universal y Metro, los cuales estaban al alcance de 

cualquier persona, desde un niño hasta un adulto 

mayor, por lo cual, las imprentas dejaron de 

publicar anuncios de masajes que en realidad 

ofrecían servicios sexuales.5 

 

Sin embargo, esta ley no contempló el avance 

tecnológico y el mal uso que se le puede brindar a 

un blog, una red social o una simple plataforma 

digital. 

 

Un claro ejemplo de ello es la recién desmantelada 

plataforma de Zona Divas, la cual ofrecía trabajo 

a mujeres como damas de compañía. En este caso 

las mujeres eran traídas de otros países con 

engaños, y una vez en nuestro país, eran 

despojadas de sus pasaportes y documentos. 

También se les cobraba el gasto por el viaje, 

hospedaje y alimentación lo cual las obligaba a 

brindar servicios sexuales para poder pagar dicha 

deuda. 

 

Como esta plataforma existen muchas otras, las 

cuales operan en nuestro país, y como 

anteriormente se publicitaba en los periódicos, 

ahora se hace en plataformas digitales; es decir y 

para dejar más clara esta situación, tomaremos 

como referencia la página Mileróticos, esta 

plataforma que opera no solo en nuestro país, sino 

en otros países como España, Italia, Chile y 

Colombia. 

 

En dicha plataforma se brindan servicios de 

masajes eróticos, encuentros casuales y servicios 

de escort, todo con solo con un click. Al no contar 

con una supervisión y regulación, está al alcance 

de cualquier persona, y si bien cuenta con un aviso 

de privacidad, así como con un término de uso y 

condiciones, dicha plataforma no verifica que la 

persona que este ingresando sea o no mayor de 

edad. 

 

En nuestro país, esta página opera en las 32 

entidades de la república, ofreciendo servicio de 

                                                 
5 (Pérez, 2016) 

sexoservidoras, lo cual si bien es cierto es que en 

el Distrito Federal hoy Ciudad de México, existe 

un precedente suscitado el 31 de enero del 2014, 

donde el Juzgado Primero de Distrito en Materia 

Administrativa en el Distrito Federal reconoció 

que la prostitución es una forma de trabajo más, 

fundándose para ello en los siguientes puntos: 

 

1. Reconociendo que la prostitución es un 

servicio personal digno de retribución y de 

tutela constitucional, si se presta 

voluntariamente. 

2. El fallo nos recuerda el principio básico 

de que “lo que no está prohibido por la ley, 

está permitido” y valida el ejercicio de la 

prostitución sobre esa base. 

3. Las sentencias de amparo buscan restituir al 

quejoso en el goce de sus garantías violadas. 

 

El fallo no se limitó a declarar la 

inconstitucionalidad del artículo 24, fracción VII, 

de la Ley de Cultura Cívica del Distrito Federal, 

sino que ordenó acciones precisas al Subdirector 

de Trabajo no Asalariado de la Secretaría de 

Trabajo y Fomento del Empleo del Gobierno del 

Distrito Federal6 

 

I) Expedir, fundada y motivadamente, 

credenciales de trabajador asalariado a los 

quejosos;  

II) Dar a conocer a los quejosos cuáles son sus 

derechos; 

III) Explicar a los quejosos qué autoridades 

iban a vigilar que la policía y el Ministerio 

Público no los hostigara, intimidara y 

extorsionara; 

IV) Ofrecer cursos y talleres para aquéllos 

que decidieran dedicarse a otro oficio. 

 

Si bien este antecedente podría afirmar que la 

prostitución es legal siempre y cuando sea por 

voluntad propia, se ve limitado a solo un término. 

Sin embargo, en estas plataformas no se cuenta 

con los medios y herramientas suficientes, que nos 

permitan saber con certeza que todas y todos los 

sexoservidores publicitados se encuentren tal y 

como se especifica por “voluntad propia”, lo cual 

6 (Torres, 2014) 
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sigue fomentado e incrementando, el delito de 

tráfico y trata de personas con fines de explotación 

sexual. 

 

Otro claro y contundente ejemplo de dichas 

plataformas es la página “Lo Canto”, la cual 

brinda diferentes servicios, como sucedía 

anteriormente con los periódicos, y que van desde: 

renta o venta de inmuebles, venta de vehículos, 

empleos y un apartado denominado “servicios”, 

en el que se ofertan acompañamientos y sexo 

servicio, imitando así el esquema de los antiguos 

anuncios en los periódicos. 

 

Al no estar específicamente en la ley, estas páginas 

pueden seguir fomentando la trata y la explotación 

sexual, ya que detrás de dichos anuncios no solo 

hay menores de edad, tampoco se conoce a ciencia 

cierta si las personas publicitadas en dichas 

páginas prestan estos servicios por voluntad 

propia.  

 

Por tal motivo, es necesario no dejar a la 

interpretación y en ambigüedades este problema, 

tampoco trasladarlo de un medio impreso a uno 

digital, el cual afecta no solo a nuestras niñas y 

niños que son más vulnerables, pues también 

puede seguir fomentando conductas delictivas 

como la trata de personas y que hoy en día está 

considerado como el segundo negocio ilícito más 

redituable en el mundo, solo después del 

narcotráfico. Y que afecta no solo a las víctimas 

de explotación sexual, sino también a sus familias 

y a la sociedad en general. 

 

En este mismo sentido la Ley Olimpia aprobada 

en la Ciudad de México es clara y tiene como base: 

 
“El derecho fundamental que se está 

garantizando es el derecho a la intimidad 

personal, a la intimidad sexual, al ejercicio libre 

y protegido de los derechos sexuales en la 

Ciudad de México. Se está protegiendo de 

manera importante la integridad de las mujeres. 

Por eso es que el espíritu de esta legislación es 

que exista una sanción contundente, ejemplar, 

para quien genera un daño grave a la 

reputación, al buen nombre, al prestigio de una 

persona. La vida íntima debe de salvaguardarse 

en la Ciudad de México”. 

 

Es por eso que considero que a nivel federal debe 

existir una forma de disminuir estos delitos, y 

proteger a los más vulnerables, aumentando la 

pena, así como tipificando de forma clara y 

precisa, que la difusión en medios impresos, 

electrónicos o cibernéticos, con fines de trata de 

personas y explotación sexual sean considerados 

como delitos. 

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a 

consideración de ésta H. Asamblea, la siguiente 

reforma en la cual: 

 

Se modifican los artículos 15, 32 y 106 de la Ley 

General para Prevenir, Sancionar y Erradicar 

los Delitos en Materia de Trata de Personas y 

para la Protección y Asistencia a las víctimas de 

estos delitos para quedar como sigue: 

 
TEXTO VIGENTE REFORMA 

PROPUESTA 

Artículo 15. Será 

sancionado con pena 

de 5 a 15 años de 

prisión y de un mil a 30 

mil días multa, al que 

se beneficie 

económicamente de la 

explotación de una 

persona mediante el 

comercio, distribución, 

exposición, circulación 

u oferta de libros, 

revistas, escritos, 

grabaciones, filmes, 

fotografías, anuncios 

impresos, imágenes u 

objetos, de carácter 

lascivo o sexual, reales 

o simulados, sea de 

manera física, o a 

través de cualquier 

medio. 

No se sancionará a 

quien incurra en estas 

conductas con material 

que signifique o tenga 

como fin la 

Artículo 15. Será 

sancionado con pena 

de 5 a 15 años de 

prisión y de un mil a 30 

mil días multa, al que 

se beneficie 

económicamente de la 

explotación de una 

persona mediante el 

comercio, distribución, 

exposición, circulación 

u oferta de libros, 

revistas, escritos, 

grabaciones, filmes, 

fotografías, anuncios 

impresos o digitales, 

imágenes u objetos, de 

carácter lascivo o 

sexual, reales o 

simulados, sea de 

manera física, o a 

través de cualquier 

medio. 

No se sancionará a 

quien incurra en estas 

conductas con material 

que signifique o tenga 
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divulgación científica, 

artística o técnica, o en 

su caso, la educación 

sexual o reproductiva. 

En caso de duda sobre 

la naturaleza de este 

material, el juez 

solicitará dictamen de 

peritos para evaluar la 

conducta en cuestión. 

como fin la 

divulgación científica, 

artística o técnica, o en 

su caso, la educación 

sexual o reproductiva. 

En caso de duda sobre 

la naturaleza de este 

material, el juez 

solicitará dictamen de 

peritos para evaluar la 

conducta en cuestión. 

Artículo 32. Se 

impondrá pena de 2 a 7 

años de prisión y de 

500 a 2 mil días multa 

al que, en cualquier 

medio impreso, 

electrónico o 

cibernético contrate, de 

manera directa o 

indirecta, espacios para 

la publicación de 

anuncios que 

encuadren en los 

supuestos de 

publicidad ilícita o 

engañosa, con el fin de 

facilitar, promover o 

procurar que se lleve a 

cabo cualquiera de las 

conductas delictivas 

objeto de la presente 

Ley. 

Artículo 32. Se 

impondrá pena de 5 a 

10 años de prisión y de 

500 a 2 mil días multa 

al que, en cualquier 

medio impreso, 

electrónico o 

cibernético contrate, de 

manera directa o 

indirecta, espacios para 

la publicación de 

anuncios que 

encuadren en los 

supuestos de 

publicidad ilícita o 

engañosa, con el fin de 

facilitar, promover o 

procurar que se lleve a 

cabo cualquiera de las 

conductas delictivas 

objeto de la presente 

Ley. 

Artículo 106. Queda 

prohibida toda 

publicidad o 

inserciones pagadas en 

los medios de 

comunicación masiva 

de cualquier índole, 

que incluya en sus 

publicaciones anuncios 

de contacto sexual o 

que promueva la 

prostitución y la 

pornografía que pueda 

propiciar la trata de 

personas y demás 

delitos previstos en el 

presente ordenamiento. 

Artículo 106. Queda 

prohibida toda 

publicidad o 

inserciones pagadas en 

los medios de 

comunicación masiva 

de cualquier índole, 

tales como medios 

impresos, electrónicos 

o cibernético, que 

incluya en sus 

publicaciones anuncios 

de contacto sexual o 

que promueva la 

prostitución y la 

pornografía que pueda 

propiciar la trata de 

personas y demás 

delitos previstos en el 

presente ordenamiento 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 

ADICIONAN LOS ARTÍCULO 15, 32 Y 106 

DE LEY GENERAL PARA PREVENIR, 

SANCIONAR Y ERRADICAR LOS 

DELITOS EN MATERIA DE TRATA DE 

PERSONAS Y PARA LA PROTECCIÓN Y 

ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS DE ESTOS 

DELITOS. 

 

Único. Se reforman y adicionan los artículos 15, 

32 y 106 de la Ley General para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de 

Trata de Personas y para la Protección y Asistencia 

a las Víctimas de estos Delitos para quedar como 

sigue: 

 

Artículo 15. Será sancionado con pena de 5 a 15 

años de prisión y de un mil a 30 mil días multa, al 

que se beneficie económicamente de la 

explotación de una persona mediante el comercio, 

distribución, exposición, circulación u oferta de 

libros, revistas, escritos, grabaciones, filmes, 

fotografías, anuncios impresos o digitales, 

imágenes u objetos, de carácter lascivo o sexual, 

reales o simulados, sea de manera física, o a través 

de cualquier medio. 

 

No se sancionará a quien incurra en estas 

conductas con material que signifique o tenga 

como fin la divulgación científica, artística o 

técnica, o en su caso, la educación sexual o 

reproductiva. En caso de duda sobre la naturaleza 

de este material, el juez solicitará dictamen de 

peritos para evaluar la conducta en cuestión. 

 

Artículo 32. Se impondrá pena de 5 a 10 años de 

prisión y de 500 a 2 mil días multa al que, en 

cualquier medio impreso, electrónico o 

cibernético contrate, de manera directa o indirecta, 

espacios para la publicación de anuncios que 

encuadren en los supuestos de publicidad ilícita o 

engañosa, con el fin de facilitar, promover o 

procurar que se lleve a cabo cualquiera de las 

conductas delictivas objeto de la presente Ley. 

 

Artículo 106. Queda prohibida toda publicidad o 

inserciones pagadas en los medios de 

comunicación masiva de cualquier índole, tales 
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como medios impresos, electrónicos o 

cibernético, que incluya en sus publicaciones 

anuncios de contacto sexual o que promueva la 

prostitución y la pornografía que pueda propiciar 

la trata de personas y demás delitos previstos en el 

presente ordenamiento. 

 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 17 de febrero 

de 2020 

 

Diputada María Pérez Chávez (rúbrica) 
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DE LA DIPUTADA IRMA JUAN CARLOS CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 

325 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL  

 

La que suscribe, Irma Juan Carlos, diputada de la 

LXIV Legislatura del Honorable Congreso de la 

Unión, integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena, con fundamento en lo dispuesto en el 

artículo 71, fracción II, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, y artículos 6, 

fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara 

de Diputados, someto a consideración de esta 

Asamblea, la iniciativa con proyecto de decreto 

por el que se reforma el primer párrafo del artículo 

325 del Código Penal Federal de los Estados 

Unidos Mexicanos, bajo la siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

La violencia en contra de las mujeres en México 

es preocupante.  Tan solo en el periodo de enero a 

septiembre del año 2019 se documentó por el 

Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 

https://www.gob.mx/sct/prensa/en-mexico-hay-74-3-millones-
https://www.gob.mx/sct/prensa/en-mexico-hay-74-3-millones-
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Seguridad Pública1, un total de 84, 600 mujeres 

víctimas en la República Mexicana. Estos datos 

incluyen a todo los tipos de delitos, pero hay una 

violencia de mayor preocupación: el feminicidio. 

Delito que refleja lo más rechazable de la conducta 

de un ser humano sobre otro, como es el caso 

reciente del asesinato de Ingrid Escamilla Vargas.  

 

Efectivamente, como explica Guadalupe Andrade 

Olvera y David Barrios Rodríguez “El feminicidio 

y la sofisticación de las violencias machistas en 

México y América Latina reeditadas por la guerra, 

imponen una amenaza constante y específica hacia 

la vida de niñas y mujeres, volviendo la 

supervivencia cotidiana un acto de resistencia”2.  

Por ello, dentro de la legislación el 14 de junio del 

año 2012 se reglamentó el tipo penal de 

feminicidio en México. Y aunque es un avance 

importante, dicho tipo penal no contempla una de 

las formas más violentas en contra de la mujer: la 

inducción al suicidio. Situación que afecta 

principalmente a las mujeres adolescentes y 

jóvenes.  

 

El doctor en Ciencias, Francisco Espinoza Gómez 

y colaboradores, publicaron en el año 2010, en la 

revista Salud Pública de México, volumen 52, No. 

3, su estudio: Violencia doméstica y riesgo de 

conducta suicida en universitarios adolescentes3, 

en donde se relaciona la incidencia del suicidio en 

adolescentes con antecedentes a un entorno de 

violencia, remarcando como uno de los factores el 

sexo femenino, concretamente en su página 214, 

expone: 

 
“La ideación suicida y el intento suicida en 

adolescentes tienen orígenes multifactoriales 

dentro de los que destacan aspectos biológicos 

como el sexo femenino, la edad entre 12 y 15 

                                                 
1 Documento que puede ser consultado en la siguiente 

dirección electrónica: https://drive.google.com/file/d/1n-

fC8tMPcIxCuaCMEFoPoO9LnVzFCKu8/view 
2 Feminicidio en México: 25 años de impunidad. P. 19; 

documento disponible en la siguiente dirección electrónica: 

http://geopolitica.iiec.unam.mx/sites/default/files/2019-

04/Feminicidio%20en%20M%C3%A9xico_%2025%20a%

C3%B1os%20de%20impunidad_0.pdf 
3 La información puede consultarse en el siguiente link: 

http://www.scielo.org.mx/pdf/spm/v52n3/05.pdf 

años, así como factores ambientales y sociales 

tales como nivel socioeconómico bajo, el 

fracaso escolar y la desintegración familiar. La 

violencia doméstica, ya sea física o verbal, 

podría ser también un condicionante de 

conductas autodestructivas, incluyendo la 

suicida… El trato violento hacia los 

adolescentes, particularmente aquél dirigido 

contra las mujeres, parece ser mucho más 

común de lo pensado y ser causal importante de 

trastornos emocionales en grandes sectores de 

la población…” 

 

En las conclusiones del estudio anteriormente 

mencionado, nos encontramos que, precisamente 

en la página 217, con la realidad actual que 

atraviesa el país: 

 
“…ambas conductas se mostraron con mayor 

frecuencia en el sexo femenino, tal como ha sido 

previamente reportado.13,27 Aunque los 

varones son quienes culminan el suicidio con 

mayor frecuencia, las mujeres presentan mayor 

incidencia de ideación e intento suicida… El 

papel de la violencia verbal ha sido muy pocas 

veces considerado dentro de las causantes de 

psicopatología, al menos desde el enfoque 

epidemiológico, y ello ha llevado a subestimar 

este problema, que en algunos sitios es 

considerado como parte de los controles 

parentales o estilos de educación “normales” y 

tal vez por esa razón no ha recibido suficiente 

atención dentro de los programas orientados a 

reducir la violencia, los cuales habitualmente se 

enfocan a la violencia física y al abuso 

sexual…” 

 

Existen numerosos casos reportado por 

investigadores y la prensa nacional. Los cuales 

dejan en evidencia, que se necesita considerar 

como delitos los suicidios inducidos por causas 

relacionadas con la violencia de género4: 

4 La información puede consultarse en los siguientes links: 

https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-

45883882 

https://www.chilango.com/noticias/opinion/feministlan-el-

suicidio-feminicidio/ 

https://www.nvinoticias.com/nota/105737/suicidios-

enmascaran-la-violencia-feminicida-en-oaxaca 

https://www.nvinoticias.com/nota/125922/violencia-de-

genero-gesta-suicidios 

http://www.scielo.org.mx/pdf/spm/v52n3/05.pdf
https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-45883882
https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-45883882
https://www.chilango.com/noticias/opinion/feministlan-el-suicidio-feminicidio/
https://www.chilango.com/noticias/opinion/feministlan-el-suicidio-feminicidio/
https://www.nvinoticias.com/nota/105737/suicidios-enmascaran-la-violencia-feminicida-en-oaxaca
https://www.nvinoticias.com/nota/105737/suicidios-enmascaran-la-violencia-feminicida-en-oaxaca
https://www.nvinoticias.com/nota/125922/violencia-de-genero-gesta-suicidios
https://www.nvinoticias.com/nota/125922/violencia-de-genero-gesta-suicidios
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-  “Suicidios enmascaran la violencia 

feminicida en Oaxaca”. El 8 de agosto de 

2018, Sara N, fue encontrada colgada al 

interior de su domicilio en el municipio de 

Santa Lucía del Camino. Una de las 

versiones difundidas es que Sara vivía 

violencia de género, pero no hubo mayor 

seguimiento al caso. 25 de noviembre de 

2018/ NVI NOTICIAS. 

- “Violencia de genero gesta suicidios”. La 

mayoría de los suicidios de mujeres son 

resultado de la violencia de género que 

viven en su entorno ya sea familiar, laboral, 

escolar o comunitario. En lo que va del 

presente año, un total de nueve mujeres 

decidieron quitarse la vida. 16 de septiembre 

2019/ NVI NOTICIAS. 

- “Suicidio feminicida: la triste salida de 

víctimas de violencia”. Los golpes, 

amenazas y abusos que vivía Irma Julia 

Gracia, de 44 años, por parte de su esposo, 

Héctor Danilo Leonor, la orillaron a salir del 

laberinto en el que vivía, de la peor manera: 

en febrero de 2018 se suicidó en el cuarto de 

su casa. 26 de marzo 2019/ CUESTIONE 

MEXICO. 

- “Intento de suicidio en mujeres víctimas de 

violencia familiar en el sureste de México: 

el caso tabasco, voces y experiencias ". La 

violencia ejercida contra la mujer afecta 

severamente los sistemas sanitarios y 

esencialmente la salud de las mujeres, tanto 

por su frecuencia, incidencia y mortalidad. -

Consultado el día 02 de octubre de 

2019/Cebem.org. 

 

A pesar de lo evidente de esta situación, el Código 

Penal Federal no lo incluye como un delito; este 

vacío legal genera una injusticia pues al momento 

de investigar las muertes de este tipo se concluyen 

los mismos como suicidios. De existir norma al 

respecto, se sancionarían como feminicidio 

producto de un suicidio inducido por causas de 

violencia de género, ya sea psicológica, física, 

patrimonial, económica, sexual, política, 

simbólica o cibernética.

                                                 
https://cuestione.com/detalle/mexico/suicidio-feminicida-

la-triste-salida-de-las-victimas-de-violencia 

https://cebem.org/dossier/docs/6_MartinezMexico_GPP.pd

f 

Al respecto, debe considerarse que hay muertes 

que aparentemente son auto infligidas pero la 

realidad es que cuando hay inducción este tipo de 

sucesos son únicamente formalmente auto 

infligidos, pero materialmente inducidos, y más 

aún cuando la inducción de estos eventos se 

acompaña de violencia injustificada y remarcada 

hacia un género.  Debo reconocer que esta idea que 

propongo no es novedosa, lo contempla en el 

artículo 6 de la Ley General de Acceso a una Vida 

libre de Violencia de Genero, como un tipo de 

violencia:  

 
“Artículo 6. Los tipos de Violencia contra las 

Mujeres son:  

I.- La Violencia psicológica. - Es cualquier acto 

u omisión que dañe la estabilidad psicológica, 

que puede consistir en: negligencia, abandono, 

descuido reiterado, celotipia, insultos, 

humillaciones, devaluación, marginación, 

indiferencia, infidelidad, comparaciones 

destructivas, rechazo, restricción a la 

autodeterminación y amenazas, las cuales 

conllevan a la víctima a la depresión, al 

aislamiento, a la devaluación de su autoestima e 

incluso al suicidio;” 5 

 

Sin embargo, a pesar de que la idea no es novedosa 

si es necesaria incluirla en nuestro Código Penal 

Federal para instaurar un marco protector 

fortalecido a evitar la violencia en contra de las 

mujeres. Por ello propongo que se reforme el 

primer párrafo del artículo 325, del Código Penal 

Federal. A mayor claridad, expongo un cuadro 

comparativo: 

 
CÓDIGO PENAL FEDERAL DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Redacción actual Propuesta de 

reformas y adiciones 

Artículo 325.- Comete 

el delito de feminicidio 

quien prive de la vida a 

una mujer por razones 

de género. Se considera 

que existen razones de 

Artículo 325.- Comete 

el delito de feminicidio 

quien prive de la vida a 

una mujer o a quien se 

compruebe que la 

indujo al suicidio; en 

5 La información puede consultarse en el siguiente link: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAMVL

V_130418.pdf 

https://cuestione.com/detalle/mexico/suicidio-feminicida-la-triste-salida-de-las-victimas-de-violencia
https://cuestione.com/detalle/mexico/suicidio-feminicida-la-triste-salida-de-las-victimas-de-violencia
https://cebem.org/dossier/docs/6_MartinezMexico_GPP.pdf
https://cebem.org/dossier/docs/6_MartinezMexico_GPP.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAMVLV_130418.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAMVLV_130418.pdf
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género cuando 

concurra alguna de las 

siguientes 

circunstancias: 

 

 

 

 

 

I.- … 

II.- … 

III.- … 

IV.- … 

V.- … 

VI.- … 

VII.- … 

… 

… 

… 

… 

 

ambos casos siempre 

que hayan razones de 

género. Se considera 

que existen razones de 

género cuando 

concurra alguna de las 

siguientes 

circunstancias: 

 

I.- … 

II.- … 

III.- … 

IV.- … 

V.- … 

VI.- … 

VII.- … 

… 

… 

… 

… 

 

 

Es por eso que en esta iniciativa recojo los 

reclamos de nuestras mujeres, de sus familias, y de 

todos aquellos que han luchado por obtener el 

acceso a la justicia, por todas aquellas víctimas de 

suicidios inducidos a causa de la violencia de 

género. No podemos seguir permitiendo que esta 

problemática siga en aumento pues el acceso a la 

justicia, la no discriminación y la igualdad son 

derechos que merecemos y necesitamos todos. 

 

Por lo anterior someto a consideración de esta 

soberanía la siguiente iniciativa con: 

 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO DEL 

ARTÍCULO 325 DEL CÓDIGO PENAL 

FEDERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS 

 

Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 

325 del Código Penal Federal de los Estados 

Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:  

 

Artículo 325.- Comete el delito de feminicidio 

quien prive de la vida a una mujer o a quien se 

compruebe que la indujo al suicidio; en ambos 

casos siempre que haya razones de género. Se 

considera que existen razones de género cuando 

concurra alguna de las siguientes circunstancias:  

I.- … 

II.- … 

III.- … 

IV.- … 

V.- … 

VI.- … 

VII.- … 

… 

… 

… 

… 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

Segundo. Al entrar en vigor la presente reforma, 

el Congreso de la Unión deberá realizar las 

reformas suficientes y necesarias de las Leyes 

Reglamentarias correspondientes, en el plazo de 

los ciento veinte días posteriores.  

 

Dado en el Recinto Legislativo de San Lázaro, 18 

de febrero de 2020 

 

Diputada Irma Juan Carlos (rúbrica) 
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DE LA DIPUTADA IRMA JUAN CARLOS CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE PROPONE 

SE DECLARE EL 2021 COMO “AÑO DE LOS 

HERMANOS FLORES MAGÓN” 

 

Irma Juan Carlos, diputada a la LXIV Legislatura 

del Honorable Congreso de la Unión, integrante 

del Grupo Parlamentario de Morena, con 

fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y artículos 6, fracción 

I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a consideración de esta 

Asamblea, la iniciativa con proyecto de decreto 

por el que  se propone se declare el 2021 como 

“Año de los Hermanos Flores Magón”, al tenor de 

lo siguiente:  

 

Exposición de Motivos 

 

La historia de México se ha construido a través de 

la vida de sus héroes. Ellas y ellos no solo 

significan una historia, también marcan una época 

y señalan un cambio.  Como historia es un pasado 

que debemos mantener en la memoria, como 

época debe servirnos de guía y como cambio debe 

significar una mejoría permanente para México.  

 

Hoy vengo a proponer esta iniciativa con proyecto 

de decreto para reconocer la labor de mis paisanos 

oaxaqueños, los tres hermanos Flores Magón: 

Enrique, Ricardo y Jesús. Los tres fueron 

precursores de la revolución mexicana y su 

aportación para México no solo es notable, es, 

además imborrable. Y aunque puede parecer 

reiterativo hay que decirlo: significan historia, 

época y marcan un cambio.  

 

Pero además, tengo que ser sincera, aunadas a las 

razones ya expuestas, también tengo motivos 

personales para destacar el reconocimiento de los 

hermanos Flores Magón. Ellos nacieron en el 

municipio oaxaqueño de San Antonio 

Eloxochitlán, que pertenece al distrito de Teotitlán 

de Flores Magón. Eloxochitlán, como le 

conocemos coloquialmente en nuestra región, 

tiene una doble maternidad y es el mejor ejemplo 

                                                 
1 Programa del Partido Liberal 

de la pluralidad de Oaxaca. Sus primeros 

fundadores fueron los zapotecos, después llegaron 

los mazatecos. Y fue en este municipio en donde 

en los años 1871 nació Jesús, en 1874 Ricardo, y 

en 1877 Enrique.  

 

Ricardo, con justa razón, ha sido uno de los más 

homenajeados, incluso, el 27 de abril del año 2000 

en el Diario Oficial de la Federación se ordenó 

colocar en letras de Oro en el Muro de Honor del 

Palacio Legislativo de San Lázaro. Sin embargo, 

es menester reconocer la labor de los tres 

hermanos.  

 

Ha sido muy estudiada la obra de los hermanos 

Flores Magón, basta por mencionar el nombre de 

algunos estudios del tema como son Diego Abad 

de Santillán, Xóchitl López Molin, Jacinto Barrera 

Bassols, Andrew Grant Wood, entre muchos otros.  

Todos coinciden en que el magonismo no fue un 

liderazgo, sino que se trató precisamente de una 

causa revolucionaria en el cual los hermanos 

desempeñaron tres principales papeles en contra 

de la dictadura de Porfirio Díaz: el de ideólogos, 

difusores y revolucionarios.  

 

Como ideólogos abiertamente le señalaron a la 

dictadura sus abusos pues dijeron lo siguiente: 

 

“La falta de escrúpulos de la actual Dictadura 

para apropiarse y distribuir entre sus favoritos 

ajenas heredades, la desatentada rapacidad de 

los actuales funcionarios para adueñarse de lo 

que a otros pertenece, ha tenido por 

consecuencia que unos cuantos afortunados sean 

los acaparadores de la tierra, mientras infinidad 

de honrados ciudadanos lamentan en la miseria 

la pérdida de sus propiedades. La riqueza 

pública nada se ha beneficiado y sí ha perdido 

mucho con estos odiosos monopolios”1 

 

En el programa del Partido Liberal, en el que 

cuidaron de precisar que: “Ha sido preciso 

limitarse a puntos generales y evitar todo detalle, 

para no hacer difuso el Programa, ni darle 

dimensiones  exageradas” aportaron las bases para 

suprimir el servicio militar obligatorio, al cual 
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calificaron como “tiranía de las más odiosas”; 

exigieron las manifestaciones de pensamientos; 

promovieron la supresión de los tribunales 

militares; exigieron la instrucción de la niñez; 

pidieron eliminar las garantías del clero; 

enaltecieron la profesión magisterial; propusieron 

el reconocimiento a los derechos laborales; 

pugnaron por la eliminación de los impuestos 

notoriamente inicuos; y justificaron la 

confiscación de los bienes de los funcionarios 

enriquecidos indebidamente. 

 

Particularmente, vale reiterarlo, fueron impulsores 

de los derechos de los trabajadores. Muchos de 

dichos derechos ya se han hecho realidad y otros 

siguen pendientes. Fueron los primeros que, en el 

derecho nacional, exigieron una jornada laboral de 

máximo ocho horas y de un salario mínimo pues 

manifestaron que “El trabajador no es ni debe ser 

en las sociedades una bestia macilenta, condenada 

a trabajar hasta el agotamiento sin recompensa 

alguna”. Fueron, también los primeros, en exigir 

un reconocimiento al trabajo doméstico. Pugnaron 

por la higiene en el trabajo. Y además propusieron 

“La creación del Banco Agrícola, para facilitar a 

los agricultores pobres los elementos que 

necesitan para iniciar o desarrollar el cultivo de sus 

terrenos”. 

 

Pero no solo fueron ideólogos. También fueron 

difusores. Reconocida es su labor en los tres 

periódicos de oposición de la época: el Hijo del 

Ahuizote, Excélsior y Regeneración. Por lo que se 

refiere al Hijo del Ahuizote, éste fue fundado en 

1885 por Daniel Cabrera. Pero años más tarde fue 

arrendado por Ricardo y Enrique Flores Magón. 

Este periódico se caracterizó por su estilo satírico 

y directo. Ahora bien, por lo que respecta a 

Excélsior este fue un intento más de los hermanos 

Flores Magón para difundir las ideas 

revolucionarias en contra de la dictadura. También 

es de mencionar a Regeneración, el periódico más 

emblemático de los hermanos, mismo que fue 

fundado en 1901 y motivo de la persecución y el 

encarcelamiento de los hermanos Flores Magón.  

 

Además de ideólogos y difusores, los hermanos 

Flores Magón también fueron revolucionarios, en 

este aspecto se debe reconocer su notable 

influencia y activismo en las huelgas de Cananea, 

Río Blanco y en la Rebelión de Acayucan.  

 

Los anteriores hechos sirven, sin duda, como 

justificación para la iniciativa aquí propuesta. Pero 

si esto no fuera suficiente, quiero recordar unas 

palabras de Ricardo Flores Magón, que escribió 

como respuesta a la carta de Nicolás T. Bernal:  

 
En mis veintinueve años de luchar por la libertad 

lo he perdido todo, y toda oportunidad para 

hacerme rico y famoso; he consumido muchos 

años de mi vida en las prisiones; he 

experimentado el sendero del vagabundo y del 

paria; me he visto desfalleciendo de hambre; mi 

vida ha estado en peligro muchas veces; he 

perdido mi salud; en fin, he perdido todo, menos 

una cosa, una sola cosa que fomento, mimo y 

conservo casi con celos fanáticos, y esa cosa es 

mi honra como luchador. 

 

Esas palabras de Ricardo son las mismas palabras 

de los hermanos. Estuvieron en peligro, estuvieron 

en prisión y vivieron diversas calamidades pero su 

honra como luchadores no se perdió y es momento 

de recordarles a las nuevas generaciones la 

vigencia de ese honor. Un honor de alto calado 

social y revolucionario en beneficio de la sociedad 

mexicana.  

 

En síntesis, los hermanos Flores Magón han dado 

grandes aportes a la historia, a la época y al 

cambio, no solo por ser precursores de la 

revolución mexicana, sino también por aportar a la 

revolución de las conciencias a través del 

periódico Regeneración, principal herramienta de 

cambio en nuestro proyecto alternativo de nación. 

 

Por lo antes expuesto, me permito someter a la 

consideración de esta soberanía, la siguiente 

iniciativa con: 
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PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

PROPONE SE DECLARE EL 2021 COMO 

“AÑO DE LOS HERMANOS FLORES 

MAGÓN” 

 

Único. El H. Congreso de la Unión declara el 2021 

como “Año de los Hermanos Flores Magón”. 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1º 

de enero de 2021 y concluirá su vigencia el 31 de 

diciembre del mismo año. 

 

Segundo. Se instruye a las dependencias y 

entidades de la Administración Pública Federal 

para que, durante el año 2021, en toda la 

documentación oficial se inscriba la leyenda: 

"2021, Año de los Hermanos Flores Magón". 

 

En estricto apego al principio de distribución de 

competencias, se invita a los demás Poderes de la 

Unión, órganos constitucionales autónomos, 

entidades federativas, municipios y 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de 

México a adherirse al presente decreto. 

 

Tercero. El Poder Ejecutivo Federal por conducto 

de la Secretaría de Gobernación, en coordinación 

con los poderes Legislativo y Judicial federales y 

los órganos públicos autónomos, establecerá un 

programa de actividades para conmemorar el año 

de los Hermanos Flores Magón.  

 

Recinto Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputada Irma Juan Carlos  

(rúbrica) 

 

 

 

 
 

 

                                                 
1 Champange, Duan. “The Indigenous People’s Movement: 

Theory, Policy, Practice” (El Movimiento de los Pueblos 

DE LA DIPUTADA IRMA JUAN CARLOS CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE PROPONE 

ESTABLECER EL 9 DE AGOSTO DE CADA AÑO 

COMO EL DÍA NACIONAL DE LOS PUEBLOS Y 

COMUNIDADES INDÍGENAS Y AFROMEXICANAS 

 

Irma Juan Carlos, diputada a la LXIV Legislatura 

del Honorable Congreso de la Unión, integrante 

del Grupo Parlamentario de Morena, con 

fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y artículos 6, fracción 

I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a consideración de esta 

Asamblea, la iniciativa con proyecto de decreto 

por el que se propone establecer el 9 de agosto de 

cada año como el Día Nacional de los Pueblos y 

Comunidades Indígenas y Afromexicanas, al tenor 

de la siguiente:  

 

Exposición de Motivos 

Planteamiento del problema 

Los pueblos indígenas somos herederos y 

practicantes de diversas culturas y formas de 

relacionarse con las personas y el medio ambiente. 

A pesar de los diversos intentos de dominación, 

hemos conservado características sociales, 

culturales, económicas y políticas. 

Reiteradamente hemos buscado el reconocimiento 

de nuestras identidades1, formas de vida y derecho 

a las tierras, territorios y recursos naturales 

tradicionales; sin embargo, a lo largo de la historia, 

se ha nos ha violentado en nuestros derechos. En 

ese sentido, es posible decir que nosotros, los 

pueblos indígenas, somos posiblemente uno de los 

grupos de personas más desfavorecidos y 

vulnerables actualmente. 

El 19 de septiembre de 2019 del Comité para la 

Eliminación de la Discriminación Racial emitió 

sus observaciones finales sobre los informes 

periódicos 18 a 21 combinados de México en los 

Indígenas: Teoría, Política y Práctica) University of 

Saskatchewan. March 2008. I.S.B.N.: 978-0-88880-547-8 
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que, respecto a la situación de los indígenas, 

externó: 

“Preocupa al Comité que, a pesar de las 

medidas adoptadas por el Estado parte, los 

pueblos indígenas continúan siendo afectados 

por la discriminación racial, lo cual se 

manifiesta en los altos índices de pobreza y 

marginación y las dificultades que enfrentan 

para acceder al trabajo, educación y servicios 

de salud adecuados (arts. 1, 2 y 5).”2 

     (subrayado añadido) 

 

Más adelante, el 4 de diciembre de 2019, el 

Comité de Derechos Humanos del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

emitió las Observaciones finales sobre el sexto 

informe periódico de México, e hizo la siguiente 

acotación: 

 
“El Comité nota con preocupación la gran 

cantidad de informes que dan cuenta del 

otorgamiento de licencias de exploración y 

explotación en territorios de pueblos indígenas 

en el contexto de megaproyectos sin que se haya 

obtenido el consentimiento previo, libre e 

informado de los pueblos indígenas afectados El 

Comité toma nota de iniciativas de reformas 

legislativas, incluyendo reformas 

constitucionales, para garantizar el derecho a la 

consulta, y lamenta la emisión de decisiones 

judiciales que hacen una interpretación 

restrictiva de los principios de la consulta, así 

como el incumplimiento de decisiones judiciales 

que ordenan la realización de consultas. 

Asimismo, el Comité está preocupado por 

informes que indican una interpretación 

restrictiva respecto a quiénes son indígenas con 

el fin de justificar la falta de realización de 

consultas (arts. 2, 25, 26 y 27).”3 

(subrayado añadido) 

 

Y luego hizo la siguiente recomendación: 

 

                                                 
2 Observaciones finales sobre los informes periódicos 18ᵒ a 

21ᵒ combinados de México, Comité para la Eliminación de 

la Discriminación Racial de la Convención Internacional 

sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 

Racial, 19 de septiembre de 2019, párrafo 18. 

 

“El Estado parte debe velar por la celebración 

de consultas efectivas y de buena fe con los 

pueblos indígenas a fin de obtener su 

consentimiento previo, libre e informado antes 

de adoptar y aplicar cualquier medida que 

pueda incidir en su modo de vida y/o su cultura. 

El Estado parte debe asegurar que los pueblos 

indígenas sean consultados antes de la adopción 

de cualquier instrumento normativo 

relacionado con la consulta. Debe, asimismo, 

redoblar sus esfuerzos para garantizar la 

promoción, protección y reconocimiento de los 

derechos de los pueblos indígenas, 

particularmente respecto a la tierra, territorio y 

recursos naturales, tanto en la legislación como 

en la práctica. El Estado parte debe asegurar 

que la interpretación de quién es considerado 

indígena se base en el derecho a pertenecer a 

una comunidad o nación indígena y en el 

derecho a determinar su propia identidad y 

pertenencia.”4  

(subrayado añadido) 

 

Los pueblos indígenas, sin embargo, seguimos 

encarando una sistemática discriminación tanto en 

el sector público como en el privado, y así ha 

permanecido hacia el exterior como una cultura 

política y económica dominante. La extrema 

pobreza afecta desproporcionadamente a los 

segmentos de la población indígena, 

particularmente en estados como Oaxaca y 

Chiapas.  

 

Ningún otro país en América tiene tan amplia 

población como México. Según el Atlas de los 

Pueblos Indígenas de México5 existen 70 pueblos 

indígenas en nuestra nación: Akatecos, Amuzgos, 

Awatecos, Ayapanecos, Cochimíes, Coras, 

Cucapás, Cuicatecos, Chatinos, Chichimecas, 

Chinantecos, Chocholtecos, Ch’oles, Chontales de 

Oaxaca, Chontales de Tabasco, Chujes, Guarijíos, 

Huastecos, Huaves, Huicholes, Ixcaltecos, Ixiles, 

Jakaltekos, Kaqchiqueles, K’iches, Kiliwas, 

Kikapúes, Ku’ahles, Kumiais, Lacandones, 

3 Observaciones finales sobre el sexto informe periódico de 

México, Comité de Derechos Humanos del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 4 de 

diciembre de 2019, párrafo 44. 
4 Ídem. Párrafo 45. 
5 http://atlas.inpi.gob.mx/?page_id=67  

http://atlas.inpi.gob.mx/?page_id=67
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Mames, Matlatzincas, Mayas, Mayos, Mazahuas, 

Mazatecos, Mixes, Mixtecos, Mocho’s, Nahuas, 

Olutecos, Otomíes, Paipais, Pames, Pápagos, 

Pimas, Popolocas, Popolucas de la Sierra, 

P’urhépechas, Q’anjob’ales, Q’eqchis, 

Sayultecos, Seris, Tacuates, Tarahumaras, Tekos, 

Tepehuas, Tepehuanos del Norte, Tepehuanos del 

Sur, Texistepequeños, Tlahuicas, Tlapanecos, 

Tojolabales, Totonacos, Triquis, Tseltales, 

Tsotsiles, Yaquis, Zapotecos y Zoques.  

 

Los censos en México clasifican a la población 

lingüísticamente, por tanto, se considera a 

aquéllos que hablan alguna lengua indígena, como 

personas indígenas. Esta clasificación es 

inadecuada para contabilizar a la población 

indígena, pues muchas poblaciones indígenas ya 

no hablan su lengua, pero aun así han preservado 

su identidad, herencia cultural e instituciones 

sociales y políticas. El Instituto Nacional de 

Estadística, Geográfica e Informática publicó que 

hacia el año 2015 el 6.6% de la población de 

México hablaba una lengua indígena.6  

 

Conforme al Inegi, la Conapo y la Comisión 

Económica para América Latina (por sus siglas 

inglés ECLAC) hacia el 2017 contabilizaron 16, 

933,283 de personas indígenas en nuestro país, lo 

que representa el 15.1% de todos los mexicanos 

(112, 236,538).7 

 

La narrativa discursiva de los distintos actores que 

han estudiado la situación de los indígenas en el 

país, gira entorno a la omisión del reconocimiento 

de su existencia. Si bien tal omisión ha iniciado a 

ser atendida a través de la adhesión del Estado 

mexicano a los instrumentos internacionales que 

reconocen los derechos de los pueblos y 

comunidades indígenas, así como con la adopción 

de legislaciones internas que han procurado incluir 

en sus enunciados normativos a las personas 

indígenas, es poco el recorrido que se ha hecho 

                                                 
6 
https://www.inegi.org.mx/temas/lengua/default.html#Infor

macion_general  
7 https://www.iwgia.org/images/documents/indigenous-

world/indigenous-world-2017.pdf  

para reconocerlos y por ende para fortalecer la 

transformación cultural dominante que tienda a su 

inclusión y reconocimiento definitivo. Esto, sin 

duda, repercute en la efectividad de sus derechos 

y por ende produce que la discriminación, 

desigualdad, pobreza, exclusión y explotación de 

los pueblos y comunidades indígenas persista.  

 

Argumentos que la sustenten 

En 1982, el Consejo Económico y Social (Ecosoc) 

creó el Grupo de Trabajo sobre Poblaciones 

Indígenas como órgano subsidiario de la 

Subcomisión con el mandato de examinar los 

acontecimientos relativos a la promoción y 

protección de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales de los pueblos indígenas, 

prestando especial atención a la evolución de las 

normas relativas a esos derechos. Poco después de 

su establecimiento, se hicieron arreglos, únicos en 

el sistema de las Naciones Unidas, para que los 

pueblos indígenas participaran en los períodos de 

sesiones del Grupo de Trabajo. 

 

Para el 23 de diciembre de 1994, la Asamblea 

General de las Naciones Unidas decidió, en su 

resolución 49/2014 que el 9 de agosto de cada año 

se observara como el Día Internacional de los 

Pueblos Indígenas.8 Ese día enmarca la primera 

reunión del Grupo de Trabajo de los Pueblos 

Indígenas de las Naciones Unidas llevada a cabo 

en 1982.  

 

La relevancia que los organismos internacionales 

han dado al reconocimiento de los pueblos y 

comunidades indígenas es lo que ha fortalecido 

sus derechos a nivel internacional.  

 

La Conferencia General de la Organización 

Internacional del Trabajo convocada en Ginebra 

por el Consejo de Administración de la Oficina 

Internacional del Trabajo y congregada en dicha 

ciudad el 7 de junio de 1989, en su septuagésima 

8 Cuadragésimo noveno período de sesiones. Tema 103 del 

programa: RESOLUCIÓN APROBADA POR LA 

ASAMBLEA GENERAL [sobre la base del informe de la 

Tercera Comisión (A/49/613/Add.1)] 49/214. Decenio 

Internacional de las Poblaciones Indígenas del Mundo.  17 

de febrero de 1995 

https://www.inegi.org.mx/temas/lengua/default.html#Informacion_general
https://www.inegi.org.mx/temas/lengua/default.html#Informacion_general
https://www.iwgia.org/images/documents/indigenous-world/indigenous-world-2017.pdf
https://www.iwgia.org/images/documents/indigenous-world/indigenous-world-2017.pdf
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sexta reunión, trajo como resultado la expedición 

del Convenio 169 de la OIT Convenio Sobre 

Pueblos Indígenas y Tribales en Países 

Independientes. En este documento se 

establecieron los lineamientos generales que 

deben observar los Estados en materia de los 

derechos de los pueblos y comunidades indígenas. 

La Declaración de las Naciones Unidas Sobre los 

Derechos de los Pueblos Indígenas, señala en su 

preámbulo, concretamente a párrafo 9: 

“Celebrando que los pueblos indígenas se estén 

organizando para promover su desarrollo 

político, económico, social y cultural y para poner 

fin a todas las formas de discriminación y 

opresión dondequiera que ocurran”. Igualmente, 

la propia Declaración incluye diversas 

obligaciones a los Estados tendientes a asegurar la 

efectividad de los derechos de los indígenas.  

 

La Convención Americana sobre Derechos 

Humanos prevé en su artículo primero que los 

Estados Parte se comprometen a respetar los 

derechos y libertades reconocidos en la 

Convención y a garantizar su libre y pleno 

ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 

jurisdicción, sin discriminación alguna por 

motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 

opiniones políticas o de cualquier otra índole, 

origen nacional o social, posición económica, 

nacimiento o cualquier otra condición social.  

 

En 14 de junio de 2016 la Asamblea General de la 

Organización de los Estados Americanos emitió la 

Declaración Americana sobre los Derechos 

Indígenas a través del documento AG/RES. 2888 

(XLVI-O/16), en el que indicó al inicio de su 

preámbulo lo siguiente: 

                                                 
9 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

artículo 1º, párrafos primero y tercero: “Artículo 1o. En los 

Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 

derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los 

tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 

parte… 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 

tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos de conformidad con los 

principios de universalidad, interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad. 

…” 

“RECONOCIENDO: Que los derechos de los 

pueblos indígenas constituyen un aspecto 

fundamental y de trascendencia histórica para 

el presente y el futuro de las Américas;  

La importante presencia de pueblos indígenas 

en las Américas, y su inmensa contribución al 

desarrollo, pluralidad y diversidad cultural de 

nuestras sociedades y reiterando nuestro 

compromiso con su bienestar económico y 

social, así como la obligación a respetar sus 

derechos y su identidad cultural; y 

La importancia que tiene para la humanidad la 

existencia de los pueblos y las culturas 

indígenas de las Américas; 

…” 

Los anteriores instrumentos internacionales han 

sido ratificados por nuestro país. Y por ello, no 

debe pasar inadvertido que conforme al texto 

constitucional el Estado mexicano está en la 

obligación de promover, proteger, respetar y 

garantizar los derechos humanos reconocidos en 

la Constitución y los Tratados Internacionales de 

los que el Estado mexicano es parte, a la luz de los 

principios de universalidad, indivisibilidad, 

interdependencia y progresividad.9 Además, el 

propio texto constitucional en su artículo 2, 

Apartado B, primer párrafo10 establece de manera 

general las obligaciones que el Estado mexicano 

debe observar respecto a los pueblos y 

comunidades indígenas.  

 

Atendiendo al principio de progresividad México 

debe optar por buscar que la efectividad de los 

derechos de las personas vaya lográndose de 

manera gradual y no pausada. Para ello, las 

autoridades deben actuar desde el ámbito de sus 

competencias. A nosotros como legisladores nos 

corresponde ejercer nuestras atribuciones 

mediante la elaboración, modificación, reforma y 

10 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

artículo 2º. Apartado B, párrafo primero: “B. La Federación, 

las entidades federativas y los Municipios, para promover la 

igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar 

cualquier práctica discriminatoria, establecerán las 

instituciones y determinarán las políticas necesarias para 

garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el 

desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales 

deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos.” 
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derogación de leyes y normas que paulatinamente 

sirvan para que todas las personas logren que sus 

derechos sean reconocidos.  

 

La actividad legislativa se limita a lo que 

generalmente se conoce que es la función de los 

diputados. Por ello, es posible que a través de 

nuestra función procuremos resaltar, revalorar y 

reconocer los temas que son de importancia para 

nuestra nación y que deben ser observados por 

todas las personas, para cumplir con las propias 

obligaciones de nuestro encargo, pero más allá de 

ello, para alcanzar el estado de idoneidad de todo 

ser humano, que es la felicidad.  

 

Por todo esto, considero que el reconocimiento de 

los pueblos y comunidades indígenas que 

eventualmente ya está en las leyes debe ser 

reforzado a través de una acción que vaya más allá 

de la tarea legislativa y que permanezca en el 

cotidiano de los mexicanos. El reconocimiento de 

los pueblos y comunidades indígenas por medio de 

su conmemoración que puede y debe ser adoptado 

en su favor, como una medida que fortalezca sus 

derechos y que sirva de parámetro para ir 

disminuyendo progresivamente la discriminación, 

exclusión, desigualdad, pobreza y explotación de 

que han sido objeto. El establecimiento de un día 

nacional que rememore la existencia de los 

pueblos y comunidades indígenas servirá no sólo 

como una acción llevada a cabo por un grupo de 

legisladores, sino que irá además avanzando en el 

consciente de la sociedad y colaborará a que esa 

cultura dominante donde los indígenas han sido 

relegados, se revire día a día en la cultura de 

nuestra sociedad. Sin duda alguna, la niñez irá 

reconociendo el día nacional de los pueblos y 

comunidades indígenas y con ello se adoptarán 

nuevas formas de socializar e interactuar con 

nuestros hermanos indígenas, reivindicando 

nuestra sociedad hacia un México verdaderamente 

incluyente y sin discriminación.  

 

La propuesta de un día nacional se inserta dentro 

del marco de los festejos del Día Internacional de 

los Pueblos y Comunidades Indígenas decretada 

por la resolución 49/214, de 23 de diciembre de 

1994, emitida por la Asamblea General de la 

Organización de Naciones Unidas (ONU).  

 

De este modo propongo que se declare el 9 de 

agosto de cada año el “Día Nacional de los 

Pueblos y Comunidades Indígenas”.  

 

DECRETO POR EL QUE PROPONE 

ESTABLECER EL 9 DE AGOSTO DE CADA 

AÑO COMO EL DÍA NACIONAL DE LOS 

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS 

Y AFROMEXICANAS 
 

Único. El Honorable Congreso de la Unión 

declara el 8 de agosto de cada año como “Día 

Nacional de los Pueblos y Comunidades 

Indígenas”. 

 

Transitorios 
 

Primero. La Secretaría de Educación Pública, el 

Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas, el 

Instituto Nacional de Lenguas Indígenas y la 

Secretaría de Gobernación serán los responsables 

de organizar, convocar y coordinar la 

participación ciudadana e institucional para la 

conmemoración relacionada con esta efeméride 

nacional. 

 

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación.  

 

Dado en el Recinto Legislativo de San Lázaro, 18 

de febrero de 2020 

 

Diputada Irma Juan Carlos  

(rúbrica) 
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DEL DIPUTADO MIGUEL ÁNGEL JÁUREGUI 

MONTES DE OCA CON PROYECTO DE DECRETO 

QUE REFORMA LA LEY ORGÁNICA DE LA UNAM 

 

El suscrito, diputado Miguel Ángel Jáuregui 

Montes de Oca, integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura 

del Congreso de la Unión, con fundamento en lo 

dispuesto en el artículo 71 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en los 

artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a la consideración de esta 

asamblea la iniciativa con proyecto de decreto por 

el que se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de la Ley Orgánica de la 

Universidad Nacional Autónoma de México, al 

tenor de la siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

Durante décadas, México se caracterizó por tener 

un régimen político autoritario y con la figura de 

un partido hegemónico que todo lo controlaba. La 

vida pública de nuestro país estuvo inmersa en la 

lógica de la verticalidad en la toma de decisiones 

dentro de la esfera gubernamental y legislativa. 

 

El presidente de México era una figura 

todopoderosa que decidía de forma unilateral 

sobre el destino del país entero, de sus 

instituciones y, en muchos casos, de la vida de 

millones de mexicanos que no tenían más opción 

que subordinarse de forma pasiva a los designios 

del gobierno y del partido hegemónico. 

 

En el caso de las instituciones públicas no era 

diferente. Estaban diseñadas bajo estructuras 

verticales, unilaterales y pensadas para que la toma 

de decisiones fuera monopolio de unos cuantos, 

que pudieran hacer y deshacer de forma que no 

tuvieran que rendirle cuentas a nadie. Las 

instituciones en México, durante mucho tiempo, 

fueron pensadas precisamente para eso, para que 

fueran estructuras elitistas y cerradas, donde 

quienes las encabezaban tenían el poder suficiente 

para dejar de lado las demandas sociales legítimas, 

pero que no estaban alineadas al propio sistema y 

que en muchas ocasiones eran críticas de esas 

formas de organización cerrada y opaca, que no 

rendía cuentas a nadie, más que a quienes estaban 

por encima de ellas. 

 

Sin embargo, México se ha transformado. Muchos 

acontecimientos históricos han ido abriendo 

espacios dentro de las estructuras de la toma de 

decisiones para que el poder político se vaya 

democratizando poco a poco. Sucesos como el 

movimiento estudiantil de 1968, la reforma 

electoral de 1977, la elección presidencial de 

1988, la transición democrática y la consiguiente 

alternancia en el poder en el año 2000, son algunos 

de los sucesos más relevantes que han marcado la 

vida política de México. Sin embargo, no debemos 

olvidar que muchos de esos grandes cambios 

fueron impulsados por la sociedad civil, entendida 

esta como promotora y defensora de derechos 

civiles y políticos. 

 

La sociedad civil ha jugado un papel muy 

importante para la apertura democrática y la 

consiguiente democratización de los entes 

públicos, y de la forma en que se intenta que 

rindan cuentas del dinero público bajo criterios de 

transparencia, eficiencia y honestidad. La 

sociedad civil, a través de diversos movimientos y 

organizaciones sociales, ha sido impulsora 

durante, por lo menos, las últimas tres décadas de 

temas tan importantes como la defensa de 

derechos de las minorías religiosas, sexuales, 

étnicas y culturales, y que incluso han quedado 

plasmados como derechos en el artículo 2° de la 

Constitución Política de los estados Unidos 

Mexicanos que establece: “Queda prohibida toda 

discriminación motivada por origen étnico o 

nacional, el género, la edad, las discapacidades, la 

condición social, las condiciones de salud, la 

religión, las opiniones, las preferencias sexuales, 

el estado civil o cualquier otra que atente contra la 

dignidad humana y tenga por objeto anular o 

menoscabar los derechos y libertades de las 

personas”, o abanderando valores como la 

libertad, la justica, la igualdad, la solidaridad, la 

democracia y todo lo que este concepto conlleva. 

 

Uno de esos valores que la democracia enarbola es 

la horizontalidad en la toma de decisiones de los 
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asuntos públicos, pero no solo en los temas de la 

agenda pública, sino de las propias estructuras 

organizacionales que conforman a los entes 

públicos, que con sus decisiones afectan la vida de 

millones de personas. Esa horizontalidad implica 

que la sociedad civil y sus organizaciones, sean 

partícipes de la conformación de las agendas 

públicas y de la toma de decisiones. 

 

Es por ello que la democracia debe ser, más que 

una forma de organización política, un sistema de 

vida como establece nuestra propia Constitución 

en su artículo 3°, que a la letra dice:  

 
II. El criterio que orientará a esa educación se 

basará en los resultados del progreso científico, 

luchará contra la ignorancia y sus efectos, las 

servidumbres, los fanatismos y los prejuicios.  

 Además:  

 

a)  Será democrático, considerando a la 

democracia no solamente como una estructura 

jurídica y un régimen político, sino como un 

sistema de vida fundado en el constante 

mejoramiento económico, social y cultural del 

pueblo. 

 

En consecuencia y concordancia con nuestro 

desarrollo histórico, que se ha plasmado en 

nuestro texto constitucional a lo largo de nuestra 

vida independiente como nación y, sobre todo, en 

los últimos años de la vida democrática de nuestro 

país, propongo modificar la Ley Orgánica de la 

Universidad Nacional Autónoma de México.  

 

Dicha Ley fue publicada en 1945 por el presidente 

Manuel Ávila Camacho. Durante las últimas siete 

décadas, no ha tenido una sola reforma y ha 

quedado rebasada de acuerdo a los tiempos de 

apertura y democracia que vivimos en el México 

de hoy. La UNAM es una institución medular en 

la vida de México y, por ello, no debe ser ajena a 

los cambios democratizadores que han 

caracterizado nuestra historia reciente. 

 

Los objetivos fundamentales de la propuesta son: 

 

 Democratizar las formas de gobierno de la 

universidad, de manera específica el método en 

que se designan al Rector y a los directores de 

facultades, escuelas e institutos de 

investigación. 

 Cambiar las atribuciones de las autoridades 

universitarias, concretamente, de la Junta de 

Gobierno y de la forma en que elige al Rector y 

a los directores. 

 Democratizar las formas de gobierno de la 

UNAM significa que, al Rector, a los directores 

de las escuelas y facultades, así como los 

directores de los institutos de investigación, los 

elijan sus propias comunidades por medio de 

elecciones abiertas, equitativas, competitivas y 

transparentes, a través de voto libre y secreto. 

 Abrir a la participación de la comunidad 

universitaria en su conjunto (profesores, 

alumnos y trabajadores) en la toma de 

decisiones, sobre quiénes han de dirigir a los 

diferentes entes que conforman a la 

universidad. 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN 

EL ARTÍCULO 1°, LA FRACCIÓN I DEL 

ARTÍCULO 2°, EL SEGUNDO PÁRRAFO, 

DE LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 5°, 

LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 

6°, LAS FRACCIONES III Y IV DEL 

ARTÍCULO 8°, EL PRIMER Y SEGUNDO 

PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 11° Y EL 

PRIMER PÁRRAFO Y SE ADICIONA UN 

CUARTO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 12°, 

DE LA LEY ORGÁNICA DE LA 

UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA 

DE MÉXICO 

 

Único. Se reforman el artículo 1°, la fracción I del 

artículo 2°, el segundo párrafo, de la fracción IV 

del artículo 5°, las fracciones I y II del artículo 6°, 

las fracciones III y IV del artículo 8°, el primer y 

segundo párrafo del artículo 11° y el primer 

párrafo y se adiciona un cuarto párrafo del artículo 

12°, de la Ley Orgánica de la Universidad 

Nacional Autónoma de México, para quedar como 

sigue: 

 

Artículo 1°. La Universidad Nacional Autónoma 

de México es una corporación pública -organismo 

descentralizado del Estado- dotada de plena 
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capacidad jurídica y que tiene por fines impartir 

educación superior para formar profesionistas, 

investigadores, profesores universitarios y 

técnicos útiles a la sociedad; organizar y realizar 

investigaciones, principalmente acerca de las 

condiciones y problemas nacionales, y extender 

con la mayor amplitud posible los beneficios de la 

cultura. Todo ello con el propósito fundamental 

de ponerse al servicio del pueblo mexicano y de 

la humanidad. 

 

Artículo 2°. La Universidad Nacional Autónoma 

de México, tiene derecho para: 

 

I.- Organizarse democráticamente en su 

forma de gobierno bajo principios de 

transparencia, equidad de género y 

rendición de cuentas a la comunidad 

universitaria. Entendiendo por 

democráticamente que el Rector, los 

directores de escuelas, facultades e institutos 

de investigación sean electos por sus 

comunidades de forma directa, a través de 

procesos electorales competitivos, 

equitativos y trasparentes.  
 

II al V… 

 

Artículo 5°. Para ser miembro de la Junta de 

Gobierno, se requerirá: 

 

I al III… 

 

IV.- Haberse distinguido en su especialidad, 

prestar o haber prestado servicios docentes o de 

investigación en la Universidad, o demostrado 

en otra forma, interés en los asuntos 

universitarios y gozar de estimación general 

como persona honorable y prudente. 

 

Los miembros de la Junta de Gobierno solo podrán 

ocupar, dentro de la Universidad, cargos docentes 

o de investigación y hasta que hayan transcurrido 

dos años de su separación, podrán ser electos, 

Rector o Directores de Facultades, Escuelas o 

Institutos. 

El cargo de miembro de la Junta de Gobierno será 

honorario.  

 

Artículo 6°. Corresponderá a la Junta de Gobierno: 

 

I.- Emitir la convocatoria para elegir al 

Rector de forma directa por medio de voto 

libre y secreto por parte de la comunidad 

universitaria, a través de un proceso 

electoral competitivo, equitativo y 

transparente. La convocatoria que emita la 

Junta de Gobierno será clara en los 

requisitos para ser elegido Rector de 

acuerdo al artículo 5° de la presente Ley, así 

como los tiempos para llevar a cabo el 

proceso electoral. 

 

II.- Emitir las convocatorias 

correspondientes para cada escuela, 

facultad o instituto de investigación, para 

que se lleven a cabo elecciones competitivas, 

equitativas y transparentes y así elegir 

democráticamente, a quienes encabezarán a 

los distintos entes de la Universidad.  

 

En la convocatoria para cada escuela, 

facultad o instituto de investigación, se 

detallará con toda claridad los requisitos y 

tiempos que caracterizarán a cada elección.  

 

III al VI…  

 

Artículo 8°. El Consejo Universitario tendrá las 

siguientes facultades: 

 

I-II…  

 

III.- Emitir un reglamento sobre los procesos 

electorales para elegir al Rector y a los 

directores de las facultades, escuelas e 

institutos de investigación. Dicho 

Reglamento, tendrá aplicabilidad general en 

todos los entes de la Universidad donde se 

lleven a cabo procesos de elección. 

 

IV. Designar una Comisión conformada por 

Consejeros Universitarios, para constituirse 

como órgano electoral de apoyo de los 
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Consejos Técnicos de cada facultad, escuela 

o instituto de investigación. Dicha Comisión 

será la encargada de dar seguimiento a los 

procesos electorales para elegir al Rector y a 

los directores y rendirá informes al pleno del 

Consejo Universitario para verificar la 

validez de cada elección. 

 

Artículo 11°. Los directores de facultades, 

escuelas e institutos serán electos de forma 

directa por sus comunidades a través de voto 

libre y secreto. Las comunidades de cada 

facultad, escuela o instituto estarán integradas 

por profesores, trabajadores y alumnos en 

plena vigencia de sus derechos universitarios. 

En el caso de los alumnos, para tener derecho a 

voto, deberán estar inscrito en el periodo en el 

que se lleve a cabo la elección. 

 

Los directores deberán ser mexicanos por 

nacimiento y llenarán, además, los requisitos que 

el Estatuto fije, para que las elecciones recaigan en 

favor de personas cuyos servicios docentes y 

antecedentes académicos o de investigación, las 

hagan merecedoras de ejercer tales cargos.  

 

Artículo 12°. En las facultades y escuelas se 

constituirán Consejos Técnicos integrados de 

forma paritaria por un representante profesor de 

cada una de las especialidades que se impartan y 

por un representante alumno por cada una de 

las especialidades o licenciaturas que se 

impartan. Los procesos de elección se harán de la 

manera que determinen las normas reglamentarias 

que expida el Consejo Universitario. 

 

Para coordinar la labor de los institutos, se 

integrarán dos Consejos: uno de la investigación 

científica y otro de humanidades. 

 

Los Consejos Técnicos serán órganos necesarios 

de consulta en los casos que señale el Estatuto.  

 

Los Consejos Técnicos serán los encargados de 

llevar a cabo los procesos electorales en cada 

facultad, escuela o instituto. Se apoyarán en la 

Comisión Electoral del Consejo Universitario 

en caso de ser necesario y, aplicarán con 

imparcialidad y transparencia el Reglamento 

que emita dicha Comisión. 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Segundo. La Comisión Electoral del Consejo 

Universitario se integrará 60 días después de 

haberse publicado la presente Ley. Dicha 

Comisión estará integrada en un 70% por 

profesores y alumnos, el 30% restantes serán 

trabajadores, investigadores y autoridades 

universitarias.  

 

Tercero. El reglamento de procesos electorales se 

publicará 90 días después de haberse conformado 

la Comisión Electoral del Consejo Universitario. 

 

Cuarto. Los procesos electorales para cada 

facultad, escuela e instituto, así como de la 

Rectoría, comenzarán una vez que el tiempo de 

cada director o del Rector en turno esté a punto de 

concluir.  

 

Palacio Legislativo de San Lázaro,18 de febrero de 

2020 

 

Diputado Miguel Ángel Jáuregui Montes de 

Oca (rúbrica). 
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DE LA DIPUTADA MIRNA ZABEIDA MALDONADO 

TAPIA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE 

SE ADICIONA UN PÁRRAFO QUINTO AL ARTÍCULO 

4° DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

 

Quien suscribe, Mirna Maldonado Tapia, diputada 

en la LXIV Legislatura del Congreso General de 

los Estados Unidos Mexicanos e integrante del 

Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento 

en los artículos 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 

como el 6, numeral 1, fracción I, y 77 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración de esta asamblea la iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se adiciona un 

párrafo quinto al artículo 4º de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, de 

conformidad con la siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

Por su relevancia social, la promoción de la 

lactancia materna es uno de los Objetivos de 

Desarrollo del Milenio de la Organización 

Mundial de la Salud (OMS). 

 

Dice Lavinia Belli, de la Liga de la Leche, de 

Noruega: “Puede que la lactancia no sea la mejor 

opción para todas las madres, pero es la mejor 

opción para todos los bebés”. Y me sumo, junto 

con muchísimos profesionales de la salud en 

México y el mundo, a esta opinión, que sola 

resumiría los motivos de la presente iniciativa. 

 

De las necesidades humanas básicas, la 

alimentación juega un papel fundamental para la 

subsistencia como seres vivos. La nutrición como 

derecho humano y la política alimentaria-

nutricional, obliga y compromete al Estado a ser 

garante de este derecho, porque si bien lactar a 

hijas e hijos es, en principio, una decisión de la 

mujer que ha dado a luz, constituye un elemento 

fundamental para hacer efectivos los derechos de 

niñas y niños a la salud y desarrollo integral, que 

hace necesario proporcionar, desde el embarazo, 

información y atención médica adecuadas que 

favorezcan la práctica de la lactancia como 

método exclusivo de alimentación durante los seis 

primeros meses de vida y complementaria hasta 

los dos años. 

 

De acuerdo con la OMS la leche materna reduce 

la incidencia de enfermedades infecciosas, 

disminuye la desnutrición y la deficiencia de 

vitamina A, los índices de mortalidad, previene 

alergias, protege contra la gastroenteritis, eczema, 

asma, cáncer, particularmente leucemia, diabetes 

y otras enfermedades crónicas, y crea un vínculo 

especial entre la madre y su hijo: los bebés y los 

niños con vínculos seguros crecen para convertirse 

en adultos sanos, afectuosos, confiables y 

empáticos, además de promover una notoria 

mejoría del coeficiente intelectual. 

 

La lactancia también protege la salud de la mujer: 

reduce riesgos de cáncer mamario y ovárico, de 

anemia por deficiencia y de fracturas de cadera, 

contribuyendo además a espaciar los nacimientos. 

 

A pesar de ello, solo uno de cada tres menores de 

seis meses en el mundo reciben leche materna de 

forma exclusiva, y México es el país con la menor 

tasa de lactancia materna y mayor consumo de 

fórmulas infantiles: de alrededor de dos millones 

400 mil niños y niñas que nacen al año, solo uno 

de cada siete goza de los beneficios de la leche 

materna exclusiva durante sus primeros seis meses 

de vida. 

 

La OMS y la Unicef estiman que la vida de más de 

820,000 niños podría salvarse cada año si los 

países adoptaran medidas de amamantamiento. 

Calculan que en 2013 a nivel mundial 161.5 

millones de niños menores de cinco años sufrieron 

retraso del crecimiento, 50.8 millones presentaban 

un peso bajo para su talla y 41.7 millones tenían 

sobrepeso, lo que indica que, si todos los niños 

menores de seis meses tuvieran una lactancia 

exclusiva, cada año se podría salvar la vida a más 

de 800 000 niños de menos de cinco años.  

 

“Privar de lactancia a un recién nacido le confiere 

una serie de desventajas y vulnerabilidades que es 

deber del equipo de salud evitar”, tomando un 

papel activo en la promoción y preservación de la 
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lactancia, como una de las formas de actuar 

concordante con la evolución de la especie al 

contribuir a asegurar condiciones de desarrollo 

humano óptimo. 

 

La lactancia materna es parte de los derechos 

fundamentales de las madres, de las niñas y los 

niños, ya que incluye el derecho a la alimentación 

y el derecho a la salud, por lo que el Estado y la 

sociedad deben reconocerlo como un derecho 

humano, y tienen la obligación de respetarlo, 

protegerlo, promoverlo y apoyarlo para que las 

mujeres, como titulares de este derecho, estén 

habilitadas para ejercerlo plenamente, eliminando 

los obstáculos que pudieren existir, ya que factores 

como la alimentación materna y el tiempo de 

duración de la lactancia materna, pueden impactar 

en la salud en etapa adulta. 

 

La protección, el respeto, la facilitación y el 

ejercicio del derecho a la lactancia, necesitan el 

reconocimiento universal de su función social y la 

importancia de su práctica requiere de fondos 

públicos.  

 

El reconocimiento de la lactancia materna como 

un derecho de toda mujer y de todo niño y niña 

implica que tienen derecho a recibir una 

alimentación nutritiva que les asegure un 

desarrollo integral y saludable desde el 

nacimiento, que a ninguna mujer debe impedírsele 

el ejercicio de este derecho por ninguna causa, el 

Estado debe promover la eliminación de los 

obstáculos sociales, laborales y culturales que 

limitan o desincentivan su práctica, así como 

generar condiciones que la favorezcan, que las 

mujeres tienen derecho a recibir información, 

orientación y atención médica especializada en 

todas las fases del embarazo, parto y posparto, 

incluyendo la etapa de lactancia. 

 

De acuerdo con la Declaración Universal sobre 

Bioética y Derechos Humanos, en su artículo 14 – 

Responsabilidad Social y Salud, es injerencia del 

Estado, de las instituciones, del personal que en 

ellas laboran y de la sociedad en general, aplicar, 

promover y respetar las siguientes disposiciones 

que resultan determinantes como guía para la 

protección del derecho humano a la lactancia 

materna. 

 

Investigaciones revelan que, para las niñas, los 

niños y sus madres, no es posible alcanzar una 

óptima salud, si no se crean condiciones que 

permitan a las mujeres ejercer su derecho a la 

lactancia materna exclusiva, durante los primeros 

seis meses de vida y continuar amamantando 

mientras se introducen alimentos 

complementarios hasta, por lo menos, los dos años 

de edad. 

 

Expertos en el derecho a la alimentación, el 

derecho a la salud, el Grupo de trabajo sobre la 

discriminación contra la mujer en la legislación y 

en la práctica, y el Comité de los Derechos del 

Niño de la Organización de Naciones Unidas 

instaron a los países a hacer más para apoyar y 

proteger la lactancia materna como un asunto de 

derechos humanos, esto incluye poner fin a la 

comercialización inadecuada de sustitutos de la 

leche materna y otros alimentos promovidos para 

la alimentación de lactantes, porque detrás de éstos 

existen millones de casos tanto de niños y niñas a 

quienes les fue negada la oportunidad de tomar 

leche de sus madres, así como de mujeres a 

quienes se les impidió decidir en libertad sobre su 

lactancia. 

 

Las recomendaciones de organismos 

internacionales, las numerosas investigaciones de 

expertas y expertos sobre los beneficios 

socioeconómicos y a la prevención de riesgos a la 

salud de la nación, colocan a la lactancia materna 

inmediata, exclusiva y prolongada como una 

estrategia viable para el desarrollo del país con 

base en derechos y con interés superior en la niñez, 

sin embargo los factores limitantes de la lactancia 

materna inmediata, exclusiva y prolongada van 

desde los personales, culturales y laborales hasta 

las condiciones estructurales en la práctica 

médica, legislativa y el sistema social de mercado. 

 

La importancia de la lactancia materna ha sido 

recogida por organismos multilaterales y 

proyectada en instrumentos internacionales de los 

que México es Estado parte, tales como:  
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 La Convención sobre los Derechos de la 

Infancia (1989). 

 Recomendaciones de la OMS para el 

embarazo. Parto y lactancia, Declaración de 

fortaleza 1985.  

 Convención de los Derechos del Niño-a, de 

1989. 

 Declaración Conjunta OMS-Unicef 1989 en 

la que se insta a todos los Hospitales del mundo 

a poner en marcha las medidas que se resumen 

en los 10 Pasos para una lactancia materna 

exitosa.  

 Plan de acción de la cumbre a favor de la 

infancia firmada en 1990. 

 Declaración de Innocenti 1990, adoptada en 

la reunión conjunta OMS-Unicef y aprobada 

por la Asamblea Mundial de la Salud en 1991.  

 La Estrategia Mundial para la Alimentación 

del Lactante y el Niño Pequeño, adoptada en el 

año 2002 por la Asamblea Mundial de la Salud. 

 Plan Estratégico Europeo para la Acción, 

“Protección, promoción y apoyo a la lactancia 

materna en Europa”. 

 Código Internacional de Comercialización 

de Sucedáneos de la Lactancia Materna 

“Aprobado en 1981 por la Asamblea Mundial 

de la Salud.  

 La Conferencia Internacional sobre 

Nutrición, de 1992. 

 La Conferencia sobre Población y 

Desarrollo, de 1994. 

 La 4º Conferencia Mundial sobre la Mujer, 

de 1995. 

 El Foro Mundial sobre Alimentación, de 

1996 (Unicef, Argentina, 2000). 

 El Convenio sobre la Protección de la 

Maternidad de la Organización Internacional 

del Trabajo (Convenio 183 de la OIT),  

 UNESCO, ONU. Declaración Universal 

sobre Bioética y Derechos Humanos. París, 

octubre de 2005.  

 

En México se ha recogido esta demanda en 

diferentes instrumentos jurídicos, incluyendo 

leyes federales de salud, que a continuación se 

citan: 

Marco jurídico nacional de la lactancia materna: 

 

 Artículo 4to de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos 

 Artículo 64 de la Ley General de Salud 

 Ley del Instituto Mexicano del Seguro 

Social, artículo 94 

 Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado, 

artículo 24 

 Ley del Derecho de los niños, niñas y 

adolescentes 

 Ley del Derecho de las mujeres a la no 

discriminación y a una vida libre de violencia. 

 Ley Federal de los Trabajadores al Servicio 

del Estado 

 Ley Federal del Trabajo 

 Ley del Servicio Civil del Estado de 

Zacatecas, artículo 69., fracción X  

 

Sin embargo, pese al marco jurídico, disposiciones 

legales, convenios, foros, programas y decretos 

internacionales, nacionales y estatales, hay un 

enorme déficit en el apoyo a la lactancia materna 

que refleja un vacío de responsabilidad sanitaria. 

 

México requiere con urgencia asegurar 

condiciones hospitalarias para ejercer el 

amamantamiento en alojamiento conjunto como 

derecho, alertar a la población del daño potencial 

sobre el uso indiscriminado de fórmulas infantiles 

y productos industrializados para bebés, disponer 

de herramientas legales sancionatorias para casos 

de transgresión al Código Internacional de 

Comercialización de Sucedáneos de la Leche 

Materna y programar ajustes legales a las 

disposiciones laborales de madres trabajadoras. 

 

La justicia, por intermedio del Estado, debe 

procurar cubrir las necesidades comunes para 

poder vivir, en este caso, la lactancia materna 

constituye una práctica que garantiza una mejor 

calidad de vida al reducir la posibilidad de 

enfermedades prevenibles, mejorar el nivel de 

nutrición de los niños, mejorar la salud materna al 

propiciar una rápida recuperación del evento 

obstétrico y reducir las posibilidades de cáncer en 

la mujer, así como incidir en la economía familiar 



Enlace Parlamentario 127  
 

Martes 18 de febrero de 2020 

al evitar gastos innecesarios para la alimentación 

del lactante, sobre la educación, ya que 

científicamente se ha comprobado que la 

alimentación al seno materno propicia en el niño 

un mayor rendimiento y aprovechamiento escolar, 

y ecológicamente amigable con el medio ambiente 

y socialmente, hace al individuo seguro, confiable, 

empático al haber tenido el vínculo afectivo con su 

madre.  

 

Nuestro país ganaría al avanzar en la realización 

del derecho a la lactancia materna, porque de 

incrementarse el amamantamiento los resultados 

serían medibles por disminución de desnutrición, 

cáncer de mama, obesidad y diabetes, además en 

el combate la pobreza por ahorro en el gasto 

público de atención médica, así como en 

indicadores de desempeño preescolar y escolar. 

 

Aun teniendo legislaciones protectoras de la 

lactancia materna es necesario bregar por mejores 

leyes, más defensoras de este derecho, haciendo 

especial énfasis en las condiciones de las madres 

trabajadoras, la correcta formulación de políticas 

públicas orientadas a la promoción, aplicación y 

vigilancia de la lactancia materna, que incorpore 

los derechos humanos como garantía irrestricta al 

cumplimiento de este derecho, en donde se 

consideren los aspectos conceptuales de los 

determinantes de la salud, la visión del desarrollo 

y el ciclo de vida y los derechos de la infancia, 

mediante un proceso transparente de construcción 

de la política, y cuyo documento final ha de 

recoger los aspectos de no-discriminación, 

adecuadas partidas presupuestarias y una posterior 

rendición de cuentas.  

 

Finalmente, recalcar que el derecho a la lactancia 

materna, o bien a la leche humana, es eje rector 

para lograr una nación con rostro humano donde 

la desigualdad se pueda combatir desde el 

nacimiento, gracias a una base para estimular el 

máximo desarrollo físico, social, intelectual, 

emocional y económico. Para la sociedad entera es 

oportuno reconocer que cada ser humano nacido 

en este suelo tiene derecho a recibir la máxima 

protección para vivir, pues forma parte del 

principio de justicia: la niñez como bien superior 

de la nación (Sánchez M. E. 2015). 

 

En virtud de lo anterior, es de la mayor 

importancia adicionar un párrafo, que sería cuarto, 

y reformar el actual párrafo noveno del artículo 4º 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para destacar la importancia de la 

lactancia materna, impulsarla como un derecho e 

incentivarla a través de políticas públicas como 

obligación del Estado en los tres órdenes de 

gobierno, en los siguientes términos: 

 

Texto Vigente Proyecto 

Artículo 4o. … Artículo 4o. … 

… … 

… … 

Sin correlativo La lactancia materna 

es un derecho de 

todas las niñas y 

niños. La ley definirá 

las bases y 

modalidades para el 

acceso a los servicios 

de salud y establecerá 

la concurrencia de la 

Federación, de las 

entidades federativas, 

municipales y de las 

demarcaciones 

territoriales de la 

Ciudad de México en 

el ámbito de sus 

respectivas 

competencias en 

materia de nutrición 

y lactancia infantil.  

… … 

… … 

… … 

… … 

… … 

En todas las decisiones 

y actuaciones del 

Estado se velará y 

cumplirá con el 

principio del interés 

superior de la niñez, 

garantizando de 

manera plena sus 

derechos. Los niños y 

En todas las decisiones 

y actuaciones del 

Estado se velará y 

cumplirá con el 

principio del interés 

superior de la niñez, 

garantizando de 

manera plena sus 

derechos. Los niños y 
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las niñas tienen 

derecho a la 

satisfacción de sus 

necesidades de 

alimentación, salud, 

educación y sano 

esparcimiento para su 

desarrollo integral. 

Este principio deberá 

guiar el diseño, 

ejecución, seguimiento 

y evaluación de las 

políticas públicas 

dirigidas a la niñez. 

las niñas tienen 

derecho a la 

satisfacción de sus 

necesidades de 

alimentación, teniendo 

como base la 

lactancia materna 

como alimento inicial 

y exclusivo hasta los 

seis meses de edad y 

complementario a los 

dos años, así como 

derecho a la salud, 

educación y sano 

esparcimiento para su 

desarrollo integral. 

Este principio deberá 

guiar el diseño, 

ejecución, seguimiento 

y evaluación de las 

políticas públicas 

dirigidas a la niñez. 

… … 

… … 

… … 

… … 

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la 

consideración de esta soberanía el siguiente 

proyecto de:  

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN 

PÁRRAFO QUINTO AL ARTÍCULO 4º DE 

LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

 

Único. Se adiciona un párrafo cuarto 

recorriéndose en su orden los subsiguientes, y se 

reforma el párrafo noveno vigente del artículo 4º 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para quedar como sigue: 

 

Artículo 4o. … 

 

… 

… 

 

La lactancia materna es un derecho de todas las 

niñas y niños. La Ley definirá las bases y 

modalidades para el acceso a los servicios de 

salud y establecerá la concurrencia de la 

Federación, de las entidades federativas, 

municipales y de las demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México en el 

ámbito de sus respectivas competencias en 

materia de nutrición y lactancia infantil.  

 

… 

… 

… 

… 

 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado 

se velará y cumplirá con el principio del interés 

superior de la niñez, garantizando de manera plena 

sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho 

a la satisfacción de sus necesidades de 

alimentación, teniendo como base la lactancia 

materna como alimento inicial y exclusivo 

hasta los seis meses de edad y complementario 

a los dos años, así como derecho a la salud, 

educación y sano esparcimiento para su desarrollo 

integral. Este principio deberá guiar el diseño, 

ejecución, seguimiento y evaluación de las 

políticas públicas dirigidas a la niñez. 

 

… 

… 

… 

… 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Segundo. En un plazo no mayor de 182 días 

contados a partir de la publicación del presente 

decreto en el Diario Oficial de la Federación, el 

Congreso de la Unión modificará la legislación 

secundaria para garantizar el derecho de las niñas 

y niños a la lactancia materna. 

 

Tercero. Los congresos locales deberán expedir 

dentro de los 180 días siguientes a la publicación 

de este decreto, las reformas constitucionales y 
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legales en la materia correspondientes a sus 

respectivos ámbitos de competencia. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputada Mirna Maldonado Tapia (rúbrica) 

 

 

 

 
 

 

 

DEL DIPUTADO ALEJANDRO CARVAJAL 

HIDALGO CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 

QUE SE ADICIONAN LOS ARTÍCULOS TERCERO Y 

VIGÉSIMO QUINTO TRANSITORIOS DE LA LEY DEL 

SEGURO SOCIAL 

 

El que suscribe, Alejandro Carvajal Hidalgo, 

diputado de la LXIV Legislatura del Honorable 

Congreso de la Unión, integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena, con fundamento en lo 

dispuesto por el artículo 71 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 

como por los artículos 6, fracción I, y 77 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, presento 

ante esta soberanía iniciativa con proyecto de 

decreto por el que se adicionan los artículos 

tercero y vigésimo quinto transitorios a la Ley del 

Seguro Social, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el día 21 de diciembre de 1995, al tenor 

de la siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

En diciembre de 1995 el Congreso de la Unión 

aprobó una nueva Ley del Seguro Social publicada 

en el Diario Oficial de la Federación el 21 de 

diciembre de 1995, vigente a partir del 1 de julio 

de 1997, que establece un nuevo sistema de 

pensiones, esto aconteció en el periodo neoliberal, 

este modelo de seguridad social fue importado de 

Chile, cambiando radicalmente el manejo y 

administración de los recursos pensionarios, 

pasando del modelo de reparto a un modelo de 

capitalización individual y administración de los 

recursos, por cuenta de las Administradoras de 

Fondos para el Retiro (Afores).  

 

Este sistema de pensiones resulta obligatorio para 

los asegurados inscritos por primera vez al 

Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) a 

partir de la vigencia de la nueva ley del Seguro 

Social, que entró en vigor a partir del 1 de julio de 

1997, y opcional para los asegurados inscritos con 

anterioridad a esa fecha. Los trabajadores que 

cotizaron hasta el 30 de junio de 1997, 

denominados trabajadores en transición pueden 

elegir el esquema de pensiones de la Ley del 

Seguro Social de 1973, o el nuevo sistema de la 

Ley del Seguro Social de 1997.  

 

Los artículos transitorios tercero, cuarto, 

undécimo, duodécimo, décimo tercero y décimo 

octavo de la Ley del Seguro Social publicada en el 

Diario Oficial de la Federación, del día 21 de 

diciembre de 1995, y que establece los 

lineamientos para los trabajadores en transición: 

 
 “Tercero. Los asegurados inscritos con 

anterioridad a la fecha de entrada en vigor de 

esta Ley, así como sus beneficiarios, al momento 

de cumplirse, en términos de la Ley que se 

deroga, los supuestos legales o el siniestro 

respectivo para el disfrute de cualquiera de las 

pensiones, podrán optar por acogerse al 

beneficio de dicha Ley o al esquema de 

pensiones establecido en el presente 

ordenamiento.” 

 

“Cuarto. Para el caso de los trabajadores que 

hayan cotizado en términos de la Ley del Seguro 

Social que se deroga, y que llegaren a 

pensionarse durante la vigencia de la presente 

Ley, el Instituto Mexicano del Seguro Social, 

estará obligado, a solicitud de cada trabajador, a 

calcular estimativamente el importe de su 

pensión para cada uno de los regímenes, a efecto 

de que éste pueda decidir lo que a sus intereses 

convenga.” 

 

“Undécimo. Los asegurados inscritos con 

anterioridad a la fecha de entrada en vigor de 

esta ley, al momento de cumplirse los supuestos 

legales o el siniestro respectivo que, para el 

disfrute de las pensiones de vejez, cesantía en 

edad avanzada o riesgos de trabajo, se 
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encontraban previstos por la Ley del Seguro 

Social que se deroga, podrán optar por acogerse 

a los beneficios por ella contemplados o a los 

que establece la presente Ley.” 

 

“Duodécimo. Estarán a cargo del Gobierno 

Federal las pensiones que se encuentren en curso 

de pago, así como las prestaciones o pensiones 

de aquellos sujetos que se encuentren en período 

de conservación de derechos y las pensiones que 

se otorguen a los asegurados que opten por el 

esquema establecido por la Ley que se deroga.” 

 

“Décimo tercero. Por cuanto hace a los fondos 

de los trabajadores acumulados en las 

subcuentas de retiro se estará a lo siguiente: 

 

a) Los sujetos que se encuentren en 

conservación de derechos y que se pensionen 

bajo el régimen de la Ley anterior, recibirán 

además de la pensión que corresponda, sus 

fondos acumulados en la subcuenta del 

seguro de retiro en una sola exhibición. 

 

b) Los sujetos que lleguen a la edad de 

pensionarse por cesantía en edad avanzada y 

vejez bajo la vigencia de esta ley pero que 

opten por los beneficios de pensiones 

regulados por la Ley anterior, recibirán la 

pensión indicada bajo los supuestos de la Ley 

que se deroga y además los fondos que se 

hubieran acumulado en su subcuenta del 

seguro de retiro. Los acumulados en los 

ramos de cesantía en edad avanzada y vejez 

serán entregados por las Administradoras de 

Fondos para el Retiro al Gobierno Federal.” 

 

“Décimo octavo. A los asegurados que al 

momento de entrar en vigor esta Ley opten por 

acogerse al nuevo sistema de pensiones, les 

serán reconocidas las semanas cotizadas bajo el 

régimen anterior, con la finalidad de que, al 

cumplirse los requisitos legales, se les conceda 

la pensión que corresponda.” 

 

De acuerdo con los artículos transitorios 

precitados de la Ley del Seguro Social en vigor a 

partir de 1° de julio de 1997, los trabajadores que 

cotizaron en términos de la ley del Seguro Social 

derogada el 30 de junio de 1997 y que se 

pensionen durante la vigencia de la Ley del Seguro 

Social vigente a partir del 1 de julio 1997, gozan 

de la prerrogativa de optar por el esquema de 

pensiones de la Ley del Seguro Social vigente 

hasta el 30 de junio de 1997 o por el esquema de 

la Ley del Seguro Social vigente a partir del 1 de 

1997, al mismo tiempo quedaron sujetos a cotizar 

sobre las bases que establece la nueva Ley. 

 

Conforme el artículo 33, segundo párrafo, de la 

Ley derogada, del 30 de junio de 1997, los 

asegurados se inscribirían con el salario base de 

cotización que percibieran al momento de su 

afiliación, fijándose un límite superior e inferior 

expresado en veces el salario mínimo vigente en el 

Distrito Federal. 

 

LEY DEL SEGURO SOCIAL 

Publicada en el DOF el 12 de marzo de 1973, 

con sus reformas y adiciones 

CAPÍTULO II 

De las Bases de Cotización y de las Cuotas 

 
“Artículo 33. Los asegurados se inscribirán con 

el salario base de cotización que perciban en el 

momento de su afiliación, estableciéndose como 

límite superior el equivalente a veinticinco veces 

el salario mínimo general que rija en el Distrito 

Federal y como límite inferior el salario mínimo 

general del área geográfica respectiva, salvo lo 

dispuesto en la fracción III del artículo 35. 

 

Tratándose de seguros de invalidez, vejez, 

cesantía en edad avanzada y muerte, el límite 

superior será el equivalente a 10 veces el salario 

mínimo general vigente en el Distrito Federal.” 

 

Conforme esta disposición, el límite superior de 

25 veces el salario mínimo vigente en el Distrito 

Federal (SMGVDF) regía para los seguros de 

riesgos de trabajo, enfermedades y maternidad, 

guarderías, y retiro, en tanto que, para los seguros 

de invalidez, vejez, cesantía en edad avanzada y 

muerte (I.V.C.M.) el límite superior era 

equivalente a 10 veces el salario mínimo. 

 

Mediante la reforma de 1995, el legislador 

modificó las bases establecidas en el citado 

artículo 33, homologándose el límite superior de 

cotización a 25 veces el SMGVDF para todos los 

seguros del régimen obligatorio, como a la letra 

dispone el artículo 28 de la Ley de 1997 vigente: 
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LEY DEL SEGURO SOCIAL 

Publicada en el DOF el 21 de diciembre 

de 1995, en vigor a partir 1 de julio de 

1997, con sus reformas y adiciones 

CAPÍTULO II 

De las Bases de Cotización y de las 

Cuotas 

 
“Artículo 28. Los asegurados se inscribirán con 

el salario base de cotización que perciban en el 

momento de su afiliación, estableciéndose como 

límite superior el equivalente a veinticinco veces 

el salario mínimo general que rija en el Distrito 

Federal y como límite inferior el salario mínimo 

general del área geográfica respectiva.” 

 

Dentro de la exposición de motivos de la Ley del 

Seguro Social del 9 de noviembre de 1995, se 

homologó el límite superior de cotización a 25 

salarios mínimos para todos los seguros, en los 

términos siguientes: 

 
“Con el fin de simplificar el cálculo de las 

aportaciones a la seguridad social se establece en 

la iniciativa la homologación del tope máximo 

de todos los seguros a 25 veces el salario mínimo 

general vigente en el Distrito Federal. Tal 

medida afecta solamente al seguro de Invalidez 

y Vida y a los ramos de Cesantía en Edad 

Avanzada y Vejez, lo cual no significa una carga 

adicional relevante en virtud de la disminución 

de las aportaciones que se proponen en la 

Iniciativa, además de que hace posible la 

configuración de montos mayores a depositar en 

las cuentas individuales.” 

 

Como se visualiza, el tope de cotización de 25 

salarios se aplicó al seguro de invalidez y vida 

(SIV) y a los ramos de cesantía en edad avanzada 

(CEA) y vejez, ya que para el resto de los seguros 

ya regía dicho tope. Estableciendo un periodo de 

incrementos anuales para llegar al nuevo límite 

superior en estos ramos de seguro, en los términos 

que dispone el artículo vigésimo quinto transitorio 

del Decreto de Ley del Seguro Social, del 21 de 

diciembre de 1995, que a la letra señala: 

 
LEY DEL SEGURO SOCIAL 

Publicada en el DOF el 21 de diciembre de 

1995, en vigor a partir del 1 de julio de 1997, 

con sus reformas y adiciones 

 

Transitorios 

 

“Vigésimo Quinto. El artículo 28 de esta Ley 

entrará en vigor el 1 de enero del año 2007, en 

lo relativo al seguro de invalidez y vida, así 

como en los ramos de cesantía en edad avanzada 

y vejez. Los demás ramos de aseguramiento 

tendrán como límite superior desde el inicio de 

la vigencia de esta ley el equivalente a 

veinticinco veces el salario mínimo general que 

rija en el Distrito Federal. 

 

No obstante que las disposiciones transitorias 

establecen con claridad que los trabajadores que se 

pensionen conforme a las disposiciones de ley 

derogada, pero que hayan cotizado en los dos 

regímenes, podrán cotizar hasta con un tope de 

veinticinco salarios mínimos, la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación (SCJN) el 9 de junio de 2010, 

aprobó la tesis  2a./J.85/2010 y la tesis de 

jurisprudencia 2a./J.8/2016, ambas por 

contradicción de tesis, que declaran que la 

cuantificación de las pensiones de invalidez, 

vejez, cesantía en edad avanzada y muerte, debe 

entender como límite superior el equivalente a 10 

veces el salario mínimo general vigente en el 

Distrito Federal (SMGVDF), acorde con el 

segundo párrafo del artículo 33 de la Ley del 

Seguro Social vigente hasta el 30 de junio de 1997. 

 
Tesis 2a./J.85/2010 SEGURO SOCIAL.  

EL SALARIO PROMEDIO DE LAS 

ÚLTIMAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN, 

BASE PARA CUANTIFICAR LAS 

PENSIONES POR INVALIDEZ, VEJEZ Y 

CESANTÍA EN EDAD AVANZADA, TIENE 

COMO LÍMITE SUPERIOR EL 

EQUIVALENTE A 10 VECES EL SALARIO 

MÍNIMO GENERAL VIGENTE EN EL 

DISTRITO FEDERAL, ACORDE CON EL 

SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 33 

DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA 

EL 30 DE JUNIO DE 1997.- De los artículos 

136, 142, 147 y 167 de la referida Ley, deriva 

que el salario diario que sirve de base para 

determinar la cuantía básica de las pensiones por 

invalidez, vejez y cesantía en edad avanzada, es 
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el que corresponde al promedio de las últimas 

250 semanas de cotización. Por otra parte, el 

numeral 33 de la misma legislación establece 

como límite superior al salario base de 

cotización el equivalente a 25 veces el salario 

mínimo general vigente que rija en el Distrito 

Federal, excepto para los seguros de invalidez, 

vejez, cesantía en edad avanzada y muerte, que 

tendrán como límite superior el correspondiente 

a 10 veces el referido salario; en el entendido de 

que aquel límite rige para los seguros de 

enfermedad general y maternidad. Así, cada 

rama de aseguramiento tiene autonomía 

financiera y los recursos no pueden sufragar 

ramas distintas, de manera que los generados 

para los seguros de enfermedad general y 

maternidad serán encauzados para ampliar su 

cobertura, aumentar la eficacia de los servicios 

médicos y continuar con la reposición y 

modernización del equipo, mientras que los de 

invalidez, vejez, cesantía en edad avanzada y 

muerte serán canalizados para financiar el 

otorgamiento de las pensiones respectivas, de 

ahí que el límite previsto a este último debe 

aplicarse al salario promedio de las 250 semanas 

de cotización, que sirve de base para cuantificar 

las pensiones correspondientes. 

 

Tesis 2a./J. 8/2016  

PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD 

AVANZADA. AL RESOLVER LA JUNTA 

SOBRE EL AJUSTE EN LA 

CUANTIFICACIÓN DE SU PAGO, DEBE 

ATENDER EL LÍMITE SUPERIOR 

PREVISTO EN EL PÁRRAFO SEGUNDO 

DEL ARTÍCULO 33 DE LA LEY DEL 

SEGURO SOCIAL, VIGENTE HASTA EL 30 

DE JUNIO DE 1997, SIN QUE REPRESENTE 

OBSTÁCULO ALGUNO QUE EL 

DEMANDADO NO SE HUBIERE 

EXCEPCIONADO EN ESE SENTIDO. El 

precepto referido establece que los asegurados 

se inscribirán con el salario base de cotización 

que perciban en el momento de su afiliación, y 

en su párrafo segundo, en relación con el seguro 

de cesantía edad avanzada, entre otros, el 

legislador facilitó un esquema tasado en salarios 

mínimos y fijó el límite superior equivalente a 

10 veces el general vigente en el Distrito 

Federal. Ahora bien, la circunstancia de que el 

Instituto Mexicano del Seguro Social no se 

excepcionara en esos términos, no releva a la 

autoridad laboral de respetar dicho límite 

superior, pues basta con que al oponer sus 

excepciones y defensas, aquél se ajuste a lo 

dispuesto en el artículo 878, fracción IV, de la 

Ley Federal del Trabajo, de manera que si al 

contestar la demanda controvierte precisamente 

las fechas o cantidades materia del ajuste 

pretendido por el actor, respalda sus argumentos 

con ciertas operaciones aritméticas y acompaña 

las pruebas que a su juicio son aptas para 

desvirtuar el reclamo, tal proceder es aceptable 

y justifica la postura defensiva que le asista en la 

relación jurídico procesal y, por ende, con esos 

elementos, en armonía con el restante caudal 

probatorio, la autoridad laboral está en 

condiciones de resolver el contradictorio, con 

apego al artículo 842 de la citada ley. Además, 

el tema de fondo está vinculado a un derecho de 

seguridad social, por lo que no puede variarse la 

manera en que han de cubrirse las prestaciones 

descritas en la Ley del Seguro Social, pues su 

artículo 33 expreso en cuanto al límite superior, 

lo que indica que se trata de una disposición de 

orden público y de observancia obligatoria. 

             

Tesis y criterio contendientes: 

Tesis I.13o.T.56 L (10a.), de título y subtítulo: 

“PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD 

AVANZADA. SI EL ACTOR DEMANDA SU 

CORRECTA CUANTIFICACIÓN Y EL 

INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 

SOCIAL CONSIDERA QUE AQUÉLLA, 

AUN CUANDO YA FUE OTORGADA Y 

PAGADA, REBASA EL LÍMITE SUPERIOR 

EQUIVALENTE A 10 VECES EL SALARIO 

MÍNIMO GENERAL VIGENTE EN EL 

DISTRITO FEDERAL, DEBE 

EXCEPCIONARSE CONFORME AL 

SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 33 

DE LA DEROGADA LEY.”, aprobada por 

Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Décima Época, Libro XX, Tomo 3, mayo de 

2013, página 2022. 

 

Si a un trabajador se le otorga su pensión de 

conformidad con la ley vigente hasta el 30 de junio 

de 1997, calculándola en base al límite de 10 

salarios mínimos, podríamos coincidir que no 

existe ninguna violación legal, ya que era la base 

legal que establecía el artículo 33, segundo 

párrafo, de la Ley del Seguro Social, vigente hasta 
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el 30 de junio de 1997, empero, para un trabajador 

que cotizó en ambos regímenes o que se encuentra 

activo y que tiene derecho a elegir entre alguna de 

las dos modalidades pensionarias, le podría causar 

perjuicio si consideramos el salario promedio de 

las últimas 250 semanas de cotización, 

considerando el límite superior equivalente a 25 

veces el SMGVDF previsto en el artículo 28, en 

relación con el artículo veinticinco transitorio, del 

Decreto de Ley del Seguro Social publicada el 21 

de diciembre de 1995, en vigor a partir del 1° de 

julio de 1997.  

 

El viernes 24 de enero de 2020, nuestro más alto 

tribunal publicó la contradicción de tesis 327/2019 

entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en 

Materia Penal y de Trabajo del Octavo Circuito y 

los Tribunales Colegiados Segundo del Tercer 

Circuito y Décimo Sexto del Primer Circuito, 

ambos en materia de trabajo, que en su rubro 

establece: 

 
"SEGURO SOCIAL. EL SALARIO 

PROMEDIO DE LAS ÚLTIMAS 250 

SEMANAS DE COTIZACIÓN, BASE PARA 

CUANTIFICAR LAS PENSIONES POR 

INVALIDEZ, VEJEZ Y CESANTÍA EN 

EDAD AVANZADA, TIENE COMO 

LÍMITE SUPERIOR EL EQUIVALENTE A 

10 VECES EL SALARIO MÍNIMO 

GENERAL VIGENTE EN EL DISTRITO 

FEDERAL, ACORDE CON EL SEGUNDO 

PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 33 DE LA 

LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 30 

DE JUNIO DE 1997 

 Decidiendo que el criterio que debe de 

prevalecer es el siguiente:  

 

RÉGIMEN TRANSITORIO DEL SISTEMA 

DE PENSIONES ENTRE LAS LEYES DEL 

SEGURO SOCIAL DEROGADA DE 1973 Y 

VIGENTE. EL LÍMITE SUPERIOR QUE SE 

DEBE APLICAR AL SALARIO PROMEDIO 

DE LAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN 

QUE SIRVE DE BASE PARA CUANTIFICAR 

LAS PENSIONES DE LOS ASEGURADOS 

DEL RÉGIMEN TRANSITORIO, QUE 

OPTARON POR EL ESQUEMA 

PENSIONARIO DE LA DEROGADA LEY DE 

1973. Para cuantificar el monto de la pensión de 

vejez tratándose de asegurados que se ubican en 

el régimen transitorio y que se acogieron al 

esquema de pensiones de la derogada Ley del 

Seguro Social vigente hasta el 30 de junio de 

1997, resultan aplicables el tope máximo de diez 

veces el salario mínimo previsto en el artículo 

33, segundo párrafo, del citado cuerpo 

normativo, así como la jurisprudencia de la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación 2a./J. 85/2010, de rubro: "SEGURO 

SOCIAL. EL SALARIO PROMEDIO DE LAS 

ÚLTIMAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN, 

BASE PARA CUANTIFICAR LAS 

PENSIONES POR INVALIDEZ, VEJEZ Y 

CESANTÍA EN EDAD AVANZADA, TIENE 

COMO LÍMITE SUPERIOR EL 

EQUIVALENTE A 10 VECES EL SALARIO 

MÍNIMO GENERAL VIGENTE EN EL 

DISTRITO FEDERAL, ACORDE CON EL 

SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 33 

DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA 

EL 30 DE JUNIO DE 1997.", pues al acogerse a 

los beneficios para la concesión de la pensión de 

vejez previstos en la ley derogada, deben regirse 

por las disposiciones de esa normativa. 

 

Esta decisión ha generado controversia y molestia 

entre las personas que están en proceso de 

pensionarse por la derogada ley del Instituto 

Mexicano del Seguro Social, ya que una cantidad 

importante de trabajadores cotizaron en ambos 

regímenes, cotizando con el tope salarial de 

veinticinco salarios mínimos, lo que acarreara un 

perjuicio patrimonial.  

 

Con esta modificación se genera certeza en los 

derechos pensionarios de los trabajadores y sus 

beneficiarios, por lo que las adiciones propuestas 

a los artículos tercero y quinto transitorios del 

Decreto de Ley del Seguro Social, publicado en el 

DOF el 21 de diciembre de 1995, salvaguardan sus 

derechos. Esto fortalece lo manifestado por el 

director general del Instituto Mexicano del Seguro 

Social (IMSS), Zoé Robledo, donde afirmó que la 

controversia de tesis de la Suprema Corte, sobre el 

recálculo en las pensiones no será aplicable para 

las instituciones de seguridad social, señalando 

que es “un criterio para los juzgados y los 

tribunales colegiados de menor jerarquía”, por tal 

motivo el instituto en comento continuará pagando 
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las pensiones con base en el límite equivalente a 

25 veces el salario mínimo. 

  

Para que mi propuesta sea más entendible, se 

muestra el siguiente cuadro comparativo: 
 

LEY DEL SEGURO SOCIAL 

Transitorios 

Ley Actual: Propuesta: 

Primero a Segundo. 

…  

 

Tercero. Los 

asegurados inscritos 

con anterioridad a la 

fecha de entrada en 

vigor de esta Ley, así 

como sus beneficiarios, 

al momento de 

cumplirse, en términos 

de la Ley que se 

deroga, los supuestos 

legales o el siniestro 

respectivo para el 

disfrute de cualquiera 

de las pensiones, 

podrán optar por 

acogerse al beneficio 

de dicha Ley o al 

esquema de pensiones 

establecido en el 

presente ordenamiento. 

 

 

 

 

Sin correlativo  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Primero a Segundo. 

…  

 

Tercero. Los 

asegurados inscritos 

con anterioridad a la 

fecha de entrada en 

vigor de esta Ley, así 

como sus beneficiarios, 

al momento de 

cumplirse, en términos 

de la Ley que se 

deroga, los supuestos 

legales o el siniestro 

respectivo para el 

disfrute de cualquiera 

de las pensiones, 

podrán optar por 

acogerse al beneficio 

de dicha Ley o al 

esquema de pensiones 

establecido en el 

presente ordenamiento.  

  

Para el caso de los 

asegurados, así como 

sus beneficiarios, que 

opten por acogerse al 

esquema de pensiones 

de la Ley que se 

deroga, será el salario 

base de cotización con 

el que estuvieren 

inscritos al momento 

de cumplirse los 

supuestos legales o el 

siniestro respectivo, 

hasta el límite 

superior equivalente 

a veinticinco veces el 

salario mínimo 

general, el que se 

tomará en cuenta 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Cuarto a Vigésimo 

Cuarto. …  

 

Vigésimo Quinto. El 

artículo 28 de esta Ley 

entrará en vigor el 1 de 

enero del año 2007, en 

lo relativo al seguro de 

invalidez y vida, así 

como en los ramos de 

cesantía en edad 

avanzada y vejez. Los 

demás ramos de 

aseguramiento tendrán 

como límite superior 

desde el inicio de la 

vigencia de esta ley el 

equivalente a 

veinticinco veces el 

salario mínimo general 

que rija en el Distrito 

Federal. 

 

A partir de la entrada 

en vigor de esta Ley el 

límite del salario base 

de cotización en veces 

salario mínimo para el 

seguro de invalidez y 

vida, así como para los 

ramos de cesantía en 

edad avanzada y vejez, 

será de quince veces el 

salario mínimo general 

vigente en el Distrito 

Federal, el que se 

aumentará un salario 

mínimo por cada año 

subsecuente hasta 

llegar a veinticinco en 

el año 2007. 

 

para determinar el 

importe de cualquiera 

de las pensiones, en 

los términos del 

artículo 28 de la 

presente Ley, en 

relación con el 

artículo vigésimo 

quinto transitorio del 

presente decreto. 

 

Cuarto a Vigésimo 

Cuarto. …  

 

Vigésimo Quinto. El 

artículo 28 de esta Ley 

entrará en vigor el 1 de 

enero del año 2007, en 

lo relativo al seguro de 

invalidez y vida, así 

como en los ramos de 

cesantía en edad 

avanzada y vejez. Los 

demás ramos de 

aseguramiento tendrán 

como límite superior 

desde el inicio de la 

vigencia de esta ley el 

equivalente a 

veinticinco veces el 

salario mínimo general 

que rija en el Distrito 

Federal.   

 

A partir de la entrada 

en vigor de esta Ley el 

límite del salario base 

de cotización en veces 

salario mínimo para el 

seguro de invalidez y 

vida, así como para los 

ramos de cesantía en 

edad avanzada y vejez, 

será de quince veces el 

salario mínimo general 

vigente en el Distrito 

Federal, el que se 

aumentará un salario 

mínimo por cada año 

subsecuente hasta 

llegar a veinticinco en 

el año 2007.  
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Sin correlativo  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Vigésimo Sexto a 

Vigésimo Octavo. … 

Los límites señalados 

en el párrafo anterior 

serán aplicables 

igualmente en la 

determinación del 

salario diario, 

calculado conforme a 

la Ley que se deroga, 

para determinar la 

cuantía de las 

pensiones de los 

seguros de invalidez y 

vida, así como para 

los ramos de cesantía 

en edad avanzada y 

vejez, de asegurados 

inscritos con 

anterioridad a la 

fecha de entrada en 

vigor de esta Ley, así 

como de sus 

beneficiarios, que, al 

cumplirse los 

supuestos legales o el 

siniestro respectivo 

para el disfrute de 

cualquiera de las 

pensiones, opten por 

acogerse a los 

beneficios de la Ley 

que se deroga. 

 

Vigésimo Sexto a 

Vigésimo Octavo. … 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto 

a la consideración de esta soberanía el siguiente 

proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN 

LOS ARTÍCULOS TERCERO Y VIGÉSIMO 

QUINTO TRANSITORIO DE LA LEY DEL 

SEGURO SOCIAL, PUBLICADA EN EL 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 

DÍA 21 DE DICIEMBRE DE 1995 

 

Único. Se adicionan el artículo tercero transitorio, 

con un segundo párrafo, y vigésimo quinto 

transitorio, con un tercer párrafo, a la Ley del 

Seguro Social, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el día 21 de diciembre de 1995, para 

quedar como sigue: 

 

Transitorios 

 

Primero a Segundo. … 

 

Tercero. Los asegurados inscritos con 

anterioridad a la fecha de entrada en vigor de esta 

Ley, así como sus beneficiarios, al momento de 

cumplirse, en términos de la Ley que se deroga, 

los supuestos legales o el siniestro respectivo para 

el disfrute de cualquiera de las pensiones, podrán 

optar por acogerse al beneficio de dicha Ley o al 

esquema de pensiones establecido en el presente 

ordenamiento 

 

Para el caso de los asegurados, así como sus 

beneficiarios, que opten por acogerse al 

esquema de pensiones de la Ley que se deroga, 

será el salario base de cotización con el que 

estuvieren inscritos al momento de cumplirse 

los supuestos legales o el siniestro respectivo, 

hasta el límite superior equivalente a 

veinticinco veces el salario mínimo general, el 

que se tomará en cuenta para determinar el 

importe de cualquiera de las pensiones, en los 

términos del artículo 28 de la presente Ley, en 

relación con el artículo vigésimo quinto 

transitorio del presente decreto. 

 

Cuarto a Vigésimo Cuarto. 

 

Vigésimo Quinto. El artículo 28 de esta Ley 

entrará en vigor el 1 de enero del año 2007, en lo 

relativo al seguro de invalidez y vida, así como en 

los ramos de cesantía en edad avanzada y vejez. 

Los demás ramos de aseguramiento tendrán como 

límite superior desde el inicio de la vigencia de 

esta ley el equivalente a veinticinco veces el 

salario mínimo general que rija en el Distrito 

Federal. 

A partir de la entrada en vigor de esta Ley el límite 

del salario base de cotización en veces salario 

mínimo para el seguro de invalidez y vida, así 

como para los ramos de cesantía en edad avanzada 

y vejez, será de quince veces el salario mínimo 

general vigente en el Distrito Federal, el que se 
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aumentará un salario mínimo por cada año 

subsecuente hasta llegar a veinticinco en el año 

2007. 

 

Los límites señalados en el párrafo anterior, 

serán aplicables igualmente en la 

determinación del salario diario, calculado 

conforme a la Ley que se deroga, para 

determinar la cuantía de las pensiones de los 

seguros de invalidez y vida, así como para los 

ramos de cesantía en edad avanzada y vejez, de 

asegurados inscritos con anterioridad a la fecha 

de entrada en vigor de esta Ley, así como de sus 

beneficiarios, que, al cumplirse los supuestos 

legales o el siniestro respectivo para el disfrute 

de cualquiera de las pensiones, opten por 

acogerse a los beneficios de la Ley que se 

deroga.  

 

Vigésimo Sexto a Vigésimo Octavo. 

 

Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

del 2020 

 

Diputado Alejandro Carvajal Hidalgo 

 (rúbrica) 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

DE LA DIPUTADA CLAUDIA LÓPEZ RAYÓN CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA EL ARTÍCULO 164 DE LA LEY 

NACIONAL DEL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA 

PENAL PARA ADOLESCENTES 

 

La suscrita, Claudia López Rayón, diputada 

perteneciente a la LXIV Legislatura de esta 

honorable Cámara de Diputados, integrante del 

Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento 

en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II y 72, 

inciso H) de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 

y 78, del Reglamento de la Cámara de Diputados 

somete a la consideración de esta soberanía la 

iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

modifica el artículo 164 de la Ley Nacional del 

Sistema Integral de Justicia Penal para 

Adolescentes, al tenor del siguiente: 

 

Planteamiento del Problema 

 

El sistema de justicia penal en México ha ido 

adecuándose a la exigibilidad de tiempos 

modernos en los cuales es una constante el respeto 

a los derechos humanos de las personas, no solo 

de aquellas a quienes se les atribuye la comisión 

de un hecho que la ley señala como delito y que la 

legislación menciona como imputado, acusado y 

sentenciado, sino también de las víctimas a las 

cuales se les ha dado el estatus de parte procesal, 

con actitud proactiva en el mismo y no simples 

espectadores de un proceso en el que no tenían 

voz ni voto. 

 

Esta dialéctica ha sido una constante de 

actualización, dada la trascendencia que tuvieron 

en su momento reformas publicadas en el Diario 

Oficial de la Federación, en fechas: 12 de 

diciembre de 2005, 18 de junio de 2008 y 10 de 

junio de 2011, respecto del texto de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

Lo que obligó a replantearse el sistema procesal 

que en materia penal instrumentaba los procesos 

penales, prueba de ello es que se expidió el Código 

Nacional de Procedimientos Penales, el 5 de 
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marzo del 2014 y la Ley Nacional del Sistema 

Integral de Justicia Penal para Adolescentes, el 16 

de junio del 2016. 

 

Con lo anterior, tenemos que fueron homologadas 

las formas en que se establecían e instrumentaban 

los procesos penales incoados tanto a adolescentes 

como a las personas adultas a quienes se les 

atribuía su intervención en hechos que la ley 

señalaba como delitos. 

 

Homologando a nivel de la República mexicana, 

márgenes respecto de la denominada “edad 

penal”, así como definiendo de manera clara y 

definitiva circunstancias accesorias como los 

“delitos” que ameritaban la imposición de la 

medida cautelar de prisión preventiva oficiosa en 

materia de adultos, en tanto que, para la justicia 

para adolescentes, se definió un catálogo de 

hechos que la ley señala como delitos en los cuales 

podría ser aplicado la medida sancionadora de 

internamiento. 

 

Por lo anterior, es del conocimiento general que el 

derecho, al regular relaciones humanas, es y debe 

ser dinámico, adecuándose a las necesidades y 

condiciones de los tiempos y de las personas a las 

que va dirigida su nivel de protección. 

 

Coincidentes con lo anterior expuesto tenemos 

que el artículo 49 constitucional establece 

claramente la división de Poderes de la Unión, en 

Legislativo, Ejecutivo y Judicial, todos 

preocupados, en el ámbito de su competencia, en 

que el sistema de justicia penal sea acorde y 

coincidente con las necesidades de las personas y 

la salvaguarda de sus derechos humanos. 

 

En dicha preocupación le corresponde al Poder 

Legislativo crear, reformar, modificar y/o 

adicionar al marco legal lo necesario para 

                                                 
1 Artículo 18. Sólo por delito que merezca pena privativa de 

libertad habrá lugar a prisión preventiva. El sitio de ésta será 

distinto del que se destinare para la extinción de las penas y 

estarán completamente separados. 

[…] 

preservar la convivencia humana dentro de los 

parámetros de sociabilidad. 

 

Por ello, en materia de justicia penal para adultos, 

en donde se analizó, discutió y aprobó una 

modificación sustancial al párrafo II del artículo 

19 constitucional, para actualizar el catálogo de 

hechos que la ley señala como delitos, en los 

cuales es necesario imponer la medida cautelar de 

carácter excepcional de prisión preventiva. 

 

Ello atendiendo a múltiples dinámicas sociales 

que quedaron asentadas en el dictamen 

correspondiente. 

 

Esta iniciativa se sustenta considerando que la 

justicia penal para adolescentes requiere de una 

atención prioritaria por el Estado mexicano, dado 

que, si tomamos en consideración que la 

Convención para los Derechos del Niño, establece 

en su numeral 1:  

 
“Para los efectos de la presente Convención, se 

entiende por niño todo ser humano menor de 

dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de 

la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes 

la mayoría de edad.” 

 

Es evidente que el compromiso internacional en la 

salvaguarda de los derechos de las personas 

menores de edad, abarca a aquellas que se ubican 

entre la edad de 12 años cumplidos y menos de 18 

años, parámetro de edad en los cuales, de 

imputárseles un hecho que la ley señala como 

delito, serán procesados bajo la justicia penal 

especializada denominada “para adolescentes”. 

 

Salvaguarda de derechos que deben ser 

ponderados a través del interés superior, 

ajustándose siempre al principio de mínima 

intervención, pero también los de 

proporcionalidad que establece el texto 

constitucional1.  

La Federación y las entidades federativas establecerán, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, un sistema integral 

de justicia para los adolescentes, que será aplicable a quienes 

se atribuya la comisión o participación en un hecho que la 

ley señale como delito y tengan entre doce años cumplidos 

y menos de dieciocho años de edad. Este sistema garantizará 
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Es decir, aun en la ponderación del interés superior 

de las personas adolescentes, es necesario adecuar 

los marcos normativos para cumplimentar los 

objetivos de dicho sistema, los cuales ha saber son, 

entre otros: garantizar su protección personal, 

reconocer sus derechos, que se les trate con 

respeto y dignidad como cualquier persona, la 

experiencia de legalidad, así como la reinserción 

social y familiar del adolescente. 

 

Por ello, y con el afán de armonizar y homogenizar 

los parámetros de legalidad, sin perder de vista las 

condiciones de edad y especialización, es 

necesario fundamentar legalmente la presente 

iniciativa analizando, tanto los motivadores de la 

reforma al citado artículo 19, párrafo II, 

constitucional, como la Ley Nacional del Sistema 

Integral de Justicia Penal para Adolescentes, 

puesto que, desde su expedición el 16 de junio del 

2016 no ha sufrido adecuación alguna. 

 

Respecto de la citada ley, es menester referir que 

el sistema de medidas cautelares que involucran la 

detención del justiciable tiene un tratamiento 

diverso al del sistema de adultos. 

El sistema de justicia penal para adultos tiene 

implementado un sistema cautelar que se rige bajo 

el principio de excepcionalidad y el de gravedad. 

 

En el primer presupuesto, la imposición de una 

medida cautelar, cualquiera que sea, obedecerá 

prioritariamente al derecho que tienen las partes –

                                                 
los derechos humanos que reconoce la Constitución para 

toda persona, así como aquellos derechos específicos que 

por su condición de personas en desarrollo les han sido 

reconocidos a los adolescentes. Las personas menores de 

doce años a quienes se atribuya que han cometido o 

participado en un hecho que la ley señale como delito, sólo 

podrán ser sujetos de asistencia social. 

La operación del sistema en cada orden de gobierno estará a 

cargo de instituciones, tribunales y autoridades 

especializados en la procuración e impartición de justicia 

para adolescentes. Se podrán aplicar las medidas de 

orientación, protección y tratamiento que amerite cada caso, 

atendiendo a la protección integral y el interés superior del 

adolescente. 

Las formas alternativas de justicia deberán observarse en la 

aplicación de este sistema, siempre que resulte procedente. 

El proceso en materia de justicia para adolescentes será 

acusatorio y oral, en el que se observará la garantía del 

Ministerio Público, víctima y/o asesor jurídico- de 

peticionarla, posteriormente que justifiquen las 

razones de la cautela y la eficacia de dicha medida 

o medidas cautelares en torno al objetivo de las 

mismas2.  

 

Si el promovente justifica su petición, se podrá 

imponer una o varias medidas cautelares o incluso 

la prisión preventiva. 

 

En el segundo presupuesto por gravedad de la 

conducta, el Poder Legislativo de la Unión 

consideró necesario establecer un catálogo o 

enlistado de figuras delictivas que, sin necesidad 

de justificación, debía imponerse a los justiciables. 

 

En el caso de justicia penal especializada para 

adolescentes operan criterios diversos. 

 

Aunque ello no signifique que no pueda 

imponerse, a nivel cautelar, una medida restrictiva 

de su libertad, pues si analizamos la citada Ley, 

tenemos que en su: 

 
Artículo 119. Medidas cautelares personales 

Sólo a solicitud del Ministerio Público, la 

víctima u ofendido, y bajo las condiciones y por 

el tiempo que se fija en esta Ley, el Órgano 

Jurisdiccional podrá imponer a la persona 

adolescente, después de escuchar sus razones, 

las siguientes medidas cautelares: 

… 
XII. Internamiento preventivo. 

debido proceso legal, así como la independencia de las 

autoridades que efectúen la remisión y las que impongan las 

medidas. Éstas deberán ser proporcionales al hecho 

realizado y tendrán como fin la reinserción y la reintegración 

social y familiar del adolescente, así como el pleno 

desarrollo de su persona y capacidades. El internamiento se 

utilizará sólo como medida extrema y por el tiempo más 

breve que proceda, y podrá aplicarse únicamente a los 

adolescentes mayores de catorce años de edad, por la 

comisión o participación en un hecho que la ley señale como 

delito. 
2 “…garantizar la comparecencia del imputado en el juicio, 

el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, 

de los testigos o de la comunidad, así como cuando el 

imputado esté siendo procesado o haya sido sentenciado 

previamente por la comisión de un delito doloso…”. 

Artículo 19, párrafo II, de la Constitución. 
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Esta medida cautelar está sujeta a los siguientes 

criterios excepcionales: 

 
Que sea solicitada por el Ministerio Público, la 

víctima u ofendido, previa su justificación y 

demostración 

 

Que el adolescente a quien va dirigida se 

encuentren entre los grupos etarios II y III3 de 

conformidad con la Ley de la materia. 

 

Y solo por los delitos que ameriten medida de 

sanción de internamiento 

 

En este tenor de ideas tenemos que, para la 

imposición de una medida cautelar de carácter 

excepcional de internamiento preventivo, debe, 

entre otras cuestiones, tomarse en consideración la 

posibilidad de que, al finalizar el proceso y de 

encontrarse plenamente responsable, pudiese en 

su caso imponérsele una sanción de internamiento. 

 

Lo cual nos remite al numeral 164 de la 

multicitada Ley, en la que se encuentra un 

catálogo de hechos que la ley señala como delitos 

en los cuales, de forma taxativa y limitativa, 

pudiese aplicarse la medida de sanción privativa 

de libertad de internamiento. 

 

Es por ello que es imperante y necesario adecuar 

dicho catálogo de hechos que la ley señala como 

delito que ameriten la medida de sanción privativa 

de libertad de internamiento, para homologarlos a 

la última reforma constitucional del numeral 19, 

párrafo II, relativo a la medida cautelar 

excepcional de prisión preventiva, en justicia para 

adolescentes en internamiento preventivo. 

 

Actualmente, tenemos que dicho numeral señala: 

 
Artículo 164. Internamiento 

El internamiento se utilizará como medida 

extrema y por el tiempo más breve que proceda 

a las personas adolescentes que al momento de 

                                                 
3 Artículo 3. Glosario 

Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 

[…] 

X. Grupo etario II: Grupo de personas adolescentes que por 

su edad se encuentren comprendidas en el rango de edad de 

catorce años cumplidos a menos de dieciséis años; 

habérseles comprobado la comisión de hechos 

señalados como delitos, se encuentren en el 

grupo etario II y III. El Órgano Jurisdiccional 

deberá contemplar cuidadosamente las causas y 

efectos para la imposición de esta medida, 

procurando imponerla como última opción. Se 

ejecutará en Unidades exclusivamente 

destinadas para adolescentes y se procurará 

incluir la realización de actividades colectivas 

entre las personas adolescentes internas, a fin de 

fomentar una convivencia similar a la practicada 

en libertad. 

 

Para los efectos de esta Ley, podrá ser aplicado 

el internamiento en los siguientes supuestos, 

previstos en la legislación federal o sus 

equivalentes en las entidades federativas: 

 

a) De los delitos previstos en la Ley General para 

Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de 

Secuestro, Reglamentaria de la fracción XXI del 

artículo 73 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 

b) De los delitos previstos en la Ley General 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos 

en Materia de Trata de Personas y para la 

Protección y Asistencia a las Víctimas de estos 

Delitos; 

c) Terrorismo, en términos del Código Penal 

Federal; 

d) Extorsión agravada, cuando se comete por 

asociación delictuosa; 

e) Contra la salud, previsto en los artículos 194, 

fracciones I y II, 195, 196 Ter, 197, primer 

párrafo del Código Penal Federal y los previstos 

en las fracciones I, II y III del artículo 464 Ter y 

en los artículos 475 y 476 de la Ley General de 

Salud; 

f) Posesión, portación, fabricación, importación 

y acopio de armas de fuego prohibidas y/o de 

uso exclusivo del Ejército, Armada o Fuerza 

Aérea; 

g) Homicidio doloso, en todas sus modalidades, 

incluyendo el feminicidio; 

h) Violación sexual; 

XI. Grupo etario III: Grupo de personas adolescentes que 

por su edad se encuentren comprendidas en el rango de 

edad de dieciséis años cumplidos a menos de dieciocho 

años; 
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i) Lesiones dolosas que pongan en peligro la 

vida o dejen incapacidad permanente, y 

j) Robo cometido con violencia física. 

 

Por lo cual, siguiendo los mismos principios de 

excepcionalidad, idoneidad y proporcionalidad 

que rigen a las medidas cautelares en materia de 

justicia para adolescentes, se propone modificar el 

numeral en cita. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se 

somete a consideración de esta asamblea la 

siguiente iniciativa con proyecto que se 

denomina:  

 

DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 

164 DE LA LEY NACIONAL DEL SISTEMA 

INTEGRAL DE JUSTICIA PENAL PARA 

ADOLESCENTES 

 

Único. Se reforma artículo 164 de la Ley Nacional 

del Sistema Integral de Justicia Penal para 

Adolescentes, para quedar como sigue:  

 

Artículo 164. Internamiento 

 

El internamiento se utilizará como medida 

extrema y por el tiempo más breve que proceda a 

las personas adolescentes que al momento de 

habérseles comprobado la comisión de hechos 

señalados como delitos, se encuentren en el grupo 

etario II y III. El Órgano Jurisdiccional deberá 

contemplar cuidadosamente las causas y efectos 

para la imposición de esta medida, procurando 

imponerla como última opción. Se ejecutará en 

Unidades exclusivamente destinadas para 

adolescentes y se procurará incluir la realización 

de actividades colectivas entre las personas 

adolescentes internas, a fin de fomentar una 

convivencia similar a la practicada en libertad. 

 

Para los efectos de esta Ley, podrá ser aplicado el 

internamiento en los siguientes supuestos, 

previstos en la legislación federal o sus 

equivalentes en las entidades federativas, siempre 

y cuando la conducta hubiese sido realizada de 

forma dolosa en cualquiera de sus modalidades, 

sin importar si el delito fuera realizado por 

acción o por omisión, si fue consumado o quedó 

en grado de tentativa o si el adolescente 

intervino en calidad de autor o partícipe: 

 

a) De los delitos previstos en la Ley General 

para Prevenir y Sancionar los Delitos en 

Materia de Secuestro, Reglamentaria de la 

fracción XXI del artículo 73 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

b) De los delitos previstos en la Ley General 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos 

en Materia de Trata de Personas y para la 

Protección y Asistencia a las Víctimas de estos 

Delitos; 

c) De los delitos previstos en la Ley Federal 

para Prevenir y Sancionar los Delitos 

Cometidos en Materia de Hidrocarburos 

d) Terrorismo, en términos del Código Penal 

Federal; 

e) Extorsión agravada, cuando se comete por 

asociación delictuosa; 

f) Contra la salud, previsto en los artículos 194, 

fracciones I y II, 195, 196 Ter, 197, primer 

párrafo del Código Penal Federal y los 

previstos en las fracciones I, II y III del artículo 

464 Ter y en los artículos 475 y 476 de la Ley 

General de Salud; 

g) Posesión, portación, fabricación, 

importación y acopio de armas de fuego 

prohibidas y/o de uso exclusivo del Ejército, 

Armada o Fuerza Aérea; 

h) Homicidio doloso, en todas sus 

modalidades, incluyendo el feminicidio; 

i) Violación sexual, en todas sus modalidades; 

j) Lesiones dolosas que pongan en peligro la 

vida o dejen incapacidad permanente, y 

k) Robo cometido con violencia física y/o 

moral. 

l) Trata de personas 

m) Delitos graves que determine la ley en 

contra de la seguridad de la nación. 

n) Delitos cometidos contra el libre y normal 

desarrollo de la personalidad. 

ñ) Delitos cometidos con medios violentos 

como armas y explosivos. 
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Transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputada Claudia López Rayón (rúbrica) 

 

 

 

 
 

 

 

DEL DIPUTADO BENJAMÍN SAÚL HUERTA 

CORONA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 

QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 69-B DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

 

El suscrito, Benjamín Saúl Huerta Corona, 

diputado federal en la LXIV Legislatura del 

Honorable Congreso de la Unión, del Grupo 

Parlamentario de Morena, con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como 77 y 78 del Reglamento de 

la Cámara de Diputados, someto a consideración 

de esta soberanía la presente iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforma el cuarto 

párrafo, y se adicionan los párrafos quinto y sexto, 

recorriéndose los subsecuentes, del artículo 69-B 

del Código Fiscal de la Federación, al tenor de la 

siguiente:  

 

Exposición de Motivos 

 

Para ser un país de bienestar, México necesita 

fortalecer su brazo recaudador, sin arrojar a los 

ciudadanos al terrorismo fiscal, de tal suerte que 

para lograr el ingreso esperado no se tenga como 

resultado la actitud contumaz de los 

contribuyentes, por lo que no solo se trata de 

fortalecer a la autoridad hacendaria o 

fiscalizadora, sino que de igual manera el Estado 

debe cumplir con la obligación de proteger a los 

contribuyentes, para no sobrepasar los límites de 

los derechos humanos ya reconocidos por el 

Estado mexicano. De no hacer lo anterior, el 

Estado caerá fácilmente en un ambiente de 

terrorismo fiscal, provocando el cumplimiento 

temporal de las obligaciones fiscales por presión, 

y no así por cultura contributiva.  

 

En este sentido, y en virtud de que hay sectores de 

la sociedad que se hacen conocer como 

contribuyentes cumplidos, cuando lo cierto es que 

simulan operaciones, para efecto de apoyar a otros 

contribuyentes en su carga fiscal, a cambio de una 

remuneración; actividad que, como sabemos, les 

ha sido permitida por existir lagunas en la 

legislación, que les hace colocarse en un ambiente 

de elusión.  

 

El Servicio de Administración Tributaria (SAT) 

ha sostenido que se tiene una afectación por 354 

mil millones de pesos, derivado de la operación de 

empresas que facturan operaciones simuladas, las 

cuales subsisten por el hecho de generar 

operaciones sin contar con activos ni personal, sin 

embargo, estas no son las únicas empresas que 

afectan el erario federal, también tenemos aquellas 

que realizan operaciones reales pero que utilizan 

las facturas para efectos de deducción, lo que hace 

que su operación les genere devolución.   

 

Estas últimas empresas en ocasiones sí tienen 

personal e infraestructura, pero sus operaciones 

son simuladas. Lo hacen a través de lo establecido 

en ley, buscando engañar a la autoridad, 

simulando realizar la operación, pero sin su 

materialización, colocándose en el supuesto de 

ley, pero dando lugar a un detrimento notable al 

erario federal, pues facturan sin materializar el 

acto en su integridad, lo que sin duda alguna 

ocasiona que se obtengan beneficios de la 

facturación para el seudocontribuyente.  

 

Este tipo de contribuyentes se ve beneficiado a 

través de la compensación o devolución, sin 

realmente merecerla, pues su materialización se 

encuentra cuestionada.  
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En otros casos, existen contribuyentes que, por 

cuestiones de disciplina fiscal, o por 

responsabilidades atribuibles a su contador o 

representante legal, no presentan sus 

declaraciones o incumplen con algún tipo de 

aviso, sin que ello signifique que el contribuyente 

simule operaciones, o que en su actuar no 

materialice debidamente sus actos, es decir, en 

este caso, estamos ante la presencia de un 

contribuyente, que si existe y que no fue creado 

para simular o beneficiar a otros, sino por el 

contrario, por cuestiones adversas, se aleja del 

sistema de cumplimiento constante, haciéndolo 

temporal. 

  

Este tipo de contribuyente es de importancia para 

el SAT pues, a diferencia de los otros, sí puede 

regularizarse, autoerigiéndose y continuar en el 

sistema cautivo de la autoridad hacendaria, 

cumpliendo el contenido del numeral 31, fracción 

IV, de nuestra Constitución Política de los Estado 

Unidos Mexicanos; los otros tienen evidentemente 

una intención diferente, ya que desde que se 

crearon tienen una intención de alevosía y de 

premeditación, para ocasionar detrimento al 

Estado en su entero beneficio económico.  

 

En aras de detectar a las empresas que generan 

detrimento y afectación a la Hacienda federal, 

separarlas de aquellas que sí son contribuyentes es 

de suma importancia, y adecuar el Código Fiscal 

de la Federación para así permitir que, quienes por 

cuestiones adversas sí están dentro del catálogo de 

contribuyentes cautivos y tienen intención de 

continuar ahí lo hagan, para con los otros 

contribuyentes, que no tienen ni infraestructura, o 

que teniéndola no materializan sus actos con el 

único  propósito de tener un beneficio fiscal, ya sea 

de compensación o de devolución.  

 

Sobre este tipo de simulación se han creado y 

modificado diversas disposiciones del Código 

Fiscal de la Federación, para dotar de mayores 

facultades al Servicio de Administración 

Tributaria, como autoridad fiscalizadora y poder 

detectar quiénes son aquellos contribuyentes, que 

haciéndose llamar como tal, perjudican al Estado 

mexicano, y quiénes son los otros, que sí quieren 

ser cautivos y cumplir con sus obligaciones 

fiscales pues su actividad es de comercio.  

 

Por lo anterior, el artículo 69-B del Código Fiscal 

de la Federación establece diversos medios para 

detectar operaciones simuladas, a saber:  

 
*Que un contribuyente sin contar con los 

activos, personal, infraestructura o capacidad 

material, directa o indirectamente, para prestar 

los servicios o producir, comercializar o 

entregar los bienes, pretendan amparar sus 

operaciones con tales comprobantes, o bien, 

 

*Que dichos contribuyentes se encuentren no 

localizados. 

 

Lo anterior dará lugar a que las autoridades podrán 

presumir que son inexistentes las operaciones de 

los contribuyentes, al no contar con activos, 

personal, infraestructura o capacidad material, 

directa o indirecta, para prestar los servicios o 

producir, comercializar o entregar los bienes que 

amparan dichos comprobantes o contribuyentes 

que no se encuentren localizados.  

 

Debe destacarse que el mismo establece una 

presunción, entendida como la consecuencia que 

la ley deduce de un hecho desconocido, que podrá 

tomar en cuenta la autoridad para sostener la 

inexistencia de las operaciones que se avalan con 

los comprobantes fiscales emitidos, que no es 

absoluta (iuris et de iure) sino relativa, (iuris 

tantum) pues admite prueba en contrario, es decir, 

puede ser destruida por el propio contribuyente – 

o por la contraparte  en la operación de que se 

trate–, mediante la aportación de pruebas que 

demuestran lo contrario. 

 

De lo anterior, se advierte que el artículo 69-B del 

Código Fiscal de la Federación prevé el 

procedimiento y consecuencia de la presunción, 

por virtud de la cual las autoridades pueden 

considerar, salvo prueba en contrario, la 

inexistencia de operaciones realizadas.   

 

En este orden de ideas, el artículo 69-B del Código 

Fiscal de la Federación vigente constituye una 

valiosa herramienta para lo que hasta aquí hemos 
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esgrimido, pues permite a las autoridades fiscales 

combatir a los contribuyentes que emiten 

comprobantes fiscales derivado de operaciones 

simuladas, quiénes se deducen, y quiénes se ven 

beneficiados por los efectos fiscales de deducción 

o de acreditamiento.  

 

Aún con las modificaciones, los evasores buscan 

siempre salida con estrategias agresivas y 

esquemas de evasión, que hacen necesarios 

detectar quiénes son los pagadores del impuesto y 

quiénes son simuladores. Esta gran tarea, en 

ocasiones, se dificulta ya que existe la base de las 

operaciones, a nivel documental y las evidencias 

de existencia de activos, personal, infraestructura 

o capacidad material para la prestación de 

servicios o la enajenación de bienes, tomando en 

consideración de igual manera la sustancia 

económica.  

 

En este sentido, el artículo 69-B del Código Fiscal 

de la Federación omite, dentro de su contenido, 

establecer los elementos necesarios para que la 

autoridad pueda tener la certeza de la existencia, 

tanto del contribuyente como de las operaciones 

que efectúa, así como los efectos de las mismas.  

 

De igual manera, en la práctica, existen 

actuaciones por parte de las autoridades 

hacendarias, en los que determina que el 

contribuyente no se encuentra localizable, y por 

ello procede a presumir que sus actos son 

inexistentes, por ser simulados, sin tomar en 

cuenta: ¿Qué sucede cuando por el actuar indebido 

de la autoridad, el contribuyente si está 

localizable?, ¿Qué elementos necesita presentar el 

contribuyente para acreditar que existe, que sus 

operaciones son reales, y que se encuentra 

incorporado al listado de contribuyente cautivo?  

 

En ese orden de ideas, se considera necesario 

establecer en el Código Fiscal de la Federación un 

eje de proporcionalidad y vinculación que 

relacione los elementos esenciales entre la 

capacidad económica del contribuyente y la 

obtención de beneficios, a fin de acreditar la 

efectiva realización o materialidad de las 

operaciones fiscales, así como la existencia de la 

empresa operadora.  

 

Para lograr lo anterior, se propone modificar el 

numeral 69-B del Código Fiscal de la Federación, 

para ello se realiza el siguiente cuadro 

comparativo para mayor entendimiento:  

 
Artículo 69-B. Cuando 

la autoridad fiscal 

detecte que un 

contribuyente ha 

estado emitiendo 

comprobantes sin 

contar con los activos, 

personal, 

infraestructura o 

capacidad material, 

directa o 

indirectamente, para 

prestar los servicios o 

producir, comercializar 

o entregar los bienes 

que amparan tales 

comprobantes, o bien, 

que dichos 

contribuyentes se 

encuentren no 

localizados, se 

presumirá la 

inexistencia de las 

operaciones amparadas 

en tales comprobantes. 

 

En este supuesto, 

procederá a notificar a 

los contribuyentes que 

se encuentren en dicha 

situación a través de su 

buzón tributario, de la 

página de Internet del 

Servicio de 

Administración 

Tributaria, así como 

mediante publicación 

en el Diario Oficial de 

la Federación, con el 

objeto de que aquellos 

contribuyentes puedan 

manifestar ante la 

autoridad fiscal lo que 

a su derecho convenga 

Artículo 69-B. Cuando 

la autoridad fiscal 

detecte que un 

contribuyente ha 

estado emitiendo 

comprobantes sin 

contar con los activos, 

personal, 

infraestructura o 

capacidad material, 

directa o 

indirectamente, para 

prestar los servicios o 

producir, comercializar 

o entregar los bienes 

que amparan tales 

comprobantes, o bien, 

que dichos 

contribuyentes se 

encuentren no 

localizados, se 

presumirá la 

inexistencia de las 

operaciones amparadas 

en tales comprobantes. 

 

En este supuesto, 

procederá a notificar a 

los contribuyentes que 

se encuentren en dicha 

situación a través de su 

buzón tributario, de la 

página de Internet del 

Servicio de 

Administración 

Tributaria, así como 

mediante publicación 

en el Diario Oficial de 

la Federación, con el 

objeto de que aquellos 

contribuyentes puedan 

manifestar ante la 

autoridad fiscal lo que 

a su derecho convenga 
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y aportar la 

documentación e 

información que 

consideren pertinentes 

para desvirtuar los 

hechos que llevaron a 

la autoridad a 

notificarlos. Para ello, 

los contribuyentes 

interesados contarán 

con un plazo de quince 

días contados a partir 

de la última de las 

notificaciones que se 

hayan efectuado. 

 

Los contribuyentes 

podrán solicitar a 

través del buzón 

tributario, por única 

ocasión, una prórroga 

de cinco días al plazo 

previsto en el párrafo 

anterior, para aportar la 

documentación e 

información 

respectiva, siempre y 

cuando la solicitud de 

prórroga se efectúe 

dentro de dicho plazo. 

La prórroga solicitada 

en estos términos se 

entenderá concedida 

sin necesidad de que 

exista pronunciamiento 

por parte de la 

autoridad y se 

comenzará a computar 

a partir del día 

siguiente al del 

vencimiento del plazo 

previsto en el párrafo 

anterior. 

 

Transcurrido el plazo 

para aportar la 

documentación e 

información y, en su 

caso, el de la prórroga, 

la autoridad, en un 

plazo que no excederá 

de cincuenta días, 

valorará las pruebas y 

y aportar la 

documentación e 

información que 

consideren pertinentes 

para desvirtuar los 

hechos que llevaron a 

la autoridad a 

notificarlos. Para ello, 

los contribuyentes 

interesados contarán 

con un plazo de quince 

días contados a partir 

de la última de las 

notificaciones que se 

hayan efectuado. 

 

Los contribuyentes 

podrán solicitar a 

través del buzón 

tributario, por única 

ocasión, una prórroga 

de cinco días al plazo 

previsto en el párrafo 

anterior, para aportar la 

documentación e 

información 

respectiva, siempre y 

cuando la solicitud de 

prórroga se efectúe 

dentro de dicho plazo. 

La prórroga solicitada 

en estos términos se 

entenderá concedida 

sin necesidad de que 

exista pronunciamiento 

por parte de la 

autoridad y se 

comenzará a computar 

a partir del día 

siguiente al del 

vencimiento del plazo 

previsto en el párrafo 

anterior. 

 

Transcurrido el plazo 

para aportar la 

documentación e 

información y, en su 

caso, el de la 

prórroga, la 

autoridad, en un 

plazo que no excederá 

de cincuenta días, 

defensas que se hayan 

hecho valer y notificará 

su resolución a los 

contribuyentes 

respectivos a través del 

buzón tributario. 

Dentro de los primeros 

veinte días de este 

plazo, la autoridad 

podrá requerir 

documentación e 

información adicional 

al contribuyente, 

misma que deberá 

proporcionarse dentro 

del plazo de diez días 

posteriores al en que 

surta efectos la 

notificación del 

requerimiento por 

buzón tributario. En 

este caso, el referido 

plazo de cincuenta días 

se suspenderá a partir 

de que surta efectos la 

notificación del 

requerimiento y se 

reanudará el día 

siguiente al en que 

venza el referido plazo 

de diez días. 

Asimismo, se publicará 

un listado en el Diario 

Oficial de la 

Federación y en la 

página de Internet del 

Servicio de 

Administración 

Tributaria, de los 

contribuyentes que no 

hayan desvirtuado los 

hechos que se les 

imputan y, por tanto, se 

encuentran 

definitivamente en la 

situación a que se 

refiere el primer 

párrafo de este artículo. 

En ningún caso se 

publicará este listado 

antes de los treinta días 

posteriores a la 

valorará las pruebas 

y defensas que se 

hayan hecho valer y 

notificará su 

resolución a los 

contribuyentes 

respectivos a través 

del buzón tributario. 

 

Para desvirtuar la 

inexistencia de 

operaciones, el 

contribuyente podrá 

presentar ante la 

autoridad, pruebas 

como estados de 

cuenta bancarios, 

contratos vigentes, 

negociaciones 

previas, documentos 

entregables, reportes 

periódicos de 

avances, papeles de 

trabajo relacionados 

con gastos de 

operación, con la 

integración de bienes 

muebles, inmuebles e 

inventario, y con la 

integración de títulos 

valor, cartera de 

créditos y bienes 

intangibles, elementos 

que deberán 

considerarse de 

manera enunciativa, 

mas no limitativa.    

 

La autoridad deberá 

considerar, además, 

la sustancia 

económica y la 

ausencia o razón de 

negocio como 

elemento subjetivo.  

 

Dentro de los 

primeros veinte días 

de este plazo, la 

autoridad podrá 

requerir 

documentación e 

información adicional 
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notificación de la 

resolución. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Los efectos de la 

publicación de este 

listado serán 

considerar, con efectos 

generales, que las 

operaciones contenidas 

en los comprobantes 

fiscales expedidos por 

el contribuyente en 

al contribuyente, 

misma que deberá 

proporcionarse 

dentro del plazo de 

diez días posteriores 

en el que surta efectos 

la notificación del 

requerimiento por 

buzón tributario. En 

este caso, el referido 

plazo de cincuenta 

días se suspenderá a 

partir de que surta 

efectos la notificación 

del requerimiento y se 

reanudará el día 

siguiente al que venza 

el referido plazo de 

diez días. Asimismo, 

se publicará un 

listado en el Diario 

Oficial de la 

Federación y en la 

página de Internet del 

Servicio de 

Administración 

Tributaria, de los 

contribuyentes que no 

hayan desvirtuado los 

hechos que se les 

imputan y, por tanto, 

se encuentran 

definitivamente en la 

situación a que se 

refiere el primer 

párrafo de este 

artículo. En ningún 

caso se publicará este 

listado antes de los 

treinta días 

posteriores a la 

notificación de la 

resolución. 

 

Los efectos de la 

publicación de este 

listado serán 

considerar, con efectos 

generales, que las 

operaciones contenidas 

en los comprobantes 

fiscales expedidos por 

el contribuyente en 

cuestión no producen 

ni produjeron efecto 

fiscal alguno. 

 

La autoridad fiscal 

también publicará en el 

Diario Oficial de la 

Federación y en la 

página de Internet del 

Servicio de 

Administración 

Tributaria, 

trimestralmente, un 

listado de aquellos 

contribuyentes que 

logren desvirtuar los 

hechos que se les 

imputan, así como de 

aquellos que 

obtuvieron resolución 

o sentencia firmes que 

hayan dejado sin 

efectos la resolución a 

que se refiere el cuarto 

párrafo de este artículo, 

derivado de los medios 

de defensa presentados 

por el contribuyente. 

 

Si la autoridad no 

notifica la resolución 

correspondiente, 

dentro del plazo de 

cincuenta días, quedará 

sin efectos la 

presunción respecto de 

los comprobantes 

fiscales observados, 

que dio origen al 

procedimiento. 

 

Las personas físicas o 

morales que hayan 

dado cualquier efecto 

fiscal a los 

comprobantes fiscales 

expedidos por un 

contribuyente incluido 

en el listado a que se 

refiere el párrafo cuarto 

de este artículo, 

contarán con treinta 

días siguientes al de la 

cuestión no producen 

ni produjeron efecto 

fiscal alguno. 

 

La autoridad fiscal 

también publicará en el 

Diario Oficial de la 

Federación y en la 

página de Internet del 

Servicio de 

Administración 

Tributaria, 

trimestralmente, un 

listado de aquellos 

contribuyentes que 

logren desvirtuar los 

hechos que se les 

imputan, así como de 

aquellos que 

obtuvieron resolución 

o sentencia firmes que 

hayan dejado sin 

efectos la resolución a 

que se refiere el cuarto 

párrafo de este artículo, 

derivado de los medios 

de defensa presentados 

por el contribuyente. 

 

Si la autoridad no 

notifica la resolución 

correspondiente, 

dentro del plazo de 

cincuenta días, quedará 

sin efectos la 

presunción respecto de 

los comprobantes 

fiscales observados, 

que dio origen al 

procedimiento. 

 

Las personas físicas o 

morales que hayan 

dado cualquier efecto 

fiscal a los 

comprobantes fiscales 

expedidos por un 

contribuyente incluido 

en el listado a que se 

refiere el párrafo cuarto 

de este artículo, 

contarán con treinta 

días siguientes al de la 
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citada publicación para 

acreditar ante la propia 

autoridad, que 

efectivamente 

adquirieron los bienes 

o recibieron los 

servicios que amparan 

los citados 

comprobantes fiscales, 

o bien procederán en el 

mismo plazo a corregir 

su situación fiscal, 

mediante la 

declaración o 

declaraciones 

complementarias que 

correspondan, mismas 

que deberán presentar 

en términos de este 

Código. 

 

En caso de que la 

autoridad fiscal, en uso 

de sus facultades de 

comprobación, detecte 

que una persona física 

o moral no acreditó la 

efectiva prestación del 

servicio o adquisición 

de los bienes, o no 

corrigió su situación 

fiscal, en los términos 

que prevé el párrafo 

anterior, determinará el 

o los créditos fiscales 

que correspondan. 

Asimismo, las 

operaciones amparadas 

en los comprobantes 

fiscales antes señalados 

se considerarán como 

actos o contratos 

simulados para efecto 

de los delitos previstos 

en este Código. 

citada publicación para 

acreditar ante la propia 

autoridad, que 

efectivamente 

adquirieron los bienes 

o recibieron los 

servicios que amparan 

los citados 

comprobantes fiscales, 

o bien procederán en el 

mismo plazo a corregir 

su situación fiscal, 

mediante la 

declaración o 

declaraciones 

complementarias que 

correspondan, mismas 

que deberán presentar 

en términos de este 

Código. 

 

En caso de que la 

autoridad fiscal, en uso 

de sus facultades de 

comprobación, detecte 

que una persona física 

o moral no acreditó la 

efectiva prestación del 

servicio o adquisición 

de los bienes, o no 

corrigió su situación 

fiscal, en los términos 

que prevé el párrafo 

anterior, determinará el 

o los créditos fiscales 

que correspondan. 

Asimismo, las 

operaciones amparadas 

en los comprobantes 

fiscales antes señalados 

se considerarán como 

actos o contratos 

simulados para efecto 

de los delitos previstos 

en este Código. 

 

Por lo tanto, se estima que con las modificaciones 

que se establecen, el Estado mexicano contará con 

mayores elementos que permitan una mayor 

capacidad detectar a los contribuyentes que 

simulan operaciones en perjuicio de todos los 

ciudadanos, lo que permitirá dotar de seguridad y 

certeza jurídica, respecto de la veracidad de las 

operaciones que realice cualquier contribuyente y, 

por otro lado, se respetan los derechos del 

contribuyente, al establecer qué elementos de 

prueba son idóneos para la defensa que, en su caso, 

pretenda emprender para acreditar su real 

situación jurídica fiscal. 

 

Fundamento Legal 

 

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad 

de diputado federal del Grupo Parlamentario de 

Morena en la LXIV Legislatura de la Cámara de 

Diputados del Honorable Congreso de la Unión, 

con fundamento en los artículos 71, fracción II, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como 6, numeral 1, fracción I, 77 

y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

someto a consideración del pleno de esta 

soberanía, la iniciativa con proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE REFORMA EL 

CUARTO PARRAFO, Y SE ADICIONAN 

LOS PARRAFOS QUINTO Y SEXTO, 

RECORRIENDOSE LOS SUBSECUENTES, 

DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO 

FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

 

Único. Se reforma el cuarto párrafo y se adicionan 

los párrafos quinto y sexto, recorriéndose los 

subsecuentes, del artículo 69-B del Código Fiscal 

de la Federación, para quedar como sigue: 

 

Artículo 69-B… 

 

Del primer al cuarto párrafo … 

 

Transcurrido el plazo para aportar la 

documentación e información y, en su caso, el 

de la prórroga, la autoridad, en un plazo que no 

excederá de cincuenta días, valorará las 

pruebas y defensas que se hayan hecho valer y 

notificará su resolución a los contribuyentes 

respectivos a través del buzón tributario. 

 

Para desvirtuar la inexistencia de operaciones, 

el contribuyente podrá presentar ante la 

autoridad, pruebas como estados de cuenta 



Enlace Parlamentario 147  
 

Martes 18 de febrero de 2020 

bancarios, contratos vigentes, negociaciones 

previas, documentos entregables, reportes 

periódicos de avances, papeles de trabajo 

relacionados con gastos de operación, con la 

integración de bienes muebles, inmuebles e 

inventario, y con la integración de títulos valor, 

cartera de créditos y bienes intangibles, 

elementos que deberán considerarse de manera 

enunciativa, mas no limitativa. 

 

La autoridad deberá considerar, además, la 

sustancia económica y la ausencia o razón de 

negocio como elemento subjetivo.  

 

Dentro de los primeros veinte días de este plazo, 

la autoridad podrá requerir documentación e 

información adicional al contribuyente, misma 

que deberá proporcionarse dentro del plazo de 

diez días posteriores en el que surta efectos la 

notificación del requerimiento por buzón 

tributario. En este caso, el referido plazo de 

cincuenta días se suspenderá a partir de que 

surta efectos la notificación del requerimiento y 

se reanudará el día siguiente al que venza el 

referido plazo de diez días. Asimismo, se 

publicará un listado en el Diario Oficial de la 

Federación y en la página de Internet del 

Servicio de Administración Tributaria, de los 

contribuyentes que no hayan desvirtuado los 

hechos que se les imputan y, por tanto, se 

encuentran definitivamente en la situación a 

que se refiere el primer párrafo de este artículo. 

En ningún caso se publicará este listado antes 

de los treinta días posteriores a la notificación 

de la resolución. 

 

… 

Transitorio 
 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Cámara de Diputados del H. Congreso de la 

Unión, 18 de febrero de 2020 

 

Diputado Benjamín Saúl Huerta Corona 

(rúbrica) 
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PROPOSICIONES 
 

DE LA DIPUTADA SANDRA PAOLA GONZÁLEZ 

CASTAÑEDA CON PUNTO DE ACUERDO POR EL 

CUAL SE EXHORTA A PEMEX Y SUBSIDIARIAS 

TUTELAR Y GARANTIZAR LAS LEGÍTIMAS 

DEMANDAS LABORALES DE LOS TRABAJADORES 

TRANSITORIOS 

 

La suscrita, Sandra Paola González Castañeda, 

diputada del Grupo Parlamentario de Morena en la 

LXIV Legislatura del Honorable Congreso de la 

Unión, con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 6, numeral 1, fracción I, 79, numeral 1, 

fracción II y numeral 2, fracción III, del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, exhorta, 

respetuosamente, a la Dirección General y 

subsidiarias de Petróleos Mexicanos con el objeto 

de tutelar y garantizar las legítimas demandas 

laborales de los trabajadores transitorios de 

Petróleos Mexicanos, al tenor de las siguientes: 

 

Consideraciones 

 

Primera. El Plan Nacional de Refinación que 

presentó e implementó el Presidente 

Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, 

Lic. Andrés Manuel López Obrador, en el mes de 

diciembre de 2018, tiene como puntos torales la 

rehabilitación de las refinerías en Minatitlán, 

Salamanca, Tula, Cadereyta, Madero y Salina 

Cruz, y se construirá una nueva en Dos Bocas, 

Tabasco, lo que permitirá el garantizar la 

soberanía energética de la nación. 

 

Segunda. En esta misma tesitura, el Plan Nacional 

de Refinación coadyuvará de manera definitiva a 

recuperar la producción de los combustibles que 

requiere el país para su desarrollo pleno, dotar a 

los mexicanos de estos recursos a precios más 

justos, y propiciar una importante derrama 

económica en el sureste mexicano. En este mismo 

tenor, la titular de la Secretaría de Energía, la Ing. 

Norma Rocío Nahle García, sostuvo que con la 

construcción de la nueva refinería se crearán, en el 

pico de su construcción, 23 mil empleos directos y 

112 mil indirectos en la región, un total de 135 mil 

nuevas fuentes de trabajo, lo que sin lugar a dudas 

frenará el desmantelamiento y sistemática 

privatización de Petróleos Mexicanos que se había 

venido proyectando por los intereses neoliberales, 

y de la cual este gobierno ha dado pasos decisivos 

en el rescate a la industria petrolera nacional, así 

como establecer una ruta clara para recuperar la 

rectoría del sector energético, lo que nos permitirá 

cumplir con nuestro objetivo social de la 

redistribución de la riqueza, así como establecer 

modelos de política pública modernos y 

vanguardistas con las demandas del sector, de 

acuerdo con los estándares internacionales y en 

sintonía con las demandas e intereses nacionales. 

 

Tercera. En consecuencia, como subrayase 

Romero Oropeza, director de Petróleos Mexicanos 

en la presentación del citado plan, cito: “No más 

privatización ni desmantelamiento de las 

instalaciones, ni desplazamiento en las actividades 

de las y los trabajadores del sector energético de 

nuestro país”. 

 

Cuarta. Precisamente, es en el anuncio del gran 

proyecto económico, tecnológico e industrial que 

representa la construcción de la séptima refinería 

en México: la refinería de Dos Bocas por parte del 

gobierno federal, en la que se hace hincapié del 

punto toral de la presente iniciativa, ya que la 

columna vertebral del rescate, transformación y 

eje generador del sector energético que permita la 

soberanía económica tan necesaria en nuestro país, 

la vamos a lograr con el reconocimiento a la 

capacidad de los trabajadores petroleros 

comprometidos con México, que saben hacer las 

cosas, que ya demostraron que en México sí somos 

capaces, que sí podemos. 

 

Quinta. En suma, se presenta ante esta Cámara de 

Diputados y diputadas, la cual es consecuente con 

la alta responsabilidad de que la industria petrolera 

sea el orgullo de todos los mexicanos, contando 

para su rescate con trabajadoras y trabajadores 

especialistas con alta calificación en sus áreas de 

experiencia que cumplan con las funciones, 

responsabilidades y necesidades de la paraestatal 

en función del estricto apego al baremo que de 

manera coordinada se replique en todas la 

refinerías de la república mexicana, es decir, que 



Enlace Parlamentario 149  
 

Martes 18 de febrero de 2020 

en cada uno de los centros de refinación del país 

se generen listas de trabajadores y trabajadoras 

que cuenten con la categoría de eventuales, por 

honorarios, por obra determinada, suplentes y 

jubilados, los cuales sean prioritariamente 

considerados para ocupar las vacantes que la 

propia industria demande en los tiempos y 

formalidades que determinen los Consejos de 

Administración, las direcciones de recursos 

humanos, las direcciones por área de especialidad 

determinada y las gerencias que las refinerías 

consideren. 

 

Sexta. La citada propuesta, que denominamos 

“mesas de transitorios”, se erige pues, como la 

sinergia de capital humano que tiene por objeto 

impulsar el desarrollo de la industria petrolera a 

través de listas especializadas de trabajadoras y 

trabajadores cuyos criterios de selección estén 

razonados bajo los lineamientos legítimos de 

antigüedad al servicio de la empresa, área de 

especialidad, ejemplar trayectoria durante el 

servicio público y departamentos a los que ha 

estado adscrito durante el servicio. 

 

Séptima. Cabe destacar que la propuesta de mesas 

de transitorios asume la teleología de contratar a 

una trabajadora o un trabajador que se encuentre 

en el padrón de las listas previamente registradas 

y barometradas por las refinerías, a fin de que, si 

surge el supuesto de contratación, la tesis que 

primará será la de revisar si entre la mesa de 

transitorios de las refinerías se cuenta con el 

profesional idóneo al perfil requerido, teniendo 

éste preminencia en la asignación del contrato. 

Dado el caso de no contar con profesionales que 

cumplan con los principios de idoneidad y 

eficacia, la refinería podrá contratar a personal en 

lo individual o empresas subsidiarías externas que 

coadyuven en el cumplimiento del servicio de 

petróleos mexicanos. 

 

Por todo lo anterior, consideramos que la tutela y 

defensa de los derechos humanos, a través de la 

construcción de modelos garantistas de políticas 

públicas enfocadas al mejoramiento del marco 

convencional internacional, bajo el precepto de la 

reingeniería de las instituciones del Estado 

mexicano, conforme a su autonomía de gestión, 

con un enfoque ético y de establecimiento de las 

responsabilidades de quienes actúan conforme a 

los axiomas constitucionales, según lo establece el 

artículo 1°, párrafo segundo, el artículo 76, 

artículo 123 y 133 de la carta fundamental. 

 

Por lo anteriormente expuesto, pongo a 

consideración de esta honorable asamblea la 

siguiente proposición con: 

 

Punto de Acuerdo 

 

Único. La Cámara de Diputados y diputadas del 

H. Congreso de la Unión exhorta, 

respetuosamente, a la Dirección General y 

subsidiarias de Petróleos Mexicanos con el objeto 

de tutelar y garantizar las legítimas demandas 

laborales de los trabajadores transitorios de 

Petróleos Mexicanos. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputada Sandra Paola González Castañeda 
(rúbrica) 
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DE LAS DIPUTADAS TATIANA CLOUTHIER 

CARRILLO Y MERARY VILLEGAS SÁNCHEZ CON 

PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL 

GOBERNADOR DE SINALOA Y AL PODER 

JUDICIAL DE LA ENTIDAD Y A LA STPS A 

INVESTIGAR LO OCURRIDO CON LA EXTINTA 

EMPRESA DEL INGENIO AZUCARERO DE LOS 

MOCHIS 

 

Las que suscriben, diputadas federales Tatiana 

Clouthier Carrillo y Merary Villegas Sánchez, 

integrantes del Grupo Parlamentario de Morena en 

la LXIV Legislatura, con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 6, fracción I, 79, 

numeral 1, 158, fracción VII, y demás aplicables 

del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

sometemos a consideración de esta honorable 

asamblea, la presentación con punto de acuerdo, 

de urgente y obvia resolución, al tenor de las 

siguientes: 

 

Consideraciones 

 

Desde el año 2014 hasta el cierre de la Compañía 

Azucarera de Los Mochis hubo indicios de 

simulación de transacciones y de compraventa de 

insumos, que terminaron por afectar a obreros y 

ejidatarios que se encontraban relacionados con la 

cadena productiva de la azucarera. Entre el mayor 

presunto fraude que se ha investigado se encuentra 

el pago de embarques de azúcar que la compañía 

no se encontraba en condiciones de refinar, por lo 

que la entrega del producto nunca se llegó a 

concluir.  

 

En el 2015 el ingenio azucarero de Los Mochis 

cerró después de décadas de ser una de las 

empresas emblemáticas de la ciudad en Sinaloa. El 

cierre de esta factoría provocó que cientos de 

trabajadores se quedaran sin empleo y que, hasta 

ahora, no han recibido ninguna compensación por 

su despido.  

 

De acuerdo con el expediente 6983 de la Junta 

Local de Conciliación y Arbitraje del Estado de 

Sinaloa se requirió el pago de 157 millones de 

pesos, en compensación a los extrabajadadores del 

ingenio que, señalaron los obreros, resulta 

notablemente insuficiente como compensación.  

 

Las autoridades locales y estatales del estado de 

Sinaloa, durante el periodo 2011-2016, fueron 

omisas al no prevenir el desmantelamiento de la 

empresa que fue emblemática de la industria del 

estado.  

 

En mayo de 2018 el Juzgado de Primera Instancia 

de Control y Enjuiciamiento Penal Región Norte 

emitió una orden de aprehensión en contra de los 

propietarios de la Compañía Azucarera de Los 

Mochis, por el presunto delito de fraude, este 

proceso aún se encuentra abierto en el Poder 

Judicial.  

 

El proceso judicial hasta ahora se ha limitado a 

investigar las responsabilidades únicamente de 

particulares, sin investigar a fondo la presunta 

responsabilidad de exfuncionarios que tenían a su 

cargo el gobierno del estado durante el cierre de la 

empresa.  

 

Por lo antes fundado y expuesto, nos permitimos 

someter a consideración de esta soberanía, el 

siguiente:  

 

Punto de Acuerdo 

 

Primero. Se exhorta, con pleno respeto a la 

autonomía del estado de Sinaloa, al Ejecutivo 

local a investigar la presunta participación de 

funcionarios del periodo 2011-2016 en los fraudes 

que devinieron en el cierre de la Compañía 

Azucarera de Los Mochis.  

 

Segundo. Se exhorta, con pleno respeto a la 

autonomía del estado de Sinaloa, a la Auditoría 

Superior del Estado de Sinaloa a investigar la 

presunta participación de los funcionarios de la 

administración 2011-2016 en los fraudes que 

devinieron en el cierre de la Compañía Azucarera 

de Los Mochis.  

 

Tercero. Se exhorta, respetuosamente, al Poder 

Judicial del Estado de Sinaloa a dar certeza y 

celeridad al proceso que actualmente se encuentra 
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abierto en contra de los dueños de la Compañía 

Azucarera de Los Mochis.  

 

Cuarto. Se exhorta a la Secretaría del Trabajo y 

Previsión Social a dar seguimiento a la 

indemnización de los extrabajadores (as) de la 

Compañía Azucarera de Los Mochis para que 

resuelva con prontitud las afectaciones que 

provocó sobre estos el cierre de la compañía.  

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputada Tatiana Clouthier Carrillo (rúbrica) 

Diputada Merary Villegas Sánchez (rúbrica) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

DE DIPUTADAS DE MORENA CON PUNTO DE 

ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LOS 

TITULARES DE LA FGR Y DE LAS FISCALÍAS DE 

TODAS LAS ENTIDADES FEDERATIVAS PARA QUE 

CAPACITEN CON PERSPECTIVA DE GÉNERO A LAS 

Y LOS AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO, Y AL 

PERSONAL A SU CARGO 

 

Quienes suscriben, diputadas María Wendy 

Briceño Zuloaga, Socorro Bahena Jiménez,  Laura 

Martínez González, Julieta Kristal Vences 

Valencia, Socorro Irma Andazola Gómez,  Merary 

Villegas Sánchez, Sandra Paola González 

Castañeda, Katia Alejandra Castillo Lozano, 

Rocío del Pilar Villarauz Martínez, Beatriz Rojas 

Martínez y Dorheny García Cayetano, integrantes 

de la LXIV Legislatura, del Grupo Parlamentario 

de Morena, con fundamento en lo dispuesto en los 

artículos 6, numeral 1, fracción I y 79, numeral 2, 

fracción III del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, someten a consideración del pleno de 

esta soberanía la presente proposición, con 

carácter de urgente u obvia resolución, con punto 

de acuerdo, bajo las siguientes: 

 

Consideraciones 

 

El artículo 21 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos establece, en su primer 

párrafo: “La investigación de los delitos 

corresponde al Ministerio Público y a las policías, 

las cuales actuarán bajo la conducción y mando 

de aquél en el ejercicio de esta función”. 

Asimismo, se establece la facultad concurrente de 

la Federación, las entidades federativas y los 

municipios en materia de seguridad pública, cuyos 

fines son salvaguardar la vida, las libertades, la 

integridad y el patrimonio de las personas, así 

como contribuir a la generación y preservación del 

orden público. Los ejes rectores en esta materia 

son los principios de legalidad, objetividad, 

eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a 

los derechos humanos reconocidos en la 

Constitución. 

 

De esta manera, el Ministerio Público y las 

instituciones policiales de los tres órdenes de 

gobierno (Federal, estatal y municipal) deberán 
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coordinarse entre sí para cumplir los fines de la 

seguridad pública y conformarán el Sistema 

Nacional de Seguridad Pública.1 

 

En ese sentido, el poder público de los estados se 

dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, 

Legislativo y Judicial.2 Las funciones de 

procuración de justicia se debe realizar con base 

en los principios de autonomía, eficiencia, 

imparcialidad, legalidad, objetividad, 

profesionalismo, responsabilidad y respeto a los 

derechos humanos.3 

 

Lo anterior es así porque México es una 

federación, debiéndose entender como “el sistema 

de organización política en el cual grupos 

humanos dotados de capacidad jurídica y 

autonomía propia se arrecian sin perder su 

autonomía en lo que les es peculiar para formar un 

solo Estado (denominado federal) con el propósito 

de realizar en común los fines característicos de 

esta institución”.4 

 

Conforme al artículo 115 constitucional los 

estados adoptarán, para su régimen interior, la 

forma de gobierno republicano, representativo, 

democrático, laico y popular, teniendo como base 

de su división territorial, y de su organización 

política y administrativa el municipio libre. 

 

Al igual que la Constitución federal, las 

constituciones locales están divididas en una parte 

dogmática y en una parte orgánica. En cuanto a la 

parte dogmática, se establecen los derechos 

humanos de la ciudadanía, mientras que la parte 

orgánica establece la forma de gobierno y se crean, 

organizan y distribuyen, competencias de los 

órganos de gobierno local, a través de los cuales 

los estados expiden su legislación ordinaria, la 

ejecutan y la aplican en los casos controvertidos, 

dentro del ámbito de validez de su respectiva 

competencia, y son dentro de ella, instancias 

                                                 
1 Artículo 21, décimo párrafo de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos.  
2 Artículo 116 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 
3 Artículo 116, fracción IX de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos 

decisorias supremas.5 Motivo el que los Estados 

pueden organizar el poder judicial conforme a sus 

propias atribuciones y competencias territoriales, 

en consecuencia, este poder es el encargado de la 

administración de justicia. 

 

Sin embargo, por precepto constitucional, como 

ya se ha mencionado, el Ministerio Público es la 

autoridad competente para la investigación de los 

delitos, motivo el cual, en la organización de cada 

Estado encontramos que la Fiscalía General de 

cada entidad federativa es un órgano público 

autónomo, cuyos titulares son los fiscales. Por este 

motivo, cada entidad federativa regula las 

atribuciones de la Fiscalía local, la mayoría de las 

veces siguiendo el modelo de la Fiscalía General 

de la República.  

 

En el ámbito de sus competencias, todas las 

autoridades tienen la obligación de promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos 

humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad, este deber se cumplirá con estricto 

apego a la igualdad entre mujeres y hombres, así 

como a la no discriminación.  

 

Violencia contra las mujeres en razón de 

género 

 

La violencia contra las mujeres es la más cruel 

manifestación de discriminación, ésta se ha 

visibilizado tanto en instrumentos legales 

nacionales como internacionales, mediante los 

cuales se busca la protección de los derechos 

humanos de las mujeres. El recorrido no ha sido 

fácil y los resultados obtenidos son consecuencia 

de la lucha de las mujeres para el reconocimiento 

de nuestros derechos. 

 

La adopción y ratificación del Estado mexicano, 

de herramientas jurídicas internacionales y la 

4 Burgoa, Ignacio. “Derecho Constitucional Mexicano”, ed. 

Porrúa, México, 2003.  
5 Carpizo, Jorge. “Derecho Constitucional”, Instituto de 

Investigaciones Jurídicas, UNAM. Disponible en: 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/289-

derecho-constitucional. 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/289-derecho-constitucional
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/289-derecho-constitucional
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armonización de las Leyes a éstos ordenamientos, 

así como el acatamiento de las recomendaciones 

de organismos internacionales y los avances 

legislativos en materia de derechos humanos de las 

mujeres, no han sido suficientes.  

 

La violencia contra las mujeres es un obstáculo 

que nos impide vivir libremente y vulnera muchos 

derechos humanos. La Ley General de Acceso de 

las Mujeres a una Vida Libre de Violencia define 

la violencia contra las mujeres como: 

 
“Cualquier acción u omisión, basada en su 

género, que les cause daño o sufrimiento 

psicológico, físico, patrimonial, económico, 

sexual o la muerte tanto en el ámbito privado 

como en el público.” 

 

Existen diferentes tipos de violencia, que se 

clasifican en: violencia psicológica, física, 

patrimonial, económica, sexual feminicida, así 

como cualquier otra análoga que lastime la 

dignidad, integridad o libertad de las mujeres. 

 

Estos tipos de violencia se pueden manifestar en 

diferentes espacios o ámbitos, lo que construye las 

modalidades de la violencia contra las mujeres, 

que son las siguientes: familiar, laboral y docente, 

en la comunidad e institucional. 

 

Los delitos contra las mujeres se pueden clasificar 

de la siguiente manera6, considerando que cada 

una de las entidades tiene su propio Código Penal, 

y tienen la facultad de legislar en materia de 

delitos del fuero común: 

 

 Violencia física y psicológica en sus 

diversas manifestaciones: homicidio, 

homicidio por infidelidad, lesiones, lesiones 

por infidelidad conyugal, peligro de contagio, 

violencia familiar, privación ilegal de la 

libertad, rapto, rapto equiparado y feminicidio. 

                                                 
6 Olamendi, Patricia. “Delitos contra las mujeres. Análisis de 

la clasificación mexicana de delitos”, Inegi, México, 2007. 
7 Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 

Pública. “Información sobre violencia contra las mujeres”. 

Disponible en: 

 Violencia sexual: violación, violación 

agravada, violación por objeto distinto, abuso 

sexual, incesto, estupro, hostigamiento sexual, 

aprovechamiento sexual.  

 Violencia social: discriminación, trata de 

personas, adulterio, fecundación a través de 

medios clínicos, inseminación artificial 

indebida, procreación asistida, esterilidad 

provocada, aborto. 

 Violencia económica: abandono de la 

conyugue o concubina, incumplimiento de las 

obligaciones alimentarias y de asistencia 

familiar, insolvencia dolosa para incumplir con 

las obligaciones alimentarias.  

 

De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre la 

Dinámica de las Relaciones en los Hogares 2016 

(Endireh, 2016), se reporta que 66.1% de las 

mujeres padecieron al menos un incidente de 

violencia emocional, económica, física, sexual o 

discriminación a lo largo de su vida en al menos 

un ámbito y ejercida por cualquier agresor. La 

violencia con mayor porcentaje es la emocional, 

con un 49%, la modalidad en la que ocurre el 

mayor número de incidentes de violencia contra 

las mujeres se da en el entorno de pareja, de tal 

forma que más de cuatro de cada 10 mujeres, en 

2016, señalaron haber padecido de un incidente en 

este ámbito. 

 

Conforme a los datos expuestos por el 

Secretariado Ejecutivo del Sistema de Seguridad 

Pública, en fecha 31 de diciembre de 20197, 

destaca que del mes de enero a diciembre de 2019 

se obtuvo un registro de 2,015,641 delitos en total, 

siendo 330,994 víctimas, de las cuales el 33.3% 

(110,220) corresponden a mujeres. Los delitos de 

los cuales se tiene mayor registro de incidencia 

son: lesiones dolosas 54.40%, lesiones culposas 

16.26%, delitos que atentan contra la libertad 

personal 8.12%, delitos que atentan contra la vida 

y la integridad corporal 3.06%, homicidio doloso 

https://drive.google.com/file/d/1R3URXMUBiFMa46moO

4k2v_G95fR5LVfp/view, consultado el 28 de enero de 

2020. 

https://drive.google.com/file/d/1R3URXMUBiFMa46moO4k2v_G95fR5LVfp/view
https://drive.google.com/file/d/1R3URXMUBiFMa46moO4k2v_G95fR5LVfp/view
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2.56%, homicidio doloso 2.93%, feminicidio 

0.91%.  

 

En conclusión, se tiene que el número de presuntas 

mujeres víctimas son: 976 feminicidios, 2,819 

homicidios dolosos, 3,226 homicidios culposos, 

64,457 lesiones dolosas, 17,952 de lesiones 

culposas, y 410 secuestros. 

 

Asimismo, el total de llamadas de emergencia en 

este mismo periodo es de 16, 044, 138, de las 

cuales 197,693 fueron realizadas por mujeres, 

reportando 5,347 abuso sexual, 70,470 acoso u 

hostigamiento sexual, 3,874 violación, 274,487 

violencia de pareja, y 718,019 violencia familiar.  

 

De estos datos observamos que existe un alto 

índice de violencia en pareja y familiar, lo que 

sugiere que las mujeres en mayor medida son 

víctimas de la escalada de los diferentes tipos de 

violencia en el ámbito familiar, y que las víctimas 

de feminicidio previamente acudieron a denunciar 

ante el Ministerio Público, sin embargo, al no 

obtener la orden de protección adecuada, o bien la 

ejecución de la misma, terminaron siendo víctimas 

de sus agresores.  

 

La incidencia de delitos cometidos contra mujeres 

registró un aumento en el periodo comprendido de 

enero-diciembre 2019, respecto del año 2018, lo 

cual resulta alarmante ya que nos enfrentamos a un 

escenario en donde no se ha logrado garantizar a 

las mujeres una vida libre de violencia, lo que 

refiere que los mecanismos y las acciones han sido 

insuficientes para cumplir el compromiso de 

Estado.  

 

En el marco de los artículos 1° de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 7 de 

la Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 

Mujer, “Convención de Belém do Pará”, las 

medidas de protección y garantía del derecho a una 

vida libre de violencia implican el despliegue de 

una serie de conductas, por parte del Estado, que 

garanticen la seguridad de las víctimas, una debida 

                                                 
8 Comisión Nacional de Derechos Humanos. “Las órdenes 

de protección y el derecho de las mujeres a una vida libre de 

investigación de los hechos constitutivos de 

violencia y la reparación del daño. En este 

contexto, deben dictarse medidas de urgencia para 

evitar situaciones en las que se ponga en riesgo la 

salud e integridad física o mental de quienes hayan 

sido víctimas de daño físico, psíquico, o a su 

integridad sexual, de amenaza, agravio, ofensa o 

cualquier otra forma de agresión por parte de un 

miembro de su familia o cualquier persona para 

evitar llegar a la violencia extrema, como el 

feminicidio.8 

 

Es necesario comprender el valor de las acciones 

afirmativas para revertir comportamientos, ya que 

forma parte del quehacer estatal, y así cumplir con 

las obligaciones de los tratados internacionales en 

los que el Estado mexicano es parte. La 

prevención de los delitos cometidos en contra de 

las mujeres podría impactar de manera 

significativa en todos los ámbitos de nuestras 

sociedades, por lo que el Estado deberá adoptar 

también medidas de carácter jurídico, político, 

administrativo y cultural que promuevan la 

salvaguarda de los derechos humanos y aseguren 

que las eventuales violaciones se investigarán, 

sancionarán y repararán adecuadamente y evitar 

que las mujeres víctimas de violencia descarten la 

denuncia de los hechos. 

 

El acceso a la justicia debe de entenderse como el 

acceso de jure y de facto a instancias y recursos 

judiciales de protección frente a actos de violencia, 

de conformidad con los parámetros 

internacionales de derechos humanos. Un acceso 

adecuado a la justicia no se circunscribe solo a la 

existencia formal de recursos judiciales, sino 

también a que éstos sean idóneos para investigar, 

sancionar y reparar las violaciones denunciadas. 

Una respuesta judicial efectiva frente a actos de 

violencia contra las mujeres comprende la 

obligación de hacer accesibles recursos judiciales 

violencia (Panorama nacional 2018”), CNDH, México, 

2018. 
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sencillos, rápidos, idóneos e imparciales de 

manera no discriminatoria.9 

 

En este contexto, señalamos que las autoridades 

responsables de la investigación de delitos son las 

fiscalías de cada una de las entidades en el ámbito 

de sus competencias, las cuales se encuentran 

obligadas a investigar los hechos con la debida 

diligencia.  

 

En ese sentido, la Corte Penal Interamericana ha 

puesto énfasis en la necesidad de que las 

investigaciones se realicen de la manera más 

rigurosa, por profesionales competentes y 

utilizando los procedimientos apropiados.10 

Considerando lo anterior, es preciso señalar que, 

ante el alto índice de delitos cometidos contra las 

mujeres, se requiere de manera urgente que las 

investigaciones realizadas por los ministerios 

públicos se hagan con pleno conocimiento de los 

instrumentos legales vigentes y bajo la perspectiva 

de género. Asimismo, es indispensable que éstos y 

las policías de investigación sean capacitadas con 

la finalidad de que ejecuten sus funciones con 

apego a la perspectiva de género y atiendan a las 

víctimas en base a lo establecido en los protocolos.  

 

A nivel federal se han adoptado los siguientes 

instrumentos para garantizar la adecuada 

investigación de los delitos: 

 

 Protocolo de Primer Respondiente con los 

anexos del Informe Policial Homologado, 

Cartilla de Derechos y Mapa del 

Procedimiento. 

 Protocolo estandarizado para la tramitación, 

cumplimiento, control y seguimiento de 

órdenes de protección de víctimas mujeres, 

niñas y niños en los centros de justicia para las 

mujeres. 

 Protocolo para la atención de usuarias y 

víctimas en los Centros de Justicia para las 

Mujeres en México. 

                                                 
9 Olamendi, Patricia, “El feminicidio en México”, Instituto 

Nacional de las Mujeres, México, 2016. 

 Protocolo de investigación ministerial, 

policial y pericial con perspectiva de género 

para el delito de feminicidio 

 Protocolo de Investigación Ministerial, 

Policial y Pericial con Perspectiva de Género 

para la Violencia Sexual. 

 Protocolo de Actuación para el Personal de 

las Instancias de Procuración de Justicia del 

País, en Casos que Involucren la Orientación 

Sexual o la Identidad de Género. 

 Protocolo Homologado para la 

Investigación del Delito de Tortura. 

 Protocolo Homologado para la Búsqueda de 

Personas Desaparecidas y la Investigación del 

Delito de Desaparición Forzada. 

 

Hemos visto con preocupación que los protocolos 

existentes en muchas ocasiones son desconocidos 

por las autoridades encargadas de su aplicación. 

Muestra de ello fue la reciente filtración de 

imágenes sensibles de la joven Ingrid “N” quien 

fue víctima de feminicidio recientemente, y no 

obstante los protocolos de resguardo de 

información sensible y datos personales, imágenes 

del feminicidio, fueron filtradas por personal de la 

Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de 

México a medios de comunicación. 

 

En ese sentido, es de vital importancia que el 

personal que labora en las instituciones de 

procuración de justicia se abstenga de filtrar dicha 

información y, por el contrario, esté altamente 

capacitado en materia de resguardo y protección 

de datos personales. 

 

Así, las capacitaciones a los ministerios públicos y 

personal de las fiscalías que atienden e investigan 

delitos contra mujeres deben de realizarse siempre 

con enfoque de perspectiva de género. 

 

Por lo antes expuesto, sometemos a consideración 

de esta honorable soberanía la siguiente 

proposición con: 

  

10 Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. “Debida 

diligencia en la investigación de graves violaciones de 

derechos humanos”, CEJIL, Argentina, 2010. 



Enlace Parlamentario 156  
 

Martes 18 de febrero de 2020 

Punto de Acuerdo 

 

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable 

Congreso de la Unión, con pleno respeto a la 

división de poderes y a la soberanía de las 

entidades federativas, exhorta, respetuosamente, 

al titular de la Fiscalía General de la República y 

las y los titulares de las fiscalías de todas las 

entidades federativas, para que capaciten con 

perspectiva de género a las y los agentes del 

Ministerio Público, y personal a su cargo, que 

atiendan o investiguen delitos cometidos contra 

las mujeres, de forma tal que conozcan el 

contenido y la aplicación del Protocolo de Primer 

Respondiente con los anexos del Informe Policial 

Homologado, Cartilla de Derechos y Mapa del 

Procedimiento; Protocolo estandarizado para la 

tramitación, cumplimiento, control y seguimiento 

de órdenes de protección de víctimas mujeres, 

niñas y niños en los Centros de Justicia para las 

Mujeres; Protocolo para la Atención de Usuarias y 

Víctimas en los Centros de Justicia para las 

Mujeres en México; Protocolo de investigación 

ministerial, policial y pericial con perspectiva de 

género para el delito de feminicidio; Protocolo de 

Investigación Ministerial, Policial y Pericial con 

Perspectiva de Género para la Violencia Sexual; 

Protocolo de Actuación para el Personal de las 

Instancias de Procuración de Justicia del País, en 

Casos que Involucren la Orientación Sexual o la 

Identidad de Género; Protocolo Homologado para 

la Investigación del Delito de Tortura y del 

Protocolo Homologado para la Búsqueda de 

Personas Desaparecidas y la Investigación del 

Delito de Desaparición Forzada. 

 

Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable 

Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, 

al titular de la Fiscalía General de la República y 

las y los titulares de las fiscalías de todas las 

entidades federativas, para que capaciten con 

perspectiva de género a las y los agentes del 

ministerio público, y personal a su cargo, que 

atiendan o investiguen delitos cometidos contra 

las mujeres, de forma tal que se abstengan de 

filtrar cualquier tipo de información relacionada 

con las carpetas de investigación y/o 

averiguaciones previas, en particular los datos 

personales e imágenes sensibles, y reciban 

capacitación en materia de resguardo y protección 

de datos personales. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputada María Wendy Briceño Zuloaga 

(rúbrica) 

Diputada Socorro Bahena Jiménez  

(rúbrica) 

Diputada Laura Martínez González  

(rúbrica) 

Diputada Julieta Kristal Vences Valencia 

(rúbrica) 

Diputada Socorro Irma Andazola Gómez 

(rúbrica) 

Diputada Merary Villegas Sánchez  

(rúbrica) 

Diputada Sandra Paola González Castañeda 

(rúbrica) 

Diputada Katia Alejandra Castillo Lozano 

(rúbrica) 

Diputada Rocío del Pilar Villarauz Martínez 

(rúbrica) 

Diputada Beatriz Rojas Martínez  

(rúbrica) 

Diputada Dorheny García Cayetano  

(rúbrica) 
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DEL DIPUTADO JUAN ENRIQUE FARRERA 

ESPONDA CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE 

SE EXHORTA A LOS TITULARES DE DIVERSAS 

DEPENDENCIAS A RESOLVER EL CONFLICTO 

LIMÍTROFE, TERRITORIAL Y EJIDAL ENTRE LOS 

MUNICIPIOS DE CINTALAPA, EN CHIAPAS, ASÍ 

COMO SAN MIGUEL Y SANTA MARÍA 

CHIMALAPAS, EN OAXACA 

 

Quien suscribe, Claudia Tello Espinosa, diputada 

federal del Grupo Parlamentario de Morena en la 

LXIV Legislatura del Honorable Congreso de la 

Unión, con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 6, numeral I, fracción I, y 79 numeral 2, 

fracción III, del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, someto a consideración de esta H. 

Asamblea la presente proposición con punto de 

acuerdo, al tenor de las siguientes: 

 

Consideraciones 

 

La Ley General de Salud determina que el Sistema 

Nacional de Salud es el conjunto de entidades 

públicas —federales y estatales—, del sector 

social y del privado que presta servicios de salud a 

la población que reside en el territorio nacional.  

 

Uno de sus objetivos es integrar los diversos 

servicios de salud existentes con la coordinación 

de la Secretaría de Salud, a la cual, de conformidad 

con lo dispuesto en los artículos  7 y 8 de la Ley 

General de Salud, le corresponde establecer y 

conducir la política nacional en materia de salud, 

en los términos de las leyes aplicables y de 

conformidad con lo dispuesto por el Ejecutivo 

federal. Promueve e impulsa que las instituciones 

del Sistema Nacional de Salud implementen 

programas cuyo objeto consista en brindar 

atención médica integrada de carácter preventivo; 

determinar la periodicidad y características de la 

información que deberán proporcionar las 

dependencias y entidades del sector salud, con 

sujeción a las disposiciones generales aplicables; 

impulsar las actividades científicas y tecnológicas 

en el campo de la salud. Por otra parte, el artículo 

9 de la misma ley, establece que gobiernos de las 

entidades federativas coadyuvarán, en el ámbito 

de sus respectivas competencias y en los términos 

de los acuerdos de coordinación que celebren con 

la Secretaría de Salud, a la consolidación y 

funcionamiento del Sistema Nacional de Salud.  

 

Por cuanto hace a la participación, en el sistema 

nacional de salud, de los prestadores de servicios 

de salud, de los sectores público, social y privado, 

de sus trabajadores y de los usuarios de los 

mismos, así como de las autoridades o 

representantes de las comunidades indígenas, el 

artículo 10, determina su coordinación a través de 

la misma Secretaría de Salud del gobierno federal. 

 

Ante la emergencia internacional para atender el 

control y prevención de enfermedades 

identificadas con un nuevo coronavirus (2019-

nCoV) la Organización Panamericana de Salud y 

la Organización Mundial de Salud (OMS) 

recomiendan que los Estados miembros 

fortalezcan las actividades de vigilancia para 

detectar de forma temprana los casos sospechosos 

de 2019-nCoV, detectar eventos respiratorios 

inusuales y garantizar que los trabajadores de 

salud tengan acceso a información actualizada 

sobre esta enfermedad, y estén familiarizados con 

los principios y procedimientos para controlar las 

infecciones 2019-nCoV así como que estén 

capacitados para consultar el historial de viajes de 

un paciente para vincular esta información con 

datos clínicos. 

 

Para lo anterior, la OMS publicó el 17 de enero de 

2020 una actualización de la guía provisional para 

pruebas de laboratorio para el nuevo coronavirus 

2019 (2019-nCoV) en casos humanos sospechosos 

disponible (en inglés) en: https://bit.ly/2RZf577  

 

Aunado a lo anterior, la Organización 

Panamericana de Salud (OPS), el 1 de febrero de 

2020, publicó una guía de laboratorio para la 

detección y el diagnóstico del nuevo coronavirus 

(2019-nCoV). Información sobre la recolección de 

muestras y el envío adecuado, pruebas de 

laboratorio que incluyen un algoritmo de prueba, 

y se pueden encontrar informes de casos y 

resultados de pruebas en esta guía provisional, 

disponible en español en: https://bit.ly/2Sjgqou 

  

https://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Ley_General_de_Salud&action=edit&redlink=1
https://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Ley_General_de_Salud&action=edit&redlink=1
https://bit.ly/2RZf577
https://bit.ly/2Sjgqou
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Considerando que actualmente no existe un 

tratamiento específico para la infección por 2019-

nCoV, incluido el uso de antivirales, como el 

oseltamivir, el manejo de casos sospechosos o 

confirmados de 2019-nCoV implica el 

reconocimiento temprano de signos y síntomas de 

la enfermedad respiratoria aguda grave inusual, 

aislamiento del caso según prácticas de 

prevención y control de infecciones (PCI), 

monitoreo y terapia de soporte precoz, recolección 

de muestras para diagnóstico de laboratorio, 

manejo de fallo respiratorio, manejo del shock 

séptico y prevención de complicaciones.  

Proponiendo adoptar las siguientes medidas: 

 

I. Aislamiento: Las personas para quienes se 

sospecha la infección 2019-nCoV, o se confirma 

mediante pruebas de laboratorio, deben colocarse 

en una habitación individual. Por lo tanto, se deben 

identificar los establecimientos de salud con 

capacidad de aislamiento y comunicar su 

existencia a todos los establecimientos de salud 

públicos y privados, y definir el flujo para la 

derivación y el transporte de pacientes a 

instalaciones con capacidad.  

 

II. La identificación de las instalaciones de 

atención médica con capacidad de aislamiento, y 

dónde se debe derivar a los pacientes, también 

debe contemplar la prestación de cuidados 

intensivos en una o más de esas instalaciones.  

 

III. Revisar las disposiciones legales para 

identificar cualquier escapatoria que pueda 

obstaculizar la capacidad de las autoridades para 

aplicar medidas de contención dentro de los 

centros de salud.  

 

IV. Rastreo de contactos: el rastreo de contactos 

constituye una medida crítica para minimizar las 

oportunidades de transmisión, abarcando la 

identificación y el seguimiento de la salud de los 

contactos de las personas para quienes la infección 

2019-nCoV se considera o se confirma mediante 

pruebas de laboratorio.  

Los aspectos que deben contemplarse al definir la 

implementación de las medidas de localización 

de contactos incluyen:  

 

A. Modalidades para llevar a cabo el 

seguimiento de los contactos, teniendo en 

cuenta que, de acuerdo con la información 

disponible actualmente, el 2019-nCoV solo 

puede ser transmitida por individuos 

sintomáticos. 

  

B. Enfoque para la identificación de contactos 

relacionados con los transportes en los que se 

está considerando o se confirma mediante 

pruebas de laboratorio a personas para las que 

la infección por el 2019-nCoV.  

 

C. Procedimientos y herramientas para acceder 

y gestionar la información relacionada con los 

contactos, incluyendo la Información 

Anticipada de Pasajeros (API) y el Registro de 

Nombres de Pasajeros (PNR).  

 

D. Procedimientos para informar a sus 

homólogos de otros Estados parte cuando las 

medidas de rastreo de contactos tengan 

ramificaciones internacionales.  

 

E. En la actualidad, sería prudente revisar las 

disposiciones legales para identificar cualquier 

laguna que pudiera obstaculizar la capacidad de 

las autoridades para aplicar medidas de rastreo 

de contactos.  

 

Atendiendo a la alerta y emergencia internacional, 

de manera respetuosa se exhorta al Titular del 

Ejecutivo federal para que, a través de la 

Secretaría de Salud, en su carácter de coordinadora 

del Sistema Nacional de Salud, implemente un 

programa especial para atender las alertas sobre la 

infección por el 2019-nCoV y adopte las medidas 

administrativas necesarias para que los 

laboratorios del sector salud cuenten con los 

epidemiólogos y especialistas, así como equipo y 

reactivos necesarios para los estudios de muestras 

de casos sospechosos de infección por 2019-

nCoV.  
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La Organización Mundial de la Salud (OMS) 

anunció el 11 de febrero de 2020 que el nuevo 

virus detectado en China, y que provoca una 

enfermedad respiratoria se llama ahora 2019-

nCoV, el cual ha ocasionado hasta el día de hoy la 

muerte de mil 113 personas en China continental. 

Ante la alerta y la emergencia internacional, 

presento ante esta honorable Asamblea la 

siguiente proposición con: 

 
Punto de Acuerdo 

 
Primero. La honorable Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión de manera respetuosa 

exhorta a la Secretaría de Salud, en su carácter de 

coordinadora del Sistema Nacional de Salud, 

implemente un programa especial para la 

vigilancia y atención de alertas sobre la infección 

por el 2019-nCoV, adoptando las medidas 

administrativas  necesarias para que los 

laboratorios del sector salud cuenten con los 

epidemiólogos y especialistas, así como el equipo 

y reactivos necesarios para los estudios de 

muestras de casos sospechosos de infección por 

2019-nCoV, de conformidad la guía de laboratorio 

para la detección y el diagnóstico del nuevo 

coronavirus Covid-19 (2019-nCoV) conforme lo 

determina la Organización Mundial de Salud. 

 
Segundo. La honorable Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión de manera respetuosa 

exhorta a la Secretaría de Salud, en su calidad de 

Coordinadora del Sistema Nacional de Salud, 

supervisé y actualice semanalmente el monitoreo 

de pacientes sospechosos y medidas adoptadas 

para la prevención, contención y atención de casos 

de infección por Covid-19 (2019-nCoV), así como 

los requerimientos materiales y humanos 

necesarios para la atención preventiva y, en su 

caso, emergente en la detección de infecciones. 

 
Tercero. La honorable Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión de manera respetuosa 

exhorta a la Secretaría de Salud, en su calidad de 

Coordinadora del Sistema Nacional de Salud, 

elabore y haga público, a la brevedad posible, un 

plan financiero para la atención de las medidas 

solicitadas en el presente punto de acuerdo. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputada Claudia Tello Espinosa 

(rúbrica) 

 

 

 

 
 

 

 

DE LA DIPUTADA LORENIA IVETH VALLES 

SAMPEDRO CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE 

SOLICITA A LA ANUIES, SEP, AL INMUJERES Y A 

LA COMISIÓN EJECUTIVA DE ATENCIÓN A 

VÍCTIMAS, IMPLEMENTAR ACCIONES 

NECESARIAS PARA PREVENIR, INVESTIGAR, 

SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA EN 

RAZÓN DE GÉNERO AL INTERIOR DE LAS 

INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR 

PÚBLICAS Y PRIVADAS 

 

Quien suscribe, Lorenia Iveth Valles Sampedro, 

diputada federal integrante de la LXIV 

Legislatura, perteneciente al Grupo Parlamentario 

de Morena, con fundamento en lo dispuesto por 

los artículos 6, numeral 1, fracción I, 59, 65, 

numeral 4, 79, numeral 1, fracción III y demás 

aplicables del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a consideración del pleno de 

esta Cámara de Diputados la proposición con 

punto de acuerdo, con carácter de urgente y obvia 

resolución, al tenor de las siguientes: 

 

Consideraciones 

 

La magnitud y gravedad de la violencia contra las 

mujeres en México es innegable, 

desafortunadamente ha permeado en los ámbitos 

público y privado. Basta señalar que, de acuerdo 

con la ONU, entre nueve y diez mujeres son 

asesinadas cada día en nuestro país. 
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De 2015 a 2019 se registraron tres mil 578 

feminicidios a nivel nacional, de enero a octubre 

de 2019 se registraron 833 casos, según cifras del 

Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública (SESNSP). 

 

Conforme a diversas encuestas y datos del 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía 

(Inegi) las mujeres se sienten más inseguras que 

los hombres tanto en lugares públicos como 

privados, son las principales víctimas de delitos 

sexuales y la violencia que ejercen parejas, 

esposos, exnovios o exesposos contra ellas es 

recurrente y va de severa a muy severa. 

 

En este contexto, es de apuntar que las mujeres 

dentro de las instituciones de educación superior 

públicas y privadas del país, ya sea como docentes, 

académicas, trabajadoras o estudiantes, viven 

violencia, exclusión y discriminación. “Las 

universidades […] no han podido ser ajenas a esta 

problemática social debido a que son espejo y 

síntesis de la sociedad de la que forman parte”1. 

 
“Las universidades son espacios donde se 

reproduce la violencia estructural que hay en el 

exterior y son pocas las que cuentan con 

estadísticas para develar el problema específico 

del género. Apenas en 2018 se creó el 

Observatorio Nacional para la Igualdad de 

Género en las Instituciones de Educación 

Superior (ONIGIES) que elaboró un sistema de 

medición de avances institucionales para 

erradicar la violencia de género en una escala del 

cero al cinco, en el que cero significa un avance 

nulo y cinco, consolidado. El estudio en 40 

instituciones de educación superior de todo el 

país arrojó un promedio de 1.5”2. 

 

Es de señalar que en nuestros días existen carreras 

feminizadas y masculinizadas, en las que los roles 

y estereotipos de género, debido a la herencia 

cultural binaria, determinaron como exclusivos 

para los hombres ciertos campos del conocimiento 

y de la ciencia en los cuales las mujeres encuentran 

un sinfín de obstáculos. 

                                                 
1 https://www.excelsior.com.mx/opinion/raul-contreras-

bustamante/la-unam-y-la-violencia-contra-las-

mujeres/1362899 

La educación superior no puede seguir siendo un 

espacio reservado para los hombres y debe alejarse 

por completo de procedimientos, normas, 

símbolos y estructuras que benefician el 

androcentrismo.  

 

Es fundamental reconocer que la violencia que 

sufren las mujeres dentro de las universidades es 

un grave problema porque son estas instituciones 

educativas la base del desarrollo económico, 

social, político, científico y cultural del país, por 

lo que no pueden ser semilleros de futuros 

profesionistas misóginos, victimarios llenos de 

tabúes, violentos e incluso feminicidas, que 

continúen reproduciendo la violencia de género en 

sus entornos profesionales. 

 

La violencia de género no puede seguir siendo 

inherente a la cultura universitaria, por lo que es 

urgente edificar una nueva que erradique la 

violencia y la desigualdad entre hombres y 

mujeres. Hay que educar y reeducar en el respeto, 

la igualdad, la no discriminación, el aprecio a las 

diferencias y la perspectiva de género hasta 

introyectar que la violencia hacia las mujeres y la 

superioridad de un género sobre otro no es normal, 

lo cual constituye un delito y un flagrante atentado 

contra la dignidad humana. 

 

Tal y como se establece en el objetivo cinco 

“Igualdad de género”, de la agenda 2030 para el 

desarrollo sostenible de la ONU, es necesario 

poner fin a todas las formas de discriminación 

contra las mujeres y niñas porque es un derecho 

humano básico y crucial para el desarrollo. 

 

Ante la problemática antes descrita, y como 

respuesta a una legítima demanda de la comunidad 

estudiantil, la Universidad Nacional Autónoma de 

México, UNAM, aprobó en el Consejo 

Universitario modificaciones a los artículos 95 y 

99 del Estatuto General para considerar faltas 

graves la violencia de género contra alumnas y 

trabajadoras, lo que implica que expulsará o 

despedirá a quien las cometa.  

2 https://cultura.nexos.com.mx/?p=17499 
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Aceptar, visibilizar y atender la problemática es 

una obligación ética que beneficia a la sociedad en 

su conjunto y evita la revictimización. 

 

En tal virtud, asumiendo el reto que a nivel 

nacional estamos enfrentando, se estima necesario 

que, desde el ámbito de nuestra competencia, 

todas y todos, emprendamos diversas acciones que 

contribuyen a construir un sistema social 

igualitario e inclusivo para el bienestar y seguridad 

de las y los mexicanos. 

 

Por lo antes expuesto y fundado, se somete a 

consideración del pleno, con carácter de urgente u 

obvia resolución, la presente proposición con: 

 

Punto de Acuerdo 

 

Primero. La Cámara de Diputados exhorta, 

respetuosamente, a la Asociación Nacional de 

Universidades e Instituciones de Educación 

Superior, ANUIES, a la Secretaría de Educación 

Pública, al Instituto Nacional de las Mujeres y a la 

Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, a 

implementar de manera coordinada las acciones 

necesarias a efecto de prevenir, investigar, 

sancionar y erradicar la violencia en razón de 

género al interior de las instituciones de educación 

superior públicas y privadas del país, así como 

impulsar los mecanismos, protocolos y acciones 

conducentes a nivel nacional que posibiliten a las 

estudiantes, docentes, académicas y trabajadoras, 

realizar las denuncias a que haya lugar en un 

entorno seguro y sensible que les permita acceder 

a la justicia. 

 

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta, 

respetuosamente, a las instituciones de educación 

superior públicas y privadas del país a impulsar al 

interior de estas una cultura de respeto, inclusión 

y libre de violencia hacia las mujeres, así como 

llevar a cabo las medidas necesarias y acciones 

afirmativas que eliminen los obstáculos existentes, 

a fin de que los hombres y las mujeres puedan 

acceder en igualdad de oportunidades a las áreas 

de conocimiento y laborales en las cuales puedan 

desarrollar de manera plena sus potencialidades.  

Tercero. Se solicita, respetuosamente, a la Junta 

de Coordinación Política de esta Cámara de 

Diputados pondere la viabilidad y, en su caso, 

realice los acuerdos y acciones conducentes, a 

efecto de realizar, bajo las mejores prácticas de 

parlamento abierto, un coloquio plural para 

analizar, discutir y construir junto a los sectores 

sociales, especialistas, instituciones educativas, 

dependencias públicas, académicos, expertos, 

funcionarios públicos, estudiantes, sociedad civil 

y la ciudadanía las propuestas necesarias para 

contribuir, desde el ámbito de nuestra 

competencia, a erradicar la violencia y 

discriminación en razón de género en el ámbito 

educativo, particularmente en el nivel superior. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 17 de febrero 

de 2020 

 

Diputada Lorenia Iveth Valles Sampedro  

(rúbrica) 
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DEL DIPUTADO JUAN ENRIQUE FARRERA 

ESPONDA CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE 

SE EXHORTA A LOS TITULARES DE DIVERSAS 

DEPENDENCIAS A RESOLVER EL CONFLICTO 

LIMÍTROFE, TERRITORIAL Y EJIDAL ENTRE LOS 

MUNICIPIOS DE CINTALAPA, EN CHIAPAS, ASÍ 

COMO SAN MIGUEL Y SANTA MARÍA 

CHIMALAPAS, EN OAXACA 

 

El que suscribe, diputado Juan Enrique Farrera 

Esponda, integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena en la Cámara de Diputados, de la LXIV 

Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, 

con fundamento en lo establecido en la fracción II 

del artículo 71 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, así como en lo 

dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción 1 

y 79, numeral 1, fracción II, y demás relativos del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, eleva a la 

consideración de esta soberanía la siguiente 

proposición con punto de acuerdo, por el que se 

exhorta a los titulares de diversas dependencias, a 

fin de resolver el conflicto limítrofe, territorial y 

ejidal entre los municipios de Cintalapa, en 

Chiapas, así como San Miguel y Santa María 

Chimalapas, en el estado de Oaxaca. Lo anterior 

con base en las siguientes: 

 

Consideraciones 

 

1. Como diputado federal del distrito 10, con 

cabecera distrital en Villaflores, Chiapas, 

conozco la necesidad de dar una solución al 

conflicto que por décadas (desde 1967) han 

vivido los habitantes de los ejidos de San 

Antonio y Benito Juárez, municipio de San 

Miguel Chimalapa, estado de Oaxaca, así como 

los ejidos, General Rafael Cal y Mayor, 

Gustavo Díaz Ordaz y Nueva Jerusalén en el 

municipio de Cintalapa, estado de Chiapas, lo 

que ha generado un escenario de conflictos 

judiciales y extrajudiciales interminables, que 

han alterado la paz social entre los habitantes. 

 

2. Es necesario resolver la problemática que 

afecta a más de 221 mil de hectáreas 

(doscientas veintiún mil hectáreas), que, al no 

tener precisión jurídica sobre la adscripción 

territorial de estas localidades, ha tenido como 

consecuencia la falta de protección, promoción 

y acceso a los derechos civiles, políticos, 

económicos, sociales y culturales de las 

personas que habitan en esta franja fronteriza 

entre los estados de Oaxaca y Chiapas. 
 

3. Al tenor de la construcción de esperanza que 

este gobierno federal ha planteado a través del 

diálogo y la paz, es necesario generar medidas 

de solución para resolver los conflictos y 

apoyar a los más vulnerables; es importante 

destacar que, pese a los esfuerzos de 

administraciones pasadas, la solución final y 

real no ha sido definitiva. 

 

4. Por lo anterior es que cito, como 

antecedente, que el 10 de abril de 1967 se 

emitieron dos resoluciones presidenciales, una 

a favor de la comunidad de Santa María 

Chimalapas, Oaxaca, en la que se le otorgaron 

460 mil hectáreas y otra a favor de San Miguel 

Chimalapas Chiapas, en la que se otorgaron 

134 mil hectáreas. Tales resoluciones 

presidenciales fueron solo de reconocimiento y 

certificación, más no de dotación de tierras, lo 

que sería similar a enunciar una acción sin que 

esta sea ejecutada. 

 

Esta omisión generó que los habitantes de la 

zona noroeste de Cintalapa, planteara el pleno 

respeto al territorio chiapaneco en relación con 

sus límites históricos, que datan del 14 de 

septiembre de 1824, cuando el estado de 

Chiapas se incorporó al pacto federal. Cabe 

destacar la contribución de Chiapas a la 

formación de la nación, en un proceso de 

reconfiguración de fronteras en la época intensa 

de reacomodos del colonialismo en 

Latinoamérica. 

 

En ese tenor, es preciso considerar que Chiapas 

fue un país que ratificó su voluntad y 

convicción, a través de sus habitantes, de 

pertenecer a los Estados Unidos Mexicanos y, 

en el año 2024, los chiapanecos celebraremos 

200 años de este acontecimiento único en la 

historia de nuestro país.  
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5. En 2012, cuando el estado de Chiapas 

intentó crear nuevos municipios en la zona 

fronteriza con el estado de Oaxaca, en donde se 

ubica la problemática, la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación (SCJN), resolvió1: 

 
a) “Los Estados de Oaxaca y Chiapas, 

deberán abstenerse de realizar cualquier acto 

formal o materialmente que amplíe o 

modifique los límites territoriales de las 

comunidades en conflicto. 

 

b) Los Estados de Oaxaca y Chiapas, 

deberán abstenerse de crear nuevas 

autoridades dentro de la localidad 

denominada “Rodulfo Figueroa” (zona en 

disputa), ya sean de carácter hacendario, de 

seguridad pública y/o cualquier otra que 

tenga a su cargo función pública alguna. 

 

c) Los estados de Oaxaca y Chiapas, se 

encontrarán obligados a continuar 

prestando todos y cada uno de los servicios 

públicos a la población que habite en la 

franja territorial que es materia de la 

controversia, en la forma y términos en que 

los venían prestando hasta antes de la 

emisión del Decreto 008 emitido por el 

Congreso del Estado de Chiapas, publicado 

en el Periódico Oficial de la entidad, el 23 de 

noviembre de 2011 y hasta en tanto se dicta 

sentencia”. 

 

6. Asimismo, es de suma importancia recordar 

que el día 22 de diciembre de 2011, se 

estableció un pacto ante el doctor Alejandro 

Poiré Romero, titular de la Secretaría de 

Gobernación, firmado de manera conjunta  por 

el Gobernador de del Estado de Oaxaca, 

licenciado Gabino Cué Monteagudo y el 

Gobernador del Estado de Chiapas, licenciado 

Juan José Sabines Guerrero, en el que se acordó 

lo siguiente:2 

 
Primero. Las partes establecen el 

compromiso de mantener la paz social, la 

tranquilidad y seguridad en la región; 

                                                 
1 Consultado en la página  

https://suprema-corte.vlex.com.mx/vid/647732233, el día 

04 de febrero de 2020. 

asimismo, de garantizar el libre tránsito de 

los poblados de la región. 

 

Segundo. En virtud de que se han realizado 

los actos de distensión en la región, las partes 

solicitan el retiro de las policías estatales de 

la zona, a la brevedad posible, a partir de la 

firma del presente documento y sólo se 

mantengan elementos del Ejército mexicano. 

 

Tercero. Las secretarías generales de 

Gobierno de los Estados de Chiapas y 

Oaxaca establecerán mecanismos, forma y 

tiempos en que se realizará la entrega de los 

camiones que tenían resguardados la 

congregación de San Antonio y el núcleo 

agrario Lic. Gustavo Díaz Ordaz, que para 

efectos de su devolución pusieron a 

disposición de sus respectivos gobiernos 

estatales. 

 

Cuarto. Los núcleos agrarios de la región 

limítrofe entre los Estados de Oaxaca y 

Chiapas, una vez más, manifiestan su 

disposición al diálogo y la conciliación; y 

establecen su compromiso de canalizar sus 

demandas por la vía pacífica y en apego al 

marco jurídico constitucional, legal e 

instrumentos internacionales en materia de 

derechos indígenas. 

 

Quinto. Las partes acuerdan que la 

Secretaría de la Reforma Agraria, como 

cabeza del Sector, sea la instancia que 

convoque a los núcleos agrarios en conflicto, 

al diálogo directo entre ellos, denominado de 

campesino a campesino y de indígena a 

indígena’, para avanzar en el proceso de 

conciliación y solución del conflicto, 

estableciendo previamente un procedimiento 

consensuado entre las partes y a la brevedad 

posible. 

 

Sexto. Las partes solicitan que en el 

procedimiento conciliatorio al que se refiere 

el punto anterior, se respete plenamente las 

formas tradicionales de los núcleos agrarios, 

2 Consultado en la página 

https://presslibre.mx/2011/12/23/firman-acuerdo-de-

distension-integral-para-los-chimalapas-garantizan-paz/ el 

día 04 de febrero de 2020 a las 7:17 pm. 

https://suprema-corte.vlex.com.mx/vid/647732233
https://presslibre.mx/2011/12/23/firman-acuerdo-de-distension-integral-para-los-chimalapas-garantizan-paz/
https://presslibre.mx/2011/12/23/firman-acuerdo-de-distension-integral-para-los-chimalapas-garantizan-paz/
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de organización y toma de decisión a través 

de sus Asambleas Generales. 

 

Séptimo. Las partes solicitan a los gobiernos 

de los Estados que garanticen la libertad, 

seguridad y pleno goce de los derechos 

humanos de las autoridades en los órganos 

agrarios y comisionados que impulsen la 

conciliación y solución del conflicto agrario 

que se vive en la región. 

 

Octavo.  Las partes solicitan que la 

Secretaría de Gobernación dé seguimiento y 

verifique el cumplimiento de los acuerdos 

suscritos en este documento, así como los que 

se adopten en el proceso conciliatorio hasta 

alcanzar una solución al conflicto agrario.” 

 

7. Actualmente, los diputados que integran la 

LXVII Legislatura en el Honorable Congreso 

de Chiapas establecieron la Comisión Especial 

de Coadyuvancia con la Comisión 

Interinstitucional para el caso Chimalapas, 

integrada de manera plurirepresentativa, lo que 

representa la voluntad de resolver el conflicto y 

la continuidad del trabajo realizado 

anteriormente, a fin de llegar a una solución a 

través de un canal de diálogo y pacificación. 

 

8. Por lo anterior, es que el pasado 7 de 

marzo de 2019 presenté una proposición con 

punto de acuerdo, que resolvió exhortar a las 

autoridades de la siguiente manera: 
 

“Primero. La Cámara de Diputados del 

Honorable Congreso de la Unión exhorta a la 

Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial 

y Urbano, como cabeza de sector, a realizar 

los trámites conducentes para convocar a una 

mesa intersecretarial permanente para dar 

solución al conflicto limítrofe, territorial y 

ejidal existente entre dos entidades 

federativas y que involucra a los municipios 

de Cintalapa, en Chiapas, y San Miguel y 

Santa María Chimalapas, en Oaxaca. 

 

Segundo. La Cámara de Diputados del 

Honorable Congreso de la Unión exhorta a 

                                                 
3 Consultado en: 

las secretarías de Gobernación y de 

Seguridad Pública y Protección Ciudadana a 

llevar a cabo las acciones conducentes para la 

creación de una base de operaciones mixtas 

conformada por la Secretaría de la Defensa 

Nacional, Policía Federal, Secretaría de 

Seguridad y Protección Ciudadana 

(Chiapas), Secretaría de Seguridad Pública 

de Oaxaca (Oaxaca), Policía especializada de 

la Fiscalía General del Estado de Chiapas, 

Agentes Estatales de Investigación de la 

Fiscalía General Estatal de Oaxaca e 

Inspectores de la Procuraduría Federal de 

Protección al Ambiente, a fin de garantizar al 

estado de derecho, la estabilidad y paz social 

de la región. 

 

Tercero. La Cámara de Diputados del 

Honorable Congreso de la Unión exhorta a la 

Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, 

Secretaría de Energía y la Comisión Nacional 

Forestal, a impulsar programas productivos 

especiales en todas las actividades 

productivas agrícolas y silvícolas, tendientes 

a mejorar el bienestar de la región y reactivar 

su economía, especialmente con proyectos 

agroindustriales como la recolección e 

industrialización de la resina de pino y de 

forma especial la higuerilla, considerando 

que es la base de la materia prima para la 

producción de biocombustibles. 

 

Cuarto. La Cámara de Diputados del 

Honorable Congreso de la Unión exhorta al 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía 

(Inegi) a dar seguimiento a los trabajos para 

la posible solución del conflicto en las 

localidades del noroeste de Cintalapa, para 

que resuelta la controversia se lleve a cabo el 

proceso de asignación de claves a las 

localidades que actualmente no cuentan con 

ellas o que por error u omisión fueron 

adjudicadas al estado de Oaxaca, esto con el 

fin de cumplir con los requisitos de 

susceptibilidad de recursos federales en los 

diferentes programas sociales.”3 

 

Es importante señalar que varios meses después de 

esta proposición aún continuamos con esta 

problemática, que afecta a la zona de los 

http://sitl.diputados.gob.mx/LXIV_leg/curricula.php?dipt=

58 el día 04 de febrero de 2020 a las 2:58. 

http://sitl.diputados.gob.mx/LXIV_leg/curricula.php?dipt=58
http://sitl.diputados.gob.mx/LXIV_leg/curricula.php?dipt=58
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Chimalapas ubicada en la frontera entre Chiapas y 

Oaxaca. 

 

Como diputado federal, integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena, estoy convencido de 

que la solución a este conflicto se garantizará con 

la participación de las autoridades de los tres 

niveles de gobierno y el apoyo de todos los 

ciudadanos, a fin de generar paz social y el pleno 

respeto al Estado de derecho; será necesario 

generar los mecanismos para dar solución a esta 

problemática heredada por décadas, ya que los 

más afectados han sido los ciudadanos. No dudo 

que, en este año, podremos obtener una respuesta 

concreta a esta problemática. 

 

Por lo anteriormente expuesto, presento el 

siguiente: 

 

Punto de Acuerdo 

 

Primero. Se exhorta de manera respetuosa al 

Titular de la Secretaría de Desarrollo Agrario 

Territorial y Urbano (Sedatu), a fin de retomar el 

dialogo para dar solución al conflicto limítrofe, 

territorial y ejidal existente entre las entidades 

federativas que involucra a los municipios de 

Cintalapa en el estado de Chiapas, así como a San 

Miguel y Santa María Chimalapas, en el estado de 

Oaxaca. 

 

Segundo. Se exhorta de manera respetuosa al 

Titular de la Guardia Nacional a fin de llevar a 

cabo las acciones conducentes para la creación de 

una Base de Operaciones Mixtas con la Secretaría 

de Seguridad y Protección Ciudadana (Chiapas), 

así como con la Secretaría de Seguridad Pública 

de Oaxaca (Oaxaca), Policía Especializada de la 

Fiscalía General del Estado de Chiapas, agentes 

estatales de Investigación de la Fiscalía General 

Estatal de Oaxaca e inspectores de la Procuraduría 

Federal de Protección al Ambiente, a fin de 

garantizar el Estado de derecho, la estabilidad y 

paz social de la región. 

 

Tercero. Se exhorta al Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía a llevar a cabo el proceso 

de asignación de claves a las localidades del 

noroeste de Cintalapa, ya que actualmente no 

cuentan con ellas o que, por error u omisión, 

fueron adjudicadas al estado de Oaxaca, esto con 

el fin de cumplir con los requisitos de 

susceptibilidad de recursos federales en los 

diferentes programas sociales. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputado Juan Enrique Farrera Esponda 

(rúbrica) 

 

 

 

 

 
 

 

 

DE LA DIPUTADA MARÍA DEL ROSARIO MERLÍN 

GARCÍA CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE 

EXHORTA A LA SEGOB Y A LA COMISIÓN PARA LA 

VERDAD Y ACCESO A LA JUSTICIA EN EL CASO 

AYOTZINAPA, PARA QUE CONTINÚEN CON EL 

SEGUIMIENTO DEL CASO Y RESUELVAN LOS 

PLANTEAMIENTOS DE LOS FAMILIARES DE LOS 43 

ESTUDIANTES 

 

Quien suscribe, María del Rosario Merlín García, 

en mi calidad de diputada integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena, en la LXIV Legislatura 

del honorable Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos 6, 

fracción 1, y 79, numeral 2, fracción II, del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a 

consideración del pleno de este Congreso de la 

Unión la proposición con punto de acuerdo, al 

tenor de las siguientes: 

 

Consideraciones 

 

Primero. No cabe duda que hoy está retomando 

un nuevo camino la investigación de los 43 

normalistas desaparecidos de Ayotzinapa, para 

ahora sí encontrar la verdad, la justicia y, desde 

luego, encontrar a nuestros estudiantes cuyos 

familiares tienen reuniones periódicas con nuestro 
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presidente Andrés Manuel López Obrador, con la 

finalidad de que la investigación avance y se 

concrete en castigar a los verdaderos culpables 

ante este crimen de Estado. La voluntad política 

del Ejecutivo Federal es patente y, por lo tanto, 

hay que darle continuidad y seguimiento. 

 

Segundo. Otro paso importante para esclarecer 

este lamentable crimen es el hecho de que el 

Ejecutivo Federal haya invitado al presidente de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), 

Arturo Zaldívar, y al fiscal General de la 

República, Alejandro Gertz, a incorporarse a los 

trabajos de la Comisión para la Verdad y Acceso a 

la Justicia en el Caso Ayotzinapa, con el fin de 

lograr romper el pacto de silencio que ha 

perdurado mucho tiempo. Con ello se logrará, 

como bien se ha dicho, no prolongar la impunidad, 

dar a conocer el paradero de los estudiantes y 

hacer que la justicia fortalezca al Estado 

mexicano. 

 

Tercero. La investigación coordinada por la 

secretaria de Gobernación, Olga Sánchez Cordero, 

y el subsecretario de Derechos Humanos, 

Población y Migración, Alejandro Encinas, ha 

sido el pilar fundamental para que los familiares 

vayan encontrando respuestas a sus preguntas que 

en el sexenio pasado se ocultaron. 

 

Cuarto. Este hecho doloroso, en el que 

autoridades de todos los niveles y el crimen 

organizado participaron para desaparecer a los 

estudiantes de la normal rural de Ayotzinapa, cayó 

en el peor tratamiento político y jurídico por el 

exprocurador Murillo Karam, con frases 

desafortunadas como el “ya me cansé” y la 

“verdad histórica”. Así también se implementó un 

montaje para mostrar a la opinión publica su 

“verdadera investigación”, investigación que, con 

el pasar de los meses y años, fue desmentida por 

peritajes internacionales. 

 

Quinto. Nunca las investigaciones del anterior 

sexenio estuvieron a la altura de las exigencias de 

los familiares, nunca presentaron resultados 

verdaderos, y nunca la respuesta judicial fue 

genuina. Solo se fabricaron historias y versiones 

contradictorias, se construyó una realidad que 

únicamente vivía en la entonces Procuraduría 

General de la República, por lo que nada se pudo 

hacer con el paradero de los 43 normalistas. 

 

Sexto. Por ello, hoy es de suma importancia tomar 

en cuenta lo que actualmente plantean y exigen los 

familiares de los estudiantes desaparecidos de 

Ayotzinapa, en especial a que el juez Primero de 

Distrito en Procesos Penales Federales, de 

Tamaulipas, deje de poner obstáculos y trabas a la 

justicia, ya que por mandato constitucional y por 

responsabilidad jurídica, debe liberar órdenes de 

aprehensión en contra de los presuntos implicados 

de la desaparición de los estudiantes. 

 

Séptimo. De igual forma se requiere agilizar la 

investigación para que la solución y las respuestas 

no se prolonguen, sino que permitan saber el 

paradero de los jóvenes en el corto plazo. Las 

detenciones de los culpables deberán ocurrir con 

apego a derecho, es una necesidad jurídica. Con 

estas, se demostraría que las reuniones 

permanentes de los familiares de los normalistas 

desparecidos con las autoridades federales han 

tenido resultados. Solo así los familiares 

empezarán a ver con buenos ojos la política de 

Estado que hoy se ha comprometido resolver este 

doloroso caso. 

 

Punto de Acuerdo 

 

Primero. La Cámara de Diputados del H. 

Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, a 

la Secretaría de Gobernación y a la Comisión para 

la Verdad y Acceso a la Justicia en el Caso 

Ayotzinapa, para que continúen con el buen 

seguimiento del caso Ayotzinapa y, además, 

resuelvan de manera urgente los planteamientos 

actuales de los familiares de los 43 estudiantes, 

para dar celeridad a la resolución jurídica del caso 

y se obtenga por fin acceso a la verdad y a la 

justicia.  

 

Segundo. La Cámara de Diputados del H. 

Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, a 

que el juez del Juzgado Primero de Distrito de 

Procesos Penales Federales en Tamaulipas, 
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Samuel Ventura Ramos, deje de poner obstáculos 

y trabas a la justicia, ya que por mandato 

constitucional tiene la responsabilidad jurídica de 

liberar órdenes de aprehensión en contra de los 

presuntos implicados en la desaparición de los 

estudiantes. 

 

Palacio legislativo de San Lázaro, 18 de febrero de 

2020 

 

Diputada María del Rosario Merlín García  

(rúbrica) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
1 https://www.mexicohazalgo.org/2019/10/exhorto-al-

gobierno-para-actuar-contra-crisis-ambiental-capsula-

mexico-haz-algo/  

DE LA DIPUTADA IRMA JUAN CARLOS CON 

PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A 

LA SEMARNAT PARA QUE PROMUEVA LA 

RATIFICACIÓN DEL ACUERDO REGIONAL SOBRE 

EL ACCESO A LA INFORMACIÓN, LA 

PARTICIPACIÓN PÚBLICA Y EL ACCESO A LA 

JUSTICIA EN ASUNTOS AMBIENTALES EN 

AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE 

 

Quien suscribe, Irma Juan Carlos, diputada en la 

LXIV Legislatura del Honorable Congreso de la 

Unión, integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena, con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 6, fracción 1, y 79, numeral 2, fracción 

II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

someto a consideración de esta asamblea la 

proposición de punto de acuerdo por el que se 

exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y 

Recursos Naturales para que promueva, lo que en 

su ámbito de competencia corresponda, la 

ratificación del Acuerdo Regional sobre el Acceso 

a la Información, la Participación Pública y el 

Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en 

América Latina y el Caribe (Acuerdo de Escazú), 

para los Estados Unidos Mexicanos, bajo la 

siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

En el mes de septiembre del año 2018, el gobierno 

mexicano firmó el Acuerdo Regional sobre el 

Acceso a la Información, la Participación Pública 

y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales 

en América Latina y el Caribe (Acuerdo de 

Escazú). Para que este acuerdo adquiera vigencia 

en nuestro país es necesario su ratificación. En la 

misma firma del documento se dispuso que la 

ratificación se haría en un lapso de 90 días, 

situación que no ha sucedido.  

 

Y, dado que no se ha ratificado, ya han sido varias 

las voces que se han pronunciado al respecto, por 

ejemplo: “319 personas y 90 organizaciones de 

base y no gubernamentales, redes y movimientos 

sociales de todos los estados”1 se pronunciaron a 

https://www.mexicohazalgo.org/2019/10/exhorto-al-gobierno-para-actuar-contra-crisis-ambiental-capsula-mexico-haz-algo/
https://www.mexicohazalgo.org/2019/10/exhorto-al-gobierno-para-actuar-contra-crisis-ambiental-capsula-mexico-haz-algo/
https://www.mexicohazalgo.org/2019/10/exhorto-al-gobierno-para-actuar-contra-crisis-ambiental-capsula-mexico-haz-algo/
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favor de la ratificación.  Incluso en julio del año 

2019 la Organización de Naciones Unidas (ONU) 

instó a México a la ratificación del acuerdo2.  

 

El acuerdo, conforme al artículo 1°, tiene como 

objetivo lo siguiente: “El objetivo del presente 

acuerdo es garantizar la implementación plena y 

efectiva en América Latina y el Caribe de los 

derechos de acceso a la información ambiental, 

participación pública en los procesos de toma de 

decisiones ambientales y acceso a la justicia en 

asuntos ambientales, así como la creación y el 

fortalecimiento de las capacidades y la 

cooperación, contribuyendo a la protección del 

derecho de cada persona, de las generaciones 

presentes y futuras, a vivir en un medio ambiente 

sano y al desarrollo sostenible”. 

 

El objetivo del acuerdo es muy importante por eso 

tengo especial preocupación por su ratificación, 

toda vez que el mismo es un medio de defensa para 

mis hermanas y hermanos indígenas defensores de 

la protección al ambiente. Sobre este aspecto 

resulta relevante la información encontrada en 

“Políticas integrales de protección a personas 

defensoras”3, de la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos, aprobado el 30 de diciembre 

de 2017, en su página 117 indica que en México: 

“el Relator Especial (de Naciones Unidas sobre la 

situación de los Defensores de Derechos 

Humanos) también llamó la atención sobre el 

hecho de que la mayoría de los grupos 

criminalizados y discriminados de personas 

defensoras de derechos humanos, son aquellos que 

defienden los derechos a la tierra, al agua y a un 

ambiente sano de pueblos y comunidades 

indígenas”, también, en su página 118 señala que 

algunas organizaciones han argumentado que “una 

de las consecuencias directas de la falta de 

difusión es que el número de actos de violencias, 

amenazas y hostigamientos hacia quienes 

                                                 
2 https://www.business-

humanrights.org/es/m%C3%A9xico-la-onu-insta-a-la-

ratificaci%C3%B3n-del-acuerdo-de-escaz%C3%BA-para-

abordar-la-situaci%C3%B3n-de-violencia-en-contra-de-

personas-defensoras-del-medio-ambiente  
3 La información puede consultarse en el siguiente link: 

http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/proteccion-

personas-defensoras.pdf 

defienden los derechos humanos […] es más alto 

que el número de casos recibidos por el 

mecanismo federal”.  

 

A lo anterior expuesto, debemos de agregar las 

preocupantes cifras que emite la ONG Global 

Witness, sobre la situación de los defensores y 

activistas de derechos humanos ambientales. En el 

informe: “¿Enemigos del Estado? De cómo los 

gobiernos y las empresas silencian a las 

personas defensoras de la tierra y del medio 

ambiente”4, el documento destaca un dato 

relevante sobre que cada tres semanas un defensor 

fue asesinado en alguna parte del mundo, 

asimismo, en el informe se documentaron el 

asesinato de 164 defensores del medio ambiente 

durante el 2018 en nuestro país, lo cual lo 

convierte en el cuarto país más peligroso del 

mundo en este rubro. Global Witness pudo 

vincular a las fuerzas de seguridad del Estado con 

40 de los 164 asesinatos. Aunado a estas cifras 

debemos de tomar en cuenta las cifras 

documentadas por el Centro Mexicano de Derecho 

Ambiental (Cemda), las cuales indican que 

durante el 2018 ocurrieron 49 agresiones a 

defensores en México, siendo 16 el número total 

de personas muertas y, para el año 2019, reporta 

en nuestro país al menos 14 homicidios en contra 

de defensores del medio ambiente5.  

 

Hay numerosos casos en los cuales se demuestra 

la violencia contra los defensores de los derechos 

humanos ambientales (DDHA) y contra los 

defensores del medio ambiente. Un caso 

paradigmático es la del defensor Julián Carrillo, 

activista rarámuri, quien fue perseguido y 

asesinado por agresores no identificados la noche 

del miércoles 24 de octubre de 2018. Carrillo 

luchó contra la tala, la minaría y la siembra de 

droga. Previo a su asesinato ya les habían matado 

a familiares. Lamentablemente este no es el único 

4 La información puede consultarse en el siguiente link: 

https://www.globalwitness.org/es/campaigns/environmental

-activists/enemies-state/ 
5 La información puede consultarse en el siguiente link: 

https://www.contramuro.com/en-mexico-es-tan-peligroso-

ser-ambientalista-como-periodista-semarnat/ 

https://www.business-humanrights.org/es/m%C3%A9xico-la-onu-insta-a-la-ratificaci%C3%B3n-del-acuerdo-de-escaz%C3%BA-para-abordar-la-situaci%C3%B3n-de-violencia-en-contra-de-personas-defensoras-del-medio-ambiente
https://www.business-humanrights.org/es/m%C3%A9xico-la-onu-insta-a-la-ratificaci%C3%B3n-del-acuerdo-de-escaz%C3%BA-para-abordar-la-situaci%C3%B3n-de-violencia-en-contra-de-personas-defensoras-del-medio-ambiente
https://www.business-humanrights.org/es/m%C3%A9xico-la-onu-insta-a-la-ratificaci%C3%B3n-del-acuerdo-de-escaz%C3%BA-para-abordar-la-situaci%C3%B3n-de-violencia-en-contra-de-personas-defensoras-del-medio-ambiente
https://www.business-humanrights.org/es/m%C3%A9xico-la-onu-insta-a-la-ratificaci%C3%B3n-del-acuerdo-de-escaz%C3%BA-para-abordar-la-situaci%C3%B3n-de-violencia-en-contra-de-personas-defensoras-del-medio-ambiente
https://www.business-humanrights.org/es/m%C3%A9xico-la-onu-insta-a-la-ratificaci%C3%B3n-del-acuerdo-de-escaz%C3%BA-para-abordar-la-situaci%C3%B3n-de-violencia-en-contra-de-personas-defensoras-del-medio-ambiente
http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/proteccion-personas-defensoras.pdf
http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/proteccion-personas-defensoras.pdf
https://www.globalwitness.org/es/campaigns/environmental-activists/enemies-state/
https://www.globalwitness.org/es/campaigns/environmental-activists/enemies-state/
https://www.contramuro.com/en-mexico-es-tan-peligroso-ser-ambientalista-como-periodista-semarnat/
https://www.contramuro.com/en-mexico-es-tan-peligroso-ser-ambientalista-como-periodista-semarnat/
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caso en una lista que no parece tener fin, y la cual 

se incrementa aceleradamente. El caso más 

reciente es el de Raúl Hernández Romero, 

defensor de los santuarios de la mariposa monarca.  

 

A continuación se presentan algunos titulares que 

han circulado en el prensa nacional relacionados 

con los asesinatos de DDHA y defensores del 

medio ambiente en diversos puntos del país6: 

 

 “José Luis Álvarez, ecologista y defensor 

del santuario del mono saraguato, es 

asesinado”. Álvarez, fue hallado muerto este 

lunes con cinco disparos cerca del ejido 

Calatraba, municipio de Palenque, en el estado 

de Chiapas. Además de la defensa y protección 

del santuario del mono saraguato Álvarez había 

denunciado recientemente la extracción ilegal 

de arena y material pétreo en el río Usumacinta. 

-11 de junio de 2019/Sin Embargo. 

 

 “¿Quién era Nora López, la ambientalista y 

bióloga asesinada en Chiapas?” Este miércoles 

fue hallada muerta la bióloga y ambientalista 

Nora López León. El cuerpo de la activista de 

45 años, fue hallado en la habitación de un 

hostal de Palenque, de acuerdo con los 

primeros reportes habría muerto debido a varias 

heridas con arma blanca. Nora López trabajaba 

en el Parque Ecoturístico Aluxes, ubicado en 

Palenque, Chiapas, donde coordinaba a un 

grupo de biólogos que se encargaban de la 

conservación y reproducción de guacamaya 

roja. - 22 de agosto de 2019/ El Heraldo de 

México. 

 

  “Asesinan a líder indígena Leonel Díaz 

Urbano en Puebla”. Medios locales reportan el 

asesinato del líder indígena mientras dormía en 

el interior de su vivienda localizada en el 

municipio de Zacapoaxtla. Díaz Urbano 

                                                 
6 Los documentos pueden consultarse en los siguientes 

links:  

https://www.sinembargo.mx/11-06-2019/3594845 

https://heraldodemexico.com.mx/estados/nora-lopez-

ambientalista-biologa-asesinada-palenque-chiapas-

feminicidio-quien-era/ 

https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-

47313937 

sostuvo una lucha constante para evitar la 

instalación de una hidroeléctrica porque 

generaría graves daños al medio ambiente, los 

cuales calificó de irreversibles, porque se 

removerían 60 hectáreas de vegetación 

alrededor del río Apulco, además de que se 

desviaría el cauce total del río. - 10 de mayo 

2019 /Excélsior. 

 

 “Asesinan en Chiapas al activista y defensor 

Sinar Corzo; había recibido amenazas”. Corzo 

Esquinca fue atacado, alrededor de las 9:40 de 

la noche, por un sujeto armado en el cruce de 

Primera Norte y avenida Ferrocarril de Oriente, 

municipio de Arriaga. De acuerdo con Chiapas 

Paralelo, horas antes de morir Corzo Esquinca 

se reunió con autoridades municipales de 

Arriaga para abordar temas relacionados con la 

construcción de la carretera del poblado La 

Línea y el mejoramiento de las comunidades 

pesqueras. –4 de enero 2019/ Animal Político. 

 

 “Asesinan a Estelina López, defensora de la 

tierra en Chiapas”. Estelina López Gómez 

defensora del derecho a la tierra, perteneciente 

a Luz y Fuerza del Pueblo fue asesinada por 

paramilitares. En el relato se señala que la 

activista salió de la comunidad a bordo de una 

camioneta junto con su esposo, y fue cuando 

ella se bajó para abrir una reja que un grupo 

armado le disparó en el abdomen y en la 

cabeza. Estelina, junto a su comunidad, decidió 

luchar por el derecho y la defensa de la tierra. 

30 de enero 2019/ Regeneración R. 

 

Los cinco casos citados, a través de los anteriores 

titulares de noticias, son parte de la lista de 14 

homicidios ocurridos durante el año 2019 en 

contra de los DDHA y defensores del medio 

ambiente en el país. Por ello, el Acuerdo Escazú 

dispone en su artículo 9 lo siguiente: 

https://www.excelsior.com.mx/nacional/asesinan-a-lider-

indigena-leonel-diaz-urbano-en-puebla/1312248 

https://www.animalpolitico.com/2019/01/asesinan-chiapas-

activista-defensor-sinar-corzo/ 

https://www.elheraldodechiapas.com.mx/local/municipios/

piden-justicia-por-el-asesinato-de-estelina-era-defensora-

de-la-tierra-2990616.html 

https://www.sinembargo.mx/11-06-2019/3594845
https://heraldodemexico.com.mx/estados/nora-lopez-ambientalista-biologa-asesinada-palenque-chiapas-feminicidio-quien-era/
https://heraldodemexico.com.mx/estados/nora-lopez-ambientalista-biologa-asesinada-palenque-chiapas-feminicidio-quien-era/
https://heraldodemexico.com.mx/estados/nora-lopez-ambientalista-biologa-asesinada-palenque-chiapas-feminicidio-quien-era/
https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-47313937
https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-47313937
https://www.excelsior.com.mx/nacional/asesinan-a-lider-indigena-leonel-diaz-urbano-en-puebla/1312248
https://www.excelsior.com.mx/nacional/asesinan-a-lider-indigena-leonel-diaz-urbano-en-puebla/1312248
https://www.animalpolitico.com/2019/01/asesinan-chiapas-activista-defensor-sinar-corzo/
https://www.animalpolitico.com/2019/01/asesinan-chiapas-activista-defensor-sinar-corzo/
https://www.elheraldodechiapas.com.mx/local/municipios/piden-justicia-por-el-asesinato-de-estelina-era-defensora-de-la-tierra-2990616.html
https://www.elheraldodechiapas.com.mx/local/municipios/piden-justicia-por-el-asesinato-de-estelina-era-defensora-de-la-tierra-2990616.html
https://www.elheraldodechiapas.com.mx/local/municipios/piden-justicia-por-el-asesinato-de-estelina-era-defensora-de-la-tierra-2990616.html
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1. Cada parte garantizará un entorno seguro y 

propicio en el que las personas, grupos y 

organizaciones que promueven y defienden los 

derechos humanos en asuntos ambientales 

puedan actuar sin amenazas, restricciones e 

inseguridad. 
 

2. Cada parte tomará las medidas adecuadas y 

efectivas para reconocer, proteger y promover 

todos los derechos de los defensores de los 

derechos humanos en asuntos ambientales, 

incluidos su derecho a la vida, integridad 

personal, libertad de opinión y expresión, 

derecho de reunión y asociación pacíficas y 

derecho a circular libremente, así como su 

capacidad para ejercer los derechos de acceso, 

teniendo en cuenta las obligaciones 

internacionales de dicha Parte en el ámbito de 

los derechos humanos, sus principios 

constitucionales y los elementos básicos de su 

sistema jurídico. 
 

3. Cada parte tomará medidas apropiadas, 

efectivas y oportunas para prevenir, investigar y 

sancionar ataques, amenazas o intimidaciones 

que los defensores de los derechos humanos en 

asuntos ambientales puedan sufrir en el ejercicio 

de los derechos contemplados en el presente 

acuerdo.  
 

Por lo anteriormente expuesto, someto a 

consideración de esta Cámara de Diputados la 

presente proposición con:  
 

Punto de Acuerdo 
 

Único. La Cámara de Diputados del Honorable 

Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, a 

la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos 

Naturales para que promueva, lo que en su ámbito 

de competencia corresponda, la ratificación del 

Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 

Información, la Participación Pública y el Acceso 

a la Justicia en Asuntos Ambientales en América 

Latina y el Caribe (Acuerdo de Escazú).  
 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputada Irma Juan Carlos (rúbrica) 

 

DEL DIPUTADO SAMUEL HERRERA CHÁVEZ CON 

PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A 

LA SSA Y SEP PONER EN MARCHA UN PROGRAMA 

PARA PREVENIR EL SUICIDIO EN MENORES DE 15 

AÑOS 

 

El que suscribe, diputado Samuel Herrera Chávez, 

con fundamento en los artículos 6, fracción I  y 

artículo 79, numeral 2, fracción II del Reglamento 

de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración de esta honorable asamblea la 

siguiente proposición con punto de acuerdo para 

exhortar a las secretarías de Salud y de Educación 

Pública, pongan en marcha un programa de 

atención oportuna en la población menor de 15 

años, que permita detectar a tiempo cuando un 

infante esté en riesgo de suicidarse, al tenor de las 

siguientes: 

 

Consideraciones 

En el panorama internacional, la Organización 

Mundial de la Salud (OMS) registra el suicidio 

como la segunda causa de muerte entre personas 

de 15 a 29 años, una muerte que por este acto se 

presenta cada 40 segundos: Por una persona que 

consigue suicidarse, existen al menos 20 que lo 

intentaron. 

Por lo que a México se refiere y en cifras dadas a 

conocer por el Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía (Inegi), en la última década, unos 6 mil 

862 niños y jóvenes de entre 10 y 17 años de edad 

se han quitado la vida. Estamos hablando de 52 

suicidios infantiles por mes, menores de 10, 11, 12 

años poniendo fin a su existencia.  

 

En más datos revelados por el Inegi, sabemos que 

el porcentaje mayor de menores suicidas se 

presenta en los varones (60.5 por ciento), mientras 

que en las niñas el porcentaje es de 39.5 por ciento. 

Del total de nuestra población infantil, el 85.3 por 

ciento se priva de la vida por medio del 

ahorcamiento, estrangulamiento o sofocación; en 

tanto que un 4.9 por ciento lo ha hecho con algún 

tipo de arma de fuego. 
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El INEGI detalla que en 2008 se cometieron 337 

suicidios infantiles con armas de fuego y fue 2011 

el año con más casos, al registrarse 43 muertes. De 

2009 a 2013 la cifra de suicidios por año fue de 30; 

a partir de 2014 se contabilizaron 23 suicidios de 

menores que utilizaron pistolas o rifles para este 

fin. 

 

Según los datos recabados por una investigación 

externa, la Asociación Psiquiátrica Mexicana 

(APM), señala que en México se carece de una 

atención eficaz a este problema, pues de cada 100 

mil habitantes existen 3.3 sicólogos, 1.6 siquiatras, 

1.4 enfermeras y 0.5 trabajadoras sociales.   

 

Aunado a lo anterior, se tiene que el 61 por ciento 

de los pacientes con depresión grave no toman 

medicamentos. La población de 12 a 17 años de 

edad ha sido la más vulnerable en su salud mental: 

16.6 por ciento presenta ansiedad, 10.48 por ciento 

presenta problemas de afecto, un 8.63 por ciento 

consume alcohol y drogas, un 4.47 por ciento tiene 

problemas de actitud antisocial y el 1.02 por ciento 

enfrenta trastornos alimenticios. 

 

Los especialistas en la salud mental señalan que 

las causas son diversas: abuso y/o acoso sexual, 

golpes, ser victimados con algún arma, son 

algunos de los factores que orillan a pensar e 

intentar suicidarse. Asimismo, hoy las redes 

sociales tienen un impacto de gran trascendencia 

en la vida infantil, muchas veces es aquí donde se 

les incita a suicidarse: juegos, ciberbullying y 

sexting (exhibición de sus cuerpos desnudos). 

Dado que el suicidio se ha convertido en un 

problema de salud pública que puede ser evitado, 

es necesario sumar esfuerzos y sensibilizarnos 

para generar acciones y estrategias que lo 

erradiquen. 

 “El derecho a la vida, a la paz, a la 

supervivencia y al desarrollo” y “el derecho 

a la protección de la salud y a la seguridad 

social” están garantizados por el artículo 13 de 

la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños 

y Adolescentes. 

 

 Por lo que respecta a la salud, el artículo 4º 

constitucional es muy claro: “Toda persona 

tiene derecho a la protección de la salud”.  
 

 Si toda persona tiene derecho a la educación 

y el Estado mexicano está obligado a 

“contribuir a su bienestar, a la 

transformación y el mejoramiento de la 

sociedad de la que forma parte”, artículo 5 

de la Ley General de Educación, entonces se 

considera conveniente que ambas secretarías 

(Salud y de Educación Pública) trabajen en 

conjunto. 

 

Es importante considerar que en la escuela los 

niños pasan la mitad de su día, de lunes a viernes, 

el resto lo hacen en su casa, donde suelen estar 

solos, porque ambos padres trabajan; o están con 

alguno de sus tutores que probablemente continúe 

con las tareas del hogar; o su infancia se desarrolla 

en medio de un entorno de violencia intrafamiliar, 

entre otros, y casi siempre los padres ignoran lo 

que sucede con sus hijos. Entonces, los profesores, 

quienes llegan a conocer muy bien el 

comportamiento de sus alumnos, pueden detectar 

a tiempo si un menor presenta conductas que 

puedan orillarlo al suicidio y, de ser así, poner en 

alerta a la familia y autoridades escolares, para que 

sea canalizado a la Secretaría de Salud y se le 

brinde la atención correspondiente. 

 

Estamos perdiendo a jóvenes y adultos por 

suicidio, no perdamos también a nuestros niños 

por este lamentable hecho.  

 

En lo que va de esta LXIV Legislatura, se han 

presentado diversas proposiciones con punto de 

acuerdo sobre el mismo tema; algunas fueron 

desechadas por no dictaminarse en el tiempo 

reglamentario y otras continúan pendiente de 

dictamen, pero en todas se refieren a la población 

mayor de 15 años, en ninguna se habla de menores 

de 10 a 14 años. ¿Qué puede estar pasando con 

infantes para orillarlos a tomar esta salida? Nos 

falta empatía hacia la población, no basta con crear 

leyes para garantizar sus derechos, hay que 

ponerlas en práctica.  
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Dado que el Estado mexicano es responsable de 

garantizar la salud mental de su población infantil 

y, por lo anteriormente expuesto, presento la 

siguiente proposición con:  

 

Punto de Acuerdo 

 

Único. La Cámara de Diputados exhorta a las 

Secretarías de Salud y de Educación Pública, para 

que en conjunto pongan en marcha un programa 

de atención oportuna en la población infantil 

menor de 15 años, que permita detectar a tiempo 

cuando un menor esté riesgo de suicidarse y 

disminuir así, el número de suicidios infantiles. 

 

Cámara de Diputados del honorable Congreso de 

la Unión, 18 de febrero de 2020 

 

Diputado Samuel Herrera Chávez (rúbrica) 

 

 
Notas: 
https://www.who.int/es/news-room/fact-

sheets/detail/suicide 

https://www.inegi.org.mx/app/saladeprensa/noticia.html?id

=4407 

http://sitl.diputados.gob.mx/LXIV_leg/proposicioneslxiv.p

hp?doctot=Proposicion&fechat=&comt=&filit=&propot=&

edot=&pert=&titt=suicidio 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

DEL DIPUTADO OSCAR RAFAEL NOVELLA 

MACÍAS CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE 

EXHORTA A LA COMISIÓN DE SEGURIDAD 

SOCIAL DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS A CREAR 

UNA SUBCOMISIÓN QUE ANALICE Y PROPONGA 

UNA SOLUCIÓN A LA SITUACIÓN DE LOS 

JUBILADOS Y PENSIONADOS DEL ISSSTE QUE NO 

HAN TENIDO RESPUESTA A SUS DEMANDAS     
 

El que suscribe, Oscar Rafael Novella Macías, 

diputado en la LXIV Legislatura e integrante del 

Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento 

en lo dispuesto en la fracción I del numeral 1 del 

artículo 6 y numeral 1, fracción II, del artículo 79 

del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

somete a consideración de esta honorable 

asamblea la presente proposición con punto de 

acuerdo, bajo las siguientes: 
 

Consideraciones 
 

Los trabajadores al servicio del Estado ejecutan 

sus labores en beneficio de todos los mexicanos, 

gracias a ellos funcionan todas las dependencias e 

instancias que integran el complejo aparato 

público, por medio del que se prestan servicios a 

las personas. Por ello, una vez que se jubilan 

resulta necesario que les sean respetados sus 

derechos y nosotros como legisladores tenemos 

que estar atentos y vigilantes de que eso suceda de 

lo contario es nuestra obligación actuar en 

consecuencia.  
 

El bono de despensa y la previsión social múltiple 

es un complemento que reciben los pensionados 

del ISSSTE, y aunque es una cantidad menor, esta 

abona a que puedan hacer frente a sus necesidades 

primarias como son la alimentación y la salud. Sin 

embargo, este monto no se ha actualizado, aun 

teniendo ese derecho de acuerdo con la Ley del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado. 
 

La Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado prevé que 

todos los pensionados, sin importar la dependencia 

en la que hayan prestado sus servicios reciban de 

manera mensual dos prestaciones 

complementarias que son precisamente el bono de 

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/suicide
https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/suicide
https://www.inegi.org.mx/app/saladeprensa/noticia.html?id=4407
https://www.inegi.org.mx/app/saladeprensa/noticia.html?id=4407
http://sitl.diputados.gob.mx/LXIV_leg/proposicioneslxiv.php?doctot=Proposicion&fechat=&comt=&filit=&propot=&edot=&pert=&titt=suicidio
http://sitl.diputados.gob.mx/LXIV_leg/proposicioneslxiv.php?doctot=Proposicion&fechat=&comt=&filit=&propot=&edot=&pert=&titt=suicidio
http://sitl.diputados.gob.mx/LXIV_leg/proposicioneslxiv.php?doctot=Proposicion&fechat=&comt=&filit=&propot=&edot=&pert=&titt=suicidio
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despensa y la previsión social múltiple, de forma 

adicional a su pensión básica, a efecto de 

ayudarlos a solventar sus necesidades esenciales.  
 

Estas prestaciones eran actualizadas cada año por 

la Junta Directiva del ISSSTE, no obstante, desde 

el año 2008, ha dejado de hacerse quedando 

congeladas en las cantidades de $100.00 y $120.00 

respectivamente, sin haber presentado algún 

aumento en 11 años.  
 

Cabe destacar, que ya se han presentado diversos 

instrumentos legislativos en el Congreso de la 

Unión, sin embargo, hasta la fecha no se le ha dado 

el retroactivo y no se le ha nivelado el bono de 

despensa y previsión social múltiple. 

 

No obstante, nada ha sucedido al respecto y no se 

resuelven las pretensiones de los pensionados y 

jubilados del ISSSTE que están solicitando les 

actualicen esos complementos que llevan años sin 

incremento. En esa tesitura, la presente 

proposición con punto de acuerdo tiene el objeto 

de crear una subcomisión al interior de la 

Comisión de Seguridad Social de esta Cámara de 

Diputados, para que se analicen las diferentes 

opciones que hay para dar respuesta a este sector 

de personas extrabajadoras del Estado, y fungir 

como facilitador para lograr acuerdos entre las 

autoridades competentes y los pensionados y 

jubilados para que se les actualicen conforme a 

derecho esos complementos.  

 

Sobre este tema, nuestro máximo tribunal se ha 

manifestado de la siguiente manera: 

 
Época: Décima Época  

Registro: 2014707  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación  

Libro 44, Julio de 2017, Tomo II  

Materia(s): Común, Administrativa  

 

Tesis: IV.1o.A. J/27 (10a.)  

Página: 906  
 

BONOS DE DESPENSA Y DE PREVISIÓN 

SOCIAL MÚLTIPLE. AL RECLAMARSE 

SUS INCREMENTOS POR SER UN 

DERECHO YA RECONOCIDO EN FAVOR 

DE LOS PENSIONADOS DEL ISSSTE, NO 

SE PUEDE DESCONOCER EN BASE A 

JURISPRUDENCIA POSTERIOR, PUES, 

DE HACERLO, SE VULNERA LA 

GARANTÍA DE IRRETROACTIVIDAD. 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 13/2017, 

sostuvo "BONO DE DESPENSA Y 

PREVISIÓN SOCIAL MÚLTIPLE. LOS 

PENSIONADOS CONFORME A LA LEY 

DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 

SERVICIOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL ESTADO NO 

TIENEN DERECHO AL INCREMENTO DE 

ESAS PRESTACIONES OTORGADO 

MEDIANTE LOS OFICIOS CIRCULARES 

307-A.-2942, DE 28 DE JUNIO DE 2011, 307-

A.-3796, DE 1 DE AGOSTO DE 2012 Y 307-

A.-2468, DE 24 DE JULIO DE 2013, 

EMITIDOS POR LA UNIDAD DE POLÍTICA 

Y CONTROL PRESUPUESTARIO DE LA 

SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO 

PÚBLICO.", y el Pleno en Materia 

Administrativa del Cuarto Circuito, en la 

jurisprudencia PC.IV.A. J/31 A, secundó esa 

jurisprudencia al establecer: "BONO DE 

DESPENSA Y PREVISIÓN SOCIAL 

MÚLTIPLE. LOS JUBILADOS Y 

PENSIONADOS CONFORME AL 

ARTÍCULO 57 DE LA ABROGADA LEY 

DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 

SERVICIOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL ESTADO, NO 

TIENEN DERECHO AL INCREMENTO DE 

ESAS PRESTACIONES, EN LA MISMA 

PROPORCIÓN EN QUE LO RECIBAN LOS 

TRABAJADORES OPERATIVOS EN 

ACTIVO DE LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA FEDERAL.", criterios que resultan 

obligatorios en términos del artículo 217, 

párrafos primero y segundo de la Ley de 

Amparo. Empero, si cuando se emitieron tales 

jurisprudencias el reclamo de los incrementos a 

tales prestaciones se encontraba sub júdice o en 

sede jurisdiccional, resultan inaplicables como 

fundamento para resolver la cuestión debatida, 

pues la propia Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 

2a./J. 199/2016, de rubro "JURISPRUDENCIA. 

ALCANCE DEL PRINCIPIO DE 

IRRETROACTIVIDAD DE AQUÉLLA 
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TUTELADO EN EL ARTÍCULO 217, 

PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY DE 

AMPARO.", sostuvo básicamente que la 

"jurisprudencia puede y debe aplicarse a actos o 

hechos jurídicos ocurridos con anterioridad a su 

emisión, siempre y cuando no conlleve un efecto 

retroactivo en perjuicio del justiciable, conforme 

a lo previsto en el artículo 217 de la ley de la 

materia, es decir, cancele un derecho ya 

adquirido a partir de otra jurisprudencia 

obligatoria en un momento y circunstancia 

dados". Por tanto, si en el particular ya existía el 

reconocimiento del derecho por la autoridad 

administrativa que ya realizaba el pago de las 

prestaciones y, además, existía la jurisprudencia 

IV.1o.A. J/24, aprobada por este Tribunal, y 

publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación, con el registro 2013002, de rubro 

"‘BONO DE DESPENSA’ Y ‘PREVISIÓN 

SOCIAL MÚLTIPLE’. EL PRINCIPIO DE 

IGUALDAD OBLIGA A QUE LOS 

PENSIONADOS TENGAN EL DERECHO A 

QUE SE LES INCREMENTEN ESOS 

CONCEPTOS EN LA PROPORCIÓN QUE SE 

HACE A LOS TRABAJADORES EN ACTIVO 

DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

FEDERAL.", es claro que los criterios de las 

jurisprudencias 13/2017 y PC.IV.A. J/31 A, son 

obligatorios en situaciones futuras y anteriores 

que no reunían los mencionados requisitos, pero, 

no son aplicables en la decisión de los 

incrementos, porque en ese caso el derecho ya 

estaba reconocido y, de aplicarse, 

necesariamente conllevaría la violación al 

principio de irretroactividad previsto en el 

artículo 14 de la Constitución Federal en 

perjuicio de la quejosa. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN 

MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

CUARTO CIRCUITO. 

Amparo directo 656/2016. 19 de abril de 2017. 

Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo 

Alvarado Puente. Secretario: Fernando 

Rodríguez Ovalle. 

Amparo directo 665/2016. Verónica Nely 

Cavazos Rodríguez. 19 de abril de 2017. 

Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo 

Alvarado Puente. Secretario: Carlos Toledano 

Saldaña. 

Amparo directo 672/2016. María del Carmen 

González Juárez. 19 de abril de 2017. 

Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo 

Alvarado Puente. Secretario: Fernando 

Rodríguez Ovalle. 

Amparo directo 685/2016. Ma. Eugenia 

Gutiérrez Cárdenas. 19 de abril de 2017. 

Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo 

Alvarado Puente. Secretario: Fernando 

Rodríguez Ovalle. 

Amparo directo 675/2016. Beatriz Elsa Serna 

Elizondo. 20 de abril de 2017. Unanimidad de 

votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. 

Secretario: Juan Fernando Alvarado López. 

             Nota: 

Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 13/2017 (10a.), 

PC.IV.A. J/31 A (10a.), 2a./J. 199/2016 (10a.) y 

IV.1o.A. J/24 (10a.) citadas, aparecen 

publicadas en el Semanario Judicial de la 

Federación de los viernes 3 de marzo de 2017 a 

las 10:06 horas, 3 de febrero de 2017 a las 10:05 

horas, 20 de enero de 2017 a las 10:21 horas y 

11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas; así 

como en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época, Libros 40, Tomo II, 

marzo de 2017, página 1036; 39, Tomo I, 

febrero de 2017, página 712; 38, Tomo I, enero 

de 2017, página 464; y 36, Tomo IV, noviembre 

de 2016, página 2195, respectivamente. 

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la 

contradicción de tesis 295/2017 de la Segunda 

Sala de la que derivó la tesis jurisprudencial 

2a./J. 12/2018 (10a.) de título y subtítulo: 

"BONO DE DESPENSA Y PREVISIÓN 

SOCIAL MÚLTIPLE. LA JURISPRUDENCIA 

2a./J. 13/2017 (10a.), DE LA SEGUNDA SALA 

DE LA SUPREMA  
 

CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, NO 

TIENE EFECTOS RETROACTIVOS 

RESPECTO DE LAS EMITIDAS POR LOS 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE 

CIRCUITO." 

Por ejecutoria del 7 de febrero de 2018, la 

Segunda Sala declaró sin materia la 

contradicción de tesis 336/2017 derivada de la 

denuncia de la que fue objeto el criterio 

contenido en esta tesis, al existir la 

jurisprudencia 2a./J. 12/2018 (10a.) que resuelve 

el mismo problema jurídico. 

Por ejecutoria del 21 de febrero de 2018, la 

Segunda Sala declaró sin materia la 

contradicción de tesis 343/2017 derivada de la 

denuncia de la que fue objeto el criterio 

contenido en esta tesis, al existir la 
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jurisprudencia 2a./J. 12/2018 (10a.) que resuelve 

el mismo problema jurídico. 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de julio de 

2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial 

de la Federación y, por ende, se considera de 

aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 

julio de 2017, para los efectos previstos en el 

punto séptimo del Acuerdo General Plenario 

19/2013. 

 

De acuerdo con esta jurisprudencia, nos menciona 

que los pensionados tienen derecho a que se les 

incremente el bono de despensa y previsión social 

múltiple en la misma proporción que se les hace a 

los trabajadores en activo. 

 

Como legisladores federales debemos de actuar 

conforme a la Ley, esta jurisprudencia emitida por 

los Tribunales Colegiados de Circuito nos está 

diciendo que de no incrementar estos conceptos 

estaríamos ante una violación al principio de 

irretroactividad plasmado en el artículo 14 

constitucional que a la letra dice: “A ninguna ley 

se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona 

alguna”. 

 

Por lo anterior, y convencido de que es necesario 

apoyar a nuestros pensionados y por ser un asunto 

de justicia social, es que presento esta proposición 

para que se conforme una subcomisión que le dé 

salida a esta problemática, por lo que, someto a 

consideración de esta asamblea el siguiente: 

 

Punto de Acuerdo 

 

Único. - La Honorable Cámara de Diputados 

exhorta a la Comisión de Seguridad Social de esta 

Cámara de Diputados a crear una subcomisión al 

interior de la misma, para que revise, analice y 

proponga una solución a la situación de los 

jubilados y pensionados del ISSSTE que no han 

tenido respuesta a sus demandas de actualización 

del bono de despensa y previsión social múltiple. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputado Oscar Rafael Novella Macías  

(rúbrica) 

DE LA DIPUTADA MARTHA LIZETH NORIEGA 

GALAZ CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE 

EXHORTA A DIVERSOS CONGRESOS LOCALES A 

TIPIFICAR EN SUS RESPECTIVOS CÓDIGOS 

PENALES LAS CONDUCTAS RELATIVAS A 

OBTENER, COMPARTIR O DIFUNDIR IMÁGENES Y 

VIDEOS ÍNTIMOS DE CONTENIDO SEXUAL DE 

OTRA PERSONA SIN SU CONSENTIMIENTO 

 

La suscrita, diputada Martha Lizeth Noriega 

Galaz, integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena de la LXIV Legislatura del Honorable 

Congreso de la Unión, con fundamento en los 

artículos 6, numeral 1, fracción I, 79, y demás 

aplicables del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a consideración de esta 

honorable asamblea la presente proposición con 

punto de acuerdo, al tenor de las siguientes: 

 

Consideraciones 

 

El alcance e impacto que ha tenido y tiene 

actualmente el internet, tanto en el mundo como 

en la sociedad mexicana, es inconmensurable. En 

abril de 2019, el Instituto Nacional de Estadística 

y Geografía (Inegi), en colaboración con la 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes, y el 

Instituto Federal de Telecomunicaciones, publicó 

la más reciente Encuesta Nacional sobre 

Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la 

Información en los Hogares, con información de 

2018, la cual arroja datos clave que reflejan la 

magnitud y relevancia que tiene este servicio en la 

vida de las mexicanas y mexicanos. 

 

La encuesta reveló que en México hay 74.3 

millones de usuarios de internet de seis años de 

edad o más, que representan el 65.8% de la 

población, en ese rango de edad.  Asimismo, la 

encuesta señala que se dio un crecimiento de 4.2 

puntos porcentuales respecto a lo reportado en 

2017, cuando se registraron 71.3 millones de 

usuarios. Es decir, en tan solo un año, se dio un 
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aumento de aproximadamente tres millones de 

usuarios más a internet. 1 

 

A pesar de lo abrumador de las cifras, éstas no 

resultan sorprendentes. A 20 años de iniciado el 

siglo XXI es inimaginable concebir el día a día de 

la mayoría de las personas en el país sin el uso de 

un dispositivo móvil inteligente (smartphone) en 

toda clase de actividades. Los resultados de dicha 

Encuesta reflejan igualmente esta situación, al 

registrar 69.6 millones de usuarios que disponen 

de celular inteligente. 

 

Durante el 2018, 73.5% de la población de seis 

años o más utilizó el teléfono celular, de los cuales 

ocho de cada 10 usuarios contaban con un celular 

inteligente con la posibilidad de conectarse a 

internet. 

 

Al respecto, el número total de usuarios que 

disponen de celular inteligente creció de 64.7 

millones en 2017 a 69.6 millones en 2018. Es 

decir, un crecimiento de aproximadamente cinco 

millones de usuarios a tan solo un año de distancia, 

lo que refleja el nivel de penetración cada vez 

mayor que tienen en la sociedad las tecnologías de 

la información y la comunicación, en función al 

internet.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
1 Comunicado de prensa núm. 179/19. Encuesta Nacional sobre 

Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Información en los 

Hogares. Instituto Nacional de Estadística y Geografía. (2019). 

Disponible en línea: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2019

/OtrTemEcon/ENDUTIH_2018.pdf 

Por otra parte, el grupo de edad que concentra la 

mayor proporción de usuarios de internet es el 

grupo de 25 a 34 años, con el 20.2% del total; el 

segundo grupo de edad es el de 18 a 24 años de 

edad, con el 17.5%; mientras que el tercer grupo 

con mayor proporción de usuarios es el de 12 a 17 

años, con el 16.4%.2 

 

En otras palabras, son las generaciones más 

jóvenes las que en mayor medida utilizan esta 

herramienta informática y, por lo tanto, aquéllas 

que se encuentran más expuestas a las 

consecuencias negativas que conlleva el uso 

negativo que suele dársele. 

 

La gran mayoría de las jóvenes mexicanas y 

jóvenes mexicanos cuenta con un teléfono 

inteligente. Las compañías telefónicas se han 

adaptado a esta necesidad actual creando planes 

que incluyen servicios de internet a precios 

accesibles, otorgando la posibilidad a muchísimas 

personas de poder mantenerse en constante 

comunicación, conectadas por medio de los 

principales servicios que posibilita el internet, 

como lo son las aplicaciones de mensajería 

instantánea y de redes sociales. 

 

La siguiente tabla muestra las principales 

plataformas de redes sociales utilizadas en nuestro 

país. 3 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

2 Ibídem.  
3 Digital 2019 México. DATAREPORTAL. (2019). Disponible en 

línea: 

https://datareportal.com/reports/digital-2019-mexico 

 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2019/OtrTemEcon/ENDUTIH_2018.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2019/OtrTemEcon/ENDUTIH_2018.pdf
https://datareportal.com/reports/digital-2019-mexico
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Si bien es cierto que el uso de internet y sus 

aplicaciones son herramientas indispensables en 

distintos ámbitos hoy en día, como en el 

académico o el laboral, también lo es el hecho de 

que estas plataformas, desafortunadamente, no 

están exentas, e incluso es bastante recurrente, que 

sean utilizadas en perjuicio y de forma dañina en 

contra de otras personas. Una de las acciones más 

comunes en este sentido se trata del ciberacoso, o 

acoso virtual. 

 

De acuerdo al "Módulo sobre Ciberacoso 2015" 

realizado por el Inegi, al menos nueve millones de 

mujeres en México han sido víctimas de 

ciberacoso, siendo el rango de edad más 

vulnerables a sufrir algún tipo de acoso por medios 

electrónicos el que se encuentra entre 20 y 29 años, 

seguido de aquél que se encuentra entre los 12 y 

19 años. Es decir, la población más joven.4  

 

Entre las acciones de ciberacoso de mayor 

perjuicio se encuentran aquellas consistentes en 

obtener, compartir y difundir imágenes y videos 

íntimos, de contenido sexual de otra persona sin su 

consentimiento. 

 

Ésta, se trata de una problemática conocida y 

común que afecta en mayor medida a mujeres, 

quienes suelen ser expuestas en esta situación, a 

menudo en redes sociales, con efectos 

catastróficos para ellas.  

 

El caso más emblemático de ello fue el de Olimpia 

Coral Melo. En el año 2012 la activista originaria 

de Huauchinango, Puebla, fue víctima de la 

difusión de un video sexual, sin su consentimiento, 

tanto en redes sociales como en distintas páginas 

de origen pornográfico a nivel mundial, causando 

estragos irreparables a su imagen y en su persona. 

Envuelta en humillación y culpabilidad intentó 

quitarse la vida en repetidas ocasiones.  

 

El sufrimiento que esto le causó fue la razón que 

la motivó para crear el movimiento Frente 

                                                 
4 Módulo sobre ciberacoso MOCIBA 2015. Inegi. (2015). 

Disponible en línea: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/investigacion/ciberac

oso/2015/doc/mociba2015_resultados.pdf 

Nacional para la Sororidad, movimiento cuyo fin 

es promover, proteger y garantizar el derecho de 

las personas a una vida digital y cibernética libre 

de violencia, principalmente contra la difusión de 

contenido sexual sin consentimiento, así como de 

actos de acoso, hostigamiento, amenazas y 

vulneración de datos e información privada, 

basado en la protección de la dignidad y los 

derechos humanos.  

 

Uno de los principales objetivos del Frente 

Nacional para la Sororidad ha sido promover a lo 

que se le ha llamado la “Ley Olimpia”.  

 

Se trata de una iniciativa que pretende se reformen 

los códigos penales estatales de las distintas 

entidades federativas, y sancionar la violencia 

digital, consistente en exponer, distribuir, difundir, 

exhibir, reproducir, transmitir, comercializar o 

divulgar imágenes, audios o videos de contenido 

sexual íntimo de una persona sin su 

consentimiento.5  

 

En otras entidades federativas, como el caso de 

Ciudad de México, la aprobada “Ley Olimpia” 

también establece otras reformas. Por ejemplo, 

contempla el llamado grooming, concepto que 

sanciona que una persona utilice medios de 

radiodifusión, telecomunicaciones, informáticos o 

cualquier otro medio de transmisión de datos para 

contactar a una persona menor de edad o que no 

tenga la capacidad de comprender el significado 

del hecho y le pida o comparta imágenes, audios o 

videos de actividades sexuales, actos de 

connotación sexual o le solicite un encuentro 

sexual.  

 

El impulso de la “Ley Olimpia” ha sido todo un 

éxito, ya que en varias entidades federativas de la 

república mexicana ya se ha visto plasmada dentro 

de sus respectivos códigos penales.  Las 

modificaciones aprobadas, por ejemplo, en el 

Estado de Querétaro en los artículos 167 quáter y 

167 quinquies, plantea una pena de hasta seis años 

5 ¿Qué dice la Ley Olimpia y cómo se sanciona en CdMx? 

Milenio Digital. (2019) Disponible en línea: 

https://www.milenio.com/politica/comunidad/ley-olimpia-

que-dice-y-cuales-son-las-sanciones 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/investigacion/ciberacoso/2015/doc/mociba2015_resultados.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/investigacion/ciberacoso/2015/doc/mociba2015_resultados.pdf
https://www.milenio.com/politica/comunidad/ley-olimpia-que-dice-y-cuales-son-las-sanciones
https://www.milenio.com/politica/comunidad/ley-olimpia-que-dice-y-cuales-son-las-sanciones
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de prisión, de 100 a 600 días de multa y de 100 

hasta 850 días de multa por concepto de reparación 

de daños a quien cometa dicha falta.6 En la Ciudad 

de México la modificación aprobada también 

plantea hasta 6 años de prisión y hasta 84 mil 490 

pesos7.  

 

Los primeros estados en sumarse a esta iniciativa 

fueron Yucatán y Puebla, en agosto y diciembre 

del 2018, respectivamente, y le siguieron en 2019 

los estados de: Chiapas, Baja California Sur, 

Veracruz, Guanajuato, Querétaro, Coahuila, 

Zacatecas, Oaxaca, Estado de México, Guerrero, 

Nuevo León, Aguascalientes, Ciudad de México, 

Tlaxcala y Durango.8 

 

Es importante resaltar que, en un lapso menor a 18 

meses desde la primera reforma, 17 estados se han 

unido a entender la importancia de legislar sobre 

la protección que en este caso se debe otorgar a los 

usuarios de plataformas digitales.  

 

Es decir, se trata de la mayoría de las entidades 

federativas del país las que ya han actualizado sus 

legislaciones locales conforme a la realidad actual, 

para castigar con el peso de la ley estas conductas 

que tanto lastiman a las víctimas, principalmente 

mujeres. 

 

Es momento de que los estados que no lo han 

realizado, incluyendo el de la suscrita, modifiquen 

cuanto antes sus códigos penales para tipificar este 

delito. 

 

Baja California, por ejemplo, es el segundo estado 

en la República con mayor usuarios de internet en 

áreas urbanas con un 81.7% de su población y con 

el 69.2% es la entidad federativa con usuarios de 

servicio de internet con mayor presencia en áreas 

rurales, lo cual hace ver la necesidad de 

implementar medidas para la protección digital de 

los bajacalifornianos.9 

                                                 
6 Ley Olimpia ¿qué es y qué estados la aprobaron? 

Redacción AM Querétaro. (2019). 

https://amqueretaro.com/nacional/2019/11/25/ley-olimpia-

que-es-y-que-estados-la-aprobaron/ 
7  ¿Qué dice la Ley Olimpia y cómo se sanciona en CdMx?, 

loc. cit. 

Es necesario que los congresos locales de la 

república mexicana que aún no tipifican este tipo 

de conductas en sus códigos penales locales 

realicen las reformas necesarias cuanto antes, al 

tratarse de un tema actual y de suma importancia 

para proteger y ofrecer justicia a las mexicanas y 

mexicanos que día a día se ven afectados por esta 

problemática.  

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto 

a consideración de esta Honorable Soberanía el 

siguiente: 

 

Punto de Acuerdo 

 

Único. – La Cámara de Diputados del H. Congreso 

de la Unión exhorta respetuosamente a los H. 

Congresos de Baja California, Campeche, 

Chihuahua, Colima, Hidalgo, Jalisco, Michoacán 

de Ocampo, Morelos, Nayarit, Quintana Roo, San 

Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco y 

Tamaulipas a reformar cuanto antes sus 

respectivos códigos penales locales y tipificar las 

conductas relativas a obtener, compartir o difundir 

imágenes y videos íntimos, de contenido sexual de 

otra persona sin su consentimiento.   

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputada Martha Lizeth Noriega Galaz  

(rúbrica) 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

  

8 El ABC de la ´Ley Olimpia´, una realidad en 16 estados. 

Expansión Política. (2019). Disponible en línea: 

https://politica.expansion.mx/cdmx/2019/12/23/el-abc-de-

la-ley-olimpia-una-realidad-en-16-estados 
9 Comunicado de prensa núm. 179/19. Encuesta Nacional 

sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la 

Información en los Hogares, loc. cit. 

https://amqueretaro.com/nacional/2019/11/25/ley-olimpia-que-es-y-que-estados-la-aprobaron/
https://amqueretaro.com/nacional/2019/11/25/ley-olimpia-que-es-y-que-estados-la-aprobaron/
https://politica.expansion.mx/cdmx/2019/12/23/el-abc-de-la-ley-olimpia-una-realidad-en-16-estados
https://politica.expansion.mx/cdmx/2019/12/23/el-abc-de-la-ley-olimpia-una-realidad-en-16-estados
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DEL DIPUTADO RAÚL EDUARDO BONIFAZ 

MOEDANO CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE 

SE EXHORTA A LA PROFECO A HACER PÚBLICAS 

LAS DIFERENTES QUEJAS QUE LOS USUARIOS DE 

TRANSPORTE AÉREO HAN PRESENTADO ANTE 

DICHO ORGANISMO 

 

El que suscribe, diputado Raúl Eduardo Bonifaz 

Moedano, integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena, en la LXIV Legislatura del Honorable 

Congreso de la Unión y con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 6, numeral 1, fracción 

I, 79 numeral 1, fracción II, y numeral 2, 

fracciones I y II del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a consideración de esta 

Honorable Asamblea la siguiente proposición con 

punto de acuerdo por el que se exhorta a la 

Procuraduría Federal del Consumidor (Profeco) a 

que haga públicas las diferentes quejas que los 

usuarios de transporte aéreo han presentado ante 

dicho organismo público, y que el informe dé 

cuenta si existió compensación alguna en estas 

quejas, así como si hubo sanción por parte de esta 

autoridad a los permisionarios o concesionarios de 

transporte aéreo, en el período comprendido entre 

el 1 de enero al 31 de diciembre del 2019, al tenor 

de la siguiente:  

 

Exposición de motivos 

 

La Agencia Federal de Aviación Civil indicó a 

través del informe “Aviación Mexicana en Cifras” 

que en 2018 los pasajeros transportados por vía 

aérea marcaron un máximo histórico por séptimo 

año consecutivo, al llegar a 97.3 millones de 

pasajeros. 1  

 

Es importante señalar que el transporte de 

pasajeros vía aérea en nuestro país, ofrece 

servicios de transporte regular sujetos a un 

itinerario y horarios fijos, los cuales deben 

garantizarse a los usuarios aun siendo que la 

demanda del servicio aéreo sea cada vez mayor.  

 

Es de resaltarse que el crecimiento de la venta de 

boletos de avión en los aeropuertos nacionales es 

sin duda exponencial, ya que, tan solo en 2018 los 

                                                 
1 Aviación Mexicana en Cifras 2018. 

pasajeros transportados por vía aérea en servicio 

regular doméstico superaron los 49 millones, 

representando un incremento del 7.6% con 

respecto del 2017, en donde se transportaron 90.5 

millones de pasajeros. 

 

Las 10 rutas domésticas regulares más transitadas 

movilizaron al 42.7% del total de los pasajeros, lo 

que significa, que la capacidad de transportación 

de los aeropuertos ha cambiado drásticamente, 

desde el equipo de vuelo de las líneas aéreas 

comerciales que aumentó 61.3% en 25 años, hasta 

el personal administrativo, pilotos y sobrecargos. 

 

El crecimiento de la industria aeronáutica ha 

provocado que los aeropuertos recientan las 

exigencias de una mayor eficiencia y mayor nivel 

de competencia del mercado. Sin embargo, los 

contratiempos que se han generado en las salidas 

de los aviones por el sobrecupo de los aeropuertos 

y la mala planeación de las aerolíneas, perjudica 

directamente a los pasajeros en su calidad de 

consumidores. Las cancelaciones de los vuelos, 

las demoras de las aerolíneas y la sobreventa de 

boletos son algunas de las causas que no permiten 

la libre operación de los servicios aeronáuticos, y 

que, por ende, perjudica a los usuarios.  

 

Las demoras de vuelos y sobreventas generan en 

los aeropuertos una pérdida de rendimiento en sus 

bitácoras, sin embargo, lo anterior, no ha podido 

ser resarcido en su totalidad debido a que, en 

muchos casos, las quejas no llegan ante las 

autoridades competentes por la falta de 

conocimiento sobre los derechos de los pasajeros 

cuando adquieren un boleto.  

 

Desde 2017, con las modificaciones de la Ley de 

Aviación Civil, los usuarios de transporte aéreo 

tienen nuevos derechos, esto tras la 

Recomendación 72/2091 que realizó la Comisión 

Nacional de Derechos Humanos (CNDH) a los 

titulares de la Secretaría de Comunicaciones y 

Transportes (SCT) y a la Procuraduría Federal del 

Consumidor (Profeco), al encontrar violaciones a 

las garantías de ese sector. 
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El organismo nacional realizó una investigación 

ante las seis aerolíneas nacionales y 23 

internacionales que operan el Aeropuerto 

Internacional de la Ciudad de México (AICM), 

donde constató la inobservancia de los derechos de 

acceso y movilidad de las personas en lo general, 

ya que el 79% de esas empresas aéreas no otorgan 

beneficio o descuento alguno, mientras que en las 

restantes los criterios y requisitos de aplicación 

discrepan de lo señalado en la ley y normativa 

reglamentaria. 2 

 

Al respecto, la Ley de Aviación Civil en sus 

artículos 47, en sus fracciones III, V y VI, señalan 

que los concesionarios o permisionarios están 

obligados a informar de manera rápida y expedita 

al pasajero en caso de que se produzcan cambios 

en su itinerario o cualquier otra circunstancia que 

pudiera afectar el servicio contratado, además de 

señalar las indemnizaciones y/o compensaciones 

de acuerdo con diversos criterios como el tiempo 

de demora de las aerolíneas; y el artículo 52, 

haciendo referencia a los boletos expedidos en 

exceso a la capacidad disponible de la aeronave y 

las compensaciones a elección del pasajero. 

 

Según datos de la Procuraduría Federal del 

Consumidor (Profeco), las aerolíneas comerciales 

han recibido 1,677 quejas en lo que va del año, de 

las cuales el 78% han sido conciliadas. 3 

 

La dependencia señaló que entre las aerolíneas con 

más quejas se encuentran: 

 Aerovías de México, S.A. de C.V. 

(Aeroméxico) 

 Aeroenlaces Nacionales, S.A. de C.V. 

(Volaris) 

 ABC Aerolíneas, S.A. de C.V. (Interjet) 

 Concesionaria Vuela Compañía de 

Aviación, Sapi de C.V. (Viva Aerobús) 

 Transportes Aeromar, S.A. de C.V. 

                                                 
2 Recomendación 72/2019. 

https://www.jornada.com.mx/ultimas/politica/2019/10/10/s

ct-no-garantiza-respeto-de-aerolineas-a-tarifas-

preferenciales-cndh-457.html 
3 Procuraduría Federal del Consumidor.  

Entre los motivos de reclamación contra el sector 

de aerolíneas se encuentran las cancelaciones, 

demoras, retrasos de vuelos, por cobros o cargos 

indebidos, así como la pérdida o deterioro de 

equipaje, con un monto de sanciones de 

$7,580,272.54 pesos (siete millones quinientos 

ochenta mil, doscientos setenta y dos, pesos con 

cincuenta y cuatro centavos).  

 

Para el primer trimestre del 2019, la Procuraduría 

Federal del Consumidor (Profeco) informó que se 

recibieron mil 677 quejas contra diversas 

aerolíneas, de las cuales el 78% fueron 

conciliadas. 4 

 

Es imprescindible salvaguardar los intereses de los 

consumidores no solo a través de la plataforma de 

quejas y denuncias ante la Profeco, sino también 

haciendo público los motivos que incentivaron a 

los usuarios de transporte aéreo a presentar su 

queja y si se compensó y sancionó, lo anterior con 

el objetivo de promover y proteger los derechos y 

cultura del consumidor, procurando la equidad, 

certeza y seguridad jurídica en las relaciones entre 

proveedores y consumidores, así como lo señala a 

la letra la Ley Federal de Protección al 

Consumidor.   

Por lo anteriormente fundado y motivado, someto 

a la consideración de la Honorable Asamblea la 

siguiente proposición con: 

Punto de Acuerdo 

Único. – Punto de Acuerdo por el que se exhorta a 

la Procuraduría Federal del Consumidor (Profeco) 

a que haga públicas las diferentes quejas que los 

usuarios de transporte aéreo han presentado ante 

dicho organismo público, y que el informe dé 

cuenta si existió compensación alguna en estas 

quejas, así como si hubo sanción por parte de esta 

autoridad a los permisionarios o concesionarios de 

4 Procuraduría Federal del Consumidor, 19 de julio del 2019, 

Comunicado:  

https://www.gob.mx/profeco/prensa/en-lo-que-va-del-ano-

profeco-ha-recibido-1-677-quejas-contra-aerolineas 

https://www.jornada.com.mx/ultimas/politica/2019/10/10/sct-no-garantiza-respeto-de-aerolineas-a-tarifas-preferenciales-cndh-457.html
https://www.jornada.com.mx/ultimas/politica/2019/10/10/sct-no-garantiza-respeto-de-aerolineas-a-tarifas-preferenciales-cndh-457.html
https://www.jornada.com.mx/ultimas/politica/2019/10/10/sct-no-garantiza-respeto-de-aerolineas-a-tarifas-preferenciales-cndh-457.html
https://www.gob.mx/profeco/prensa/en-lo-que-va-del-ano-profeco-ha-recibido-1-677-quejas-contra-aerolineas
https://www.gob.mx/profeco/prensa/en-lo-que-va-del-ano-profeco-ha-recibido-1-677-quejas-contra-aerolineas
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transporte aéreo, en el período comprendido entre 

el 1 de enero al 31 de diciembre del 2019.  

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 18 de febrero 

de 2020 

 

Diputado Raúl Eduardo Bonifaz Moedano 

 (rúbrica) 
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